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Editorial 


Editorial 


Por:  Lic.  Enrique  Asturias  Fontana1 


Durante  los  años  que  gocé  del  privilegio  de 
ser  el  Director  del  Programa  de  Compe- 
tencias de  Derecho  Internacional  de  la 
Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  Francisco 
Marroquín  tuve  la  oportunidad  de  entablar  amistad 
con  diversos  estudiantes  y  profesores  de  distintas 
universidades  del  mundo.  Esta  situación  nos  permitió 
a  todos  dar  a  conocer  nuestras  respectivas  univer- 
sidades y  facultades,  a  las  cuales  representamos  con 
mucho  orgullo. 

De  esta  manera  noté  que  una  de  las  principales 
formas  en  que  presentábamos  y  dábamos  a  conocer 
el  nivel  académico,  la  curiosidad  científica,  y  por  qué 
no,  la  pasión  por  el  Derecho  que  teníamos,  era  me- 
diante el  intercambio  de  las  revistas  publicadas  por 
nuestras  respectivas  facultades. 

Específicamente  respecto  a  nuestra  revista,  gra- 
cias a  la  colección  casi  completa  que  tengo  de  los 
ejemplares,  he  podido  notar  que  la  revista  ha  publi- 
cado interesantes  artículos  de  historia,  ética,  filosofía, 
política,  economía  y  derecho.  Entre  estos  últimos  he 
podido  leer  publicaciones  que  nos  hacen  profundizar 
en  temas  específicos,  o  simplemente  ilustrarnos  so- 
bre temas  nuevos  o  incluso  controversiales. 

Sin  embargo,  la  existencia  de  la  revista  de  la  Fa- 
cultad de  Derecho,  como  cualquier  otra,  se  debe  al 
esfuerzo  de  muchas  personas.  En  este  sentido,  es  im- 


I  Licenciado  en  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales.  Abogado  y  Notario, 
egresado  de  la  UFM.  Catedrático  titular  de  Derecho  Interna- 
cional Privado,  y  catedrático  auxiliar  de  Derecho  Internacional 
Público,  entre  otras. 


portante  reconocer  la  labor  que  han  realizado  los 
miembros  anteriores  y  presentes  del  Directorio  de 
la  Revista  al  donar  su  tiempo  y  esfuerzo  para  man- 
tener el  alto  nivel  de  las  publicaciones,  y  así  dar  a 
conocer  la  labor  que  se  ha  realizado  y  se  realiza  en 
nuestra  Facultad.  Cabe  aclarar  que  el  mérito  no  co- 
rresponde únicamente  a  los  miembros  del  Directo- 
rio de  la  Revista.  Es  obvio  que  no  se  puede  publicar 
una  revista  con  artículos  de  calidad  sin  el  esfuerzo  de 
los  diversos  autores  que  dedican  varias  horas  o  días 
para  pensar,  organizar  y  redactar. 

Así,  la  revista  ha  logrado  alcanzar  lo  que  yo  des- 
cribiría como  la  madurez  de  una  primera  etapa  en 
que  se  logró  afianzar  su  existencia.  Ahora,  corres- 
ponde iniciar  en  los  siguientes  años  un  siguiente 
período  consistente,  a  mi  juicio,  en  afrontar  el  reto 
de  incrementar  su  contenido,  y  más  importante  aún, 
lograr  una  mayor  difusión  tanto  física  como  electró- 
nicamente, que  pareciera  ser  el  siguiente  paso  en  la 
evolución  natural  de  la  vida  de  la  revista. 

Está  claro  que  esto  no  será  nada  fácil.  Aún  así, 
este  difícil  proceso  es  necesario  para  lograr  los  fines 
que  incentivaron  la  creación  de  este  tipo  de  publica- 
ciones. La  publicación  digital  o  electrónica  de  la  re- 
vista permitiría  un  fácil  acceso  a  su  contenido  para 
aquellas  personas  que  no  puedan  obtener  un  ejem- 
plar físico,  e  incluso  que  lectores  en  distintas  partes 
del  mundo,  buscando  determinado  tema,  tengan  co- 
nocimiento de  la  existencia  de  ésta,  incrementando 
el  prestigio  de  nuestra  Facultad. 


Por  último,  y  con  el  propósito  de  ayudar  a  los 
miembros  del  Directorio  de  la  Revista  en  la  transi- 
ción que  creo  procede  en  los  siguientes  años,  insto 
a  los  colegas  egresados  de  nuestra  facultad,  colegas 
nacionales  e  internacionales,  profesores  invitados, 
académicos  amigos  y  a  los  estudiantes,  a  seguir  co- 


laborando con  artículos  novedosos  y  de  gran  calidad 
que  permitan  colocar  a  la  Revista  de  la  Facultad  de 
Derecho  de  la  Universidad  Francisco  Marroquín,  en- 
tre el  listado  de  las  publicaciones  más  consultadas  y 
de  mayor  prestigio. 
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Legalidad  y  legitimidad:  perenne  contienda 
en  la  democracia  constitucional 


Por:  Licda.  Jarj  Méndez' 

En  este  artículo  se  hace  una  aproximación  a  la 
problemática  sobre  la  legitimidad  legal  y  su  ne- 
cesaria vinculación  a  un  referente  existencial. 
La  democracia  constitucional  ha  puesto  dos  vallada- 
res frente  a  la  insuficiencia  de  la  mera  legalidad:  el 
poder  popular  soberano  como  fuente  y  los  derechos 
humanos  como  límite.  Se  cuestiona  la  solidez  del 
sistema  constitucional  democrático  y  el  papel  de  la 
jurisdicción  constitucional  frente  a  este  dilema  here- 
dado de  la  modernidad  por  la  fusión  entre  auctoritas 
y  potestas. 

Palabras  clave:  Constitución,  legalidad,  legiti- 
midad, potestad,  autoridad,  tribunal  constitucional, 
derechos  humanos,  poder  constituyente,  soberanía, 
supremacía  constitucional. 

La  historia  del  constitucionalismo  evidencia  la 
eterna  lucha  entre  existencialidad  política  y  normati- 
vidad.  En  último  término  se  trata  de  encontrar  el  lu- 
gar ad  hoc  en  la  comunidad  política  que  corresponde 
por  un  lado  a  la  potestas  y  por  otro  a  la  auctoritas:  la 
legitimidad  del  poder  y  su  legalidad.  Podríamos  decir 
con  Montserrat  Herrero  que, 


I  Abogada  y  Notarla  egresada  de  la  Universidad  Francisco  Marro- 
quín,  D.E.A.  en  Gobierno  y  cultura  de  las  organizaciones  por  la 
Universidad  de  Navarra.  España,  candidata  a  obtener  el  Docto- 
rado europeo  por  esta  misma  Universidad  con  la  tesis  doctoral: 
La  Constitución  como  proceso  político.  Actualmente  trabaja 
como  personal  de  investigación  en  formación  (PIF)  y  profeso- 
ra ayudante  de  una  linea  interdisciplinar  en  Filosofía  política  y 
Derecho  constitucional  de  la  Universidad  de  Navarra.  Desde 
septiembre  de  este  año  realiza  una  estancia  de  investigación  en 
la  Universidad  de  Udine.  Italia,  con  el  profesor  de  Filosofía  po- 
lítica Danílo  Castellano.  En  sus  años  de  estudiante  de  pregrado 
trabajó  varios  años  en  esta  revista,  de  la  que  llegó  a  ser  directora 
durante  el  periodo  de  1995-1997. 


"Entre  la  legitimidad  y  la  legalidad  hay  una 
comunidad  de  origen  que  opera  en  ambos 
conceptos  y  realidades  como  perpetua  nos- 
talgia. No  es  extraño  por  eso,  que  el  tipo  de 
legitimidad  legal  o  racional,  en  terminología 
weberiana,  sea  el  más  apreciado  en  nuestros 
días"2. 

La  pregunta  que  inevitablemente  se  presenta  es: 
¿procede  esa  situación  de  permanente  añoranza  de  la 
debilidad  que  ofrece  la  legitimidad  legal  como  funda- 
mento del  orden  social  de  la  vida  sociopolítica? 

Una  simple  mirada  a  las  crisis  políticas  de  nues- 
tro mundo  contemporáneo  confirma  inusitadamente 
la  fragilidad  de  la  legitimidad  legal  y  al  mismo  tiempo 
la  zona  de  indefinición  que  se  origina  entre  derecho 
y  política.  Esta  es  una  clara  manifestación  de  que  la 
legitimidad  continúa  siendo  una  tarea  pendiente  para 
el  Derecho  constitucional. 

Antes  de  tratar  los  conceptos  de  legitimidad  y 
legalidad,  conviene  acudir  a  la  distinción  entre  auto- 
ridad y  potestad.  Como  advertía  Alvaro  d'Ors,  esta 
distinción  es  necesaria,  de  hecho  no  ver  con  claridad 


2      Herrero,  M. "Legitimidad  política  y  participación"  en:  Anuario  Fi- 
losófico,  p.  114. 

Max  Weber  en  Economía  y  sociedad  distingue  tres  tipos  de  legitimi- 
dad: legitimidad  carismática,  que  es  la  que  funda  el  poder  personal 
de  quien  goza  de  una  honra  cuasi-sagrada;  legitimidad  tradicional, 
que  se  sujeta  al  refrendo  constante  del  tiempo  y  la  legitimidad  ra- 
cional o  legal,  que  se  refiere  a  la  legalidad  democrática.  De  acuer- 
do con  Weber,  en  los  dos  primeros  tipos  de  legitimidad  se  hace 
referencia  a  formas  propias  de  épocas  anteriores  y  en  las  que  era 
posible  hablar  de  legitimidad  como  algo  contrapuesto  a  legalidad. 
Cfr.  Weber,  M.,  Economía  y  sociedad,  pp.  2 1  -35. 
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esta  contraposición  ha  sido  el  origen  de  muchas  con- 
fusiones en  torno  al  tema  de  la  legitimidad3. 

/.      Auctoritas  y  potestas:  distinción  y 
reciprocidad 

Siguiendo  la  distinción  que  d'Ors  hace  de  acuer- 
do a  la  experiencia  romana  republicana  que  diferen- 
ciaba entre  autoridad  jurisprudencial  y  potestad  de 
los  magistrados  (legislativa  y  edictal),  entre  autoridad 
del  Senado  y  potestad  de  los  mismos  magistrados 
gobernantes;  auctoritas  es  el  saber  socialmente  reco- 
nocido y  la  potestas  se  refiere  al  poder  socialmente 
reconocido4.  Así  en  el  Derecho  público  romano,  la 
autoridad  que  tuviera  jus  cum  patribus  agendi  retenía 
la  auctoritas  de  la  República. 

Sin  embargo,  aunque  potestad  y  autoridad  com- 
parten un  elemento  común,  el  reconocimiento  social, 
la  autoridad  no  es  una  clase  de  potestad,  tiene  una 
naturaleza  distinta  que  le  permite  ser  independien- 
te. De  hecho  lo  esencial  de  la  auctoritas  es  carecer 
de  toda  potestad.  Pero  existe  una  reciprocidad  ne- 
cesaria. Ese  reconocimiento  social  que  transforma 
al  poder  en  potestad  depende  de  la  autoridad,  que 
a  su  vez  hace  depender  su  propio  reconocimiento 
social  del  sistema  organizativo  sostenido  por  la  po- 
testad. Efectivamente,  para  el  razonable  desarrollo  de 
la  libertad  personal  es  imperioso  que  la  potestad  se 
apoye  siempre  en  la  autoridad.  Ahora  bien,  como  de- 
cía d'Ors,  no  deben  confundirse  y  como  bien  señala, 
precisamente  corresponde  a  un  exceso  del  Estado 
moderno  la  confusión  de  la  autoridad  con  la  potes- 
tad tenida  por  legítima5. 

Esa  confusión  entre  autoridad  y  potestad  genera, 
como  dice  Schmitt,  que  Estado  moderno  y  legalidad 
se  conviertan  en  términos  esencialmente  corres- 


3  Cfr  d'Ors.  A.,  Ensayos  de  teoría  política,  pp.  I  1 7  y  1 52.  El  contras- 
te auctontaslpotestas  se  encuentra  en  Roma  en  la  esencia  de  la 
distinción  entre  derecho  y  tey.  El  Derecho  es  principalmente 
obra  de  los  juristas  que  tienen  autoridad  (auctoritas  prudentium): 
mientras  que  la  ley  es  obra  de  la  potestad  de  los  magistrados. 
Cfr.  Domingo.  R..  Auctoritas,  p.  29. 

4  Cfr.  d'Ors.  A..  Ensayos  de  teoría  polivca,  p.  1 52  y  también  en  d'Ors. 
A.,  ta  violencia  y  el  orden,  pp.  57-59. 

5  Cfr.  d'Ors,  A..  Ensayos  de  teoría  polivca,  p.  1 12. 


pondientes6.  Dicha  identificación  se  origina  más  con- 
cretamente a  partir  de  la  Revolución  francesa7.  La 
pérdida  del  fundamento  trascendente  del  poder 
exigió  fundarlo  sobre  un  nuevo  fundamento  de  ca- 
rácter secular.  Los  revolucionarios  franceses  dieron 
a  la  legalidad  el  lugar  de  la  legitimidad,  por  tanto  se 
abandonó  la  contraposición  entre  auctoritas  y  potes- 
tos,  y  se  instituyó  una  "nueva  legitimidad".  De  hecho, 
la  legalidad,  producto  del  racionalismo  occidental,  se 
considera  como  la  única  forma  de  legitimidad  para 
la  democracia.  Sin  embargo,  debemos  admitir  como 
bien  dice  Ferrero  que, 

"El  espíritu  revolucionario  acierta  con  toda 
seguridad  cuando  afirma  que  los  princi- 
pios de  la  legitimidad  son  convencionales, 
limitados,  fluctuantes,  frágiles  y  vulnerables 
ante  los  rectos  e  inapelables  dictados  de  la 
razón"8. 

Pero  aunque  existe  un  deber  de  reciprocidad 
entre  auctoritas  y  potestas,  deber  que  continuamente 
se  manifiesta,  existen  además  abiertas  diferencias.  La 
autoridad,  como  saber,  no  tiene  límites,  es  ajena  a 
las  coordenadas  espacio-temporales:  es  ratio.  La  po- 
testad, por  su  parte,  es  actual  y  habitualmente  te- 
rritorial, es  decir,  depende  de  un  acto  anterior  de 
dar  poder,  delimitable  en  el  tiempo  y  dentro  de  un 
territorio,  aunque  la  territorialidad  no  tiene  un  ca- 
rácter imprescindible  en  su  formación:  es  voluntas.  A 
la  auctoritas  corresponde  dar  garantía,  acrecentar  en 
calidad  y  valor  un  juicio,  en  otras  palabras,  otorgar 
fides.  La  potestas  tiene  como  algo  propio  dar  eficacia  a 
un  querer.es  decir,  generar  un  régimen  eficaz  de  obe- 
diencia, de  organizar  eficazmente  la  convivencia  de 
una  comunidad  política.  Sin  embargo,  aunque  el  saber 
es  intelectivo  y  el  poder  volitivo  también,  es  cierto 
que  el  afán  de  saber  es  característico  de  la  voluntad  y 
el  saber  mandar  lo  es  del  entendimiento.  Esta  íntima 
reciprocidad  intelectiva-volitiva  se  manifiesta  de  igual 


6  Schmitt,  C,  El  Leviathan  en  la  teoría  del  Estado  de  Tomas  Hobbes, 
pp.  60-6 1 . 

7  Cfr.  d'Ors,  A..  Ensayos  de  teoría  política,  p.  135.  En  este  sentido 
también  Ayuso  Torres.  M..  De  la  ley  a  la  ley.  Cinco  lecciones  sobre 
legalidad  y  legitimidad,  p.  1 8. 

8  Ferrero,  G.,  £/  Poder.  Los  genios  invisibles  de  la  ciudad,  p.  34. 
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modo  entre  la  autoridad  y  la  potestad  por  medio  de 
lo  que  podrían  denominarse  "interferencias".  Una  de 
ellas  es  ciertamente  la  prudencia9. 

Precisamente  en  la  vida  política  se  manifiestan 
ciertas  adherencias  entre  la  potestad  y  la  autoridad  a 
consecuencia  de  que  el  hombre  con  potestad  puede 
adquirir  cierta  autoridad  en  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes de  la  potestad.  Del  mismo  modo,  a  veces  quien 
posee  autoridad  asume  funciones  de  potestad  que 
accidentalmente  se  incorporan  al  ejercicio  de  sus 
funciones10.  Pero  aunque  estas  interferencias  puedan 
darse  hay  que  tener  presente  que  la  tarea  fundamen- 
tal de  la  auctoritas  es  servir  de  límite  a  la  potestas: 
la  potestas  manda  y  gobierna,  la  auctoritas  instruye  y 
aconseja". 

De  ahí  que,  mientras  la  potestad  es  responsable 
de  sus  actos  de  gobierno,  a  la  autoridad  le  corres- 
ponde asumir  las  consecuencias  de  los  actos  deriva- 
dos del  saber  reconocido.  Esto  traducido  en  el  orden 
social,  significa  que  existe  una  responsabilidad  social 
que  impele  a  cumplir  los  deberes  propios  dentro  de 
una  comunidad  política.  Pero  la  cuestión  de  la  legiti- 
midad únicamente  puede  afectar  a  la  potestas  y  no  a 
la  auctoritas. 

Ciertamente  porque  es  la  potestas,  en  tanto  fuer- 
za eficaz,  lo  que  puede  determinar  inmediatamente 
las  conductas  de  los  ciudadanos,  es  la  que  reclama 
legitimidad.  La  fuerza  coactiva  es  la  que  necesita  ser 
legitimada.  Toda  potestas  que  gobierne  en  la  comu- 
nidad política  debe  avenirse  en  cierta  medida  con  la 
auctoritas  que  puede  respaldar  sus  actos.  En  el  Estado 
constitucional,  la  Constitución  es  la  auctoritas,  estable- 
ce las  líneas  generales  sobre  las  que  debe  regirse  el 
orden  jurídico-político  de  la  sociedad,  las  obligaciones 
de  los  gobernantes  y  gobernados  que  comparten  esa 
Constitución  y  el  orden  jurídico  que  se  deriva  de  ella. 


Si  una  potestas  legítima  tiene  como  fin  esencial  la  con- 
servación del  orden  social  que  corresponda  lo  mejor 
posible  a  lo  establecido  por  la  auctoritas,  en  el  caso  del 
Estado  constitucional  esto  se  manifiesta  en  un  ejerci- 
cio del  poder  político  coherente  con  la  verdad  consti- 
tucional del  Estado  en  que  gobierna. 

Ahora  bien,  la  potestad  necesita  el  reconoci- 
miento social  y  éste  no  puede  reducirse  a  la  simple 
legalidad  o  al  consenso  de  una  mayoría12;  si  es  que, 
como  efectivamente  ocurre  en  el  Estado  constitucio- 
nal democrático,  la  forma  jurídica  que  adopte  el  ré- 
gimen depende  inmediatamente  del  poder  soberano. 
Pero  si  atendemos  a  la  definición  de  soberanía,  poder 
supremo,  jurídicamente  independiente  y  no  derivado 
de  ningún  otro,  veremos  que  su  problema  fundamen- 
tal es  como  dice  Schmitt,"[l]a  relación  entre  el  poder 
supremo  en  sentido  fáctico  y  jurídico"13.  Es  decir,  el 
problema  del  poder  soberano  es  cómo  de  la  deci- 
sión política  que  lo  constituye,  así  mismo  se  deriva 
la  forma  misma  que  lo  legitima.  Dicho  de  otro  modo, 
¿cómo  puede  existir  un  poder  legítimo  autofundan- 
te>  Para  la  tradición  del  Estado  de  Derecho  esto  no 
ofrece  ninguna  dificultad  porque  sólo  una  norma  le- 
gal de  carácter  general  debe  ser  determinante;  sólo 
la  ley  puede  ser  la  "fuente"  de  la  autoridad1'1.  Pero 
olvida  que  la  ley  no  dice  a  quién  otorga  la  autoridad 
y  como  bien  explica  Schmitt, 

"No  sería  posible  que  cualquiera  ejecutara 
y  realizara  el  precepto  legal  que  quisiera.  El 
precepto  legal  en  cuanto  norma  de  deci- 
sión sólo  indica  cómo  ha  de  decidirse,  mas 
no  quién  toma  la  decisión.  Cualquiera  po- 
dría remitirse  a  un  contenido  correcto  si  no 
existiera  una  última  instancia.  La  norma  de 
decisión  no  especifica,  empero,  cuál  es  esta 
última  instancia  (...)"'s. 


9  Cfr.  Domingo.  R  .  Auctoritas.  p.  89. 

10  Cfr. d'Ors. A. .Ensayos  de  teoría  política,  p.  I  20  y  también  Domingo. 
R.,  Auctoritas.  pp.  90-91. 

I  I  Cfr.Domingo.  R  .  Auctoritas,  p.  100.  Esta  suerte  de  interferencias 
ya  había  sido  puesta  en  discusión  por  Alvaro  d'Ors  en  sus  Doce 
proposiciones  sobre  el  poder  en  d  Ors.A..  Ensayos  de  teoría  política, 
pp.  I  12.  I  13  y  I  19, 


1 2  Cfr.  d'Ors,  A.,  La  violencia  y  el  orden,  p.  58. 

13  Schmitt.  C.  Teología  política  I.  en  Aguilar,  H„  Cari  Schmitt,  teólogo 
de  la  política,  p.  3 1 . 

14  Cfr.  Schmitt,  C,  Teología  política  l,  en  Aguilar,  H.,  Cari  Schmitt,  teó- 
logo de  la  política,  p.  40. 

15  Schmitt,  C,  Teología  política  I.  en  Aguilar,  H..  Cari  Schmitt.  teólogo 
de  la  política,  p.  40. 
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Por  tanto,  permanece  el  continuo  reclamo  en- 
tre legalidad  y  legitimidad  y  no  es  posible  poner  un 
punto  final  a  esa  problemática  relación,  de  una  u  otra 
forma  se  manifiesta  la  necesidad  de  un  vínculo,  un 
enlace,  una  conexión  pero  no  de  una  fusión.  Dicho 
de  otro  modo,  la  validez  del  Derecho  es  algo  dis- 
tinto y  autónomo  de  su  poder  moral  de  obligar.  La 
legitimidad  legal  es  frágil.  Desde  el  momento  en  que 
el  Estado  es  el  que  genera  la  ley,  el  principio  de  lega- 
lidad parece  terminar  en  una  vana  paradoja  en  la  que 
la  ley  limita  a  la  ley.  La  ley  positiva  obliga  porque  está 
impuesta  como  ley;  su  carácter  imperativo  es  exter- 
no al  contenido  de  la  ley  misma  y  por  tanto,  es  muy 
frágil.  La  ¡dea  jurídica  no  es  capaz  de  transponerse 
per  se  porque  no  indica  quién  ha  de  encargarse  de  su 
aplicación:  cada  transformación  lleva  consigo  una  auc- 
toritas  interpositio"'.  La  fuerza  jurídica  de  la  decisión  es 
algo  diferente  del  resultado  de  su  fundamentación.Y 
precisamente  por  ello,  lo  importante  para  la  realidad 
de  la  vida  jurídica  es  quién  toma  la  decisión,  asunto 
que  desemboca  en  una  doble  complejidad:  el  proble- 
ma de  la  competencia  y  el  de  garantizar  un  contenido 
correcto17. 

Con  esto,  necesariamente  en  el  Estado  consti- 
tucional democrático  se  instaura  un  círculo  vicioso 
entre  legalidad  y  legitimidad,  porque  se  trata  de  una 
"legitimidad  legal",  que  siempre  reclamará  un  princi- 
pio trascendente.  En  el  Estado  constitucional  demo- 
crático es  la  voluntad  popular  la  que  socorre  esta 
fragilidad  y  legitima  esta  autoimposición  abstracta  de 
la  ley;  asume  así  el  protagonismo  de  la  legitimación.  Se 
busca  la  conciliación  entre  la  ley  positiva  y  la  voluntad 
popular:  un  poder  es  legítimo  siempre  que  corres- 
ponda con  la  ley  que  manifiesta  la  voluntad  popular, 
esto  es,  la  Constitución.  Es  decir,  en  la  medida  en  que 
la  potestad  se  instituye  por  la  mera  voluntad  de  quie- 
nes forman  el  grupo  social,  se  manifiesta  éste  como 
sociedad,  y  se  gobierna  por  reglas  convencionales  y 
mudables  concretadas  en  el  principio  de  legalidad;  la 
potestad  democrática  es  persistentemente  de  sim- 

1 6  Cfr.  Schmitt,  O  Teología  político  I.  en  Aguilar.  H..  Cari  Schmitt,  teó- 
logo de  lo  política,  pp,  38-39. 

1 7  Cfr  Schmitt  C.  Teología  polivca  I,  Aguilar,  H..  Cari  Schmitt.  teólogo 

de  lo  polivca  p.  42. 


pie  legalidad  pues  presupone  una  simple  sociedad  de 
individuos18. 

Pero  como  se  ha  venido  señalando,  legalidad  y 
legitimidad  son  realidades  distintas.  Puede  existir  un 
poder  legítimo  independientemente  de  su  legalidad 
y  también  una  legalidad  no  legítima.  Se  hace  evidente 
esta  discrepancia  en  la  distinción  que  se  hace  entre 
Derecho  y  ley  positiva.  La  ley  positiva  significa  posi- 
ción de  voluntad  mientras  la  justicia  con  que  se  ope- 
re esa  voluntad  será  siempre  un  horizonte  abierto.  La 
distinción  entre  legalidad  y  legitimidad  debe  recon- 
ducirse  por  la  determinación  entre  la  que  se  ejerce 
el  poder  y  el  Derecho;  entre  voluntas  y  ratio;  entre 
potestas  y  auctoritas19. 

El  concepto  de  legalidad  hace  referencia  a  la  ley 
pública  de  un  grupo  social  determinado,  esto  es  la 
ley  positiva,  mientras  la  legitimidad  conlleva  el  reco- 
nocimiento de  una  ley  más  permanente  que  el  de  la 
legalidad.  La  legitimidad,  por  su  parte,  no  depende  úni- 
camente del  reconocimiento  social,  sino  de  una  rea- 
lidad objetiva  configurada  por  la  ley  de  Dios  que  se 
completa  por  la  identidad  histórico-moral  de  un  gru- 
po social20.  Esta  distinción  no  ofrecía  ninguna  discusión 
cuando  existía  una  auctoritas  universal  y  se  reconocía 
como  tal  punto  de  referencia  al  Derecho  natural.  Sin 
embargo,  el  constitucionalismo  ha  tenido  como  co- 
rolario la  fusión  entre  legalidad  y  legitimidad,  y  se  ha 
abandonado  también  cualquier  referencia  al  Derecho 
natural.  En  último  término  es  la  conformidad  con  la 
voluntad  popular,  expresada  en  la  ley,  la  que  origina 
el  consentimiento  al  poder  y,  por  tanto,  la  obediencia. 

II.    La  legitimidad  moderna:  luces  y 
sombras  de  su  justificación 

Como  es  conocido,  la  nueva  legitimidad  pro- 
ducto de  la  modernidad  se  instauró  definitivamen- 
te a  partir  de  la  segunda  mitad  del  siglo  XIX  con 
el  arraigo  del  liberalismo  democrático.  A  partir  de 


1 8  Cfr.  d'Ors.  A.,  Ensayos  de  teoría  política,  p.  I  I  I . 

19  Cfr.  Herrero.  M.  "Legitimidad  política  y  participación"  en:  Anuo- 
no  Filosófico,  p.  I  1 6. 

20  Cfr.  d'Ors.  A..  La  violencia  y  el  orden,  pp.  48-49. 
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ahí  la  legitimidad  es  absorbida  por  la  mera  legalidad 
constitucional  que  culmina  con  el  pensamiento  kel- 
seniano  que  funda  la  legitimidad  exclusivamente  en 
la  legalidad.  Es  esta  nueva  forma  de  comprender  la 
legitimidad  la  que  continúa  rigiendo  al  día  de  hoy.  La 
legalidad  revolucionaria  ha  encontrado  su  continui- 
dad en  la  legalidad  constitucional  y  el  rechazo  a  toda 
referencia  al  Derecho  natural.  Con  la  acuñación  del 
Rechtsstaat  culmina  el  esfuerzo  por  sustituir  la  legi- 
timidad por  legalidad,  la  progresiva  juridificación  de 
la  vida  social  no  ha  tenido  otro  propósito  más  que 
la  constante  búsqueda  de  reafirmar  la  "legitimidad" 
del  ejercicio  del  poder  político.  Esta  "nueva  legitimi- 
dad", está  fundada  esencialmente  en  el  principio  del 
imperio  de  la  ley.  En  su  realización  práctica  este  es  un 
principio  como  bien  explica  Schmitt, 

"[E]n  el  que  deben  contar  no  los  hombres  ni 
los  que  gobiernan  sino  las  normas.  El  sentido 
último  y  principal  del  "principio  fundamental 
de  legalidad"  de  la  vida  estatal  descansa  en 
que,  al  fin  y  al  cabo,  no  se  domina  ni  se  dic- 
ta nada  en  absoluto,  porque  únicamente  se 
pueden  invocar  las  normas  válidas  de  mane- 
ra impersonal"21. 

Sin  embargo,  el  Estado  de  Derecho  tampoco  ha 
sido  capaz  de  legitimar  al  poder.  La  misma  evolución 
de  este  concepto  ha  demostrado  que  la  legitimidad 
no  puede  ser  un  sistema  cerrado.  Este  vacío  de  legi- 
timidad ha  sido  lo  que  ha  provocado  que  se  originen 
nuevas  definiciones  materiales  del  Estado  de  Dere- 
cho, que  expresan  las  ideas  de  justicia  que  sostienen 
las  distintas  ideologías  políticas22. 

La  legalidad  constitucional  ha  pretendido  ejercer 
la  función  del  principio  de  legitimidad.  Pero  esto  no  ha 
sido  más  que  una  pretensión,  ella  jamás  podrá  cons- 
tituir un  orden  trascendente  que  el  gobernante  no 
pueda  contravenir  o  variar.  De  hecho,  la  experiencia 

2 1  Schmitt.  C,  Legalidad  y  legitimidad,  p.  2.  Como  es  sabido,  Schmitt 
designa  como  Estado  legislativo  a  esta  definición  formal  del  Es- 
tado de  Derecho.  En  el  capitulo  2.  se  tratará  sobre  los  matices  y 
la  evolución  del  concepto  del  Rechtsstaat,  por  ahora  interesa  el 
contraste  entre  legalidad  y  legitimidad. 

22  Cfr.  Bockenfórde,  E..  Estudios  sobre  el  Estado  de  Derecho  y  la  de- 
mocracia, p.  32. 


tanto  de  situaciones  de  degeneración  de  la  soberanía 
o  incluso  de  casos  de  degradación  de  los  soberanos 
democráticos  y  con  ello,  la  desvalorización  de  la  con- 
fianza en  unas  concepciones  fundamentales  comunes 
e  indubitables  han  conducido  en  nuestro  mundo  con- 
temporáneo, sobre  todo  a  partir  de  1945,  a  plantear 
la  cuestión  de  reflexionar  sobre  la  necesidad  de  tra- 
zar límites  e  imponer  vinculaciones  al  poder  consti- 
tuyente, en  sí  mismo  "omniabarcante"". 

El  quid  de  la  cuestión  está  en  que  el  problema  de 
la  legitimidad  está  referido  al  problema  de  justifica- 
ción del  poder.  Ciertamente  por  ello,  la  mera  legali- 
dad es  siempre  insuficiente  pues  ella  misma  procede 
del  poder  constituyente  y  un  poder  que  se  autolimite 
a  sí  mismo  es  una  idea  extraña.  Así  el  orden  político 
y  el  orden  jurídico  reclaman  la  legitimidad  porque  el 
orden  político  no  es  abarcable  en  su  totalidad  por  el 
orden  jurídico  y  a  su  vez  el  Derecho  no  se  agota  en 
la  ley  formal.  Como  bien  señala  Radbruch, 

"El  positivismo,  con  su  convicción  de  que  "la 
ley  es  la  ley",  ha  vuelto  indefenso  el  orden 
de  los  juristas  contra  las  leyes  de  conteni- 
do arbitrario  y  criminal.  Por  otra  parte,  el 
positivismo  se  halla  incapacitado  totalmente 
para  fundar  por  sus  propias  fuerzas  la  validez 
de  las  leyes"24. 

Esto  ha  conducido  a  buscar  un  cierto  "referente" 
de  común  acuerdo  que  pueda  suponer  un  valladar 
ante  la  misma  legitimidad  legal.  Ante  la  pérdida  de  la 
unanimidad  en  la  aceptación  del  Derecho  natural  y 
de  la  costumbre  como  fuente  del  Derecho  (el  ethos) 
y  la  imperiosa  necesidad  de  un  referente  legitimador 
del  mismo  poder  constituyente,  principio  fundante 
de  la  Constitución.  Hoy  se  reconoce  mayoritaria- 
mente  en  los  derechos  humanos  la  limitación  interna 
de  ese  poder.  Pero  la  sociedad  exige  un  postulado 
real  y  efectivamente  operante  en  la  vida  social.  Algo 
que  en  muchos  casos  los  derechos  humanos,  por  ser 
universales  y  abstractos,  no  son  capaces  de  proveer. 


23  A  propósito  de  esto  veáse.  Bockenfórde.  E.,  Estudios  sobre  eí  Es- 
tado  de  Derecho  y  la  democracia,  p.  1 77  y  ss. 

24  Radbruch.  G..  El  hombre  en  el  Derecho,  p.  I  34. 
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La  legitimidad  es  un  atributo  del  poder  político 
que  se  asienta  en  un  alto  grado  de  consenso  en  la 
comunidad  política:  la  obediencia  radica  en  la  adhesión 
voluntaria.  Por  esto  la  legitimidad  tiene  necesariamen- 
te un  referente  existencial,  y  aunque  en  el  plantea- 
miento democrático,  como  hemos  visto,  no  hay  otra 
legitimidad  que  la  legal,  parece  que  esto  no  es  suficien- 
te para  fundarla.  De  hecho,  se  acude  a  la  idea  de  legi- 
timidad para  impugnar  la  legalidad.  El  que  la  legalidad 
no  sea  causa  absoluta  de  la  legitimidad  de  un  poder 
se  muestra  en  ocasiones  límite  en  que  la  legalidad  no 
da  respuesta  a  la  decisión  política.  En  este  gris  anta- 
gonismo propio  del  contexto  de  la  legitimidad  legal, 
con  frecuencia  se  trata  de  utilizar  la  ¡dea  de  legitimidad 
con  la  pretensión  de  cambiar  la  ley  actual,  pero  que 
por  carecer  de  un  fundamento  objetivo  corresponde, 
sin  más,  a  la  mera  voluntad  ideológica  de  quienes  no 
aceptan  la  ley  vigente;  por  tanto,  la  invocación  a  los 
derechos  humanos  viene  a  ser  per  se  contradictoria 
cuando  se  ha  determinado  que  el  fundamento  de  la  ley 
es  la  ley  y  no  un  proyecto  ideológico".  Sin  embargo, 
lo  evidente  es  que,  con  la  apelación  a  la  legitimidad  se 
reclama  la  esfera  existencial,  que  se  hace  presente  a 
través  de  instituciones  como  el  plebiscito. 

Ahora  bien,  la  diferencia  entre  un  poder  legal  y 
un  poder  legítimo  es  precisamente  que  sólo  el  poder 
legítimo  está  verdaderamente  capacitado  para  tomar 
decisiones  en  situaciones  límite  cuando  se  produce 
una  ruptura  de  la  unidad  y  de  la  cohesión  social.  De 
modo  que  la  mera  legalidad  tiene  una  autonomía  li- 
mitada respecto  de  la  legitimidad.  Efectivamente,  para 
su  propia  conservación,  la  legalidad  misma  reclama 
la  legitimidad.  La  legitimidad  como  antes  se  ha  men- 
cionado representa  la  identidad  de  un  pueblo.  Es  el 
conjunto  de  convicciones  morales,  ideológicas  y  fi- 
losóficas de  un  orden  jurídico.  Así,  antes  de  la  legiti- 
midad democrática  imperaba  la  legitimidad  dinástica. 
Desde  la  aparición  de  las  Constituciones  escritas  se 
trata  de  buscar  esa  legitimidad  a  través  de  la  sanción 
de  esa  identidad  y  convicciones  en  los  preámbulos26 

25  Cfr.  d'Ors.  A.,  Ensoyos  de  teoría  político,  pp.  137-1 38. 

26  Cfr.  Schmitc  C,  "La  revolución  legal  mundial.  Plusvalía  política 
como  prima  sobre  legalidad  |urídica  y  superlegalidad"  en:  Revista 

de  estudios  po/rt/cos  (REP),  p.  7. 


y  en  algunos  casos,  incluso  en  ciertas  disposiciones 
jurídico-constitucionales.  La  referencia  a  lo  extraju- 
rídico  es  imprescindible.  La  potestas  necesariamente 
se  asienta  en  una  auctoritas  que  va  más  allá  de  un  nú- 
cleo normativo.  Dicho  de  otro  modo,  no  es  posible 
la  neutralidad  axiológica.  La  legalidad  depende  de  la 
legitimidad  y  no  al  contrario. 

Insisto,  la  misma  idea  de  legitimidad,  aunque  en 
ocasiones  se  apele  a  ella,  resulta  extraña  dentro  del 
planteamiento  democrático.  Desde  la  dimensión  de 
la  legitimidad  legal,  toda  justificación  del  Estado  re- 
side en  la  legalidad  general  del  ejercicio  de  poder 
estatal.  Con  frecuencia  la  legitimidad  equivale  al  cum- 
plimiento de  los  límites  legales.  Por  tanto,  el  proble- 
ma de  contraponer  legalidad  y  legitimidad  acarrea  un 
formalismo  y  funcionalismo  irreal;  porque  cuando  el 
contenido  de  la  ley  no  guarda  ninguna  relación  con  la 
razón  y  la  justicia,  cualquier  disposición  puede  llegar 
a  ser  legal  pues  su  único  referente  estará  en  el  proce- 
dimiento legislativo.  De  esta  manera  la  ley  se  reduce 
a  una  decisión  momentánea  de  la  mayoría  parlamen- 
taria vigente27.  Este  sistema  de  legalidad  propio  de  las 
democracias  constitucionales  quizá  olvide  un  requi- 
sito fundamental  que  varios  autores  han  recordado: 
la  regla  de  simple  verificación  de  la  mayoría  es  con- 
veniente únicamente  si  puede  presuponerse  la  ho- 
mogeneidad sustancial  de  todo  el  pueblo.  De  hecho, 

"[T]oda  democracia  descansa  en  el  requisito 
de  un  pueblo  indivisible,  homogéneo,  total  y 
uniforme,  entonces  en  realidad  no  hay  cues- 
tión y  en  lo  fundamental  ninguna  minoría  y 
mucho  menos  una  mayoría  de  minorías  es- 
tables y  constantes"28 . 

Porque  para  que  la  democracia  pueda  exis- 
tir como  principio  constitucional  es  imperioso  que 
exista  un  cierto  grado  de  convicciones  fundamenta- 
les comunes  entre  los  ciudadanos  sobre  el  tipo  y  la 
ordenación  de  su  vida  en  común,  de  igual  modo  es 


27  Cfr.  Schmitt.  O  Legalidad  y  legitimidad,  pp.  23-24. 

28  Schmitt  C.  Legalidad  y  legitimidad,  p.  25. 
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necesario  que  no  se  den  contradicciones  económi- 
co-sociales extremas25. 

Así,  mientras  no  exista  el  presupuesto  de  una 
cierta  homogeneidad,  la  potestas  de  esa  comunidad 
política  carece  de  un  fundamento  legítimo  real.  La 
adhesión  voluntaria  es  necesaria  pero  tiene  que  ha- 
ber un  orden  y  unos  límites  al  ejercicio  del  poder.  La 
finalidad  de  la  potestad  es  mantener  el  orden  social, 
pero  como  observa  d'Ors,  mandar  es  a  su  vez  un 
modo  de  obedecer30.  El  que  ejerce  la  potestad  re- 
cibe de  algún  modo  el  mandato  de  poder  mandar. 
Desde  la  perspectiva  del  Estado  constitucional,  este 
mandato  lo  contiene  la  misma  Constitución  que  es 
la  que  establece  el  régimen  de  potestad  y  el  ethos  de 
la  comunidad  política.  La  cuestión  es  ¿dónde  está  la 
auctontas1.  En  cierta  medida  se  limita  a  una  verifica- 
ción de  mayoría  que  en  muchas  ocasiones  ni  siquiera 
tiene  un  sustento  real  en  la  sociedad  que  representa. 

En  las  democracias  modernas  como  bien  dice 
Leibholz,  donde  la  Constitución  determina,  por  ex- 
presis  verbis  o  bien  por  una  norma  jurídica  no  escrita 
la  sumisión  a  la  idea  del  Derecho,  puede  decirse  que 
las  normas  legales  votadas  conforme  al  procedimien- 
to constitucional  forman  un  Derecho  materialmente 
obligatorio,  es  decir,  para  transformar  una  norma  en 
una  regla  de  Derecho  en  una  democracia,  depende  de 
la  conformidad  material  y  formal  entre  esa  norma  y 
la  Constitución:  en  que  cumpla  la  obligación  constitu- 
cional de  orientarse  hacia  la  escala  superpositiva  de  la 
idea  de  justicia31.  Sin  embargo,  los  contornos  norma- 
tivos son  incapaces  de  contener  una  situación  mate- 
rialmente distinta.  Por  esto  la  Constitución  no  puede 
abarcarlo  todo,  puede  solamente  establecer  los  pun- 
tos de  orientación  de  ese  proceso  político  libre  para 
intentar  alcanzar  estabilidad  y  equilibrio.  En  este  sen- 
tido, tal  como  explica  Hesse,  la  "cualidad  de  la  Cons- 
titución" consiste  en  asegurar  la  libertad  individual  a 
través  de  la  racionalización  y  limitación  del  poder32. 

29  Cfr.  Bóckenfórde,  E.,  Estudios  sobre  el  Estado  de  Derecho  y  la  de- 
mocracia, p.  i  02. 

30  Cfr.  d'Ors,  A.,  La  violencia  y  el  orden,  p.  47. 

3  I     Cfr.  Leibholz.  G..  Conceptos  fundamentales  de  la  potinca  y  de  Teoría 

de  la  Constitución,  pp.  3  I  -32. 
32    Cfr.  Hesse,  K.,  Escritos  de  Derecho  constitucional  (Seleccióni,  p.  22. 


Por  tanto,  postular  la  neutralidad  axiológica 
significa  la  indiferencia  entre  justicia  e  injusticia.  Sin 
embargo,  existen  valores  ante  los  que  no  se  puede 
ser  neutral,  valores  fundamentales  previos  al  ordena- 
miento jurídico  positivo.  El  engaño  de  la  neutralidad 
axiológica  ha  conducido  a  que  hoy  por  hoy  la  mayo- 
ría del  momento  tenga  en  sus  manos  el  "criterio",  la 
legalidad  y  la  ¡legalidad.  Es  decir,  sin  una  cierta  oucto- 
ritas  universal,  la  legitimidad  se  sujeta  a  una  legalidad 
basada  en  el  consenso  en  el  organismo  legislativo. 
Consenso  en  el  que,  como  dice  Schmitt,  es  inevitable 
el  tráfico  de  recompensas  y  "plusvalores  políticos" 
que  va  en  detrimento  del  mismo  sistema  de  legali- 
dad. Por  esto  mismo,  algunos  estiman  que  el  plebis- 
cito es  el  único  tipo  de  justificación  estatal  válido, 
sin  embargo  la  legitimidad  plebiscitaria  tiene  sus  lu- 
ces y  sombras.  La  consulta  popular  conlleva  siempre 
una  dependencia  para  quienes  la  hacen  y  además,  la 
historia  muestra  que  muchas  veces  esas  legitimacio- 
nes son  precarias  y  removibles.  Por  tanto,  no  puede 
considerarse  un  método  infalible.  Efectivamente,  ante 
esta  realidad  sólo  pueden  considerarse  legítimos  los 
poderes  liberal-democráticos  que  respeten  una  cier- 
ta ley,  una  norma  que  viene  a  hacer  las  funciones  de 
Derecho  natural33,  que  por  ahora  se  ha  definido  en 
los  derechos  humanos  pero  como  hemos  visto  sigue 
siendo  insuficiente.  La  consecuencia  de  esta  insufi- 
ciencia se  manifiesta  en  que,  cuando  acontecen  las 
crisis,  el  resultado  es  un  Estado  carente  de  legalidad  y 
de  Constitución:  ante  la  mera  legalidad  se  sobrepone 
la  supremacía  política. 

Pero  la  manifestación  de  la  contradicción  que  re- 
sulta muchas  veces  de  la  legalidad  constitucional  no 
necesita  de  situaciones  extremas  para  evidenciarse. 
De  ordinario  consiste  en  que  la  Constitución  esta- 
blece contenidos  antagónicos  en  los  que  fmalmen- 


33  Cfr.  d'Ors,  A..  Ensayos  de  teoría  política,  p.  141.  En  esto  coincido 
con  d'Ors  cuando  más  adelante  (p.  146),  con  relación  a  esta  in- 
compatibilidad de  la  soberanía  popular  con  el  Derecho  natural, 
afirma  que:"(...)  no  quiere  decir  que  debamos  resignarnos  ante 
el  relativismo  de  la  legalidad  democrática,  que,  en  otras  palabras 
puede  identificarse  con  una  forma  de  positivismo  jurídico,  por- 
que, por  encima  de  las  opiniones,  por  encima  de  las  doctrinas 
y  los  plebiscitos,  por  encima  de  la  ley  positiva  hay  leyes  que  la 
voluntad  no  debe  infringir.  El  que  estas  leyes  no  sean  a  veces 
conocidas  no  quiere  decir  que  no  existan". 
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te  se  impondrá  la  decisión  de  la  mayoría  vigente  en 
el  ejercicio  del  poder  político.  Así,  mientras  que  por 
una  parte  establece  valores  fundamentales,  por  otra, 
dispone  también  que  la  instantaneidad  del  funciona- 
lismo de  la  mayoría  con  su  neutralidad  axiológica  in- 
condicional pueda  modificar  e  incluso  suprimir  esos 
valores  fundamentales  protegidos".  Esta  contraposi- 
ción inevitablemente  en  algún  momento  se  decide 
pues  la  Constitución  para  su  defensa  y  ejecutoriedad 
necesita  los  efectos  de  sus  axiomas. 

Con  todo  este  magma  que  he  querido  traer  a  la 
superficie  he  intentado  mostrar  de  algún  modo  de 
que  no  existe  una  línea  intermedia  entre  la  neutrali- 
dad axiológica  de  la  legalidad  constitucional  que  pre- 
tende el  Estado  de  Derecho  y  la  ponderación  de  los 
valores  de  las  garantías  constitucionales  de  conteni- 
do: ambas  son  excluyentes.  Por  otra  parte,  un  sistema 
normativo  cerrado  es  algo  mítico,  tarde  o  temprano 
la  misma  realización  del  Derecho  o  la  existencialidad 
política  sobrevienen.  Ninguna  norma  jurídica,  inde- 
pendientemente del  rango  que  posea,  se  interpreta, 
se  aplica  o  se  protege  a  sí  misma;  ninguna  validez  nor- 
mativa se  hace  válida  a  sí  misma.  Nos  guste  o  no,  la 
jerarquía  de  normas  en  algún  momento  se  manifiesta 
como  jerarquía  concreta  de  hombres  e  instancias35. 
Incluso  la  prevalencia  de  los  valores  constituciona- 
les queda  sujeta  a  la  mayoría  del  momento,  al  com- 
promiso de  organizaciones  de  poder  heterogéneas 
y  las  recompensas  del  poder,  merced  de  la  legalidad 
constitucional. 

III.  Dirimir  un  problema  de 

poder:  legitimidad  y  conflictos 
constitucionales 

Los  conflictos  de  legalidad  constitucional  se  di- 
rimen en  último  término  a  través  de  la  función  ju- 
risdiccional. La  relación  conflictiva  entre  legalidad  y 
legitimidad  se  expresa  y  se  desarrolla  en  múltiples 
aspectos  y  formas  de  la  actividad  de  la  jurisdicción 
constitucional.  De  hecho  en  palabras  de  Leibholz, 


34  Cfr.  Schmitt,  C.  Legalidad  y  legivmidad.  p.  45. 

35  Cfr.  Schmitt.  C  .  Legalidad  y  legitimidad,  p.  53. 


"Ya  durante  la  vigencia  de  la  Constitución 
de  Weimar,  el  Tribunal  Estatal  del  Reich  de- 
claró que  'bajo  cada  litigio  constitucional  se 
esconde  una  cuestión  política  susceptible  de 
convertirse  en  un  problema  de  poder'.  Es 
indiscutible  que  las  cuestiones  sometidas  a 
la  jurisdicción  constitucional  son  de  carácter 
político"36. 

Sin  embargo,  entre  los  jueces  y  el  poder  cons- 
tituyente, fuerza  que  hace  surgir  y  que  legitima  a  la 
Constitución,  no  existe  ninguna  vinculación  directa. 
Por  tanto,  pareciera  que  la  propia  función  de  la  le- 
galidad constitucional  fuera  la  supresión  de  todo  de- 
recho de  resistencia,  sin  las  responsabilidades  ni  los 
riesgos  de  la  política. 

La  cuestión  es  que  la  legalidad  constitucional, 
con  su  neutralidad  axiológica  funcionalista  y  con  la 
igualdad  de  oportunidades  para  cualquier  contenido, 
tiempo  y  corriente  sin  distinción,  ocasiona  una  ouc- 
toritas  débil  y  difusa,  y  en  consecuencia,  una  potes- 
tos  de  ¡guales  características.  Una  Constitución  que 
no  determina  decisivamente  un  orden  substancial 
únicamente  crea  un  conjunto  de  compromisos  dilato- 
rios" que  en  la  praxis  destruyen  su  propia  legalidad  y 
legitimidad. 

La  superlegalidad38,  supremacía  constitucional,  o 
legalidad  constitucional  busca  la  legitimidad  constitu- 
cional del  régimen  de  potestad.  Pero  como  he  hecho 
notar,  esta  superlegalidad  no  puede  reducirse  única- 
mente a  la  Constitución  escrita;tendría  que  compren- 
der todos  los  principios  del  sistema  constitucional,  es 

36  Leibholz.  G.,  Problemas  fundamentales  de  la  democracia  moderna, 
p.  149. 

37  Cfr.  Schmitt.  C,  Teoría  de  la  Constitución,  pp.  52  y  132.  Esta  ex- 
presión es  utilizada  por  Cari  Schmitt  para  referirse  a  aquellas 
regulaciones  constitucionales  que  no  constituyen  decisiones 
objetivas  logradas  mediante  transacciones  sino  que  su  esencia 
está  en  aplazar  la  decisión  sobre  algún  tema  conflictivo.  Para 
Schmitt.  este  tipo  de  compromiso,  "estriba,  pues,  en  encontrar 
una  fórmula  que  satisfaga  todas  las  exigencias  contradictorias  y 
deje  indecisa  en  una  expresión  anfibiológica  la  cuestión  litigiosa 
misma.  Sólo  contiene  así  una  aproximación  externa,  verbal,  de 
contenidos  objetivamente  inconciliables".  Schmitt,  C.  Teoría  de 
la  Constitución,  p.  54. 

38  Cfr.  Hauriou,  M..  Principios  de  Derecho  público  y  constitucional,  p. 
358.  Como  es  sabido,  superlegalidad  es  un  término  acuñado  por 
Hauriou. 
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decir,  del  orden  social  y  político;  en  otras  palabras, 
de  la  tradición  constitucional.  Su  eficacia  exige  una 
idea  de  continuidad  congruente  con  la  necesidad  del 
espíritu  humano  de  la  permanencia  y  estabilidad.  La 
cuestión  es  que  ante  la  inexistencia  de  una  auctorttas 
universal,  esta  legitimidad  tiene  un  carácter  relativo 
y  esa  legalidad  superior  se  convierte  en  una  fórmula 
para  forzar  la  obediencia.  Se  debe  tomar  en  conside- 
ración además  que,  si  por  legalidad  se  entiende  una 
pauta  de  obediencia  y  disciplina,  la  legalidad  estatal 
genera  la  capacidad  de  producir  continuamente  nue- 
vas situaciones  llenas  de  conflictos.  Precisamente  por 
ello, el  poder  político,  la  potestos,  adquiere  con  la  lega- 
lidad estatal  una  plusvalía  política".  Y  entonces  como 
advertía  Schmitt, 

"[L]a  Constitución  se  desvanece  en  sus  con- 
tradictorios elementos  interiores  y  posibi- 
lidades de  interpretación,  y  ninguna  ficción 
normativa  de  'unidad'  evita  que  cualquier 
grupo  en  pugna  se  adueñe  de  las  partes  o 
expresión  constitucional  que  parezca  más 
apropiado  para  destruir  al  adversario,  tam- 
bién en  nombre  de  la  Constitución"40. 

Así,  legalidad,  legitimidad  y  Constitución,  en  lugar 
de  procurar  el  equilibrio  y  estabilidad,  muchas  veces 
a  consecuencia  de  su  difícil  interrelación,  conducirán 
a  verdaderas  crisis  de  gobernabilidad  y  desorden  po- 
lítico. Quizá  la  razón  de  esto  es,  como  observa  Miguel 
Ayuso,  que  desde  la  modernidad  se  ha  abandonado  la 
prudencia  legislativa  por  el  mero  arbitrio  que  no  se 
funda  sobre  una  verdad  objetiva  sino  conforme  a  las 
propias  ¡deas1".  La  ley  en  su  significado  más  general 
se  refiere  a  los  términos  de  relación  y  ordenación.  En 
cuanto  a  las  leyes  positivas  propiamente  dichas  en  un 
sentido  amplio,  podría  decirse  que  son  aquellas  que, 
o  bien  se  encuentran  revestidas  de  auctorttas,  o  bien 
se  han  impuesto  por  la  potestas,  y  por  tanto,  tienen 
trascendencia  jurídica.  Por  ello,  es  un  error  no  consi- 

39  Cfr.  Schmitt,  C.  "La  revolución  legal  mundial.  Plusvalía  política 
como  prima  sobre  legalidad  jurídica  y  superlegalidad"  en:  Revisto 
de  estudios  políticos  (REP),  pp.  6-7. 

40  Schmitt.  C.  Legalidad  y  legitimidad,  p.  94. 

41  Cfr.  Ayuso,  M.,  De  la  ley  a  la  ley.  Cinco  lecciones  sobre  legalidad  y 
legitimidad,  p.  35. 


derar  que  las  leyes  no  sólo  ayudan  a  la  conservación 
y  formación  de  hábitos  y  costumbres  de  la  comuni- 
dad política,  sino  que  incluso  tienen  como  función  la 
transmisión  de  un  patrimonio  moral. 

La  complejidad  de  la  cuestión  que  venimos  tra- 
tando tiene  además  la  particularidad  del  hecho  de 
que  en  la  democracia  constitucional  la  legitimidad 
de  la  potestas,  su  justificación,  tiene  como  principios 
reconocidos  el  principio  electivo  y  el  principio  de- 
mocrático. La  cuestión  es  discernir  si,  como  dice  Gu- 
glielmo  Ferrero,  la  soberanía  presupone  superioridad 
moral''2.  La  normatividad  queda  asumida  automática- 
mente en  la  facticidad.  Si  esto  fuera  así,  la  cuestión  de 
la  legitimidad  no  ofrecería  duda,  pues  la  voluntad  po- 
pular sería  suficiente  entonces  para  legitimar  el  po- 
der. Sin  embargo,  lo  que  verdaderamente  coadyuva  a 
la  consecución  del  bien  común  de  la  comunidad  polí- 
tica es  precisamente  aquello  que  crea  seguridad  jurí- 
dica y  tiende  a  la  justicia,  ¿coincide  esto  siempre  con 
la  voluntad  de  la  mayoría?  Probablemente  no,  por  eso 
no  podemos  considerar  como  valor  supremo  a  ese 
principio  de  soberanía.  El  antagonismo  entre  salus 
populi  suprema  lex  esto  y  lustitia  fundamentum  regno- 
rum^,  nos  recuerda  que  el  fin  supremo  del  Derecho, 
y  por  tanto  de  la  auctoritas,  es  la  justicia  y  no  lo  que  se 
considere  útil  para  la  mayoría  de  ese  momento.  Por 
esto,  contrario  a  lo  que  opina  Ferrero,  una  decisión 
tomada  por  la  mayoría  no  necesariamente  tiene  que 
ser  la  más  justa.  Será  más  justa  la  decisión  que  haga 
más  humano  a  ese  orden  común  que  responda  a  su 
tradición  constitucional. 

Así,  el  problema  de  la  legitimidad  refiere  lo  nor- 
mativo, pero  también  lo  fáctico.  Es  lo  que  decía  al 
principio  cuando  he  citado  a  Schmitt  haciendo  re- 
ferencia a  la  contradicción  permanente  de  la  sobe- 
ranía en  la  teoría  democrática.  Ahora  bien,  esto  no 


42  Cfr.  Ferrero.  G..  £/  Poder.  Los  genios  invisibles  de  la  ciudad,  p.  3  I .  En 
este  sentido  es  interesante  además  lo  que  Ferrero  dice  en  la  p. 
33  refiriéndose  a  la  legitimidad  en  la  democracia: "En  la  demo- 
cracia la  mayoría  termina  teniendo  la  razón  aunque  se  equivo- 
que, porque  en  ella  reside  oficialmente  la  verdad,  la  justicia,  la 
sabiduría,  por  mucho  que  sus  errores  culpables  e  iniquidades 
estén  a  los  ojos  de  todos." 

43  Cfr.  Radbruch,  G.,  El  hombre  en  el  Derecho,  p.  1 03. 
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significa  que  la  legitimidad  lleve  consigo  siempre  el 
grado  de  eficacia  del  poder44.  Tampoco  significa  que 
en  un  sentido  absoluto,  cada  etapa  histórica  edifique 
su  propio  principio  de  legitimidad  de  acuerdo  con 
las  propias  circunstancias  históricas  y  sociales.  En  el 
caso  de  la  legitimidad  democrática  que  se  manifiesta 
a  través  del  principio  de  soberanía  popular:  el  poder 
sólo  es  legítimo  si  representa  la  voluntad  del  pue- 
blo. Pero  como  antes  hemos  visto  para  que  esto  sea 
realmente  operativo  tiene  que  existir  un  suficiente 
grado  de  cohesión  e  integración  en  el  seno  de  la  co- 
munidad política.  De  hecho  los  principios  de  legitimi- 
dad sobrevienen  unos  a  otros  desde  hace  siglos.  Esta 
sucesión  no  se  origina  porque  uno  sea  mejor  que 
otro,  sino  más  bien  porque  unos  se  adaptan  mejor 
que  otros  a  la  orientación  espiritual  dominante  de 
la  época45. 

En  el  caso  de  la  legitimidad  democrática,  también 
el  derecho  de  oposición  tiene  un  papel  fundamen- 
tal, porque  en  principio  esa  "voluntad  general"  está 
formada  por  la  voluntad  de  la  mayoría,  pero  necesa- 
riamente debe  incluir  la  voluntad  de  la  minoría  (dere- 
cho de  mando  y  derecho  de  oposición). 

Hay  que  recordar  que,  como  advierte  Bobbio,  la 
legitimidad  está  referida  al  título  del  poder  y  la  legali- 
dad a  su  ejercicio46.  Es  decir,  la  legitimidad  hace  refe- 
rencia a  que  quien  detenta  el  poder  posea  el  derecho 
de  tenerlo,  mientras  que  la  legalidad  del  poder  está 
referida  a  que  el  ejercicio  de  ese  poder  se  haga  de 
acuerdo  con  las  reglas  establecidas.  Por  tanto,  para 
quien  ejerce  el  poder,  la  legitimidad  fundamenta  el 
derecho  al  poder,  al  mismo  tiempo  que  la  legalidad 
determina  su  deber.  No  así  para  los  gobernados,  para 
quienes  la  legitimidad  significa  el  deber  de  su  obe- 
diencia y  la  legalidad  es  la  garantía  de  su  libertad.  Sin 
embargo,  la  legalidad  no  es  criterio  suficiente  para 
distinguir  el  buen  gobierno  del  mal  gobierno.  Pero  la 
idea  de  que  el  "gobierno  de  las  leyes"  es  mejor  que 
el  "gobierno  de  los  hombres"  ha  encontrado  gran 


44  Cfr.  Ferrero,  G.,  ti  poder.  Los  genios  invisibles  de  lo  ciudad,  p.  1 87. 

45  Cfr.  Ferrero.  G.  El  poder.  Los  genios  invisibles  de  la  dudad,  p.  1 70. 

46  Cfr  Bobbio,  N.  y  M.  Bovero.  Origen  y  fundamentos  del  poder  políü- 


eco  en  la  teoría  y  en  la  práctica  del  constituciona- 
lismo, fundamentalmente  a  través  de  la  instauración 
del  Rechtsstaal  Este  convencimiento  ha  sido  de  tal 
magnitud  que  además  de  ser  la  legalidad  el  criterio 
para  distinguir  el  buen  gobierno  del  mal  gobierno 
se  ha  convertido  también  en  el  criterio  para  distin- 
guir el  gobierno  legítimo  del  ¡legítimo.  De  ahí  que  la 
causa  principal  y  fundamentadora  de  la  destrucción 
de  la  legitimidad  sea  el  debilitamiento  y  la  decaden- 
cia progresivos  de  la  forma  de  poder  gobernante.  Y 
esto  porque  en  definitiva,  la  legitimidad,  esencialmen- 
te consiste  en  el  consentimiento  otorgado  al  poder 
que  genera  la  disposición  a  la  obediencia.  Por  tanto,  la 
función  de  los  fundamentos  de  la  legitimidad  es  pro- 
piciar la  identificación  de  la  comunidad  política  con  su 
correspondiente  poder.  De  ahí  que  un  poder  legítimo 
es  aquel  cuyas  decisiones  pueden  calificarse  como  de- 
cisiones de  la  polis.  Existe  una  insuficiencia  práctica  de 
la  ley  y  de  igual  forma  una  imperativa  necesidad  de  la 
decisión.  Por  esto,  con  la  ley  no  desaparece  el  poder. 
La  dimensión  política  es  más  amplia.  La  legitimidad  del 
poder  se  funda  en  la  apelación  a  valores  comunes,  en 
el  modo  en  el  que  un  pueblo  se  concibe  a  sí  mismo. 
Esto  significa  que  la  legitimidad  del  poder  no  es  una 
cuestión  de  limitación,  sino  de  la  expresividad  del  ser 
de  una  comunidad  política. Va  más  allá  de  la  legalidad. 
En  consecuencia  es  imperativo  que  la  Constitución 
en  su  contenido  atienda  a  la  realidad  política.  Por  esa 
razón  a  la  legitimidad  se  le  ha  llegado  a  identificar  con 
la  legalidad  en  el  sentido  que  como  dice  Bobbio, 

"[L]a  norma  fundamental,  que  permite  consi- 
derar todos  los  poderes  que  son  ejercidos  en 
los  diversos  niveles  internos  del  mismo  orde- 
namiento como  poderes  jurídicos,  funge  como 
criterio  de  legitimidad  y  cumple  esta  función 
en  un  contexto  histórico  en  el  cual  el  proceso 
de  legitimación  del  poder  estatal  progresiva- 
mente se  ha  venido  identificando  con  el  pro- 
ceso de  legalización  del  ejercicio  del  poder  en 
todos  los  niveles,  hasta  el  último  nivel,  que  es 
el  poder  constituyente"47. 


47     Bobbio.  N.  y  M.  Bovero.  Origen  y  fundamentos  del  poder  político,  p.  35. 
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Pero  esta  reducción  es  incorrecta.  El  problema 
de  la  legitimidad  se  funda  en  valores  y  fines  colecti- 
vos, y  por  esto  sobrepasa  la  relación  entre  poder  y 
Derecho.  No  puede  ser  de  otra  manera,  la  limitación 
del  poder  no  constituye  la  esencia  de  la  legitimación. 
Lo  que  mide  la  legitimidad  de  un  poder  es  su  corres- 
pondencia a  los  fines,  valores  y  necesidades  de  una 
comunidad  política.  A  través  del  poder,  la  voluntad  de 
los  miembros  de  la  comunidad  política  se  actualiza  y 
se  hace  efectiva. 

En  definitiva,  ante  la  necesidad  de  tomar  una  de- 
cisión vinculante  en  la  realidad  política  donde,  contra- 
rio a  lo  que  cree  Habermas48,  no  es  posible  alcanzar 
un  consenso  perfecto,  el  poder  y  su  legitimación  son 
necesarios.  Es  ineludible  establecer  de  modo  recono- 
cido una  forma  de  alcanzar  la  decisión,  dado  que  el 
acuerdo  unánime  jamás  se  podrá  conseguir. 

La  Constitución  se  ha  situado  como  artífice  de 
legitimidad.  Así  la  estabilidad  y  equilibrio  de  la  co- 
munidad política  están  confiados  a  la  Constitución, 
y  aunque  los  derechos  humanos  se  postulan  como 
la  auctoritas,  en  último  término  y  de  forma  inmediata 
es  la  legalidad  constitucional  la  que  respalda  el  ejer- 
cicio del  poder.  En  otras  palabras,  es  el  principio  de 
legalidad  del  Estado  de  Derecho  el  que  hace  legíti- 
mo el  poder.  Pero  cuando  se  da  carácter  de  ley,  sin 
distinción  a  materias  propias  del  ámbito  político  o  a 
medidas  que  corresponden  al  ámbito  del  ejercicio  de 
la  potestad,  se  diluye  el  verdadero  concepto  de  ley. 
Ante  el  incesante  reclamo  del  referente  existencial, 
el  principio  de  legalidad  ha  buscado  distintos  cauces: 
el  plebiscito,  la  reforma  constitucional  y  la  interpreta- 
ción constitucional.  Sin  embargo,  la  incapacidad  de  los 
contornos  normativos  constitucionales  frente  a  las 
realidades  políticas  críticas  hace  que  la  fusión  entre 
legalidad  y  legitimidad  permanezca  en  continua  pug- 
na y  ocasione,  con  no  poca  frecuencia,  un  desorden 
en  el  ejercicio  de  la  potestad.  De  hecho,  la  misma 
insuficiencia  de  esta  legalidad  fundamenta  los  juicios 
valorativos,  de  carácter  prudencial,  de  los  intérpretes 


constitucionales.  Este  tipo  de  juicios  menoscaban  el 
mismo  orden  constitucional,  pues  sitúa  en  los  jueces 
constitucionales  decisiones  políticas  que  necesaria- 
mente han  de  tomarse.  La  comunidad  política  requie- 
re decisiones  vinculantes  que  la  ley  no  puede  decidir, 
cuestiones  que  requieren  una  voluntas,  que  reclaman 
el  ejercicio  de  la  potestas.  La  situación  ideal  es  que  el 
poder  se  someta  a  la  autoridad,  lo  cual  hace  posible 
un  buen  gobierno  porque  se  respeta  la  libertad.  Si 
como  parece  en  el  Estado  de  Derecho,  la  legalidad 
constitucional  asume  la  tarea  de  legitimar  el  poder, 
¿puede  realmente  como  auctoritas,  cumplir  su  prin- 
cipal tarea:  la  de  limitar  a  la  potestad?  La  respuesta 
aflora  con  claridad  en  las  palabras  de  Bodin  cuando 
se  refería  al  poder  soberano, 

"La  ley  no  es  otra  cosa  que  el  mandato  del 
soberano  que  hace  uso  de  su  poder"49. 
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La  función  pública,  el  gasto 
y  la  voluntad  popular 

Por:  Dr.  Mario  Estuardo  Archila  M' . 

Cuál  es  la  conexión  entre  el  "orden  social",  en- 
.  tendido  como  la  estructura  creada  por  la  legis- 
m  lación,"en  la  que  la  voluntad  de  algún  superior,  y, 
en  última  instancia,  la  de  una  sola  autoridad  suprema, 
determine  lo  que  a  cada  uno  corresponde  hacer"2, 
creado  por  nuestra  Constitución  Política  y  los  me- 
canismos que  limitan  el  poder  de  ese  ente  superior 
encargado  de  establecer  el  gasto  público  y,  por  ende, 
las  cargas  impositivas  a  los  individuos  que  conforman 
la  "voluntad  popular"? 

La  tarea  se  dispondrá,  por  tanto,  en  un  análisis 
normativo  positivo  de  la  Constitución,  tratando  de 
descubrir  esos  mecanismos  que  permitan  el  desa- 
rrollo de  un  Estado  de  Derecho  y  preeminencia  de 
la  libertad  individual  como  valor  fundamental  para  la 
superación  de  todos. 

Vida  en  sociedad 

Es  innegable  que  la  vida  en  sociedad  ha  permiti- 
do y  permite,  que  el  ser  humano  se  desarrolle  y  lo- 
gre un  estado  de  bienestar  mucho  mayor  que  el  que 
hubiera  podido  ser  alcanzado  con  una  vida  salvaje  y 
nómada.  Debiera  ser  igualmente  indiscutible  que  la 
sociedad  implica  una  sujeción  voluntaria  a  normas  de 


1  Licenciado  en  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales.  Abogado  y  Notario, 
egresado  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  Francisco 
Marroquin;  Doctor  en  Derecho  por  la  Universidad  Francisco 
Marroquin;  Master  en  Derecho  de  Negocios  Internacionales 
y  Comercio  Internacional  por  Erasmus  University  Rotterdam; 
Master  en  Educación  de  Valores  por  la  Universidad  del  Istmo; 
Postgrado  en  Derecho  Tributario.  "El  Derecho  Tributario  frente 
a  los  desafíos  del  nuevo  milenio". 

2  Friedrich  A.  Hayek,  Derecho,  Legtslaaón  y  Libertad, Volumen  I.  pági- 
na 71. 


conducta  desconocidas  e  incomprensibles  para  nues- 
tro intelecto3,  sin  embargo,  esta  postura  es  discuti- 
da y  negada,  vale  mencionar,  por  algunas  corrientes, 
bastante  arraigadas  en  el  mundo  en  que  vivimos,  de 
corte  racionalista  cartesiano  o  constructiv¡sta'\y  que, 
según  palabras  del  profesor  Friedrich  A.  Hayek,"  pro- 
porciona la  sensación  de  disponer  de  un  ¡limitado 
poder  en  cuanto  a  la  consecución  de  nuestros  obje- 
tivos". De  esta  manera,  al  arraigarse  en  la  comunidad 
la  idea  de  que  la  consecución  de  los  fines  propues- 
tos puede  únicamente  conseguirse  cuando  se  crean 
instituciones  de  manera  deliberada  para  ello,  se  cae 
fácilmente  en  la  idea  que  el  Estado5  es  quien  debe  dar 
el  cumplimiento  a  los  denominados  "fines  sociales". 

De  esta  manera,  si  observamos,  a  guisa  de 
ejemplo,  lo  dicho  por  el  presidente  de  la  república 
-Alfonso  Portillo-  el  14  de  enero  de  2003  en  la  pre- 
sentación del  tercer  informe  de  gobierno  al  Congre- 
so de  la  República,  encontraremos  frases  como: 

El  mundo  se  encuentra  frente  a  grandes  de- 
safíos. Por  un  lado,  los  niveles  de  pobreza  y 
de  desigualdad  social  alcanzan  niveles  incom- 
patibles con  la  construcción  de  un  mundo 
seguro  para  los  habitantes  de  este  planeta. 

Acá  el  término  "construcción  de  un  mundo"  no 
se  utiliza  como  lenguaje  figurado,  pues  como  más 
adelante  en  el  discurso  dijera,  habla  de  la  coopera- 


3  Friedrich  A.  Hayek,  Ob.at.,  página  79. 

4  Friedrich  A.  Hayek,  Ob.at.  página  29. 

5  Entendido  como  la  estructura  creada  para  gobernar,  es  decir  los 
Organismos  Ejecutivo,  Legislativo  y  Judicial. 
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ción  entre  "Estados  y  sociedades"  y  que  las  acciones 
unilaterales  sólo  dañarían  el  fin. 

En  efecto,  los  peligros  y  riesgos  que  presenta 
la  situación  global  actual  vuelve  imperativa  la 
cooperación  entre  Estado  y  sociedades  para 
defender  los  estados  democráticos.  Esa  es  la 
apuesta  de  seguridad  de  largo  plazo  más  im- 
portante. Las  acciones  unilaterales  solo  daña- 
rían o  retardarían  la  puesta  en  marcha  de  esos 
mecanismos  multilaterales  de  cooperación 
para  la  construcción  de  un  mundo  más  demo- 
crático, más  abierto,  más  justo  y  más  seguro. 

De  tal  manera,  que  en  el  discurso,  el  término  "Es- 
tado" se  vuelve  excluyente  de  la  población,  se  con- 
vierte en  esa  estructura  de  poder  independiente  de 
la  población  que  le  da  origen  y  es  la  encargada  de 
dirigir  "la  construcción  de  un  mundo  más  democrá- 
tico, más  abierto,  más  justo  y  más  seguro".  Esta  con- 
cepción de  "Estado",  a  lo  largo  del  discurso,  que  es 
tomado  como  ejemplo  simplemente  de  las  actitudes 
y  corrientes  que  dominan  el  mundo,  se  refleja  en  un 
lenguaje  confrontativo  -dos  sectores  de  la  población 
que  buscan  fines  distintos:  el  sector  civil  y  el  estatal- 
o  un  lenguaje  paternalista  -la  población  necesita  que 
"el  Estado"  cuide  de  ellos-  e  impide,  como  se  irá 
explicando  más  adelante,  una  identificación  entre  lo 
que  cada  quien  percibe  como  realmente  importan- 
te y  necesario  y  lo  que  los  gobernantes  efectúan.  Es 
claro,  por  tanto,  que  la  concepción  o  teoría  tras  este 
discurso,  ejemplo  del  lenguaje  y  fondo  de  los  discur- 
sos de  la  mayoría  de  políticos  mundiales,  implica  la 
aceptación  y  apego  a  las  teorías  marxistas,  pues  es 
sabido  que  este  tipo  de  lenguaje  -y  teorías  de  tras- 
fondo-  fueron  acuñadas  por  Marx6. 

Fines  sociales 

Los  fines  sociales,  que  deben  ser  únicamente 
aquellos  para  los  que  los  individuos  consideran  que 
se  debe  vivir  en  sociedad,  pues  es  muy  lógico  y  claro 
entender  que  la  "Sociedad"  no  es  un  ser  o  un  ente 


6      Friednch  A.  Hayek.  La  Fatal  Arrogancia,  página  328. 


con  voluntad  propia  que  pueda  establecerse  y  con- 
seguir fines  propios,  con  lo  que  debemos  dejar  claro 
que  los  fines  que  se  buscan  al  vivir  en  sociedad,  al  ser 
el  orden  no  deliberadamente  creado,  sino  espontá- 
neo, no  pueden  ser  designados,  ya  que  no  se  puede 
"legítimamente  afirmar  que  persigan  un  fin  deter- 
minado, si  bien  el  hecho  de  descubrir  su  existencia 
puede  en  gran  medida  contribuir  a  que  con  mayor 
facilidad  consigamos  materializar  nuestras  propias 
apetencias."7 

En  el  lenguaje  típico  de  la  vida  "política"  en  el 
mundo,  se  habla  comúnmente  de  los  fines  que  deben 
buscarse  por  la  "sociedad",  los  "Estados",  los  "orga- 
nismos internacionales"  y  todas  las  otras  creaciones 
destinadas  a  dirigir  el  mundo.  Ese  mismo  lenguaje  es 
el  aceptado  comúnmente  por  las  personas  y  se  crean 
imágenes  mentales  erróneas,  debido  al  trasfondo  que 
alimenta  esas  palabras  y  como  afirma  Hayek8,  el  uso 
incorrecto  de  las  palabras  nos  puede  llevar  a  conclu- 
siones que  chocan  con  la  evidencia  científica,  es  decir, 
erróneas. 

Estos  fines  sociales,  sin  entrar  en  la  discusión  so- 
bre el  término  que  utilizo,  deben  ser  aquellos  que 
permitan  a  los  individuos  disfrutar  del  mayor  bien- 
estar -individualmente  definido-  posible,  así  como 
coordinar  las  expectativas  de  cada  individuo.  Sin  em- 
bargo, la  consecución  de  estos  fines,  tiene  un  precio  y 
un  costo.  Estos  fines  serán,  únicamente,  aquellos  que 
permitan  que  cada  individuo  goce  de  un  ambiente 
que  le  permita  la  consecución  de  sus  mismos  fines, 
sin  que  atropelle  el  actuar  y  vida  de  sus  comunes. 

Vale  establecer  que  en  el  contexto  de  la  vida  en 
sociedad  -de  la  Gran  Sociedad-  no  puede  hablarse 
que  dicho  orden  (la  Sociedad)  está  sujeto  y  enfocado 
a  la  consecución  de  ciertos  fines  supeditados  a  una 
escala  única  de  valores9,  sino  que  es  precisamente 
un  orden  que  permite,  como  se  expuso  hace  pocas 


7  Friednch  A.  Hayek.  Derecho.  Legislación  y  Libertad,  Volumen  I.  pá- 
gina 74. 

8  Friedrich  A.  Hayek.  La  Fatal  Arrogancia,  los  errores  del  socialis- 
mo, página  328. 

9  Friedrich  A.  Hayek.  Derecho,  Legislación  y  Libertad.  Volumen  II.  pá- 
gina 194. 


Derecho 


25 


lineas,  coordinar  las  expectativas  de  cada  individuo  y 
permite  que  cada  quien  consiga  sus  propias  metas  y 
fines.  En  otras  palabras,  no  sirve  a  una  única  escala  de 
fines  o  valores10. 

Lo  anterior,  sin  embargo,  no  quiere  decir  que  no 
exista  un  ámbito  de  común  acuerdo  en  cuanto  a  lo 
que  el  orden  "social"  debe  proveer  a  los  individuos 
y  a  su  vez  lo  que  los  gobiernos  deben  efectuar.  Esta 
esfera  es  la  que  llamo  "fines  sociales".  Es  una  esfera 
que  quizás  no  pueda  ser  explicada  o  aprehendida  por 
la  gran  mayoría  o  siquiera  alguno  de  nosotros,  mas 
son  los  elementos  básicos  que  se  van  descubriendo 
con  el  actuar  de  las  personas  y  permiten  esa  convi- 
vencia pacífica. 

Los  fines  del  orden  espontáneo,  el  llamado  "mer- 
cado", son,  por  tanto,  creados  por  las  conductas  de 
los  individuos  en  los  que  cada  uno  busca  sus  propios 
fines  y  se  somete  a  normas  relativas  a  la  propiedad, 
la  protección  y  el  respeto  a  los  pactos  libremente 
establecidos". 

Hayek  hace  una  afirmación  que  vale  la  pena  tener 
en  consideración  cuando  analizamos  el  entorno  po- 
lítico mundial.  Al  orden  espontáneo  expuesto  (Gran 
Sociedad)  se  le  ataca12  de  no  poseer  una  única  y  do- 
minante escala  de  objetivos.  Esto  nos  es  más  que  un 
reflejo  de  la  preponderancia  de  las  ideas  constructi- 
vistas  expuestas,  ya  que  a  estos  críticos  vale  la  pena 
formularles  la  pregunta:  ¿la  escala  de  valores  y  fines 
de  quién  se  tomarán  como  base,  si  se  ha  comproba- 
do que  todos  tenemos  una  escala  distinta?  De  esta 
cuenta,  al  momento  de  abogar  por  un  sistema  que 
permita  a  cada  individuo  la  pacífica  convivencia  con 
los  demás  y  conseguir  su  propia  felicidad  (entendida 
esta  como  la  consecución  de  los  fines  importantes  y 
libremente  determinados  por  cada  individuo),  se  cae 
en  la  crítica  en  cuanto  a  ser  un  "abogado  del  anar- 
quismo", "destructor  del  Estado",  u  otros  epítetos. 


1 0    Friedrich  A.  Hayek,  Derecho,  Legislación  y  Libertad, Volumen  II,  pá- 
gina 194. 

I  I     Friedrich  A.  Hayek,  Derecho,  Legislación  y  Libertad,  Volumen  II,  pá- 
gina 195. 

1 2     Friedrich  A.  Hayek,  Derecho,  Legislación  y  bbertad, Volumen  II,  pá- 
gina 196. 


Estos  ataques,  frecuentes  y  populares  en  el  discurso 
político  e  intelectual,  no  es  más  que  una  apreciación 
truncada  de  la  realidad,  pues  se  olvida  que  en  el  ám- 
bito de  la  Gran  Sociedad  no  es  necesario  acuerdo 
alguno  entre  los  participantes  (todos  nosotros)  en 
cuanto  a  los  fines  buscados  y  únicamente  interesa 
saber,  que  aún  sin  tal  acuerdo,  "  todos  contribuyen 
a  la  satisfacción  de  las  necesidades  ajenas  sin  tener 
que  ocuparse  de  ellas  e  incluso  sin  saber  en  qué 
consisten"15.  Parece  ser  repugnante  la  idea  que  vi- 
vimos rodeados  de  tantas  personas  a  las  que  no  es 
necesario  siquiera  apreciar  o  conocer,  para  cumplir 
con  la  satisfacción  de  sus  necesidades,  y,  a  veces,  fines 
que  no  compartimos  ni  avalamos  y  hasta  rechazamos, 
ya  que  nuestra  mente  prefiere,  si  se  me  permite  la 
expresión,  pensar  que  controla,  conoce  y  entiende 
todo  lo  que  a  su  alrededor  sucede.  De  esta  manera, 
pretende  nuestra  limitada  inteligencia,  definir  el  plan 
a  seguir  en  cualquier  entorno  en  el  que  vive  y  definir, 
establecer,  los  fines  y  planes  de  cualquier  sistema  que 
se  le  presente  y  para  cualquier  semejante. 

De  estas  discusiones  podrán  resultar  conclusio- 
nes, quizás  deseables,  pero  que,  al  momento  de  ¡m- 
plementar  nos  causarán  tremendos  problemas. 

Pensemos  que  en  un  país  como  Guatemala  exis- 
ten alrededor  de  13  millones  de  personas,  de  dis- 
tintos entornos  culturales,  económicos,  religiosos, 
familiares,  educativos,  ideológicos  y  hasta  idiomáti- 
cos,  por  mencionar  algunos.  Nuestra  mente  querrá 
determinar  los  fines  a  los  que  la  "sociedad  guatemal- 
teca" debe  dirigirse,  sin  embargo,  es  imposible  cono- 
cer los  fines  y  deseos  de  I  3  millones  de  personas  y 
establecer  un  listado  de  fines,  príorizarlos  bajo  algún 
criterio  (estadístico  quizás),  elaborar  un  plan  y  cum- 
plir con  ellos,  sin  que  alguien  luego  diga  "Perdón,  pero 
no  tomaron  en  cuenta  mis  deseos"  o  "Yo  no  estoy 
de  acuerdo  y  sería  mejor  seguir  según  esta  escala  de 
valores  y  a  estos  determinados  fines". 

En  el  caso  hipotético  que  lográramos  descubrir 
los  fines  propuestos  por  cada  individuo,  tendremos 

1 3     Friedrich  A.  Hayek.  Derecho.  Legislación  y  Libertad, Volumen  II,  pá- 
gina 197 
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un  problema  en  cuanto  a  su  implementación,  los 
medios,  debido  a  que  la  escogencia  de  los  medios 
igual  dependerá  de  la  escala  de  valores  y  preferencias 
de  cada  individuo.  Así,  por  mencionar  un  ejemplo, 
la  educación  podrá  ser  un  fin  que  la  gran  mayoría 
opine  o  considere  importante  "para  sacar  a  un  país 
adelante",  pero  al  momento  de  decidir  qué  niños  irán 
a  la  escuela  se  decide  -coactivamente-  que  serán  to- 
dos, aunque  esto  choque  con  los  principios,  valores 
y  prioridades  del  seno  familiar  del  niño  en  cuestión. 
Este  ejemplo  tan  sencillo  y  posiblemente  acusado  de 
ser  la  realidad  de  nuestro  país,  en  el  que  hay  que 
obligar  a  los  niños  a  estudiar,  deja  una  pregunta  ¿es 
para  el  niño  y  sus  familiares  una  opción  estudiar  en  la 
escuela,  frente  a  "cosechar"  lo  mínimo  para  sobrevi- 
vir y  frente  al  hecho  que  el  estudiar  represente  una 
pérdida  y  costo  muerto  cuando  las  otras  condiciones 
necesarias  para  salir  de  su  estado  son  inexistentes? 
Estos  cuestionamientos  simplemente  comprueban 
que  es  posible  la  discusión,  el  debate  y  no  hay  solu- 
ción simple,  más  que  la  de  aceptar  la  voluntad  de  un 
"iluminado",  cualquiera  que  sea  su  bando,  mientras 
ostente  el  poder. 

Como  ven,  no  todos  estarán  de  acuerdo  en  un 
fin  tan  "popular"  en  los  medios  políticos  como  la 
educación.  Sin  entrar  en  mayor  discusión,  vemos  la 
dificultad  de  establecer,  por  cualquier  medio,  los  fines 
a  los  que  se  debe  dirigir  la  sociedad. 

¿A  qué  viene  todo  esto?,  podrá  preguntarse  el 
lector.  No  es  más  que  el  tratar  de  tener  presente 
las  dificultades  que  afrontará  al  tratar  de  entender 
el  contenido  de  nuestras  normas  y  especialmente  de 
nuestra  Constitución  Política. 

Es  así  que,  nuestra  mente  o  nuestro  corazón,  no 
sabría  precisar  cuál, "acusa  a  la  Gran  Sociedad  de  co- 
meter grave  pecado  que  debe  ser  enmendado"14  en 
cuanto  a  carecer  de  metas  concretas,  y  ser  un  medio 
para  facilitar  la  satisfacción  de  finalidades  individuales. 


El  papel  de  la  Constitución 

El  esqueleto  normativo  de  cualquier  sociedad 
tendrá,  obligadamente,  que  ser  su  Constitución.  No, 
como  puede  ser  visto  por  algunos,  por  el  hecho 
de  contener  el  catálogo  programático  de  los  "fines 
sociales",  es  decir,  por  contener  los  lineamientos  y 
objetivos  del  Estado,  sino  por  establecer  el  límite  al 
poder  encomendado  a  unos  pocos  y  ciertos  meca- 
nismos estructurales  que  permiten  tomar  decisiones 
dentro  de  los  campos  permitidos  a  ese  poder. 

Como  explica  el  profesor  Jorge  Carpizo  en  su 
obra  Estudios  Constitucionales,  la  Constitución,  para  al- 
gunos, los  adeptos  a  la  doctrina  constructivista,  parte 
de  la  convicción  que  "se  puede  realizar  una  ordena- 
ción total  del  Estado,  de  una  vez  y  para  siempre,  en 
el  que  queden  subsumidos  todos  los  casos  particu- 
lares" y  agrega  que  "(l)a  posibilidad  de  la  razón  para 
hallar  ese  ordenamiento  inmutable  y  que  proporcio- 
na el  orden  y  la  estabilidad  política.  En  esta  forma 
la  Constitución  no  sólo  es  expresión  de  un  orden, 
sino  que  es  la  creadora  del  mismo."  Esta  concepción, 
como  se  ve,  implica  que  ese  orden  se  supedita  a  una 
voluntad  expresa  y  conocida,  que  puede  establecerle 
fines  específicos. 

La  historia  nos  demuestra  que  lo  anterior  no  fue 
lo  que  se  tenía  en  mente  cuando  se  redactó  y  pro- 
mulgó la  primera  constitución  escrita  de  la  historia: 
la  de  la  Unión  Americana. 

La  Constitución  de  los  Estados  Unidos  de  Amé- 
rica fue  pensada  primordialmente  como  un  mecanis- 
mo para  limitar  los  poderes  de  quien  lo  ostentara. 
No  fue  una  decisión  simple,  sino  que  se  da  en  un 
proceso  en  el  que  los  colonos  se  dan  cuenta  que 
la  Constitución  británica  no  podía  ser  invocada  con 
éxito  frente  al  Parlamento,  por  lo  que  "llegaron  a  la 
conclusión  que  tenían  que  edificar  los  cimientos  que 
faltaban"15,  por  lo  que  redactaron  una  Constitución 
con  el  fin  de  establecer  un  gobierno  limitado.  Era  un 
documento  que  buscaba  únicamente  limitar  los  po- 
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deres  de  quien  estuviere  en  el  gobierno,  llámese  rey, 
congreso,  parlamento  o  senado. 

El  sistema  parece  que  puede  dar  grandes  resul- 
tados, crear  la  economía  y  el  nivel  de  vida  más  alto 
de  la  historia  en  tan  sólo  unas  cuantas  generacio- 
nes. Basta  ver  la  historia  desplegada,  en  alrededor  de 
5,000  años,  bastaron  menos  de  200  para  que  los  Es- 
tados Unidos  de  América  pasara  de  ser  un  grupo  de 
colonias  sobreviviendo,  a  convertirse  en  el  país  que 
representa  alrededor  de  un  tercio  de  la  "economía" 
mundial. 

He  dicho  que  esta  Constitución  fue  la  primera, 
y  por  lo  tanto  debe  ser  el  modelo  que  muchas  otras 
constituciones  del  mundo  han  seguido.  Es  ademas  la 
de  más  larga  vida,  pues  es  básicamente  la  misma  que 
al  momento  de  entrar  en  vigencia.  ¿Cuál  ha  sido  el 
error  en  las  otras  Constituciones?  Me  atrevo  a  decir 
que  el  error  radica  en  nosotros  mismos  y  los  espe- 
jismos que  creemos  -en  esa  Fatal  Arrogancia16,  pues 
gracias  a  "...la  restringida  capacidad  de  nuestra  inte- 
ligencia, los  objetivos  inmediatos  aparecen  siempre 
muy  importantes  y  tendemos  a  sacrificar  a  ellos  las 
ventajas  a  largo  plazo"17-  y  se  inicia  con  la  era  de 
las  "Constituciones  progresistas",  que  bajo  la  idea  de 
otorgar  el  poder  de  los  gobernantes,  incluyen  fun- 
ciones específicas  y  metas  a  cumplir,  desvirtuando  la 
figura  de  un  control  del  ejercicio  del  poder,  volviendo 
las  mismas  un  catálogo  de  funciones  y  metas  por  al- 
canzar, creando,  no  un  poder  limitado,  sino  un  poder 
ilimitado,  circunscrito  al  cumplimiento  de  esos  fines 
programados. 

La  actual  Constitución  Política  de  la  República 
de  Guatemala  data  de  1985,  con  entrada  en  vigencia 
en  1986.  Recuerdo  que  en  aquel  momento,  a  pesar 
de  haber  contado  con  sólo  10  años,  se  me  presentó 
la  Constitución  como  la  salvación  a  nuestros  proble- 
mas. Se  dijo  que  su  contenido  y  redacción  eran  de 
lo  más  progresista  y  moderno,  en  el  que  el  gobierno 
debía  cumplir  con  metas  establecidas  para  lograr  el 
bien  común. 


A  esa  edad,  sin  comprender  nada  de  lo  que  oí, 
creí  que  todas  esas  palabras  significaban  algo  bueno. 
Ahora  comprendo  que  lo  único  que  esas  palabras 
querían  decir  es  que  quien  ostentara  el  poder  podía 
hacer  lo  que  quisiera,  siempre  y  cuando  lo  justifica- 
ra como  una  de  las  metas  "constitucionales".  Basta 
leer  algunos  artículos  de  nuestra  Constitución  para 
comprender  lo  que  digo.  Por  ejemplo,  el  derecho  a  la 
libertad  de  acción,  es  decir,  el  poder  hacer  cualquier 
acto  que  no  atente  contra  la  propiedad,  vida  o  liber- 
tad de  otro  individuo,  se  convierte  en  un  derecho 
garantizado  en  el  sentido  que  todos  pueden  hacer 
todo  aquello  que  la  "ley"  no  prohibe.  Y  "ley"  será 
aquello  que  el  Congreso  de  la  República  decrete  y 
el  Presidente  de  la  República  promulgue,  con  lo  que 
la  limitación  del  poder  no  es  más  que  un  espejismo 
formal,  ya  que  es  totalmente  discrecional,  según  la 
concepción  ideológica  de  quienes  los  ostentan's,y  no 
un  claro  dique  para  su  ejercicio. 

Nuestro  sistema  constitucional  no  es  más  que 
un  sistema  que  permite  a  una  minoría  electa  (gober- 
nantes: diputados,  ejecutivo,  etcétera)  por  una  mayo- 
ría temporal  y  relativa  (únicamente  al  momento  de 
la  elección  y  dentro  de  las  personas  que  emitieron 
voto  válido,  no  de  toda  la  población)  establecer  el 
contenido  de  las  limitaciones  a  todos  y  cada  uno  de 
nosotros. 

Nada  escapa  de  este  espejismo  de  contar  con 
un  sistema  constitucional.  La  potestad  de  imponer 
tributos  está  contenida  en  ella  y  regulada  de  la  mis- 
ma manera  que  la  libertad  de  acción,  utilizada  como 
ejemplo  en  líneas  anteriores. 

Si  vemos  el  contenido  de  la  Constitución  en 
cuanto  a  la  materia  impositiva,  encontraremos  que: 

Corresponde  con  exclusividad  al  Con- 
greso de  la  República,  decretar  impuestos 
ordinarios  y  extraordinarios,  arbitrios  y  con- 
tribuciones especiales,  conforme  a  las  nece- 
sidades del  Estado  y  de  acuerdo  a  la  equidad 


1 6  Friedrich  A.  Hayek,  titulo  de  una  de  sus  obras. 

1 7  Friedrich  A.  Hayek,  Fundamentos  de  ta  Libertad,  página  243. 


18     En  ese  sentido  se  pronunció  la  Corte  de  Constitucionalidad  en 
su  primera  sentencia,  expediente  12-86. 
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y  justicia  tributaria,  así  como  determinar  las 
bases  de  recaudación". 


La  limitación  a  la  potestad 
de  imponer  tributos 

Si  leemos  el  párrafo  anterior  encontraremos  que 
contiene  algunos  conceptos  indeterminados  y  al  mis- 
mo tiempo  es  el  artículo  constitucional  que  "limita" 
el  poder  en  cuanto  a  la  facultad  de  establecer  tri- 
butos a  los  ciudadanos.  La  limitación  es  meramente 
formal,  es  decir,  únicamente  en  cuanto  a  que  es  el 
Congreso  de  la  República  quien  tiene  la  potestad  de 
gravar  a  las  personas. 

Es  una  limitación  formal  que  únicamente  indica  el 
Organismo  que  tendrá  la  facultad  de  hacerlo,  pero  no 
indica  hasta  qué  punto.  Ese  límite  está  indeterminado 
por  varios  términos,  aunque  la  primera  impresión  es 
que  sí  está  limitado.  Dichos  términos  son  "según  los 
fines  del  Estado"  y  "de  acuerdo  a  la  equidad  y  justicia 
tributaria".  No  es  necesario  entrar  en  una  exposi- 
ción de  lo  que  los  tratadistas  de  Derecho  Tributario 
creen  o  piensan  es  la  equidad  y  justicia  tributarias. Así 
por  ejemplo,  para  García  Vizcaíno,  quien  cita  a  Luqui, 
quien  expone  que  "el  principio  de  equidad  significa 
asegurar  sustancialmente  el  derecho  de  propiedad  y 
el  de  trabajar  libremente,  de  modo  que  si  la  ley  tribu- 
taria imposibilitara  el  ejercicio  de  esos  derechos,  des- 
truiría una  de  las  bases  esenciales  sobre  las  cuales  se 
apoya  todo  el  sistema  (la  libertad  individual)"20,  pero 
a  su  vez,  otros  como  Arístídes  Horacio  M.  Corti21 
incluyen  dentro  de  la  justicia  de  la  tributación,  como 
él  le  llama,  exigencias  de  igualdad  y  equidad,  lo  que 
contiene  los  principios  de  generalidad,  proporciona- 
lidad comprensiva  de  la  progresividad,  razonabilidad 


19  Primer  párrafo  del  artículo  239  de  la  Constitución  Política  de  la 
República. 

20  Juan  Carlos  Luqui,  Las  garantías  constitucionales  de  los  dere- 
chos de  los  contribuyentes,  citado  por  C  García  Vizcaíno.  Dere- 
cho Tributario.  Consideraciones  Económicas  y  Jurídicas.  Tomo  I, 
Parte  General,  Depalma.  Primera  Edición.  1996.  página  296. 

21  Autor  de  De  los  Principios  de  Justicia  que  Gobiernan  la  Tribu- 
tación (Igualdad  y  Equidad),  contenido  en  la  obra  Estudios  de 
Derecho  Constitucional  Tributario.  Coordinada  por  Horacio  A. 
García  Belsunce.  Depalma.  Primera  Edición.  Buenos  Aires.  1994. 
página  27 1  y  siguientes. 


y  no  confiscatoriedad.Y  como  ya  todos  sabemos,  la 
progresividad  en  la  tributación  se  debe  únicamente 
a  "fines"  específicos  buscados  a  través  del  uso  de  la 
coacción  estatal,  como  lo  es  la  "redistribución"  como 
mecanismo  para  lograr  la  igualdad  de  hecho  de  las 
personas.  Es  necesario,  sin  embargo,  ver  claramente 
que  la  forma  en  que  se  limita  el  poder  de  imponer 
cargas  a  los  ciudadanos  es  inversa  a  la  forma  en  que 
se  debería  establecer  toda  la  política  fiscal. 

El  artículo  en  cuestión  parte  de  que  según  lo  que 
se  defina  como  necesidades,  es  decir,  los  rubros  y 
montos  a  invertir,  en  esa  proporción  se  deberá  exigir 
la  contribución  y  no  a  la  inversa,  es  decir,  bajo  limi- 
tación del  poder  de  quien  gobierna  a  establecer  las 
prioridades  en  las  que  invertirá  (gastará)  los  recursos 
que  los  ciudadanos  están  dispuestos  a  entregarle22. 

Por  lo  tanto,  los  límites  en  la  imposición  de  car- 
gas tributarias  a  los  contribuyentes,  como  los  con- 
tiene nuestra  Constitución,  serán  únicamente  una 
cuestión  de  ideología  predominante  en  el  Congreso 
de  la  República,  que  decidirá  el  contenido  de  las  leyes 
que  promulguen,  la  justificación  de  las  necesidades, 
ya  que  ellos  mismos  (la  minoría  electa)  establecen 
dichas  necesidades  y  las  finalidades  perseguidas. 


22  "Lo  idea  según  la  cual  por  el  hecho  de  ser  también  denominadas 
"leyes",  esas  instrucciones  emanadas  del  gobierno  puedan  derogar 
o  modificar  las  normas  a  todos  aplicables  constituye  el  gran  peligro 
contra  el  que  constantemente  debemos  hallarnos  en  guardia,  estable- 
ciendo en  todo  momento  la  debida  distinción  entre  uno  y  otro  tipo  de 
"leyes"Jodo  esto  resulta  aún  más  evidente  cuando  de  la  vertiente  del 
gasto  se  posa  a  la  del  ingreso  fiscal  La  determinación  del  montante 
total  de  recursos  a  recaudar  en  un  determinado  periodo  de  tiempo 
es  también  una  decisión  que  debe  tomarse  en  función  de  las  circuns- 
tancias concurrentes,  aun  cuando  la  misma  no  deje  de  constituir  un 
problema  relativo  a  la  justicia,  habida  cuenta  que  implica  la  introduc- 
ción de  cargas  sobre  minorías  que,  al  respecto,  pueden  discrepar,  y  al 
afectar  también  la  modalidad  según  la  cual  deberán  ser  distribuidas 
las  citadas  cargas  entre  los  diferentes  individuos  o  grupos.  Por  tal 
razón,  también  este  tipo  de  obligaciones  deben  estar  reguladas  por 
normas  de  carácter  general,  con  independencia  del  volumen  total 
del  gasto  aprobado;  y  mejor  aún,  por  normas  inalterables  a  las  que 
necesariamente  deban  someterse  quienes  decidan  sobre  el  gasto  fis- 
cal. Tan  habituados  nos  hallamos  a  vivir  en  esquemas  en  los  cuales 
primero  se  decide  cuánto  se  va  a  gastar  y  sólo  más  tarde  se  procede 
a  determinar  sobre  quiénes  incidirán  las  cargas  fiscales,  que  rara  vez 
advertimos  hasta  qué  punto  choca  esto  con  el  principio  básico  que 
predica  la  limitación  del  uso  de  la  coerción  al  simple  acatamiento  de 
las  normas  de  tipo  general."  Friedrich  A.  Hayek.  Derecho,  Legislación 
y  Libertad,  volumen  I,  página  237. 
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De  tal  cuenta,  que  nuestro  Presidente  puede  jus- 
tificar su  "mandato"  con  frases  como  las  siguientes, 
tomadas  del  discurso  al  Congreso  de  la  República  ya 
citado: 

Hemos  reorientado  las  acciones  para  en- 
frentar una  de  las  peores  manifestaciones  de 
la  pobreza,  cual  es  la  inseguridad  alimentaria; 
con  esa  orientación  creamos  el  Consejo  Na- 
cional de  Seguridad  Alimentaria  y  Nutricio- 
nal,  concentrando  acciones  y  recursos  para 
canalizarlos  hacia  aquellos  municipios  donde 
la  amenaza  del  hambre  sigue  siendo  la  prin- 
cipal preocupación  de  las  comunidades. 

En  el  período  del  cual  rindo  informe,  el  Mi- 
nisterio de  Agricultura,  Ganadería  y  Alimen- 
tación, con  apoyo  del  Programa  Mundial  de 
Alimentos,  ejecutó  proyectos  de  asistencia 
alimentaria  por  un  monto  total  de  57.8  mi- 
llones de  quetzales,  que  representa  15  mil 
toneladas  métricas  de  alimentos.  Estos  pro- 
yectos beneficiaron  a  más  de  500  mil  perso- 
nas, por  medio  de:  raciones  familiares,  apoyo 
a  centros  de  recuperación  nutricional  y  ali- 
mentación en  las  escuelas  primarias  de  todo 
el  país.  La  distribución  de  alimentos  llegó  a 
250  municipios  del  país,  incluyendo  los  102 
priorizados  en  la  Estrategia  de  Reducción  de 
la  Pobreza.  En  el  caso  del  sistema  educativo, 
lo  anterior  significó  desayuno  para  el  95%  de 
la  población  escolar  de  preprimaria  y  prima- 
ria y  almuerzo  para  la  correspondiente  a  los 
primeros  40  de  los  102  municipios  prioriza- 
dos con  la  estrategia. 

Hace  pocos  días,  en  ocasión  de  conmemo- 
rarse el  sexto  aniversario  de  la  suscripción 
del  Acuerdo  de  Paz  Firme  y  Duradera,  se- 
ñalé que  uno  de  los  objetivos  de  la  moder- 
nización agrícola  del  país  debe  ser  lograr  la 
soberanía  alimentaria,  entendida  como  el 
aumento  de  la  disponibilidad  de  alimentos, 
pero  también  como  la  accesibilidad  de  la  po- 
blación a  esos  alimentos;  a  este  propósito 


contribuye  la  nueva  Ley  General  de  Pesca 
y  Acuicultura,  Decreto  Número  80-2002 
del  Congreso  de  la  República,  que  pretende 
democratizar  y  regularizar  el  acceso  a  tan 
preciado  recurso  alimentario. 

Los  fines  del  Estado  según  la 
Constitución 

De  lo  expuesto  en  el  párrafo  anterior  se  des- 
prende que  nuestra  Constitución  está  redactada  de 
una  manera  que  permite  que  quienes  ostentan  el  po- 
der cometan  cualquier  abuso  del  mismo,  plenamen- 
te legalizado  y  autorizado.  Sin  límites  materiales  que 
puedan  ser  sometidos  a  la  judicatura. 

Para  completar  la  idea  anterior,  citaré  algunos  de 
los  más  notables  ejemplos  de  "derechos"  garantiza- 
dos, pero  indeterminados: 

Detención  legal,  artículo  6o: 

Ninguna  persona  puede  ser  detenida  o  pre- 
sa, sino  por  causa  de  delito  o  falta  y  en  virtud 
de  orden  librada  con  apego  a  la  ley  por  auto- 
ridad judicial  competente.  ... 

Es  como  se  puede  claramente  apreciar  un  de- 
recho que  debe  ser  protegido,  sin  embargo,  al  es- 
tablecer en  el  artículo  171  a),  que  corresponde  al 
Congreso  decretar,  reformar  y  derogar  las  leyes,  en 
algún  momento  puede  inclinarse  el  Congreso  por 
establecer  procedimientos  de  captura  "legales"  que 
violen  el  Derecho  de  los  individuos.  Es  más,  mientras 
de  igual  manera  tenga  el  Congreso  la  potestad  de 
determinar  lo  que  es  prohibido,  según  se  expuso  al 
citar  el  ejemplo  de  la  libertad  de  acción,  pueden  es- 
tablecerse como  actos  prohibidos  aquellos  que  son 
simplemente  actos  libres  en  los  que  voluntariamente 
la  gran  mayoría  de  individuos  se  ven  involucrados  o 
no  hacen  daño  alguno  a  la  vida,  propiedad  o  libertad 
de  los  semejantes.  Por  ejemplo,  en  algunos  Estados, 
en  los  que  se  "condena"  por  los  tribunales  de  jus- 
ticia a  quienes  efectúan  actos  como  mascar  chicle, 
mostrar  el  rostro  (las  mujeres),  profesar  alguna  otra 
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religión  o  manifestarse  en  contra  de  la  "oficial",  por 
mencionar  algo. 

Vivienda  de  los  trabajadores 

Adicionalmente,  la  Constitución  específicamente 
señala  ciertos  fines  a  perseguir,  como  el  contenido  en 
el  artículo  105: 

El  Estado,  a  través  de  las  entidades  específi- 
cas, apoyará  la  planificación  y  construcción 
de  conjuntos  habitacionales,  estableciendo 
los  adecuados  sistemas  de  financiamiento, 
que  permitan  atender  los  diferentes  progra- 
mas, para  que  los  trabajadores  puedan  optar 
a  viviendas  adecuadas  y  que  llenen  las  condi- 
ciones de  salubridad. 

Lo  anterior  es  parte  del  fin  impuesto.  Un  fin  que 
se  traza  para  que  las  entidades  específicas  (¿las  que 
cree  quien  tenga  el  poder  de  hacerlo?)  planifiquen 
o  apoyen  la  planificación  y  construyan  o  apoyen  la 
construcción  de  viviendas  para  los  trabajadores, 
pero  no  establece  la  forma  de  obtenerlo,  por  lo  que 
puede  entenderse  que  el  Congreso  puede  decretar 
esto  como  un  "fin  del  Estado"  y  por  tanto,  se  crea 
la  "necesidad  del  Estado",  con  lo  que  se  justifica  la 
imposición  de  cargas  a  la  población.  Es  más,  el  fin  no 
se  queda  sólo  allí,  sino  que  se  agrega,  en  el  mismo 
artículo,  que: 

Los  propietarios  de  las  empresas  quedan 
obligados  a  proporcionar  a  sus  trabajadores, 
en  los  casos  establecidos  por  la  ley,  viviendas 
que  llenen  los  requisitos  anteriores. 

De  nuevo  se  deja  el  campo  abierto  para  que  el 
Congreso  determine  los  casos,  sin  importar  el  Dere- 
cho de  cada  quien  y  sin  respetar  las  preferencias  de 
cada  uno  de  los  individuos  en  escoger  el  destino  de 
sus  recursos  y  su  forma  de  vida.  De  tal  manera,  los 
casos  establecidos  en  la  ley  obligarían,  por  ejemplo,  a 
los  trabajadores  a  ver  reducida  su  fuerza  de  negocia- 
ción en  cuanto  al  salario,  pues  el  mismo  consta  de  un 
componente  que  es  la  vivienda,  que  será  cuantificada 


de  manera  distinta  por  cada  quien,  tendría  efectos 
de  pérdida  social  neta,  como  los  tiene  el  salario  mí- 
nimo, y  posiblemente,  desincentivaría  actividades  en 
las  que  se  imponga  la  obligación  de  proporcionar  vi- 
vienda y  obligaría  a  los  trabajadores  que  se  empleen 
en  dichas  áreas,  a  aceptar  condiciones  poco  satisfac- 
torias de  vivienda,  para  poder  obtener  el  empleo.  Sin 
embargo,  arrogantemente,  el  constitucionalista  pre- 
vio la  vivienda  de  los  trabajadores  como  un  fin,  sin 
poder  medir  las  consecuencias  que  podría  tener  su 
implementación. 

Gasto  Público:  recursos  destinados  al 
cumplimiento  de  los  fines  propuestos 

Para  cerrar  el  círculo,  nuestra  Constitución,  muy 
"sabiamente"  establece  en  el  primer  párrafo  del  ar- 
tículo 240  que: 

Toda  ley  que  implique  inversiones  y  gastos 
del  Estado,  debe  indicar  la  fuente  donde  se 
tomarán  los  fondos  destinados  a  cubrirlos. 

Lo  anterior  completa  el  círculo  de  entendimien- 
to de  la  forma  de  estructurar  el  país,  ya  que  se  deja 
por  un  lado  completamente  el  orden  espontáneo 
que  surge  de  las  transacciones  libremente  conveni- 
das de  los  individuos,  para  transferir  todo  al  Orga- 
nismo Legislativo,  quien  podrá  emitir  casi  cualquier 
cosa,  siempre  que  se  destine  a  los  "fines  y  necesida- 
des del  Estado",  lo  haga  por  medio  de  una  ley,  que 
por  supuesto  será  en  el  sentido  positivo  formal,  sin 
tener  más  límite  que  los  fines  establecidos  por  la 
mente  de  los  constitucionalistas. 

Mecanismos  no  utilizados 

A  pesar  de  lo  expuesto  en  los  párrafos  anterio- 
res, debo  aceptar  que  existen  salidas  que  pueden  uti- 
lizarse sin  necesidad  de  desechar  la  Constitución  o 
siquiera  reformarla,  ya  que  el  riesgo  político  es  que  a 
la  larga  salga  más  caro  el  remedio  que  el  mal. 

Una  reforma  constitucional  puede  dar  lugar  a 
que  grupos  de  presión  interfieran  y  en  lugar  de  crear 
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una  Constitución  que  garantice  realmente  la  limita- 
ción del  poder  y  los  derechos  inherentes  de  los  ciu- 
dadanos, se  cree  una  Constitución  aún  mucho  más 
"constructivista". 

La  estructura  legal  constitucional  del  Estado  de 
Guatemala  pretende  ser  para  garantizar  a  sus  habi- 
tantes el  goce  de  sus  derechos  y  sus  libertades23,  bajo 
un  sistema  de  gobierno  republicano,  democrático  y 
representativo.  Esto,  lo  que  quiere  decir  es  que  se 
confía  que  un  pequeño  grupo  podrá  recoger  el  sentir 
de  la  gente.  Se  adiciona  a  lo  dicho  el  artículo  141,  que 
determina  que  la  soberanía  radica  en  el  pueblo,  quien 
la  delega  para  su  ejercicio  en  los  distintos  Organis- 
mos. Dada  esta  "delegación"  se  puede  uno  preguntar 
en  dónde  se  encuentran  los  mecanismos  reales  para 
retomar  esa  delegación  efectuada,  en  caso  que  la  re- 
presentación no  se  ejercite  conforme  a  lo  aceptado 
por  el  "pueblo".  Es  decir,  cuándo  el  gobierno  deja  de 
gozar  de  "legitimidad"24. 

Esos  límites  pueden  quizás  encontrarse  en  el  ar- 
ticulado de  la  Constitución.  Si  la  misma  no  es  más 
que  una  superestructura  levantada  para  garantizar  el 
generalizado  respeto  a  un  conjunto  de  normas  pre- 
existentes25, debería  contener  en  algún  lugar  estos 
mecanismos  que  permitan  limitar,  desde  la  base  -el 
"pueblo"-  a  los  gobernantes. 

Desobediencia  civil 

El  artículo  45  establece  en  su  segunda  parte  que 
"Es  legítima  la  resistencia  del  pueblo  para  la  protec- 
ción y  defensa  de  los  derechos  y  garantías  consig- 
nados en  la  Constitución",  lo  cual  no  es  más  que  un 
mecanismo,  quizás  poco  útil  y  de  difícil  aplicación, 
contenido  en  nuestra  Constitución.  Esto  lo  digo,  por- 


23  Es  el  vocabulario  utilizado  por  la  Constitución,  articulo  140.  ya 
que  bien  se  sabe  que  la  libertad  es  simplemente  ausencia  de 
coacción  arbitraria,  no  una  serie  de  permisos.  Véase  RA.  Hayek. 
Fundamentos  de  la  Libertad,  capitulo  I. 

24  "Ello  es  así  porque  solo  satisfaciendo  las  generales  expectativas  del 
pueblo  puede  un  nuevo  gobierno  obtener  la  adhesión  ciudadana  y, 
con  ello,  la  apetecida  "legitimidad".  RA.  Hayek,  Derecho,  Legtslactón  y 
Libertad,  volumen  I,  página  233. 

25  Rnedrich  A.  Hayek,  Derecho,  Legislación  y  Libertad,  volumen  I. 
página  233. 


que  al  ser  una  misma  ley  la  que  puede  permitir  o 
prohibir,  en  ciertas  condiciones,  establecidas  por  los 
propios  gobernantes,  quiénes  y  cómo  podrán  armar- 
se, el  "pueblo"  puede  quedar  desarmado  y  a  merced 
de  un  monopolio  de  armas  y  coacción,  sin  posibilidad 
de  resistir  a  los  gobernantes. 

Referéndum 

El  segundo  mecanismo  que  puede  ser  mucho 
más  viable  y  práctico  es  el  contenido  en  el  artículo 
173  de  la  Constitución: 

Las  decisiones  políticas  de  especial  trascen- 
dencia deberán  ser  sometidas  a  procedi- 
miento consultivo  de  todos  los  ciudadanos. 

La  consulta  será  convocada  por  el  Tribunal 
Supremo  Electoral  a  iniciativa  del  Presidente 
de  la  República  o  del  Congreso  de  la  Repú- 
blica, que  fijarán  con  precisión  la  o  las  pre- 
guntas que  se  someterán  a  los  ciudadanos. 

La  Ley  Constitucional  Electoral  regulará 
lo  relativo  a  esta  Institución. 

En  materia  de  cargas  y  tributos,  si  ponemos  el  ar- 
tículo en  una  perspectiva  real,  es  muy  difícil  alegar 
que  la  imposición  de  los  mismos  no  es  una  decisión 
política  de  especial  trascendencia.  Este  primer  presu- 
puesto es  de  fácil  comprobación  y  bastará  observar 
la  revuelta  que  se  forma  cuando  se  anuncian  modi- 
ficaciones a  leyes  tributarias,  alza  a  impuestos,  esta- 
blecimiento o  creación  de  nuevos  tributos,  etcétera, 
y  luego  la  lluvia  de  recursos  legales  para  evitarlo.  Sin 
duda  alguna  es  un  hecho  notoriamente  importante, 
por  lo  que  cualquier  tributo  que  se  quiera  establecer 
deberá  ser  consultado  a  todos  los  ciudadanos. 

En  primer  lugar  esto  causará  que  se  eleven  los 
costos  de  imponer  tributos  para  los  gobernantes, 
especialmente  el  político,  porque  no  sólo  implica 
el  montar  una  consulta  popular,  sino  que  incluye  el 
esfuerzo  de  convencimiento  de  la  gran  mayoría  de 
la  población  en  cuanto  a  la  idoneidad  de  la  medida, 
deberá  demostrarse  el  uso  y  aplicación  dada  a  los 
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fondos  hasta  la  fecha  para  que  se  pueda  sugerir  por 
los  gobernantes  el  establecimiento  de  un  nuevo  tri- 
buto. Difícilmente  se  conseguirá  una  mayoría  en  una 
consulta  popular,  si  el  gobierno  ha  sido  ineficiente, 
corrupto  o  malversador. 

Esta  medida,  aislada,  como  vemos,  puede  servir 
de  un  contrapeso  real  al  poder  impositivo  del  Con- 
greso de  la  República. 

El  segundo  paso  será  establecer  que  toda  ley  en 
materia  impositiva  (puede  hacer  con  una  reforma  al 
Código  Tributario)  debe  ser  aprobada  o  modificada 
con  una  mayoría  calificada  de  75%-80%  del  total  de 
diputados.  Es  decir,  que  dentro  del  propio  Congreso, 
previo  a  consultarse  sobre  su  vigencia,  debe  existir 
un  consenso  de  una  mayoría  calificada,  que  es  igual- 
mente difícil  de  conseguir,  no  importa  si  se  tiene  una 
mayoría  de  partido  en  el  seno  del  mismo. 

El  tercer  paso  es  establecer  que  las  leyes  que 
contengan  impuestos,  arbitrios  o  contribuciones  es- 
peciales tendrán  una  vigencia  de  únicamente  3  ó  5 
años.  Personalmente  sugeriría  3  para  que  cada  go- 
bierno deba  obligatoriamente  aprobar  nuevos  im- 
puestos y  eso  obligue  a  mantener  una  coherencia  en 
su  aprovechamiento. Vencido  el  plazo,  si  el  Congreso 
decide  mantener  dicho  impuesto,  se  deberá  hacer 
mediante  el  procedimiento  de  consulta  descrito. 

Conclusión 

A  manera  de  conclusión,  entonces  se  puede  de- 
cir que,  en  principio,  nuestra  Constitución  no  permi- 
te que  exista  una  concordancia  plena  entre  los  fines 


buscados  por  cada  individuo  en  el  sociedad,  sino  que 
permite  que  un  pequeño  grupo  establezca  los  fines 
que  cada  quien  debe  perseguir,  partiendo  del  princi- 
pio que  el  Estado  se  organiza  para  el  cumplimiento 
de  los  fines  contenidos,  programados,  por  la  Consti- 
tución. No  obstante,  con  "simples"  reformas  legislati- 
vas, puede  adecuarse  nuestra  existente  Constitución 
a  mecanismos  que  permitan  una  mayor  concordancia 
entre  lo  considerado  importante  por  los  individuos  y 
lo  que  el  Congreso  emita. 
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El  fideicomiso  de  planeación  patrimonial 

Por:  Licda.  Karla  Guerra  de  Balsells1 


Introducción 

Para  internarnos  un  poco  en  la  temática  rela- 
tiva al  fideicomiso  de  planeación  patrimonial 
nada  más  ilustrativo  que  citar  a  Federico  Puig 
Peña  quien,  citando  a  su  vez  a  Castán,  señala:  "cómo 
el  fundamento  de  la  sucesión  no  puede  separase  del 
problema  de  la  propiedad,  ya  que  la  sucesión  heredi- 
taria no  es  otra  cosa  que  el  modo  de  continuar  y  per- 
petuar la  propiedad  individual  más  allá  de  los  límites 
de  la  vida  humana,  con  la  consiguiente  estabilidad  de 
la  familia  y  fijeza  de  la  vida  social". 

A  través  de  la  historia,  y  en  diferentes  sistemas 
jurídicos,  ha  sido  preocupación  fundamental  del  hom- 
bre trascender  más  allá  de  su  muerte  en  el  cuidado 
de  sus  bienes,  para  beneficio  de  su  familia.  He  ahí  la 
existencia  del  derecho  de  sucesión.  Etimológicamen- 
te, la  palabra  sucesión  evoca  el  hecho  de  colocarse 
una  persona  en  lugar  de  otra.  Esta  sucesión  conlle- 
va efectos  tan  amplios,  que  la  misma  representa  una 
transmisión  de  derechos  y  obligaciones,  por  parte 
del  que  la  causa,  y  la  correlativa  aceptación  del  que 
sucede  al  causante,  atrayendo  para  sí  la  misma  posi- 
ción jurídica.  El  derecho  sucesorio  se  ocupa  tanto  de 
la  sucesión  testamentaria  como  de  la  intestada. 


I  Licenciada  en  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales,  Abogada  y  Notaria, 
egresada  de  la  Facultad  de  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales  de  la 
Universidad  Rafael  Landívar;  Diplomado  en  Gerencia  Bancaria 
de  la  Universidad  EAFIT,  Colombia;  Asociada  de  la  Firma  Rivera 
&  Asociados;  Conferencista  asidua  sobre  el  tema  de  Fideicomi- 
sos en  Congresos  nacionales  e  internacionales;  Consultora  y 
capacitadora  para  el  tema  de  Fideicomisos  a  diferentes  institu- 
ciones bancarias  de  Guatemala;Asesora  Legal  en  la  constitución 
de  diversos  fideicomisos  de  todo  tipo. 


Paradójicamente,  tanto  en  la  historia  del  derecho 
romano  como  en  la  del  derecho  anglosajón,  cuando 
por  medio  del  derecho  de  sucesión  determinadas 
personas  no  podían  acceder  a  patrimonios  por  esta 
vía,  el  fideicomiso  se  creó  y  funcionó,  como  veremos 
en  su  oportunidad,  como  una  alternativa  muy  creati- 
va para  evadir  estas  restricciones  legales. 

El  fideicomiso  siempre  ha  sido  una  alternativa 
viable.  Antes,  ofreció  una  salida  a  todas  aquellas  per- 
sonas a  las  que  les  estaba  vedado  por  ley  heredar, 
y  hoy  en  día,  el  fideicomiso  ofrece  nuevamente  una 
opción  exitosa  para  que  esos  patrimonios  de  los  cua- 
les el  propietario  dispone  para  la  posteridad  puedan 
llegar  rápidamente  a  quien  se  ha  designado  por  él,  sin 
tener  que  utilizar  el  procedimiento  de  sucesión. 

El  fideicomiso  de  planeación  patrimonial,  como 
lo  hemos  llamado,  pretende  ser  la  solución  ágil  y  sen- 
cilla para  que  estos  patrimonios  lleguen  a  sus  desti- 
natarios finales,  sin  tener  que  agotar  todo  el  trámite 
de  los  procesos  sucesorios,  ya  sea  tanto  testamen- 
tarios como  intestados,  cumpliendo  a  cabalidad  con 
la  intención  del  titular  de  los  bienes,  y  sobre  todo, 
cumpliendo  eficazmente  con  el  encargo  de  confianza 
materializado  en  la  figura  del  ideicomiso. 

En  el  fideicomiso  de  planeación  patrimonial  se 
evidencia  una  vez  más  que  el  único  límite  en  cuanto  a 
los  fines  pretendidos  por  éste  es  la  imaginación. 

I.  Concepto 

Consiste  en  la  disposición  con  carácter  de  úl- 
tima voluntad  de  una  persona  natural,  la  que  en  su 
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calidad  de  fideicomitente,  traslada  los  bienes  de  su 
patrimonio  que  desea  destinar,  para  el  beneficio  de 
las  personas  designadas  en  ese  acto  (o  consignando 
las  normas  o  reglas  para  su  determinación),  a  un  fidu- 
ciario, quien  los  recibe  con  el  encargo  o  la  instrucción 
de  destinarlos  al  momento  de  verificarse  la  condición 
suspensiva  (la  muerte  o  incapacidad  del  fideicomiten- 
te) a  los  fines  dictados  por  el  fideicomitente. 

Aunque  pareciera  tratarse  de  un  fideicomiso  tes- 
tamentario, el  fideicomiso  de  planeación  patrimonial 
no  constituye  por  más  uno  de  este  tipo,  no  obstante 
que  ambos  tienen  una  coincidencia  inicial  innegable, 
entendida  como  la  disposición  de  última  voluntad  de 
una  persona  natural  afanado  en  proteger  tanto  sus 
bienes  como  aquellos  a  quienes  estos  se  destinan.  Sin 
embargo,  la  diferencia  sustancial  entre  ambos  fideico- 
misos se  encuentra  en  los  siguientes  puntos: 

a.  Su  fuente  de  concepción.  El  fideicomiso  testa- 
mentario tiene  su  raíz,  específicamente,  en  haber 
sido  instituido  por  el  testador  en  su  testamen- 
to. De  ahí  que  estos  fideicomisos,  sin  importar 
del  tipo  que  sean,  deben  su  acepción  al  acto  de 
voluntad  que  les  dio  trascendencia  legal.  En  cam- 
bio, el  fideicomiso  de  planeación  patrimonial  no 
debe  su  existencia  a  este  acto  previamente  con- 
sumado, sino  que  basta  con  la  voluntad  del  fidei- 
comitente y  el  cumplimiento  de  los  requisitos 
legales  para  su  materialización. 

b.  Condición  suspensiva  a  que  está  sujeto.  En  el  fi- 
deicomiso testamentario,  además  de  desprenderse 
del  otorgamiento  de  un  testamento,  surte  efectos 
a  partir  de  la  muerte  del  testador.  En  el  fideicomiso 
de  planeación  patrimonial,  la  condición  suspensiva 
a  que  está  sujeta  puede  ser  no  sólo  la  muerte  del 
fideicomitente,  sino  también  con  idéntica  fuerza 
legal,  la  declaratoria  de  incapacidad  de  éste,  o  cual- 
quier otra  que  se  establezca. 

Más  adelante  analizaremos  este  punto  con  ma- 
yor detenimiento,  refiriéndonos  específicamente  a 
cada  uno  de  estos  fideicomisos  por  separado  y  sus 
respectivos  efectos.  Por  ahora  diremos  solamente 


que  como  tal,  el  fideicomiso  de  planeación  patrimo- 
nial representa  un  fideicomiso  mixto,  tanto  de  admi- 
nistración como  de  inversión,  o  incluso  de  garantía, 
dependiendo  de  los  fines  que  el  fideicomitente  desig- 
ne deba  cumplir  el  mismo. 

II.    El  fideicomiso  en  el  derecho 

romano  y  en  el  derecho  anglosajón 
y  su  finalidad  testamentaria 

A.  Derecho  romano 

En  el  derecho  romano,  el  fideicomiso  tuvo  dos 
grandes  antecedentes  basados  en  encargos  de  confian- 
za: el  "fideicommisum"  y  el  "Pactum  fiduciae".  Pasaremos 
ahora  a  analizar  cada  uno  por  separado. 

I .  Fideicommisum 

Era  una  transmisión  por  causa  de  muerte,  me- 
diante el  que  una  persona  (fideicomitente),  en  su 
testamento,  transfería  a  otra  (fiduciario),  que  gozaba 
totalmente  de  su  confianza,  uno  o  más  bienes  (mue- 
bles o  inmuebles),  con  el  objeto  de  que  esta  última, 
aparentemente  propietaria,  administrara  dichos  bienes 
en  beneficio  de  otra  u  otras  personas  (fideicomisarios) 
a  las  cuales  el  testador  quería  favorecer,  y  así  se  pacta- 
ba expresamente. También  podía  estipularse  que  para 
poder  transmitirse  los  bienes  a  los  beneficiarios,  debe- 
ría transcurrir  cierto  tiempo  o  cumplirse  determinada 
condición. 

En  sus  inicios  el  fideicommisum  era  netamente  un 
voto  de  confianza  entre  el  testador  y  el  encargado  de 
cumplir  con  la  voluntad  de  aquél, "pues  el  adquirente 
por  vía  testamentaria,  propietario  para  todos  los  efec- 
tos, podía  abusar  de  su  posición  negándose  a  transferir 
los  bienes  al  beneficiario,  guardando  para  sí  los  frutos 
producidos  por  ellos  e  incluso  enajenándolos  a  un  ter- 
cero, frustrando  en  esta  forma  la  voluntad  del  causan- 
te". (Rodríguez  Azuero). 

Dichos  abusos  por  parte  del  adquirente  aparen- 
te de  los  bienes,  hizo  evolucionar  la  figura  original  del 
fideicommisum  y  dio  lugar  al  nacimiento  de  controles 
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legales,  como  por  ejemplo,  la  designación  de  un  pretor 
(en  el  derecho  romano  se  llamó  así  a  los  funciona- 
rios judiciales  investidos  de  jurisdicción  -Ossorio-) 
encargado  de  fiscalizar  el  desarrollo  del  encargo  de 
confianza. 

Existieron  dos  senadoconsultos  que  sentaron  ba- 
ses sólidas  en  contra  de  los  abusos  del  fiduciario  en 
el  fideicommisum:  el  Trebeliánico  y  el  Pegasiano  (Rodrí- 
guez Azuero).  El  primero  disponía  que  una  vez  celebra- 
do el  fideicomissum  todos  los  bienes  y  derechos  que 
comprendían  la  herencia  le  correspondían  al  fideico- 
misario (o  beneficiario),  relevando  al  fiduciario  de  las 
cargas  consiguientes,  y  por  supuesto,  de  los  ataques 
que  los  acreedores  tuvieran  con  respecto  de  la  masa 
hereditaria.  El  segundo,  denominado  "Pegasiano",  creó 
una  remuneración  a  favor  del  fiduciario,  equivalente  a 
la  cuarta  parte  de  la  herencia  transmitida;  remunera- 
ción que  es  conocida  como  la  "cuarta  falcidia". 

2.    Pactum  fiduciae 

El  pactum  fiduciae,  por  su  parte,  era  un  acuerdo 
inter-vivos  en  el  cual  el  adquirente  se  comprometía  a 
retransmitir  los  bienes  que  obraban  en  su  poder  en 
determinadas  circunstancias.  Esta  relación  contractual 
tenía  como  antecedente  básico  la  existencia  plena  de 
la  confianza  entre  las  partes. 

El  pactum  fiduciae  se  dio  en  dos  formas  principales: 

a.  Fiduciae  cum  creditore,  y 

b.  Fiduciae  cum  amico. 

Dados  los  alcances  de  esta  exposición,  únicamen- 
te haremos  una  breve  referencia  de  ellos.  El  primero  es 
el  antecedente  más  próximo  a  lo  que  hoy  en  día  cons- 
tituye el  fideicomiso  en  garantía.  El  segundo  consistía 
en  transferir  los  bienes  a  un  amigo  para  que  éste  pu- 
diera disponer  de  los  mismos  como  si  fuera  el  verda- 
dero propietario  para  el  mejor  cuidado  de  los  bienes. 

B.   Derecho  inglés 

Este  instrumento  legal  fue  utilizado  para  diversos 
fines,  ya  sea  lícitos  pero  no  reconocidos  por  la  ley,  o 


meramente  fraudulentos.  El  autor  Rodolfo  Batiza  nos 
explica  claramente  sobre  ellos  y  nos  dice:  "En  la  pri- 
mera categoría  (los  lícitos  pero  no  reconocidos  por  la 
ley)  estaba  la  práctica  de  hacer  testamento  por  vía  de 
uso,  que  el  régimen  feudal  no  autorizaba;  en  la  segunda 
(fraude  de  ley)  figuraban  las  transmisiones  en  fraude 
de  acreedores  y  las  realizadas  para  eludir  acciones  rei- 
vindicatorías. Otra  categoría,  considerada  intermedia 
entre  las  dos  anteriores,  incluía  la  evasión  a  las  leyes 
de  manos  muertas.  El  uso  fue  utilizado  también  por 
los  cruzados  que  partían  para  Tierra  Santa,  y  más  tarde 
para  prevenir  represalias  políticas  como  en  la  Guerra 
de  las  Dos  Rosas". 

Cuando  Batiza  nos  habla  de  la  "evasión  de  las  ma- 
nos muertas"  o  el  "statute  of  mort-main",  se  refiere  a  la 
prohibición  que  existía  para  las  comunidades  religio- 
sas para  poseer  bienes  inmuebles.  De  esta  forma,  los 
monjes  podían  adquirir  bienes  a  través  de  una  tercera 
persona,  quien  los  administraba  en  beneficio  de  ellos, 
explotándolos  a  su  favor  y  trasfiriéndole  sus  frutos. 

Como  consecuencia  de  las  arbitrariedades  y  sub- 
terfugios legales  a  que  los  uses  daban  lugar,  se  dictó  la 
"Ley  de  Usos",  y  "con  el  correr  del  tiempo  se  hicieron 
sutiles  distinciones  que  sustrajeron  parte  de  los  "uses" 
al  control  de  la  ley,  siendo  reconocidos  por  el  Tribunal 
de  Cancillería  recibiendo  el  nombre  de  "trust"  (Rodrí- 
guez Azuero,  1990) 

Rodolfo  Batiza  (1985)  también  nos  explica  que  en 
las  etapas  primarias  del  "use",  éste  consistía  en  obliga- 
ciones morales  cuyo  cumplimiento  se  atenía  a  la  sim- 
ple y  llana  buena  fe  del  que  recibía  los  bienes  de  su 
propietario,  pues  éste  o  su  beneficiario  carecían  de  la 
protección  jurídica  de  sus  derechos. 

III.  El  fideicomiso  testamentario  en 
Guatemala 

A.  Regulación  constitucional 

Nuestra  historia  contemporánea  con  relación  al 
fideicomiso  se  inicia  en  el  año  de  1945  cuando  se 
legalizó  la  constitución  de  fideicomisos  cuyo  término 


no  excediera  de  veinticinco  años,  de  acuerdo  con  lo 
preceptuado  por  el  artículo  28  de  la  Constitución 
de  ese  mismo  año.  Sin  embargo,  dicha  Constitución 
no  definió  qué  era  un  fideicomiso;  simple  y  senci- 
llamente se  limitó  a  decir:  "Todos  pueden  disponer 
libremente  de  sus  bienes,  siempre  que  al  hacerlo  no 
contravengan  a  la  ley.  Las  vinculaciones,  sin  embargo, 
quedan  absolutamente  prohibidas,  así  como  toda  ins- 
titución a  favor  de  manos  muertas,  exceptuándose 
las  fundaciones  que  se  destinen  a  establecimientos  o 
fines  de  beneficencia,  artísticos  o  científicos,  las  cua- 
les deben  ser  aprobadas  por  el  Gobierno.  Se  autoriza 
al  establecimiento  de  fideicomisos  cuyo  término  no 
exceda  de  veinticinco  años,  en  todo  caso  deberán 
ser  ejercidos  por  un  Banco  o  instituciones  de  crédito 
facultados  para  hacer  negocios  en  la  República.  Esta 
autorización  no  se  extiende  en  manera  alguna  a  con- 
gregaciones religiosas  o  monásticas  ni  a  sacerdotes  o 
ministros  de  cualquier  culto  o  religión. 

El  plazo  podrá  ampliarse  únicamente  cuando  se 
trate  de  garantizar  a  enfermos  incurables  o  incapaces..." 

¿A  qué  se  refería  dicho  artículo  al  establecer  que 
las  vinculaciones  y  la  institución  de  manos  muertas 
quedaban  prohibidas? 

Ossorio  dice  en  su  Diccionario  de  Ciencias  Jurí- 
dicas, Políticas  y  Sociales  que  la  "vinculación"  significa: 
"sujeción  a  gravamen  de  bienes  para  perpetuarlos  en 
el  empleo  o  familia  designados  por  el  fundador".  El 
mismo  autor  nos  explica  qué  es  la  institución  de  ma- 
nos muertas,  y  dice:  "la  posesión  de  bienes  inmuebles 
por  personas  físicas  o  morales  (mayorazgos  o  comuni- 
dades generalmente  religiosas)  en  las  que  se  perpetua- 
ba el  dominio  por  no  poder  ser  enajenados,  ni  siquiera 
por  herencia;  con  lo  cual  se  hacía  una  enorme  acumu- 
lación de  riqueza,  así  sustraída  del  tráfico  comercial." 

En  la  Constitución  de  1956  se  consagró,  casi  en 
idénticos  términos  a  la  de  1945  la  figura  del  fideico- 
miso, al  establecer:  "Las  vinculaciones  quedan  absolu- 
tamente prohibidas,  así  como  toda  institución  a  favor 
de  entidades  que  no  pueden  disponer  de  sus  bienes, 
como  las  llamadas  manos  muertas.  Las  fundaciones 


destinadas  a  fines  de  asistencia  social,  artísticos  o  cien- 
tíficos, deberán  obtener  la  aprobación  gubernativa  de 
sus  estatutos.  Se  autoriza  el  establecimiento  de  fidei- 
comisos cuyo  plazo  no  exceda  de  veinticinco  años,  y 
se  administrarán  por  un  banco  o  institución  de  crédito 
facultado  para  hacer  negocios  en  la  República. 

El  plazo  podrá  ampliarse  únicamente  para  ga- 
rantizar a  enfermos  incurables  o  incapaces,  o  para  el 
sostenimiento  de  instituciones  de  beneficio  social  re- 
conocidas por  el  Estado".  (Artículo  49) 

La  Constitución  de  1 965  prohibió  expresamente 
las  vinculaciones,  pero  agregaba,  continuando  en  la  lí- 
nea de  sus  antecesoras,  que  "toda  persona  puede  dis- 
poner libremente  de  sus  bienes  de  acuerdo  con  la  ley". 

B.  Regulación  civil 

Previamente  a  la  Constitución  de  1945,  los  fi- 
deicomisos en  Guatemala  estaban  prohibidos,  como 
lo  estipulaba  el  Código  Civil  del  año  1933,  Decreto 
Legislativo  1932,  cuyo  artículo  845  rezaba  a  la  letra: 
"Es  prohibido  testar  por  fideicomiso;  pero  el  testa- 
dor podrá  encomendar  a  un  tercero  la  distribución 
de  herencias  o  legados  que  deje  para  personas  u  ob- 
jetos determinados." 

Con  la  promulgación  del  actual  Código  Civil, 
contenido  en  el  Decreto  Ley  106  y  sus  reformas,  en 
vigor  desde  el  I  de  julio  de  1964,  se  desarrolló  exten- 
samente la  figura  del  fideicomiso. 

Sin  embargo,  el  Código  Civil  recogía  dentro  del 
espíritu  del  fideicomiso  los  lineamientos  de  la  legis- 
lación moderna  del  "trust"  anglosajón,  separándose 
de  la  tradicional  idea  de  los  fideicomisos  sucesorios, 
como  ocurriera  con  las  Constituciones  de  1945, 
I  956  y  como  confirmó  posteriormente,  la  de  1 965. 

C.  Regulación  mercantil 

En  1970,  se  promulgó  el  nuevo  Código  de  Co- 
mercio, contenido  en  el  Decreto  2-70  del  Congreso 
de  la  República,  el  cual  deroga  al  Capítulo  IV,  del  Tí- 
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tulo  II,  del  Código  Civil,  vigente  sobre  la  "Propiedad 
en  fideicomiso",  y  lo  incluye  dentro  de  los  contratos 
mercantiles  (Artículos  del  766  al  793  del  Código  de 
Comercio).  Sin  embargo  y  pese  a  la  derogación  en 
el  cuerpo  legal  relacionado,  el  fideicomiso  como  tal 
mantiene  invariables  los  supuestos  integrantes  de  su 
existencia,  como  lo  son:  la  transmisión,  la  destinación 
y  el  encargo. 

Al  haberse  realizado  dicha  incorporación  al  Có- 
digo de  Comercio,  el  fideicomiso  se  concibe  como 
una  figura  meramente  mercantil,  reforzando  aún  más 
el  enfoque  del  "trust"  anglosajón  que  había  iniciado 
ya  el  Código  Civil.  Mantiene  la  restricción  básica  de 
que  únicamente  pueden  ser  fiduciarios  los  Bancos 
establecidos  en  el  país  y  las  instituciones  de  crédi- 
to autorizadas  especialmente  por  la  Junta  Monetaria. 
Asimismo,  reitera  la  alternativa  de  constituirlo  por 
contrato  o  por  testamento,  con  un  plazo  máximo 
de  veinticinco  años,  salvo  las  excepciones  legales 
establecidas. 

IV.    Institución  del  fideicomiso  por 
testamento  y  sus  efectos 

De  conformidad  con  el  artículo  770  del  Código 
de  Comercio,"el  fideicomiso  puede  constituirse  por 
contrato  o  instituirse  por  testamento",  es  decir  que 
el  fideicomiso  nace  a  la  vida  jurídica  por  acuerdo  de 
las  partes,  pero  la  voluntad  del  testador  tiene  efectos 
limitados  a  una  manifestación  de  voluntad  que  no  lle- 
ga a  dar  vida  por  sí  a  un  fideicomiso. 

En  el  primero  de  los  casos,  como  ya  se  explicó, 
se  trata  nada  más  y  nada  menos  que  de  un  contrato 
por  el  que  ambas  partes,  fideicomitente  y  fiduciario, 
de  común  acuerdo,  disponen  constituir  un  fideicomi- 
so, en  el  que  habrá  sendos  derechos  y  obligaciones. 

Ahora  bien,  en  cuanto  a  la  segunda  forma  que 
prevé  la  ley  para  dar  nacimiento  a  un  fideicomiso,  de- 
bemos recordar  qué  dice  sobre  el  testamento  nues- 
tro Código  Civil,  en  el  artículo  935:"EI  testamento  es 
un  acto  puramente  personal  y  de  carácter  revocable. 


por  el  cual  una  persona  dispone  del  todo  o  de  parte 
de  sus  bienes,  para  después  de  su  muerte". 

En  conclusión,  podemos  deducir  que  por  una  de- 
claración unilateral  de  última  voluntad,  una  persona, 
en  su  carácter  de  fideicomitente,  decide  disponer,  ya 
sea  de  su  herencia  o  de  uno  o  varios  legados,  para 
instituir  un  fideicomiso,  con  determinada  entidad  fi- 
duciaria, designando  como  fideicomisario,  obviamen- 
te, a  un  tercero,  que  nunca  podrá  ser  la  institución 
fiduciaria  (artículo  944  del  Código  Civil). 

Como  se  estableció  anteriormente,  para  que  el 
fideicomiso  quede  constituido,  se  necesita  del  con- 
sentimiento expreso  del  fiduciario  designado,  quien 
deberá  ejercer  todas  las  funciones  que  le  son  propias 
de  su  calidad  como  tal. 

En  vista  de  la  naturaleza  de  esta  disposición  de 
última  voluntad,  podría  surgir  la  interrogante  sobre 
cómo  es  posible  entonces  acatar  lo  preceptuado  en 
el  artículo  771  del  Código  de  Comercio  que  dice: 
"El  contrato  de  fideicomiso  debe  constar  en  escritu- 
ra pública  en  el  acto  de  suscribirse,  debiendo  cons- 
tar la  aceptación  del  fiduciario  en  el  mismo  acto  y 
consignándose...". 

Para  darnos  la  respuesta  acertada,  debemos  des- 
glosar el  nacimiento  del  fideicomiso  en  los  siguientes 
pasos: 

lo.  El  fideicomitente-testador  instituye  en  su 
última  declaración  de  voluntad,  que  todos,  o  una,  o 
varias  porciones  de  sus  bienes  se  destinen  a  la  cons- 
titución de  uno  o  varios  fideicomisos,  según  sea  el 
caso; 

2o.  Asimismo,  instituye  un  "albacea",  o  bien,  al 
no  haberse  establecido  ejecutor  testamentario,  la  ley 
prevé  que  los  mismos  herederos  cumplan  la  voluntad 
del  testador,  pudiendo  nombrar  uno  o  varios  admi- 
nistradores de  la  herencia. 

3o.  Es  este  albacea  o  administrador  de  la  heren- 
cia quien  deberá  dar  cumplimiento  a  la  voluntad  del 
testador  de  constituir  el  fideicomiso,  y  es  entonces 


40 


Derecho  y  Economía 


cuando  se  aplica  el  artículo  771  antes  transcrito,  en 
cuanto  a  que  el  ejecutor  testamentario  deberá  cele- 
brar el  contrato  con  el  fiduciario,  debiendo  constar 
expresamente  la  aceptación  de  este  último  para  dar 
nacimiento  a  la  vida  jurídica  al  fideicomiso. 

Adicionalmente,  en  los  fideicomisos  testamenta- 
rios, una  vez  constituido  y  funcionando,  el  fiduciario 
debe  ser  cuidadoso  al  momento  de  entregar  los  be- 
neficios de  éste  a  él  o  a  los  fideicomisarios,  pues  el 
Código  de  Comercio  estipula  que"...  El  que  no  pue- 
de heredar  por  incapacidad  o  indignidad,  no  puede 
ser  fideicomisario  de  un  fideicomiso  testamentario." 
El  Código  Civil  contiene  en  los  artículos  924  y  925 
cuáles  son  las  causas  que  hacen  a  una  persona  inca- 
paz para  heredar  por  indignidad,  pero  no  entraremos 
a  detallarlas  por  no  ser  este  el  objeto  del  presente 
estudio.  Baste  indicar  que  las  mismas  son  aplicables 
al  fideicomiso  testamentario,  no  así  al  fideicomiso  de 
planeación  patrimonial. 

Podemos  establecer  como  efectos  de  instituir 
un  fideicomiso  por  testamento,  los  siguientes: 

a.  La  institución  por  testamento  constituye  en  tér- 
minos prácticos  una  mera  intención  del  testador 
de  constituir  un  fideicomiso  con  los  bienes  de- 
signados, al  momento  de  su  muerte,  por  lo  que 
no  se  genera  un  vínculo  contractual  entre  los 
bienes  que  se  pretende  aportar  y  el  fiduciario; 

b.  En  esa  misma  línea,  si  el  testador  designó  fiducia- 
rio, será  hasta  que  el  fiduciario  acepte  el  encargo 
y  suscriba  el  contrato  de  constitución  hasta  que 
el  fideicomiso  se  considerará  vigente; 

c.  Puede  suceder  que  no  obstante  el  testador  de- 
signó fiduciario,  éste  no  acepte  el  encargo,  caso 
en  el  cual  el  representante  de  la  masa  hereditaria 
deberá  encontrar  a  un  fiduciario  que  lo  acepte 
en  los  términos  que  el  testador  dejó  estipulados; 

d.  Si  el  fiduciario  designado  no  acepta  el  encargo,  y 
el  representante  de  la  masa  hereditaria  no  logra- 
ra conseguir  a  uno  que  lo  acepte,  será  imposible 
constituir  el  fideicomiso,  por  lo  que  la  voluntad 


del  testador  no  podrá  ser  cumplida,  y  en  conse- 
cuencia, la  masa  hereditaria  que  hubiera  quedado 
en  fideicomiso,  quedará  a  merced  de  la  legisla- 
ción ordinaria  de  sucesión. 

V.     Constitución  del  fideicomiso  de 
planeación  patrimonial  y  sus 

efectos 

Tal  y  como  lo  establece  el  Código  de  Comercio 
guatemalteco  (artículo  771),  el  contrato  de  fideico- 
miso debe  constar  obligatoriamente,  como  un  re- 
quisito formal  para  su  validez,  en  escritura  pública. 
Existe  la  excepción  a  esta  normativa  legal,  y  se  trata 
específicamente  sobre  el  fideicomiso  de  inversión, 
al  amparo  de  la  Ley  del  Mercado  de  Valores  y  Mer- 
cancías, Decreto  del  Congreso  Número  34-96.  Salvo 
esta  clara  excepción,  todos  los  demás  fideicomisos, 
es  decir  los  de  garantía,  los  de  administración  y  los 
mixtos,  según  la  clasificación  clásica  y  por  decirlo  así, 
la  más  simplista,  deben  constar  en  escritura  pública, 
a  diferencia  de  muchos  países  latinoamericanos  en 
que  la  legislación  obliga  al  cumplimiento  de  este  re- 
quisito formal  únicamente  cuando  involucre  bienes 
inmuebles. 

Pues  bien,  para  su  validez,  el  fideicomiso  de  pla- 
neación patrimonial  debe  constar  en  escritura  públi- 
ca, y  para  el  acto  de  suscripción  debe  comparecer, 
lógicamente  el  fideicomitente,  dueño  de  su  patrimo- 
nio aportando  al  fideicomiso,  los  bienes  que  para  él 
son  de  su  interés  pasen,  en  primera  instancia  a  bene- 
ficiar a  sus  fideicomisarios,  y  en  últimas,  lleguen  final- 
mente a  manos  de  los  que  por  la  vía  testamentaria  o 
intestada  serían  sus  herederos,  y  en  el  escenario  del 
fideicomiso  se  denominarían  fideicomisarios. 

Según  la  legislación  guatemalteca,  además  de  su 
solemnidad,  por  la  obligación  de  constituir  el  fidei- 
comiso en  escritura  pública  (salvo  la  excepción  que 
quedó  apuntada),  la  aceptación  del  fiduciario  debe 
constar  en  el  mismo  acto.Adicionalmente,  debe  con- 
signarse el  valor  estimativo  de  los  bienes  que  se  han 
aportado  al  fideicomiso,  (artículo  771  del  Código  de 
Comercio). 
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Recordemos,  como  quedó  explicado  en  el  apar- 
tado anterior,  tanto  el  que  actúa  de  fideicomitente 
como  el  fideicomisario  deben  tener  capacidad  legal; 
el  primero  para  enajenar  sus  bienes,  es  decir  para 
transmitir  el  dominio,  y  el  segundo  para  recibir  el 
provecho  del  fideicomiso  (artículo  767  del  Código 
de  Comercio).  No  obstante,  en  el  fideicomiso  de  pla- 
neación  patrimonial  no  es  aplicable  lo  relativo  a  las 
causales  para  no  heredar  por  incapacidad  o  indigni- 
dad, puesto  que  no  nos  encontramos  dentro  de  lo 
que  la  ley  define  como  un  "fideicomiso  testamentario", 
ya  que  como  expusimos  anteriormente,  el  fideicomi- 
so de  planeación  patrimonial  no  tiene  su  origen  en  el 
testamento. 

En  resumidas  cuentas,  podemos  enunciar  sen- 
cillamente cuáles  son  los  efectos  de  la  constitución 
de  un  fideicomiso  de  planeación  patrimonial,  como 
siguen: 

a.  A  partir  de  su  constitución,  el  titular  de  los  mis- 
mos pasa  a  ser  el  fiduciario,  pudiendo  reservar- 
se el  usufructo  de  los  mismos,  el  fideicomitente, 
u  otorgándose  el  usufructo  a  quien  este  último 
estipule; 

b.  Formarán  parte  del  patrimonio  en  fideicomiso 
únicamente  aquellos  bienes  que  se  hayan  apor- 
tado a  éste.  Es  decir  que  el  fideicomitente  no 
obstante  haber  constituido  el  fideicomiso  pue- 
de adquirir  más  bienes,  los  cuales  no  formarán 
parte  del  patrimonio  hasta  que  no  se  aporten  al 
fideicomiso  vigente,  cumpliendo  con  todos  los 
requisitos  legales  correspondientes.  En  caso  del 
fallecimiento  del  fideicomitente,  si  hubiera  deja- 
do algún  bien  sin  aportar  al  fideicomiso, este  o  es- 
tos bienes  excluidos  tendrían  que  ser  adquiridos 
por  los  herederos  legales,  en  los  términos  ordi- 
narios. En  caso  de  la  declaratoria  de  incapacidad 
del  fideicomitente,  con  relación  a  los  bienes  que 
se  encontraren  excluidos  del  fideicomiso,  estos 
correrían  la  suerte  prevista  por  la  legislación  civil 
(artículos  9,  14, 252  y  293  del  Código  Civil).  Esto 
no  significa  que  por  la  existencia  del  fideicomiso, 
a  la  declaratoria  de  incapacidad  del  fideicomiten- 


te, a  éste  no  se  le  designe  un  representante  legal, 
sino  que  la  existencia  del  fideicomiso  afecta  el 
estado  de  los  bienes  en  que  se  encuentren  den- 
tro del  marco  legal  de  dicho  contrato  mercantil, 
pues  los  mismos  ya  no  se  encuentran  a  merced 
del  fideicomitente;  sino  que  al  ser  titular  de  és- 
tos el  fiduciario,  deberá  cumplir  estrictamente  el 
encargo  asumido  en  el  acto  de  constitución. 

c.  El  obligado  a  velar  por  el  pago  de  los  impuestos 
que  graven  el  patrimonio  en  fideicomiso  es  el 
fiduciario,  obviamente,  con  cargo  al  fideicomi- 
tente y  al  patrimonio  en  fideicomiso  (según  la 
naturaleza  de  los  bienes),  o  en  determinados  ca- 
sos, a  los  fideicomisarios. 

d.  Al  momento  de  verificarse  la  condición  suspen- 
siva, que  comprende  tanto  la  muerte  como  la 
incapacidad  legal  del  fideicomitente  (o  cualquier 
otra  que  se  hubiere  pactado),  el  fiduciario  actúa, 
con  relación  al  patrimonio  en  fideicomiso,  en 
estricto  apego  a  la  voluntad  del  fideicomitente, 
la  cual  está  plasmada  en  el  instrumento  público 
que  le  dio  origen  y  que  lo  formalizó.  Esto  nos 
abre  un  mundo  de  posibilidades,  que  van  de  la 
más  simple  y  llana  que  sería  la  de  entregar  los 
bienes  que  conforman  el  patrimonio  a  los  fidei- 
comisarios, hasta  la  que  cualquier  fideicomitente 
haya  podido  imaginar. 

VI.  Elementos  del  fideicomiso  de 

planeación  patrimonial:  personales 
y  reales 

a.  Personales: 

1.  Fideicomitente 

2.  Fiduciario 

3.  Fideicomisario 

4.  Contralor  fiduciario;  o 

5.  Comité  Asesor  o  de  Familia. 

b.  Reales.Toda  clase  de  bienes  y  derechos. 

Cabe  agregar  únicamente  como  comentario,  que 
tanto  el  fideicomitente  como  el  fideicomisario  de- 
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ben  ser  personas  legalmente  capaces,  tanto  el  uno 
para  constituir  el  fideicomiso,  como  el  otro  para  re- 
cibir el  provecho  de  éste.  Sin  embargo,  la  ley  prevé 
que:  "Por  los  menores,  incapaces  y  ausentes,  pueden 
constituir  fideicomiso  sus  representantes  legales  con 
autorización  judicial..."  (artículo  767  del  Código  de 
Comercio). 

Por  lo  que  toca  al  fiduciario,  en  Guatemala  úni- 
camente pueden  serlo  los  bancos  establecidos  en 
el  país,  así  como  aquellas  instituciones  de  crédito 
que  hayan  sido  autorizadas  especialmente  para  ello 
por  la  Junta  Monetaria  (artículo  768  del  Código  de 
Comercio). 

Con  relación  a  la  función  que  ejercen  el  contra- 
lor fiduciario  y  el  comité  asesor  o  de  familia,  quienes 
ordinariamente  son  mutuamente  excluyentes  dentro 
de  un  fideicomiso,  es  vital  en  el  desarrollo  del  fidei- 
comiso de  planeación  patrimonial,  pues  serán  los  en- 
cargados de  confianza  del  fideicomitente  que  deben 
velar  por  que  el  fiduciario  cumpla  a  cabalidad  con  el 
encargo  asumido,  dada  la  naturaleza  patrimonial  de 
éste.  La  responsabilidad  del  contralor  fiduciario  y  del 
comité  asesor  o  de  familia  no  debe  confundirse  con 
la  responsabilidad  del  fiduciario.  La  primera  es  emi- 
nentemente moral  y  gratuita,  la  segunda  es  además 
moral,  legal  y  onerosa.  Ni  el  contralor  fiduciario,  ni  el 
comité  asesor  o  de  familia  están  contemplados  en  el 
Código  de  Comercio;  son  figuran  atípicas  e  innomi- 
nadas que  nacen  a  la  vida  jurídica  como  una  fórmula 
de  previsión,  para  tranquilidad  del  fideicomitente. 

En  cuanto  a  los  bienes,  diremos  que  basta  con 
que  los  bienes  estén  en  el  comercio,  y  que  sean  líci- 
tos para  poder  ser  aportados  a  un  fideicomiso. 

VII.  Responsabilidad  del  fiduciario 

La  responsabilidad  del  fiduciario,  en  forma  gene- 
ral, podemos  inferirla  del  precepto  civil  que  estable- 
ce que:  "Toda  persona  que  cause  daño  o  perjuicio 
a  otra,  sea  intencionalmente,  sea  por  descuido  o 
imprudencia,  está  obligada  a  repararlo,  salvo  que 
demuestre  que  el  daño  o  perjuicio  se  produjo  por 


culpa  o  negligencia  inexcusable  de  la  víctima"  (Ar- 
tículo 1645  del  Código  Civil).  En  el  plano  fiduciario 
la  responsabilidad  de  la  institución  que  funge  como 
tal  está  contemplada  en  el  artículo  inicial  del  Código 
de  Comercio,  que  regula  el  contrato  de  fideicomi- 
so, cuando  dice:  "El  fiduciario  los  recibe  (los  bienes 
transmitidos  por  el  fideicomitente)  con  la  limitación 
de  carácter  obligatorio,  de  realizar  sólo  aquellos  ac- 
tos exigidos  para  cumplir  los  fines  del  fideicomiso". 
Asimismo,  el  mismo  código  establece  lo  relativo  al 
"abuso  del  fiduciario"  y  determina  que  el  fiduciario  es 
susceptible  de  responder  por  los  daños  y  perjuicios 
causados  por  la  comisión  del  abuso,  y  a  ser  removido 
del  cargo  y  demás  sanciones  aplicables  (artículo  780 
del  Código  de  Comercio).  Esto  es  aplicable  a  todos 
los  fideicomisos,  sin  hacer  distinción  entre  unos  y 
otros,  y  sin  importar  si  son  testamentarios  o  de  pla- 
neación patrimonial. 

Aunque  la  distinción  legalmente  no  existe,  el  fi- 
duciario que  recibe  bienes  en  fideicomiso,  si  ordina- 
riamente se  ve  compelido  a  cumplir  el  encargo  en 
los  términos  exactos  que  instruyó  el  fideicomitente, 
mucho  más  debe  hacerlo  cuando  se  trata  de  fidei- 
comisos que  involucran  los  patrimonios  del  fidei- 
comitente. Al  referirnos  a  los  "patrimonios",  no  lo 
hacemos  arraigándolos  a  "patrimonios  en  fideicomi- 
so", sino  al  origen  de  la  palabra  en  términos  jurídicos, 
es  decir:  "Una  universalidad  constituida  por  el  con- 
junto de  derechos  y  obligaciones  que  corresponden 
a  una  persona,  y  que  pueden  ser  apreciables  en  dine- 
ro." (Manuel  Ossorio) 

Cuando  el  fiduciario  maneja  el  patrimonio  de 
una  persona  que  lo  ha  forjado  con  años  de  trabajo 
y  esfuerzo,  y  ésta  ha  visto  en  la  figura  del  fideicomi- 
so una  respuesta  a  sus  inquietudes  sobre  qué  pasará 
mañana  con  su  familia  y  su  patrimonio,  encontrando 
en  esta  figura  un  instrumento  noble  y  eficaz,  el  fidu- 
ciario no  puede  y  no  debe  más  que  asumir  con  res- 
ponsabilidad extrema  ese  encargo,  en  los  términos 
más  amplios  de  responsabilidad. 

El  Código  de  Etica  del  Fiduciario  Latinoameri- 
cano, aprobado  por  el  Comité  Latinoamericano  de 
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Fideicomiso  (del  que  Guatemala  forma  parte),  en 
su  reunión  anual  celebrada  en  Caracas,  Venezuela, 
durante  el  VIII  Congreso  Latinoamericano  de  Fidei- 
comiso, el  30  de  septiembre  de  1998,  recoge  per- 
fectamente el  espíritu  que  debe  privar  en  la  función 
del  fiduciario  y  en  la  responsabilidad  que  en  él  re- 
cae, tal  como  lo  reza  el  artículo  12  que  literalmente 
dice:  "Las  entidades  fiduciarias  deben  velar  por  que 
su  personal  conduzca  y  ejecute  la  actividad  fiduciaria 
con  ética  profesional  teniendo  como  fin  la  hones- 
tidad, la  probidad,  la  diligencia,  la  lealtad,  la  transpa- 
rencia para  asegurar  una  recta  administración  de  los 
bienes  fideicometidos  y  el  cumplimiento  de  las  fina- 
lidades señaladas."  El  artículo  3  I  confirma  este  espí- 
ritu y  establece  que:"Las  entidades  fiduciarias  deben 
mantener  y  tutelar  los  bienes  de  sus  clientes  como 
si  fuesen  los  suyos  propios  y  con  el  cuidado  de  un 
'administrador  diligente'". 

Así  pues,  la  responsabilidad  del  fiduciario  no  sólo 
reviste  el  carácter  meramente  legal,  sino  que  genera 
una  responsabilidad  moral  igual  o  mayormente  tras- 
cendental, que  lo  matiza  como  una  decisión  nacida  de 
la  confianza  en  sus  efectos  más  plenos. 

VIII.  Tipos  de  fideicomiso  de  planeación 
patrimonial 

a.  De  efectos  inmediatos: 

Podemos  definir  así  a  aquellos  fideicomisos  de 
planeación  patrimonial  cuyo  fin  único  es  que  el  fi- 
duciario entregue  el  patrimonio  y  se  desprenda 
definitivamente  de  él,  a  favor  de  los  fideicomisarios 
designados,  al  momento  de  verificarse  la  condición 
suspensiva,  es  decir  la  muerte  o  incapacidad  del 
fideicomitente. 

b.  De  efectos  mediatos: 

A  diferencia  del  fideicomiso  express,  encon- 
tramos al  "fideicomiso  de  planeación  patrimonial 
premium",  en  el  que  una  vez  acaecida  la  condición 
suspensiva,  el  fiduciario  cobra  un  papel  preponderan- 
te, pues  en  vez  de  desprenderse  del  patrimonio  y 


dejar  de  ser  su  titular,  pasa  a  ejercer  la  función  desig- 
nada por  el  fideicomitente  como  administrador  de 
sus  bienes,  desarrollando  el  encargo  fiduciario  asumi- 
do por  todo  el  tiempo  que  reste  para  el  vencimiento 
del  fideicomiso. 

IX.  Plazo  del  fideicomiso  de  planeación 
patrimonial 

El  plazo  máximo  legal  es  de  veinticinco  años.  Sin 
embargo,  la  ley  contempla  los  casos  de  excepción  en 
los  que  el  plazo  puede  ser  indefinido;  cuando  se  trata 
de  fideicomisarios  que  se  enmarquen  en  los  siguien- 
tes supuestos: 

a.  Entidad  estatal 

b.  Institución  de  asistencia  social 

c.  Institución  de  asistencia  cultural 

d.  Institución  de  asistencia  científica 

e.  Institución  de  asistencia  artística 

f.  Incapaz 

g.  Enfermo  incurable 

Todas  las  instituciones  listadas  deben  funcio- 
nar sin  fines  lucrativos  (artículo  790  del  Código  de 
Comercio). 

Lamentablemente,  a  diferencia  de  otros  países 
latinoamericanos,  en  Guatemala  el  plazo  es  una  limi- 
tante para  los  fideicomisos  en  general,  incluyendo  el 
de  planeación  patrimonial,  salvo  que  el  fideicomisario 
se  trate  de  uno  de  los  casos  de  excepción  que  que- 
daron listados. 

X.  Impuestos  generados  por  el 
fideicomiso  de  planeación 
patrimonial 

Inicialmente,  debemos  indicar  que  el  Código  de 
Comercio  estipula  que:  "El  documento  constitutivo 
de  fideicomiso  y  la  traslación  de  bienes  en  fideico- 
miso, al  fiduciario,  estarán  libres  de  todo  impuesto. 
Igualmente,  queda  exonerada  de  todo  impuesto  la 
devolución  de  los  bienes  fideicometidos  al  fideicomi- 
tente, a  la  terminación  del  fideicomiso. 
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El  contrato  o  acto  por  el  cual  el  fiduciario  tras- 
pase o  enajene  bienes  inmuebles  al  fideicomisario  o 
a  terceros,  quedará  sujeto  a  todos  los  impuestos  que 
estuviere  vigentes  en  la  fecha  del  acto  o  contrato, 
pero  en  caso  de  fideicomisos  testamentarios,  en  lo 
que  se  refiere  a  inmuebles,  el  impuesto  se  graduará 
según  el  parentesco  del  fideicomitente  con  el  respec- 
tivo fideicomisario". 

Al  respecto,  merece  que  se  hagan  las  siguientes 
acotaciones: 

1 .  La  aportación  está  exenta  del  pago  de  impuestos, 
así  como  la  devolución  al  fideicomitente  en  caso 
de  que  se  revoque  el  fideicomiso. 

2.  Si  se  instituye  por  testamento,  al  momento  de  la 
traslación  a  los  fideicomisarios  se  aplica  la  Ley  de 
Herencias,  Legados  y  Donaciones. 

3.  Si  se  constituye  de  planeación  patrimonial,  el  im- 
puesto actual  que  se  genera  en  la  traslación  a  los 
fideicomisarios  es  el  impuesto  al  valor  agregado 
sobre  el  valor  de  traslación,  y  se  aplica  sobre  el 
monto  del  valor  estimativo  de  los  bienes,  el  cual 
es  determinado  por  el  fideicomitente  al  momen- 
to de  constituir  el  fideicomiso. 

Veamos  a  continuación  la  legislación  fiscal  aplica- 
ble derivada  de  la  constitución  de  fideicomisos: 

El  Decreto  62-87  del  Congreso  de  la  República, 
Ley  del  Impuesto  Único  sobre  Inmuebles,  estipu- 
la que:  "Se  establece  un  impuesto  único  anual, 
sobre  el  valor  de  los  bienes  inmuebles  situados 
en  el  territorio  de  la  República."  El  artículo  9o. 
de  la  misma  ley  define  como: "Responsables  so- 
lidarios del  pago  del  impuesto  a:  a.  los  albaceas, 
representantes  de  una  mortual,  herederos  o  le- 
gatarios de  los  bienes  inmuebles;  b.  los  fiducia- 
rios por  los  bienes  inmuebles  administrados  en 
fideicomiso;  c.  los  usufructuarios  de  bienes  in- 
muebles inscritos  como  tales  en  matrícula  fiscal. 

El  Decreto  26-92  del  Congreso  de  la  República, 
Ley  del  Impuesto  sobre  la  Renta,  establece  que 


los  fideicomisos  son  contribuyentes  del  impues- 
to por  todas  aquellas  rentas  que  el  patrimonio 
genere  como  tal.  Finalmente,  el  artículo  44  esta- 
blece que  para  los  patrimonios  afectos  y  entes  a 
que  se  refiere  el  artículo  3  de  la  Ley  del  Impues- 
to sobre  la  Renta,  es  decir,  los  fideicomisos,  se 
calculará  el  impuesto  aplicando  a  la  renta  impo- 
nible, la  tarifa  del  treinta  y  uno  por  ciento. 

El  Decreto  número  27-92  del  Congreso  de  la 
República  contiene  la  Ley  del  Impuesto  al  Valor 
Agregado.  Estipula  que  están  exentos  del  pago 
del  impuesto:  "La  constitución  de  fideicomisos 
y  la  devolución  de  los  bienes  fideicometidos  al 
fideicomitente.  Los  actos  gravados  conforme  a 
esta  ley  que  efectúe  el  fiduciario  quedan  afectos 
al  pago  de  este  impuesto." 

De  acuerdo  con  el  Decreto  Número  26-95  del 
Congreso  de  la  República,  se  crea  un  impuesto 
denominado  impuesto  sobre  productos  finan- 
cieros, el  cual  específicamente  grava  los  ingresos 
por  intereses  de  cualquier  naturaleza,  incluyen- 
do los  provenientes  de  títulos-valores,  públicos 
o  privados,  que  se  paguen  o  acrediten  en  cuenta 
a  persona  individuales  o  jurídicas,  domiciliadas 
en  Guatemala,  no  sujetas  a  la  fiscalización  de  la 
Superintendencia  de  Bancos,  conforme  a  la  pre- 
sente ley  (artículo  lo.). 

El  impuesto  se  genera  en  el  momento  del  pago 
o  acreditamiento  de  intereses  a  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  (artículo  2o.)  Están  obligadas  al  pago 
del  impuesto,  las  personas  individuales  o  jurídicas, 
domiciliadas  en  el  país,  que  obtengan  ingresos  por 
concepto  de  intereses,  (artículo  3o.)  Para  el  caso 
de  los  patrimonios  en  fideicomiso,  los  intereses  que 
generen  las  inversiones  que  se  realizan  con  el  patri- 
monio fideicometido,  están  sujetos  al  pago  de  este 
impuesto. 

La  tarifa  del  impuesto  es  del  10%  y  se  aplica 
sobre  la  totalidad  de  los  ingresos  por  concepto  de 
intereses. 
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XI.  Cuadro  comparativo  del  fideicomiso  de  planeación  patrimonial  versus  el 
testamento 


TESTAMENTO 

PLANEACIÓN  PATRIMONIAL 

Primera  etapa:  en  vida  del  testador 

Primera  etapa:  en  vida  del  fideicomitente 

Se  constituye  en  escritura  publica. 

Se  constituye  en  escritura  pública. 

Rigurosamente  solemne. 

Solemne 

Genera  honorarios  notariales. 

Genera  honorarios  notariales. 

Se  da  aviso  al  Registro  General  de  la  Propiedad 
y  genera  gastos  de  arancel. 

Se  inscribe  en  los  registros  que  el  caso  amerite  y  genera  gastos  de 
arancel. 

No  se  genera  ningún  gasto  periódico  por  la  existencia 
del  testamento. 
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el  fideicomitente. 

El  contribuyente  de  impuestos  ante  el  fisco  es  el  testador 

El  contribuyente  de  impuestos  ante  el  fisco  es  el  patrimonio 
en  fideicomiso,  con  cargo  al  fideicomitente. 

Incluye  todos  los  bienes  c¡ue  estén  a  nombre  del  testador  auncjue  no 
estén  enunciados  dentro  del  testamento. 

Incluye  solo  los  bienes  aportados  al  fideicomiso  e  inscritos 
a  nombre  del  fiduciario. 

Segunda  etapa:  a  la  muerte  del  testador 

Segunda  etapa:  a  la  muerte  del  fideicomitente 

Proceso  sucesorio:  duración  aproximada  de  dos  años. 

No  se  genera  un  proceso  sucesorio  como  consecuencia  del 
fallecimiento  del  fideicomitente. 

Entrega  de  los  bienes  agotado  el  proceso  sucesorio  que 
dura  aproximadamente  dos  años. 

Entrega  de  los  bienes  según  instrucciones  del  fideicomitente.  Si  es 
inmediata,  durará  aproximadamente  tres  meses. 

Quien  verifica  el  cumplimiento  de  la  voluntad  del  testador  es  el  albacea. 

Quien  verifica  el  cumplimiento  de  la  voluntad  del  fideicomitente,  es  el 
contralor  fiduciario  o  comité  asesor. 

El  representante  legal  de  la  masa  hereditaria  es  el  albacea 

El  representante  del  patrimonio  en  fideicomiso  es  el  representante 
legal  del  fiduciario 

Impuestos  de  conformidad  con  la  Ley  de  Herencias.  Legados  y 
Donaciones,  sobre  valores  de  avalúo,  practicado  una  vez  se  radica  el 
proceso  sucesorio  (valores  actualizados),  el  cual  se  cubre  al  momento 
de  entregar  los  bienes  a  los  herederos  y  legatarios. 

Impuesto  al  valor  agregado  sobre  el  valor  de  aportación  del  patrimonio 
(valores  asignados  por  el  fideicomitente).  el  cual  se  cubre  al  momento 
de  la  entrega  de  los  bienes  a  los  fideicomisarios. 

El  testador  ignora  la  cuantía  de  los  honorarios  profesionales  que 
cobrará  el  abogado  que  preste  sus  servicios  en  la  tramitación  del 
proceso  sucesorio. 

Conocimiento  anticipado  del  fideicomitente.  sobre  los  honorarios 
profesionales  que  cobrará  el  fiduciario  al  dar  cumplimiento  al  encargo 
fiduciario. 
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La  renta  básica,  una  medida 
y  no  sustentarle* 

Por:  Lic.  Guillermo  Fernández  Duran 

Planteamiento  de  la  cuestión 

El  presente  trabajo  se  ocupa, en  primer  lugar.de 
analizar  la  naturaleza  de  la  renta  básica,  tal  y 
como  la  definen  quienes  proponen  su  implan- 
tación y,  en  segundo  lugar.de  proporcionar  lo  que  por 
nuestra  parte  juzgamos  como  sólidas  razones  contra 
tal  propuesta.  Media  entre  ambos  puntos,  sin  embar- 
go, una  exposición  de  las  que  podrían  ser  las  ventajas 
de  adoptar  dicha  medida.  O  sea,  intentamos  sopesar 
las  razones  que  pueden  jugar  en  pro  de  tal  renta,  o  lo 
que  es  lo  mismo,  asumimos  un  papel  de  escucha  em- 
pática  frente  a  la  argumentación  de  quienes  apoyan  la 
implantación  de  la  renta  básica.  Ello,  como  exigencia 
dialéctica,  pues  caso  contrario  no  es  posible  dialogar 
y  mucho  menos  adoptar  decisiones  consensuadas.  Lo 
hacemos,  además,  porque  tiene  el  valor  persuasivo 
de  mostrar  a  nuestro(s)  ¡nterlocutor(es)  -y  al  audi- 
torio que  presencia  el  debate-  que  comprendemos 
sus  razones  y  que,  pese  a  ello,  continuamos  defen- 
diendo la  mejor  adecuación  de  las  nuestras. 

Como  dijimos,  es  imposible  llegar  a  decisiones 
consensuadas  si  no  hay  diálogo,  y  partimos  de  que  en 
las  actuales  sociedades  democráticas  no  se  concibe 
más  la  implantación  de  decisiones  autocráticas.  Es  el 


*  Trabajo  presentado  dentro  del  marco  del  Curso  de  Argumenta- 
ción Jurídica  (Edición  2007).  coordinado  por  el  Departamento 
de  Filosofía  del  Derecho  y  Derecho  Internacional  Privado  de  la 
Universidad  de  Alicante  (España),  a  efecto  de  optar  al  título  de 
Especialista  Universitario  en  Argumentación  Jurídica,  conferido 
por  esa  misma  Universidad. 

I  Licenciado  en  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales.  Abogado  y  Notario, 
egresado  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  Fran- 
cisco Marroquín;  Especialista  en  Argumentación  Jurídica  por  la 
Universidad  de  Alicante  (España);  Catedrático  de  la  Facultad  de 
Derecho  de  la  Universidad  Francisco  Marroquín. 
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proceso  de  maduración  en  el  debate  social  y  en  últi- 
ma instancia  en  el  legislativo,  el  que  permite  llegar  a 
implantar  o  a  descartar  una  medida. 

Aunque  la  argumentación  jurídica,  en  su  sentido 
más  fuerte  y  prototípico,  se  realiza  sobre  la  base  de 
los  textos  positivos  y,  especialmente,  en  el  ámbito 
del  proceso  y  de  las  resoluciones  judiciales,  ello  no 
disminuye  la  juridicidad  que  está  presente  también 
en  otro  tipo  de  discursos,  como  el  deliberativo.  De 
otro  modo,  no  se  explicaría  la  recurrencia  con  que, 
a  pesar  de  los  empeños  en  contrario,  entra  en  esce- 
na la  conocida  clasificación  trimembre  de  las  fuen- 
tes del  Derecho,  según  la  cual  estas  se  dividen  en 
reales,  históricas  y  formales.  Decimos  esto  para  salir 
al  paso  a  la  potencial  objeción  que  consiste  en  sos- 
tener que  no  existe  Derecho  sino  hasta  el  momento 
en  que  una  pauta  entra  al  ordenamiento  jurídico  y 
que,  por  lo  tanto,  el  discurso  deliberativo  no  tiene 
carácter  jurídico  sino  que  es,  más  bien,  materia  pro- 
pia de  la  política  legislativa.  El  discurso  deliberativo 
sí  tiene  carácter  jurídico,  pues  es  necesario  evaluar 
la  adecuación  entre  la  propuesta  y  los  lineamientos 
fundamentales  del  ordenamiento  en  que  esta  sería  in- 
troducida en  caso  de  ser  aprobada.  Por  ejemplo,  eva- 
luar la  compatibilidad  de  la  propuesta  que  se  discute 
con  la  Constitución,  con  otras  normas  del  sistema  o 
con  compromisos  internacionales  adquiridos  por  el 
Estado.  Además,  debatir  sobre  si  tal  o  cual  cuestión 
merece  ser  jurídicamente  tutelada  es,  en  el  fondo, 
debatir  sobre  si  ciertos  hechos  sociales  son  justos  (y, 
por  ende,  no  necesitan  ser  corregidos  legislativamen- 
te) o  injustos  (y,  por  ende,  necesitan  ser  combatidos 
mediante  la  adopción  de  una  o  más  leyes). 
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En  consonancia  con  lo  dicho,  procederemos  a  lo 
siguiente:  (a)  explicar  la  naturaleza  de  la  renta  básica, 
tal  y  como  la  definen  quienes  la  proponen;  (b)  pre- 
sentar las  razones  que  juegan  a  favor  de  la  propuesta; 
y  (c)  puntualizar  los  argumentos  que  eliminan  el  sus- 
tento sobre  el  que  se  erige  la  propuesta  de  instau- 
ración de  la  renta  básica  como  derecho  ciudadano; 
es  decir,  mostrar  a  partir  de  premisas  materialmente 
sólidas  que  tal  propuesta  carece  de  asidero,  tanto 
material  como  moral,  o  sea,  que  no  es  ni  viable  ni 
deseable. 

Estimamos  que  el  tema  de  que  se  ocupa  este 
trabajo  reviste  un  particular  interés  en  el  mundo  glo- 
balizado  de  hoy.  La  renta  básica  pretende  ser  una  he- 
rramienta eficaz  para  luchar  contra  la  pobreza.  Y,  en 
efecto,  erradicar  la  pobreza  y  crear  condiciones  que 
permitan  a  las  personas  vivir  dignamente  son  metas 
que  todos  deseamos  alcanzar.  No  obstante,  las  di- 
ficultades que  erizan  el  camino  son  múltiples.  Estas 
dificultades  estriban  en  responder  a  preguntas  como 
las  siguientes:  ¿Es  posible  eliminar  la  pobreza?  ¿En  qué 
medida  es  posible  hacerlo?  ¿De  qué  modo?  ¿Qué  pa- 
pel juega  o  puede  jugar  el  Derecho  en  la  lucha  contra 
la  pobreza? 

Aparte  de  ser  interesante  y  exigir  dar  respuesta 
a  preguntas  que  no  son  sencillas,  la  temática  escogida 
plantea  una  acusada  dificultad  adicional:  desembarazar 
el  debate  de  la  fuerte  carga  emotiva  latente  a  la  temá- 
tica. En  efecto,  son  pocas  las  cuestiones  que,  como  las 
relaciones  entre  riqueza  y  pobreza,  tienen  tanto  po- 
tencial para  caldear  ánimos,  movilizar  masas  y  añejar 
resentimientos.  No  sin  razón  recomendaba  Maquiave- 
lo  que  el  príncipe  se  abstuviera  de  tocar  los  bienes 
de  los  demás  «porque  los  hombres  olvidan  antes  la 
muerte  de  su  padre  que  la  pérdida  de  su  patrimonio». 
Mutatis  mutandi,  sigue  siendo  cierto  que  el  Estado  no 
es  omnipotente  ni  omnisciente,  y  que  la  cuestión  de 
financiar  tal  renta  no  estaría  desprovista  de  serios  in- 
convenientes, entre  los  que  no  cabe  descontar,  claro 
está,  la  asunción  de  posiciones  enconadas,  capaces  in- 
cluso de  producir  serias  fisuras  en  la  comunidad  polí- 
tica, por  parte  de  los  distintos  grupos  sociales. 


Hechas  las  anteriores  acotaciones  sobre  el  inte- 
rés que  reviste  discutir  la  propuesta  de  renta  básica, 
interés  que  cobra  especial  realce  para  juristas  y  eco- 
nomistas, dado  el  peso  que  habitualmente  poseen  sus 
dictámenes  y  pareceres  en  la  toma  de  decisiones  de 
gobierno,  pasamos  de  lleno  a  abordar  la  cuestión. 

I.     En  qué  consiste  la  propuesta  de 
renta  básica 

Las  definiciones  deben  ser  un  punto  de  llegada  y 
no  uno  de  partida.  Es  la  observación  de  los  hechos 
la  que,  por  vía  de  la  inducción,  nos  permite  llegar  a 
conocimientos  sintéticos  expresados  en  definiciones. 
Empero,  la  simplicidad  en  la  exposición  se  favorece 
mucho  de  empezar  por  donde  otros  han  terminado, 
y  por  lo  mismo  es  común  que  los  textos,  artículos, 
conferencias  y  muchos  otros  actos  de  la  comuni- 
cación humana  partan  de  definiciones.  Por  ello,  no- 
sotros juzgamos  también  pertinente  dar,  en  primer 
lugar,  una  definición  de  la  renta  básica;  esbozar,  en  se- 
gundo lugar,  la  evolución  de  las  ¡deas  y  de  los  hechos 
políticos  que  ha  desembocado  en  dicha  definición; 
y  derivar,  en  tercer  lugar,  los  medios  de  que  sería 
menester  valerse  -ceterís  paribus-  para  conseguir  el 
estado  de  cosas  propuesto.2 

PhilippeVan  Parijs  yYannickVanderborght  dan  en 
el  capítulo  primero  de  su  libro  La  renta  básica,  una 
medida  eficaz  para  luchar  contra  la  pobreza  -titulado 
así  en  su  edición  española-  la  siguiente  definición  de 
renta  básica:  «Por  "renta  básica"  entendemos  aquí  un 
ingreso  conferido  por  una  comunidad  política  a  todos  sus 
miembros,  sobre  una  base  individual,  sin  control  de  recur- 
sos ni  exigencia  de  contrapartida.»1 


2  La  inclusión  del  «cetens  paribus»  no  es  en  modo  alguno  inocente. 
Obedece  a  nuestra  convicción  de  que  la  propuesta  de  renta 
básica  como  derecho  ciudadano  adolece  de  vicios  de  diseño 
que  la  abocan  a  una  vigencia  efímera,  seguida,  naturalmente,  de 
un  fracaso  acre. 

3  Van  Parijs.  Philippe  y  Vanderborght,  Yanníck.  La  renta  básica,  una 
medida  eficaz  para  luchar  contra  la  pobreza.  Ediciones  Paidós 
Ibérica.  S.  A.  Primera  edición.  Traducción  del  original  francés  por 
David  Casassas.  Barcelona,  España.  2006.  Página  25. 
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/.  /  An  teceden  tes  históricos 

Los  mismos  autores  de  quienes  hemos  toma- 
do la  anterior  definición  de  «renta  básica»"1  nos  dan 
cuenta,  a  la  vez.de  los  antecedentes  históricos  (tanto 
en  el  campo  de  las  ideas  políticas  como  en  el  de  los 
hechos  políticos)  de  la  idea.  Entre  estos  anteceden- 
tes -cuyo  abanico  comprende  desde  razonables  y 
moderados  subsidios  hasta  quiméricas  propuestas-5 
juzgamos  como  los  más  relevantes  los  siguientes:  (a) 
las  ¡deas  de  Tomás  Moro  y  Johannes  Ludovicus  Vives; 
(b)  el  subsidio  instituido  en  el  municipio  de  Speen 
(Inglaterra)  en  1 795;  (c)  la  seguridad  social  a  partir  de 
von  Bismarck;  (d)  la  National  Assistance  Act  inglesa.de 
1948;  (e)  el  revenu  mínimum  d'insertion  (RMI)  francés, 
de  1988;  (f)  el  pensamiento  de  Thomas  Paine;  (g)  el 
socialismo  utópico  de  Spence  y  Charlier;  (h)  el  im- 
puesto negativo  en  la  vertiente  propuesta  por  Milton 
Friedman  (que  consideramos  como  la  más  -si  no  la 
única-  sesuda  de  las  propuestas);  (i)  la  constitución 
de  la  Basic  Income  Earth  Network;  (j)  la  ley  brasileña 
sobre  la  renta  básica  y,  finalmente,  (k)  el  régimen  del 
Estado  de  Alaska. 

Siempre  siguiendo  a  los  citados  profesores,  da- 
mos breve  cuenta  de  los  dichos  antecedentes. 

Las  ideas  de  Tomás  Moro  y  Johannes 
Ludovicus  Vives.  Tomás  Moro  publica  en  Lovaina, 
en  1 5 1 6,  su  célebre  obra  Utopía  «donde  se  encuentra 
la  sugerencia  más  antigua  de  una  garantía  de  la  renta: 

4  En  su  original  francés  el  libro  habla  de  «allocation  universelle», 
no  de  «renta  básica».  En  suma,  en  cada  lengua  los  propulsores 
de  la  idea  buscan  las  palabras  con  mayor  corrección  retórica, 
cosa  que  ellos  mismos  admiten.  En  efecto,  una  de  las  cuestiones 
tratadas  por  Van  Parijs  y  Vanderborght  es  la  de  la  nomenclatura 
más  conveniente  (o  sea  la  que  menos  estorbe  sus  propósitos) 
en  cada  idioma. 

5  No  nos  cabe  duda  alguna  que  los  que  para  nosotros  son  «ra- 
zonables y  moderados  subsidios»  bien  podrian  ser  calificados, 
por  quienes  propugnan  por  la  renta  básica,  de  «mezquinas  dá- 
divas o  modestas  ayudas».  A  la  vez.  lo  que  llamamos  «quiméri- 
cas propuestas»  bien  puede  ser  visto  por  ellos  como  «batallas 
sociales»,  «propuestas  progresistas»  o  «alternativas  solidarias». 
En  suma,  las  palabras  dan  para  mucho  y  pueden  ir  adquiriendo 
resonancias  cada  vez  más  emotivas,  máxime  en  una  cuestión 
como  esta,  que  no  es  sino  una  manifestación,  entre  tantas  otras, 
del  conflicto  entre  los  programas  políticos  de  izquierda  y  los  de 
derecha.  Empero,  es  el  terreno  de  los  hechos  {que  siempre  pa- 
recen terminar  defraudando  a  las  izquierdas  y  a  sus  «ingenieros 
sociales»)  el  que  estimamos  necesario  estudiar. 


el  viajero  Rafael  la  recomienda  elocuentemente  al  ar- 
zobispo de  Canterbury  como  un  instrumento  mucho 
más  eficaz  que  la  pena  capital  para  luchar  contra  la 
criminalidad.»  Sin  embargo,  es  Vives  quien  en  De  Sub- 
ventíone  Pauperum  «muestra  la  legitimidad  del  hecho 
de  que  los  poderes  municipales  se  hagan  cargo  de  la 
asistencia  a  los  pobres.»  Personalmente  nos  llama  la 
atención  que  Vives  haya  mostrado  la  legitimidad  de  la 
asistencia  prestada  por  los  poderes  municipales.  Ello 
por  lo  siguiente:  si  en  aquella  época  fue  necesario 
mostrar  que  era  legítimo  que  las  municipalidades  brin- 
daran asistencia  a  los  pobres,  seguramente  sería  por- 
que no  se  consideraban  ese  tipo  de  cuestiones  como 
función  de  las  autoridades.  Es  más,  lo  que  sabemos 
de  esa  época  es  que  la  asistencia  a  los  más  pobres 
dependía  por  completo  de  la  caridad  particular  y,  en 
algunos  casos,  estaba  coordinada  por  organizaciones 
religiosas;  es  decir,  dicha  asistencia  no  era  incumbencia 
de  la  autoridad.  Por  lo  mismo  fue  necesario  mostrar 
que  ésta  podía  brindarla  legítimamente.  Otro  aspecto 
del  pensamiento  de  Vives  que  llama  nuestra  atención 
es  el  concerniente  a  la  fuente  de  financiación:  sólo  po- 
dían ser  destinados  a  fines  de  asistencia  los  bienes  que 
con  ese  propósito  hubieran  sido  donados  a  las  muni- 
cipalidades. En  otras  palabras,  dichos  fondos  no  podían 
originarse  en  la  exacción  fiscal.  Y,  finalmente,  aquellos 
pobres  que  estuvieran  en  condiciones  de  trabajar,  de- 
bían prestar  su  trabajo  como  contrapartida. 

El  subsidio  instituido  en  el  municipio 
de  Speen  (Inglaterra)  en  1 795.  Cabe  decir  que 
los  efectos  económicos  que  tuvo  este  subsidio  toda- 
vía no  han  sido  objeto  de  acuerdo  por  parte  de  los 
especialistas  en  Economía.  Sin  duda  el  subsidio  sirvió 
para  paliar  la  crisis,  pero  ello  no  permite  sostener 
que  sus  efectos  hayan  sido,  integralmente  considera- 
dos, beneficiosos.  Este  sistema  de  subsidios  consistía 
en  una  suma  en  metálico  dada  por  el  municipio  de 
Speen  a  sus  necesitados,  quienes  tenían  a  su  vez  la 
obligación  de  satisfacer  por  sí  mismos,  en  lo  posi- 
ble, sus  propias  necesidades.  Este  sistema,  conocido 
como  Speemhamland,  fue,  en  primer  lugar,  controver- 
tido, y,  en  segundo,  de  breve  duración,  al  ser  deroga- 
do 39  años  después,  y  reestablecidas  las  Poor  Laws. 
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La  seguridad  social  a  partir  de  von  Bis- 
marck.  Sin  duda  las  medidas  del  gobierno  de  von 
Bismarck  revisten  especial  importancia,  pues  influye- 
ron notablemente  en  Europa  y  en  Estados  Unidos. 
Veamos  lo  que  sobre  esto  dicen  Van  Parijs  y  Vander- 
borght:  «En  el  siglo  xix,  la  Revolución  industrial  y  el 
rápido  desmoronamiento  de  las  solidaridades  tradi- 
cionales hacen  cada  vez  más  acuciante  la  necesidad 
de  formas  de  protección  social  que  superen  el  limi- 
tado marco  de  la  ayuda  a  los  indigentes.  En  su  afán 
por  contrarrestar  las  reivindicaciones  del  movimien- 
to socialista,  el  canciller  prusiano  Otto  von  Bismarck 
pone  en  pie,  a  partir  de  1 883,  el  primer  sistema  gene- 
ralizado de  seguros  obligatorios  para  todos  los  tra- 
bajadores [...]» 

En  el  modelo  de  von  Bismarck  «la  protección  so- 
cial se  halla  altamente  vinculada  al  trabajo  y  al  estatus 
de  asalariado.  Al  deducir  cotizaciones  obligatorias  de 
la  remuneración  de  los  trabajadores,  aquélla  permite 
preservar,  al  menos  parcialmente,  la  renta  de  éstos  y 
de  sus  familias  en  caso  de  realización  de  cierto  nú- 
mero de  riesgos:  paro,  enfermedad,  invalidez,  vejez 
y  deceso.  A  partir  de  Bismarck,  la  protección  social 
[...]  deja  de  constituir  una  actividad  marginal  para 
convertirse  poco  a  poco  en  una  de  las  tareas  esen- 
ciales de  las  autoridades  públicas.  Se  trata  del  naci- 
miento del  Estado  social,  en  el  que  la  seguridad  relega 
a  la  asistencia  a  los  marginados,  sin  que  por  ello  la 
segunda  devenga  totalmente  redundante.» 

La  National  Assistance  Act  inglesa,  de 
1948.  Dado  el  hecho  de  que  los  sistemas  de  segu- 
ridad social  dejan  fuera  a  aquellos  que  no  tienen  el 
estatus  de  trabajador,  la  idea  de  una  renta  básica  hizo 
nueva  entrada  en  escena  después  de  la  publicación, 
en  1 942,  del  informe  Socio/  Insurance  and  Allied  Servi- 
ces, preparado  en  Gran  Bretaña  bajo  la  dirección  de 
William  Beveridge.  El  debate  permitió  dar  paso  a  la 
National  Assistance  Act  de  1948.  Con  ella  «Gran  Breta- 
ña se  dota  de  un  verdadero  sistema  de  renta  mínima 
en  metálico,  garantizada,  sin  límite  de  tiempo,  a  todos 
los  hogares  y  a  un  nivel  suficiente  para  cubrir  sus 
necesidades  de  subsistencia,  lo  que  venía  a  completar 


un  sistema  nacional  reforzado  y  unificado  de  subsi- 
dios familiares  y  de  seguros  contra  la  enfermedad,  la 
invalidez,  el  paro  involuntario  y  la  vejez.» 

El  revenu  mínimum  d'insertion  (RMI) 
francés,  de  1988.  Durante  la  segunda  mitad  del 
siglo  XX  fue  común  en  Europa  la  adopción  de  dis- 
positivos análogos  al  británico  arriba  mencionado.  El 
dispositivo  francés  de  1988  es  considerado  tardío, 
pero  también  ambicioso  y  generoso,  en  relación  con 
los  otros  dispositivos  europeos.  Ello  porque  se  tra- 
ta de  un  dispositivo  de  carácter  nacional  (como  no 
podía  esperarse  de  otro  modo  del  típico  centralismo 
administrativo  francés).  En  efecto,  en  otros  países  de 
Europa  habían  sido  implementados  dispositivos  re- 
gionales o,  si  eran  nacionales,  se  dejaba  a  los  poderes 
locales  cierta  discrecionalidad  en  su  aplicación.  En 
Francia,  en  cambio,  la  RMI  supuso  un  dispositivo  cen- 
tralmente creado  y  verticalmente  impuesto,  de  modo 
uniforme,  a  todo  el  país. 

El  pensamiento  de  Thomas  Paine.  En  el 

plano  de  las  ¡deas,  el  pensamiento  de  Paine  difiere 
notablemente  del  de  Moro  y  Vives.  Paine  es  tenido 
por  pionero  de  la  renta  básica  dadas  las  característi- 
cas de  su  propuesta:  «asignar  incondicionalmente  una 
modesta  dotación  uniforme  a  cada  hombre  y  a  cada 
mujer  que  hayan  alcanzado  la  edad  adulta,  a  la  vez 
que  una  también  modesta  pensión  de  jubilación.»  Es 
decir,  la  renta  sería  universal  (para  todos,  ya  no  sólo 
para  los  más  pobres)  e  incondicional  (esto  es,  no  su- 
jeta a  contrapartida).  Su  propuesta  la  sustenta  Paine 
sobre  la  premisa  última  de  que  la  tierra  es  propiedad 
común  del  género  humano. 

El  socialismo  utópico  de  Spence  y 
Charlier.  Ambos  pensadores,  es  decir  Spence 
( 1 750- 1 8 1 4)  y  Charlier  ( 1 8 1 6- 1 896),  inglés  el  prime- 
ro y  belga  el  segundo,  son  contrarios  a  la  propiedad 
privada.  La  propuesta  del  primero  consiste  -según 
dan  cuenta  van  Parijs  y  Vanderborght-  en  «que  cada 
localidad  saque  a  subasta  el  uso  de  todos  los  bienes 
inmuebles  que  en  ella  se  encuentren,  que  utilice  los 
ingresos  para  cubrir  los  gastos  públicos  locales,  in- 
cluyendo los  de  construcción  y  conservación  de  los 
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edificios,  así  como  los  impuestos  debidos  al  gobier- 
no, y  que  distribuya  trimestralmente  el  excedente  en 
partes  iguales  a  todos  sus  residentes,  cuya  subsisten- 
cia se  vería  de  este  modo  asegurada.»  Charlier  es  un 
pensador  de  inspiración  fourierista,  y  estima,  al  igual 
que  Fourier,  que  el  mundo  civilizado  debe  una  com- 
pensación a  todos  los  seres  humanos  por  habernos 
privado  de  las  libertades  naturales  de  caza,  pesca,  co- 
secha y  pastoreo  existentes  antes  de  su  instauración. 
Publicó  en  Bruselas,  en  1848,  su  Solution  du  probléme 
social.  Propone  que  el  Estado  se  convierta,  no  vio- 
lentamente sino  de  modo  gradual,  en  único  propie- 
tario de  la  tierra.  La  gradualidad  que  él  sostiene  en 
su  propuesta  (es  decir,  que  el  Estado  se  convierta 
en  propietario  de  la  tierra  pero  de  manera  paulati- 
na), lo  lleva  a  proponer  «un  régimen  transitorio  que 
conceda  "rentas  vitalicias"  a  los  propietarios  de  la 
tierra,  asegurando  a  todos  los  demás,  la  abrumadora 
mayoría  de  no  propietarios,  un  "mínimo  garantizado" 
incondicional,  abonado  trimestral  o  mensualmente, 
que  bautizará  en  un  libro  ulterior  con  el  nombre  de 
"dividendo  territorial".  Para  determinar  el  nivel  de 
este  "mínimo  garantizado",  propone  un  modo  de  cál- 
culo preciso  basado  en  la  evaluación  de  la  renta  de 
la  tierra.»  (van  Parijs  y  Vanderborght).  En  suma,  de 
mediados  del  siglo  XVIII  hasta  mediados  del  siglo  XX 
encontramos  en  el  plano  de  las  ideas  pensadores  que 
intentan  abolir  de  modo  radical  la  propiedad  privada. 
La  Historia  se  ha  encargado  de  mostrar  que  no  lle- 
vaban razón. 

El  impuesto  negativo  en  la  vertiente 
propuesta  por  Milton  Friedman.  Situado  en 
las  antípodas  de  los  socialistas,  Friedman  (Premio 
Nobel,  recientemente  fallecido)  propone  una  idea 
similar  a  la  renta  básica,  pero  concebida  como  un 
instrumento  adecuado  para  desmantelar  el  Estado 
benefactor.  Se  trata  de  un  impuesto  negativo  sobre 
la  renta,  cuya  implementación  corre  pareja  con  la  eli- 
minación de  los  subsidios  estatales.  Sobra  decir  que 
la  idea  de  Friedman  es  incompatible  con  la  noción 
de  renta  básica  como  la  entienden  sus  propulsores, 
quienes  la  ven  como  un  ingreso  más,  acumulable  a 
cualquier  otro  subsidio.  El  propósito  de  Friedman, 


muy  al  contrario,  es  eliminar  los  otros  subsidios  a 
través  de  la  implementación  de  su  propuesta  de  im- 
puesto negativo.  Esta  consiste  en  lo  siguiente:  primero, 
en  establecer  una  cantidad  fija  en  concepto  de  cré- 
dito impositivo  aplicable  al  impuesto  sobre  la  renta; 
segundo,  en  dar  a  todas  las  personas  cuyas  rentas  ge- 
neren impuesto  en  cuantía  inferior  a  dicha  cantidad, 
una  suma  equivalente  a  la  diferencia  entre  la  cantidad 
fija  establecida  como  crédito  fiscal  y  la  cuantía  del 
impuesto  generado;  tercero,  las  personas  cuyas  ren- 
tas generen  obligación  tributaria  por  un  montante 
mayor  al  crédito,  deben  abonar  la  diferencia  a  favor 
del  fisco;  y,  cuarto,  aquellas  personas  cuyo  impuesto 
a  pagar  montase  lo  mismo  que  el  crédito  no  paga- 
rían ni  recibirían  nada.  Lo  anterior  puede  resumirse 
explicándolo  de  esta  otra  manera;  «Un  crédito  impo- 
sitivo reembolsable  de  un  importe  G  consiste  en  una 
reducción  impositiva  de  hasta  una  cuantía  de  G  para 
los  contribuyentes  que  adeuden  una  cuota  impositiva 
por  lo  menos  igual  a  G  y,  para  los  demás,  en  una  exo- 
neración del  impuesto  unida  a  una  transferencia  igual 
a  la  diferencia  entre  G  y  el  impuesto  debido.»  Está  de 
más  decir  que,  dado  su  pensamiento  social  y  econó- 
mico, para  Friedman  la  tarifa  del  impuesto  sobre  la 
renta  debe  ser  lineal.  Es  decir,  lo  contrario  a  lo  que 
ocurre  en  muchos  países  en  los  que  los  tipos  imposi- 
tivos que  gravan  la  renta  aumentan  escalonadamente. 

La  constitución  de  la  Basic  Income 
Earth  Network.  Esta  entidad  es  la  que  actualmen- 
te aglutina  al  sector  de  las  izquierdas  que  apoya  la 
propuesta  de  renta  básica.  Cabe  destacar  que  la  pro- 
puesta de  renta  básica  no  goza  de  suficiente  apoyo 
ni  siquiera  entre  todos  los  militantes  de  la  izquier- 
da contemporánea.  Surgió  entre  las  izquierdas,  pero 
ha  sido  recibida  con  escepticismo  -si  no  con  fron- 
tal rechazo-  incluso  dentro  de  la  misma  izquierda. 
Empero,  dejemos  que  sean  los  propios  entusiastas 
de  la  renta  básica  quienes  nos  cuenten  cómo  sur- 
gió la  Basic  Income  Earth  Network  (BIEN).  Esto  es  lo 
que  nos  dicen:  «Bajo  el  pseudónimo  de  "Colectivo 
Charles  Fourier",  un  grupo  de  investigadores  y  de 
sindicalistas  próximos  a  la  Universidad  de  Lovai- 
na  presenta,  en  marzo  de  1984,  un  estudio  titula- 
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do  "La  renta  básica"  a  un  concurso  sobre  el  futuro 
del  trabajo  organizado  en  Bélgica  por  la  Fundación 
Rey  Balduino.  El  estudio  es  premiado  en  octubre  de 
1984  y  la  retribución  permite  al  Colectivo  Charles 
Fourier  organizar,  en  septiembre  de  1986,  un  colo- 
quio que  reúne  en  Louvain-la-Neuve  a  algunos  de 
los  que  han  desempeñado  un  papel  más  activo  en 
los  inicios  de  la  discusión  sobre  la  renta  básica  en 
sus  respectivos  países.  Asombrados  al  descubrirse 
tan  numerosos  como  estudiosos  de  una  idea  de  la 
que  creían  ser  prácticamente  los  únicos  defensores, 
los  participantes  deciden  constituir  la  Basic  Income 
European  Network  (BIEN),  que  emprende  la  publi- 
cación de  un  boletín  de  información  regular  y  que 
organiza  un  congreso  cada  dos  años.  /  El  nacimiento 
de  redes  análogas  en  Estados  Unidos,  en  Suraméri- 
ca,  en  Suráfrica,  el  fortalecimiento  de  contactos  con 
redes  preexistentes  en  Australia  y  en  Nueva  Zelan- 
da y  la  presencia,  en  los  congresos  de  la  BIEN,  de 
un  número  de  participantes  no  europeos  cada  vez 
mayor  conduce  a  esta  organización  a  mundializar- 
se  tras  su  décimo  congreso,  celebrado  en  Barcelona 
en  septiembre  de  2004.  Desde  entonces,  prosigue 
sus  actividades  bajo  el  nombre  de  Basic  Income 
Earth  Network,  cuyos  primeros  copresidentes  son 
el  economista  Guy  Standing,  de  la  Organización  In- 
ternacional del  Trabajo  (OIT),  y  el  senador  brasileño 
Eduardo  Suplicy.»6 

La  ley  brasileña  sobre  la  renta  básica. 

El  8  de  enero  de  2004,  Luiz  Inacio  Lula  da  Silva,  pre- 
sidente de  la  República  Federal  del  Brasil,  firmó  en  el 
Palacio  Presidencial  de  Brasilia  una  ley  que  instaura 
la  renta  básica  para  todos  los  brasileños.  A  nuestro 
parecer,  se  trata  de  un  acto  meramente  simbólico, 
hecho  en  aras  de  ganar  simpatizantes  políticos,  pues 
la  misma  ley  afirma  que  su  aplicación  empezará  por 
los  más  necesitados,  y  que  se  extenderá  gradualmen- 
te al  resto  de  la  sociedad  en  la  medida  en  que  ello 
sea  factible.  O  sea,  por  el  momento  -y  nada  nos  hace 
pensar  que  las  cosas  vayan  a  cambiar-  se  trata  de 
otra  forma  más  de  actividad  subsidiaria  del  Estado, 
sólo  que  con  inclusión  de  la  llamativa  novedad  ter- 

6      Van  Parijs.  Philippe.  y  Vanderborght,  Yannick.  Op.  cit.  Págs.  45-46. 


minológica:  «renta  básica».  En  otras  palabras,  el  dis- 
positivo no  llena  ni  por  asomo  las  exigencias  de  la 
propuesta  entendida  íntegramente. 

El  régimen  del  Estado  de  Alaska.  Es  este 
Estado  de  los  Estados  Unidos  el  único  lugar  en  el  que 
se  desarrolla  un  verdadero  programa  de  renta  básica 
en  la  actualidad.  Van  Parijs  y  Vanderborght  dan  cuenta 
del  caso:  «A  mediados  de  la  década  de  1970,  el  go- 
bernador republicano  del  Estado  de  Alaska  (Estados 
Unidos),  Jay  Hammond,  muestra  su  inquietud  ante 
la  posibilidad  de  que  la  enorme  riqueza  generada  a 
partir  de  la  explotación  del  petróleo  de  la  bahía  de 
Prudhoe,  el  yacimiento  más  importante  de  América 
del  Norte,  beneficie  de  forma  exclusiva  a  la  pobla- 
ción actual  del  Estado.  Hammond  propone  en  con- 
secuencia constituir  un  fondo  destinado  a  asegurar, 
a  través  del  depósito  de  una  parte  de  los  ingresos 
del  petróleo,  la  perennidad  de  estas  riquezas.  Así,  en 
1976  se  crea  el  Alaska  Permanent  Fund  a  través  de 
una  enmienda  a  la  Constitución  del  Estado.  A  fin  de 
interesar  a  la  población  de  Alaska  en  su  durabilidad  y 
en  su  crecimiento,  el  gobernador  Hammond  idea  la 
asignación  anual  de  un  dividendo  a  todo  residente,  en 
proporción  al  número  de  años  de  residencia.  Llevada 
ante  la  Suprema  Corte  de  Estados  Unidos  por  consi- 
derarse discriminatoria  con  respecto  a  los  inmigran- 
tes procedentes  de  otros  Estados,  la  propuesta  es 
declarada  incompatible  con  la  "cláusula  de  igual  pro- 
tección", la  decimocuarta  enmienda  de  la  Constitu- 
ción federal.  Modificada  para  superar  este  obstáculo, 
se  transforma  y  logra  finalmente  la  introducción  de 
una  verdadera  renta  básica  [...]  Desde  el  momento 
en  que  el  programa  entra  en  vigor,  en  1982,  todas 
las  personas  que  hayan  residido  legalmente  en  Alaska 
por  lo  menos  durante  seis  meses  -en  la  actualidad 
650,000-  reciben  cada  año  un  dividendo  igual,  sean 
cuales  sean  su  edad  y  la  duración  de  su  residencia  en 
el  Estado.  [...]  El  importe  del  subsidio  ha  pasado  de 
alrededor  de  300  dólares  por  persona  y  año  durante 
los  primeros  años  a  más  de  2.000  dólares  en  2000, 
lo  que  ha  hecho  de  Alaska  el  Estado  más  igualita- 
rio [la  negrita  es  nuestra]  de  Estados  Unidos.  Poste- 
riormente ha  descendido  como  consecuencia  de  la 
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¡ncertidumbre  asociada  a  la  coyuntura  bursátil  (920 
dólares  en  2004)»7 

Del  caso  de  Alaska,  llaman  nuestra  atención  tres 
cosas:  (I)  la  renta  básica  conferida  por  dicho  Estado 
es  financiada  con  las  ganancias  de  un  recurso  natu- 
ral valiosísimo,  como  lo  es  el  petróleo;  (2)  aun  así, 
la  dotación  anual  es  bastante  modesta,  y  el  número 
de  residentes  de  ese  Estado  es  reducidísimo,  apenas 
650,000  personas;  y  (3)  quienes  proponen  la  renta 
básica  afirman,  satisfechos,  que  Alaska  es  el  estado 
más  igualitario  de  Estados  Unidos. 

Las  tres  cosas  destacadas  nos  hacen  preguntar  lo 
siguiente:  (I)  La  medida  adoptada  en  Alaska,  ¿favore- 
ce el  ahorro?8;  (2)  Si  las  ganancias  de  la  explotación 
de  un  recurso  tan  valioso,  como  el  petróleo,  ape- 
nas alcanzan  para  cubrir  una  modesta  renta  anual  a 
650,000  residentes,  ¿cómo  se  podría  financiar  la  ren- 
ta básica  en  un  mundo  de  más  de  seis  mil  millones  de 
habitantes?;  y  (3)  Dado  que  la  palabra  «igualitario» 
está  de  moda,  al  punto  que  a  veces  genera  lo  que 
no  dudamos  en  calificar  de  «fetichismo  igualitario», 
preguntamos  ¿acaso  el  carácter  igualitario  de  una  so- 
ciedad garantiza  su  progreso?  (Es  menester  aclarar 
que  nuestro  disenso  se  produce  frente  a  quienes  aún 
buscan  por  medio  de  medidas  políticas,  legislativas 
y  económicas  conseguir  la  igualdad  material;  ello  es 
así,  porque  estimamos  que  sólo  es  legítimo  buscar  la 
igualdad  ante  la  ley,  es  decir,  la  igualdad  formal). 

II. 2  Trasfondo  ideológico  y  económico  de 
¡a  propuesta,  su  formulación  actual  y  su 
modo  de  implementación 

Todos  los  antecedentes  que  tratamos  en  el  pun- 
to anterior,  pertenecientes  unos  al  campo  del  pensa- 
miento y  otros  al  de  la  praxis,  hasta  llegar  al  caso  real 
y  tangible  del  Estado  de  Alaska,  único  lugar  del  planeta 

7  Ibídem.  Págs.  46-47. 

8  Henry  Hazlitt  da  cuenta  de  una  «ofensiva  contra  el  ahorro», 
y  expone  una  serie  de  consideraciones  importantes  sobre  el 
tema,  entre  ellas,  rompe  el  mito  de  que  quien  no  derrocha  no 
genera  empleos.  (Cfr.:  Hazlitt,  Henry,  La  economía  en  una  lec- 
ción. Cuarta  edición.  Unión  Editorial.  Madrid.  España.  1996.  Págs. 
195-210) 


en  el  que  se  ha  instalado  una  auténtica  renta  básica 
entendida  como  un  ingreso  conferido  por  una  comunidad 
política  a  todos  sus  miembros,  sobre  una  base  individual, 
sin  control  de  recursos  ni  exigencia  de  contrapartida;  es 
decir,  único  lugar  del  planeta  en  que  se  ha  adoptado 
la  renta  básica  entendida  como  lo  hacen  quienes  por 
ella  abogan.  Todos  esos  antecedentes,  decimos,  hasta 
llegar  al  caso  de  Alaska,  sirven  ahora  para  que  veamos 
la  actual  naturaleza  de  la  propuesta.  Dado  que  ya  lo 
hemos  hecho,  no  es  necesario  volver  a  definir  qué  se 
entiende  por  renta  básica.  En  cambio,  sí  es  necesario 
aclarar  dos  cosas:  en  primer  lugar,  la  ideología  y  el 
pensamiento  económico  latentes  tras  la  propuesta;  y, 
en  segundo,  dicho  sin  mayores  rodeos,  que  un  Estado 
sólo  puede  financiar  esa  renta  en  detrimento  de  su 
propia  productividad.  Es  decir,  sacrificando  las  ganan- 
cias de  los  seres  productivos.  Sea  vía  la  explotación 
estatal  de  un  recurso  natural,  sea  vía  el  aumento  de  los 
impuestos,  sea  vía  el  recurso  al  endeudamiento  públi- 
co, la  implementación  de  esa  renta  sólo  puede  hacerse 
entorpeciendo  el  trabajo  de  las  personas  productivas. 
Esa  renta  sólo  la  puede  instalar  un  ser  erróneamen- 
te reputado  omnisciente,  cuyo  nombre  es  «Estado», 
y  que  tiene  la  tendencia  a  convertirse,  como  lo  diría 
Bastiat,  en  una  ficción  por  la  que  unos  pretenden  vivir 
a  costillas  de  otros. 

1.2. 1  Trasfondo  ideológico  y  económico  de  la  propuesta 

Su  trasfondo  ideológico  se  desprende  claramen- 
te de  las  palabras  de  uno  de  sus  seguidores,  Daniel 
Raventós,  quien  prologó  la  obra  de  Van  Parijs  y  Van- 
derborght,  adalides  de  la  renta  básica.  Raventós  dice 
cosas  como  las  siguientes: 

•  El  neoliberalismo  es  «la  voluntad  confesada  de 
favorecer  a  los  más  ricos». 

La  crisis  del  socialismo  y  el  colapso  de  la  URSS 
fueron  tiempos  difíciles  para  la  izquierda  menos 
acomodaticia. 

•  Gran  parte  de  la  izquierda  (suponemos  que  la 
acomodaticia  en  el  pensamiento  de  Raventós) 
terminó  siendo  convencida  por  los  neoliberales. 
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•  La  renta  básica  busca  ser  una  alternativa  frente  al 
neoliberalismo. 

•  «El  neoliberalismo  no  despierta  las  mismas  fa- 
náticas adhesiones,  porque  ahora  ya  puede  ha- 
cerse un  balance  de  sus  nada  tranquilizadores 
resultados.» 

•  «  [...]  en  América  Latina  existen  muchos  go- 
biernos democráticos,  de  izquierdas  varias,  pero 
todas  empeñadas  en  su  modo  en  resistir  al 
neoliberalismo.» 

La  renta  básica  tiene  un  aspecto  instrumental, 
pero  también  permitiría,  indirectamente,  obte- 
ner conquistas  sociales  como  libertad  real,  etc. 

•  «  [S]e  defiende  para  acabar  con  la  pobreza  y  para 
poner  freno  y  bridas  a  las  políticas  neoliberales, 
es  decir,  para  evitar  que  el  grueso  de  la  población 
mundial  tenga  que  vivir  en  la  pobreza,  quedan- 
do a  merced  de  la  arbitrariedad  de  muy  pocos 
ricos.» 

«Mas  la  renta  básica  puede  convertirse  en  algo 
no  instrumental,  y  su  exigencia  puede  cristalizar 
en  los  movimientos  sociales  y  la  opinión  públi- 
ca democrática  como  un  punto  irrenunciable  de 
justicia  y  dignidad,  con  valor  por  sí  mismo,  fueren 
cualesquiera  las  consecuencias  que  los  muy  anti- 
democráticos neoliberales  y  neoconservadores 
del  siglo  XXI  vociferen  que  trae  consigo.» 

Afirmaciones  como  las  anteriores,  traslucen 
a  las  claras  el  carácter  izquierdista  de  Raventós,  y, 
como  es  lógico,  de  sus  compañeros  de  «pensamiento 
progresista». 

El  trasfondo  económico  de  la  medida  se  encuen- 
tra en  la  asunción  de  sofismas  económicos  como  los 
siguientes: 

•  La  riqueza  de  uno  equivale  a  la  pobreza  de  otro 
(«los  ricos  son  más  ricos  y  los  pobres  más  pobres», 
y  muchas  más  frases  por  el  estilo  reflejan  lo  que 
consideramos  variaciones  sobre  un  mismo  tema). 


•  El  ahorro  es  nocivo  para  el  crecimiento 
económico. 

La  ley  del  mercado  es  la  competencia  salvaje. 

•  La  intervención  activa  del  gobierno  genera 
riqueza. 

•  El  Estado  puede  dar  satisfactores  a  X  o  Y  sector 
(dando  por  sentado,  y  sin  explicar  bien  cómo, 
que  el  Estado  tiene  el  carácter  de  un  tercero 
independiente  que  dispone  de  recursos  propios). 
Es  decir,  se  habla  de  «el  Estado»  casi  como  si  éste 
fuese  una  persona  de  carne  y  hueso,  que  además 
tiene  la  obligación  de  darnos  satisfactores. 

1.2.2  Modo  de  implcmcntación  de  la  propuesta 

Está  ya  claro,  situándonos  desde  la  perspectiva 
de  los  promotores  de  la  renta  básica,  que  la  pro- 
puesta se  puede  implementar  si  se  puede  financiar.Y 
también  está  claro,  desde  la  misma  perspectiva,  que 
ese  financiamiento  lo  hace  el  Estado  explotando  di- 
rectamente algún  recurso  natural,  decretando  algún 
nuevo  impuesto,  o  contrayendo  deuda  soberana.  (La 
emisión  de  deuda  soberana  sólo  significa  aumento  de 
impuestos  más  adelante,  cuando  llegue  el  momento 
de  pagar  la  deuda,  o  bien,  cesación  de  pagos  por  par- 
te del  Estado) 

Muchas  empresas  estatales  -afortunadamente, 
aunque  no  siempre  con  el  mismo  nivel  de  acierto  (ni 
de  transparencia,  hay  que  admitirlo)-  han  sido  priva- 
tizadas.  Habida  cuenta  de  este  fenómeno,  resulta  que 
el  mecanismo  adecuado  para  financiar  la  renta  básica 
sería  o  el  aumento  de  impuestos  o  la  emisión  de  deu- 
da soberana  o,  más  difícilmente,  la  redistribución  del 
presupuesto  estatal  (o  local),  haciéndose  hueco  en  el 
mismo  para  ubicar  la  nueva  partida  presupuestaria 
(partida  para  la  renta  básica).  Otra  opción,  todavía 
más  remota  -aunque  sin  duda  anhelada  por  algunos 
nostálgicos  militantes  de  izquierda-  sería  la  naciona- 
lización de  los  recursos  naturales,  de  las  empresas 
privadas  que  prestan  servicios  públicos,  la  renegocia- 
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ción  de  las  concesiones  vigentes,  y  otras  medidas  de 
corte  similar.9 

Descartando  la  opción  remota  (redistribuir  el 
presupuesto  disponible  para  crear  una  partida  de 
renta  básica,  sin  aumentar  impuestos  ni  contraer 
deuda  pública)  y  la  remotísima  (nacionalizaciones  y 
medidas  intervencionistas  afines)10,  quedan  ante  no- 
sotros las  dos  opciones  más  idóneas:  (a)  aumento 
de  impuestos;  o  (b)  endeudamiento  público.  Como 
dijimos  antes,  el  endeudamiento  público  se  traduce 
a  futuro  en  aumento  de  impuestos,  como  ilustra  la 
situación  de  países  endeudados,  o,  en  el  peor  de  los 
casos,  en  cesación  de  pagos  por  parte  del  Estado 
deudor.  Dado  el  hecho  de  que  en  su  curso  normal  la 
deuda  pública  se  salda  aumentando  impuestos  en  el 
futuro,  reduciremos  la  cuestión  del  fmanciamiento  de 
la  renta  básica  al  tema  impositivo.  (Además,  resulta 
notorio  que  sería  muy  poco  razonable  -si  no  des- 
quiciado- que  un  Estado  se  endeudase  para  financiar 
una  medida  tan  peculiar  -por  no  decir  estrafalaria- 
como  la  renta  básica).  Por  ello,  concluimos,  el  me- 
canismo idóneo  para  la  implementación  de  la  renta 
básica  sería  uno  sólo:  el  aumento  de  los  impuestos. 

Dado  en  primer  término  que  la  renta  básica  es 
una  propuesta  planteada  desde  la  izquierda.  Y  dado 
en  segundo  término  que  los  políticos  de  izquierda 
se  muestran  favorables  al  aumento  de  impuestos  di- 
rectos (aquellos  que  gravan  la  riqueza)  y  no  tanto 
al  aumento  de  impuestos  indirectos  (aquellos  que 
gravan  el  consumo)",  resulta  en  consecuencia  razo- 


9  Otra  opción,  absurda  a  todas  luces,  y  que  incluso  Van  Parijs  y 
Vanderborght  rechazan  por  considerarla  ingenua,  es  la  propues- 
ta por  Major  Douglas  y  Jaques  Duboin,  a  principios  del  siglo  XX. 
Sus  propuestas  se  hicieron  por  separado,  pero  ambas  consistían 
en  imprimir  dinero  para  que  aumentara  la  cantidad  de  circulante 
y  se  disparara  el  consumo.  Esta  medida,  obviamente,  generaría 
graves  problemas  inflacionarios.  (Cfr.:Van  Parijs  y  Vanderborght. 
Op.  at.  Págs.  55  y  56) 

10  Sólo  una  tozudez  superlativa  permitiría  seguir  defendiendo 
nacionalizaciones  y  medidas  afines  cuyos  efectos  nocivos  en  el 
mediano  y  largo  plazo  han  sido  puestos  en  claro  por  la  cruda 
realidad  de  los  hechos.  Dicho  en  otras  palabras,  la  tozudez  su- 
perlativa es  condición  necesaria  para  continuar  abogando  por 
nacionalizaciones  y  medidas  de  ese  estilo. 

I  I  Esto  porque  aducen  que  la  posesión  de  abundantes  bienes  es 
privilegio  de  unos  pocos  ricos  mientras  que  el  consumo  es  ac- 
tividad necesaria  de  miles  de  millones  de  personas,  mayoritaria- 
mente  no-rícas. 


nable  suponer  que  la  renta  básica  se  financiaría  vía  un 
incremento  al  tipo  impositivo  del  impuesto  sobre  la 
renta,  o  bien  vía  la  creación  de  otro  impuesto  directo, 
específicamente  destinado  a  tal  efecto.  El  impuesto 
a  recaudar  podría  adoptar  un  tipo  impositivo  lineal, 
progresivo,  regresivo  o,  incluso,  uno  en  zigzag. Van  Pa- 
rijs y  Vanderborght  sólo  mencionan  los  tres  primeros 
tipos;  empero,  nada  obsta  para  que  se  pueda  diseñar 
una  tarifa  en  zigzag,  aunque  suene  disparatado. 

Veamos  brevemente  la  estructura  de  estos  dife- 
rentes impuestos,  atendiendo  a  su  tipo  impositivo:12 

1.2.2.1  Impuesto  lineal 

Si  un  impuesto  directo  es  lineal,  el  tipo  impo- 
sitivo que  grava  la  renta  se  mantiene  constante,  sin 
importar  a  cuánto  asciendan  las  rentas  gravadas.  Por 
ejemplo,  si  la  tarifa  que  grava  la  renta  es  de  un  20%, 
ésta  se  aplicará  por  igual  a  rentas  cuyo  monto  sea  3K, 
28K  ó  I00K. 

1.2.2.2  Impuesto  progresivo 

Si  un  impuesto  directo  es  progresivo,  el  tipo  im- 
positivo que  grava  la  renta  crece  escalonadamente 
en  relación  con  el  aumento  de  la  renta  gravada.  Por 
ejemplo,  la  tarifa  será  de  un  20%  para  las  rentas  que 
estén  entre  3K  y  I5K,  de  un  27%  para  aquellas  que 
estén  entre  1 6K  y  40K,  y  de  un  45%  para  las  que  sean 
mayores  de  4 1 K. 

1.2.2.3  Impuesto  regresivo 

Si  un  impuesto  directo  es  regresivo  -forma  que 
se  puede  establecer  si  se  busca  premiar  la  produc- 
tividad, pero  injusta  según  nuestro  parecer-,  su  tipo 
impositivo  disminuirá  escalonadamente  en  relación 
con  el  aumento  de  la  renta  gravada.  Por  ejemplo,  la 
tarifa  será  de  un  20%  para  las  rentas  que  estén  entre 
3K  y  1 5K,  de  un  1 5%  para  las  que  estén  entre  1 6K  y 
40K,  y  de  un  10%  para  las  que  sean  mayores  de  41  K. 

12  Para  más  información  sobre  mecanismos  impositivos  que  po- 
drían servir  a  la  financiación  de  la  propuesta,  vid.  Van  Parijs  y 
Vanderborght,  Op.  at.  Págs.  54-74. 
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1.2.2.4  Impuesto  «zigzag» 

Si  un  impuesto  directo  es  «zigzag»,  el  tipo  im- 
positivo que  grava  la  renta  crece  (o  decrece)  esca- 
lonadamente en  relación  con  el  aumento  de  la  renta 
gravada,  hasta  llegar  a  un  punto  Q.  A  partir  de  dicho 
punto,  el  tipo  impositivo  decrece  (o  crece)  escalo- 
nadamente en  relación  con  el  aumento  de  la  renta 
gravada,  y  así  sucesivamente.  En  lo  personal  no  co- 
nocemos ningún  caso  de  un  impuesto  de  estructura 
«zigzag»  -y  tampoco  somos  especialistas  en  cuestio- 
nes de  tributación-  pero  no  descartamos  que  la  fan- 
tasía de  los  legisladores  pueda  llevar  a  implementarlo 
en  algún  país  por  alguna  -según  el  gobierno-  «buena 
razón». 

1.2.2.5  Libre  Je  gravamen 

Es  usual  que  en  los  sistemas  tributarios  de  mu- 
chos países,  los  impuestos  directos  dejen  libre  de 
gravamen  los  ingresos  que  no  asciendan  de  una  deter- 
minada cantidad,  por  ejemplo,  los  que  no  superen  3K. 

1.2.2.6  La  financiación 

Queda  ya  visto,  dadas  las  razones  arriba  aduci- 
das, que  el  establecimiento  de  nuevos  impuestos  o 
el  alza  en  los  tipos  impositivos  de  los  ya  existentes, 
sería  en  la  inmensa  mayoría  de  los  casos  condición 
necesaria  para  la  financiación  de  la  renta  básica. 

II.    Razones  en  pro  de  la 

implementación  de  la  propuesta 
de  renta  básica 

Suponiendo  que,  tras  múltiples  vicisitudes  políti- 
cas -como  no  faltaron  en  el  pasado  previamente  a  la 
instauración  de  los  regímenes  socialistas-  finalmente 
un  Estado  consolide  pacíficamente  no  sólo  la  inclu- 
sión formal  de  la  renta  básica  dentro  de  su  ordena- 
miento jurídico,  sino  su  implementación  material  y  su 
mantenimiento  en  vigor,  estimamos  que  ésta  traería 
algunas  consecuencias  beneficiosas,  aunque  lamenta- 
blemente de  corta  duración  (del  mismo  modo  que 


corta  fue  la  existencia  de  los  experimentos  socia- 
listas realizados  en  muchos  países).  Dicho  en  otras 
palabras,  si  la  renta  básica  se  consolida  como  un  de- 
recho fundamental,  amparado  por  una  regla  de  ac- 
ción que  lo  haga  efectivo  para  todos  los  miembros 
de  la  comunidad  política,  la  vigencia  de  esta  regla  ten- 
dría algunos  efectos  beneficiosos  que  procederemos 
a  considerar.13 

//.  /  Drástica  reducción  de  la  pobreza 

Recibir  un  ingreso  periódico,  del  que  puede  dis- 
ponerse od  nutum,  sin  necesidad  de  control  previo  de 
recursos  ni  de  prestar  una  contrapartida,  supondría, 
verdaderamente,  un  alivio  a  la  estrechez  económica 
de  muchas  personas.  Las  personas  así  beneficiadas  au- 
mentarían su  poder  de  consumo  y,  por  ende,  podrían 
acceder  a  una  serie  de  satisfactores  de  los  que  ahora 
carecen.  La  consecuencia  de  esto  sería  la  existencia  de 
menos  pobres  en  el  mundo.  Si  la  renta  básica  se  adop- 
tara de  forma  mundial,  la  misma  podría,  incluso,  llevar 
a  la  desaparición  de  la  pobreza.  En  efecto,  resulta  muy 
sugestivo  hacer  un  inventario  de  las  riquezas  del  mun- 
do, y  constatar  que  actualmente  en  el  planeta  se  dis- 
pone de  suficiente  riqueza  para  que  todos  podamos 


13  En  el  caso  de  Brasil,  por  ejemplo,  la  renta  básica  tiene  más  de 
directriz  que  de  regla  de  acción.  En  efecto,  dicho  país  de- 
cretó una  Ley  de  renta  básica,  pero  efectiva  sólo  para  los  más 
pobres.  La  ampliación  de  tal  renta  para  todos  los  ciudadanos  tie- 
ne sólo  el  carácter  de  norma  programática.  Recordemos 
que,  en  cuanto  que  razones  para  la  acción,  las  reglas  de  acción 
son  razones  perentorias  e  Independientes  del  contenido.  Las 
directrices,  a  su  vez,  generan  sólo  razones  de  tipo  utilitario. 
Los  principios  en  sentido  estricto,  en  cuanto  que  razones 
para  la  acción,  generan  razones  de  corrección.  (Sobre  este  tema, 
vid.  Atienza,  Manuel,  y  Ruiz  Mañero,  Juan.  Las  piezas  del  derecho. 
Tercera  Edición.  Editorial  Ariel,  S.  A.  Barcelona,  España.  2005. 
Págs.  23-50).  Lo  que  en  Brasil  establece  la  Ley  de  renta  básica  es, 
pues,  en  la  mayoría  de  sus  supuestos,  lo  que  tomando  termino- 
logia  de  RobertAlexy  llamamos  mandato  de  optimización 
Sobre  el  cumplimiento  de  directrices,  Atienza  y  Ruiz  Mañe- 
ro dicen  lo  siguiente:  «Cuando  se  opera  con  directrices  [...]  la 
ponderación  consiste  esencialmente  en  concretar  un  fin  y/o  sus 
formas  de  realización,  teniendo  en  cuenta  los  límites  marcados 
por  otros  fines  y  eligiendo  medios  que  sean  aptos  para  lograr  el 
fin  en  cuestión,  deteriorando  lo  menos  posible  el  logro  de  otros 
fines  también  ordenados.  [...]  el  cumplimiento  de  directrices 
entraña  implica  [sic]  necesariamente.de  un  lado,  una  cierta  prio- 
rización  -aunque,  desde  luego,  no  lexicográfica-  de  los  diversos 
fines  ordenados  (a  la  que  se  podrían  oponer  otras  priorizacio- 
nes  igualmente  admisibles)  y,  de  otro,  juicios,  en  la  mayor  parte 
de  las  ocasiones  fuertemente  controvertibles,  sobre  relaciones 
medio-fin.»  (Atienza  y  Ruiz  Mañero.  Op.  cit.  págs.  37-38) 


Derecho  y  Economía 


57 


cubrir  nuestras  necesidades  primarias.  Esto  fue  lo  que 
hizo  -durante  el  acalorado  debate  que  sostuvimos  en 
junio  de  este  año  en  la  Universidad  de  Alicante,  y  que 
seguramente  algunos  profesores  recordarán-  nuestra 
compañera  de  estudios  Eugenia  María  Alien  Flores,  de 
Costa  Rica.  Alien  tomó  algunos  datos  sobre  la  canti- 
dad de  riquezas  del  mundo,  y  dio  un  aproximado  del 
monto  al  que  éstas  ascienden.  La  cifra  era  sorpren- 
dentemente elevada:  miles  de  millones  de  millones  de 
dólares  de  Estados  Unidos  de  América,  euros,  yenes,  o 
cualquier  otra  denominación  de  dinero.  Luego  conti- 
nuó diciendo  que  en  el  planeta  existe  "x"  número  de 
habitantes,  seis  mil  millones,  supongamos. Y,  finalmente, 
concluyó  que  la  cuestión  se  resuelve  -y  cito  sus  pa- 
labras- mediante  una  «simple  operación  aritmética». 
Si  pensamos,  por  ejemplo,  en  un  solo  caso,  como  el 
del  multimillonario  mexicano  Carlos  Slim,  cuya  for- 
tuna roza  los  sesenta  mil  millones  de  dólares  (US  $ 
60,000,000,000.00),  y  que  recientemente  ha  sido  ca- 
talogado como  el  hombre  más  rico  del  mundo,  supe- 
rando incluso  a  Bill  Gates,  y  pensamos  también  que  la 
fortuna  de  Slim  equivale  poco  más  o  menos  a  doce 
veces  el  actual  presupuesto  de  egresos  del  Estado  de 
Guatemala,  entonces  comprendemos  sin  dificultad 
que  existan  muchas  personas  que  aboguen  porque 
haya  una  redistribución  de  la  riqueza  en  el  mundo.  En 
otras  palabras,  elevar  considerablemente  los  impues- 
tos directos  y  otorgar  con  lo  recaudado  una  renta  bá- 
sica para  todos,  supondría  disminuir  drásticamente  la 
pobreza  o,  incluso,  eliminarla. 

II. 2  Aumento  de  «libertad»  y  reducción  de 
las  preocupaciones  y  de  los  problemas 
nerviosos  que  éstas  producen 

Las  personas  podrían  disfrutar  de  lo  que  Van 
Parijs  y  Vanderborght  gustan  de  llamar,  junto  con 
Raventós,  «libertad  real».  Al  ser  realmente  libres  -en 
la  peculiar  concepción  que  de  la  libertad  tienen  Van 
Parijs  y  sus  compañeros  de  causa-14,  las  personas  po- 


14  Estimamos  que  viene  al  caso  tener  presente  aquella  distinción 
hecha  por  Atienza  entre  concepto  y  concepción,  y  cómo 
cuando  hablamos  de  términos  centralmente  vagos  con- 
viene decir  que  estamos  frente  a  distintas  concepciones. 


drían  ocupar  más  de  su  tiempo,  si  no  la  totalidad  del 
mismo,  para  dedicarlo  a  actividades  placenteras.  Es 
decir,  muchas  personas  podrían,  de  modo  más  efec- 
tivo, buscar  el  placer  y  evitar  el  dolor.  O  sea,  caminar 
hacia  su  felicidad.  Muchas  personas  tendrían  una  exis- 
tencia con  menos  problemas,  menos  tensiones  y  me- 
nos preocupaciones.  Serían  personas  más  saludables 
y  más  libres,  en  la  concepción  aludida.  En  suma,  con 
renta  básica  el  mundo  sería  más  «justo».  En  efecto, 
para  Van  Parijs  la  justicia  es  entendida  como  «libertad 
real  para  todos».  Incluso  uno  de  sus  libros  se  titula 
Real  freedom  for  all.  Para  él,  el  punto  de  partida  es 
muy  sencillo,  «la  justicia»  -dice-  «es  un  asunto  que 
tiene  que  ver  con  el  reparto  de  la  libertad  real  de 
hacer  lo  que  podríamos  desear  hacer  con  nuestras 
vidas,  lo  que  no  constituye  solamente  una  cuestión 
de  derecho,  sino  también  de  acceso  efectivo  a  bienes 
y  oportunidades.»15 

II.}  La  renta  básica  produce  sociedades  más 
igualitarias 

Por  último,  otra  razón  que  juega  en  pro  de  la 
propuesta  de  renta  básica,  es  que  su  implementación 
conduciría  a  sociedades  más  igualitarias.  En  efecto,  es 
deseable  que  no  existan  grandes  desigualdades  so- 
ciales, y  la  renta  básica  haría  que  éstas  disminuyeran. 
Esa  sería  una  razón  más  que  juega  en  pro;  ahora,  la 
pregunta  es:  ¿por  cuánto  tiempo  la  situación  sería 
sostenible?Y  otra  pregunta  ¿Qué  ocurriría  después? 

Hemos  expuesto  tres  razones  que  juegan  a  favor 
de  la  propuesta  de  renta  básica.  (I)  La  renta  bási- 
ca disminuiría  drásticamente  la  pobreza;  (2)  la  renta 
básica  aumentaría  la  «libertad  real»  de  muchas  per- 
sonas; y  (3)  la  renta  básica  produce  sociedades  más 
igualitarias. Vistas  las  razones  a  favor,  pasamos  ahora 
a  la  exposición  de  las  razones  en  contra. 


15  Op.  cit.  Pág.  105.  /  Otro  de  sus  escritos  se  titula  Why  surfers 
should  be  fed.  The  liberal  cose  for  an  unconditíonal  baste  meóme. 
Con  sus  ideas  Van  Parijs  cuestiona  -temerariamente-  un  tópico 
tan  aceptado  que  es  incluso  asumido  por  personas  tan  disímiles 
como  lo  fueron  Pablo  de  Tarso  y  José  Stalin:  «el  que  no  trabaja, 
que  no  coma». 
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III.  Razones  en  contra  de  la 

implementación  de  la  propuesta 
de  renta  básica 

Las  razones  que  daremos  en  contra  de  la  renta 
básica,  están  entre  las  que  podría  dar  cualquier  liberal 
de  derecha,  capitalista,  neoliberal,  o  «antidemocrático 
neoliberal  del  siglo  xxi»  o  «antidemocrático  neocon- 
servador  del  siglo  xxi»  como  nos  llama  Raventós16,  a 
mí  y  a  quienes  defendemos  la  causa  del  libre  mercado, 
acusándonos  además  de  «vociferar».  Esta  acusación 
suya,  la  de  que  los  liberales  -en  lo  sucesivo  liberales 
a  secas,  pues  ya  queda  claro  que  nos  ubicamos  a  la 
derecha  del  espectro  político-,  esta  acusación  de  que 
vociferamos,  evidencia  el  desprecio  que  muchos  sien- 
ten por  nosotros,  pues  vocifera  quien  se  ha  quedado 
sin  razones  y  no  puede  hacer  otra  cosa.  Conviene, 
pues,  pedir  al  lector  que  nos  guarde  ahora  el  mínimo 
de  simpatía  sin  el  cual  la  buena  comunicación  no  es 
posible.  Pedirle  que  asuma  que  los  neoliberales  obra- 
mos de  buena  fe,  y  no,  como  afirma  Raventós,  que 
profesamos  «la  voluntad  confesada  de  favorecer  a  los 
más  ricos».  Profesamos  la  voluntad  públicamente  sos- 
tenida de  favorecer  el  crecimiento  de  todos,  aunque 
ello  no  sea  posible  en  medidas  iguales  (cosa  esta  últi- 
ma que  no  gusta  a  las  izquierdas). Y  también  pedimos, 
aunque  por  razones  de  extensión  no  abordaremos 
aquí  esta  cuestión,  que  nos  crea  cuando  afirmamos 
que  el  capitalismo  no  es  moralmente  perverso,  como 
piensan  algunos  que  aceptan  la  superioridad  de  sus 
resultados  pero  recelan  de  su  valor  moral.Y  si  no  nos 
cree  en  esto  último,  que  al  menos  atienda,  entonces, 
a  Rafael  Termes,  recientemente  fallecido  profesor  de 
la  Universidad  de  Navarra,  y  académico  de  número 
de  las  Reales  Academias  de  Ciencias  Morales  y  Políti- 
cas y  de  Ciencias  Económicas  y  Financieras  de  Espa- 
ña, que  en  su  libro  Antropología  del  capitalismo  hace  un 
detallado  análisis  ético  del  sistema  de  libre  mercado. 

Hechas  las  anteriores  peticiones  de  simpatía,  ne- 
cesarias dada  la  actitud  poco  favorable  que  suele  sus- 
citarse cuando  se  defiende  el  capitalismo,  pasamos 
a  dar  cuenta  de  nuestra  oposición  a  la  renta  básica. 

1 6    Cfr.iVan  Panjs  y  Vanderborght,  Op  cu..  Pág  1 8  (prólogo  del  libro). 


Henry  Hazlitt,  en  un  famoso  e  influyente  libro 
suyo,  Economics  in  one  Lesson  (titulado  en  español 
como  La  economía  en  una  lección),  que  ha  sido  tradu- 
cido a  por  lo  menos  diez  idiomas  y  del  que  se  han 
vendido  cerca  de  once  millones  de  ejemplares, afirma 
que  puede  reducirse  la  totalidad  de  la  economía  a 
una  lección,  y  esa  lección  al  siguiente  enunciado:  «£/ 
arte  de  la  Economía  consiste  en  considerar  los  efectos 
más  remotos  de  cualquier  acto  o  medida  política  y  no 
meramente  sus  consecuencias  inmediatas;  en  calcular  las 
repercusiones  de  tal  política  no  sobre  un  grupo,  sino  sobre 
todos  los  sectores.»17^  continúa:  «Nueve  décimas  par- 
tes de  los  sofistas  económicos  que  están  causando 
tan  terrible  daño  en  el  mundo  actual  son  el  resulta- 
do de  ignorar  esta  lección.  Derivan  siempre  de  uno 
de  estos  dos  errores  fundamentales  o  de  ambos:  el 
contemplar  sólo  las  consecuencias  inmediatas  de  una 
medida  o  programa  y  el  considerar  únicamente  sus 
efectos  sobre  un  determinado  sector,  con  olvido  de 
los  restantes.»18 

Friedrich  A.  Hayek,  quien  se  licenció  en  Derecho 
y  posteriormente  cultivó  la  Economía  (disciplina  en 
la  que  fue  premiado  con  el  Nobel),  escribe  en  Dere- 
cho, legislación  y  libertad  lo  siguiente:  «Una  de  las  tesis 
principales  de  esta  obra  gira  en  torno  a  la  afirmación 
según  la  cual  las  normas  de  recta  conducta  que  el 
hombre  de  leyes  estudia  están  al  servicio  de  un  or- 
den acerca  de  cuya  esencia  el  jurista  poco  sabe,  mien- 
tras que  el  economista,  que  especialmente  se  dedica 
al  análisis  del  citado  orden,  ignora  a  su  vez  el  íntimo 
carácter  de  las  normas  de  comportamiento  sobre 
las  que  el  mismo  descansa.»19  Unas  líneas  arriba  del 
pasaje  transcrito,  Hayek  sostiene  que  la  subdivisión 
de  saberes  ha  tenido  un  efecto  nocivo  (el  jurista  no 
posee  sólida  base  de  formación  económica  y  el  eco- 
nomista no  posee  sólida  base  de  formación  jurídica), 
y  en  el  párrafo  que  sigue  al  texto  transcrito  afirma 
que  «el  efecto  más  grave  producido  por  el  fracciona- 


17  Hazlitt.  Henry.  La  economía  en  una  lección.  Cuarta  Edición. 
Unión  Editorial.  Madrid.  España.  1996.  Pág.  29. 

18  Ibidem. 

19  Hayek,  Friedrich  A.  Derecho,  legislación  y  libertad.  Tercera  edi- 
ción. Unión  Editorial.  Madrid.  España.  1 994. Volumen  I:  Normas  y 
orden.  Pág.  23.  (Traducción  de  Luis  REIG  ALBIOL) 


Derecho  y  Economía  59 


miento  del  saber  en  lo  que  un  día  fue  parcela  común 
de  estudio  es  que  ha  surgido  una  tierra  de  nadie,  una 
materia  vaga  a  veces  denominada  "filosofía  social"»20 

Por  nuestra  parte,  siempre  hemos  mostrado  in- 
terés por  las  cuestiones  económicas,  y  parafraseando 
a  Carnelutti,  cuando  éste  se  refiere  a  la  importancia 
que  tiene  el  saber  filosófico  para  el  jurista,  estima- 
mos que  además  del  filosófico  también  la  tiene  el 
económico,  y  creemos  que  si  el  jurista  no  sabe  sino 
Derecho,  en  realidad  no  conoce  ni  el  Derecho  mismo. 

Arriba  mencionamos  tres  beneficios  que  gene- 
raría la  implementación  de  la  renta  básica.  En  esta 
parte  del  trabajo  veremos  sus  contrapartidas.  Como 
se  verá,  los  contra  superan  con  creces  a  los  pro,  y 
la  propuesta  de  renta  básica  queda  desvirtuada.  No 
obstante,  juzgamos  pertinente  hacer  ciertas  aclara- 
ciones previas  sobre  algunos  tópicos  que,  desafortu- 
nadamente, siguen  en  boga. 

///./.     Tópicos  en  boga 

III.  1 .1    La  riqueza  Je  unos  equivale  a  la  pobreza 
de  otros 

Este  es  uno  de  los  lugares  comunes  del  que  par- 
ten muchos  sofismas.  No  es  raro  escuchar  afirma- 
ciones como  «mientras  los  ricos  se  hacen  más  ricos, 
los  pobres  se  vuelven  más  pobres»  o  «muchos  mue- 
ren de  hambre  mientras  otros  beben  champaña».  Al 
constatar  las  innegables  desigualdades,  muchas  per- 
sonas tienden  a  imputarlas  al  reparto  desigual  de  la 
riqueza.  Esto,  como  si  la  riqueza  fuera  algo  dado,  y 
no  algo  creado.  Estas  personas  olvidan  que  la  pobre- 
za, en  términos  generales,  no  es  causada  por  nadie.21 
Es  el  estado  natural  del  ser  humano.  Lo  que  sí  tiene 
causa  es  la  riqueza.  Empero,  dadas  las  circunstancias 

20  Ibldem. 

21  La  pobreza  que  si  puede  tener  una  causa.es  la  sobrevenida  tras 
un  atraco  o  tras  una  catástrofe  natural.  Empero,  ello  no  es  óbice 
para  admitir  que.  generalmente  consideradas  las  cosas,  la  po- 
breza ha  sido  el  estado  natural  de  los  seres  humanos,  quienes 
a  través  de  los  siglos  han  ido  dominando  las  fuerzas  naturales  y 
poniéndolas  a  su  servicio.  En  paráfrasis  a  Virgilio,  habiendo  salido 
de  las  selvas  hemos  obligado  a  los  vecinos  campos  para  que  obede- 
cieran al  cultivador. 


del  mundo  de  hoy,  para  muchos  no  es  fácil  acceder  a 
esta  verdad,  porque  sólo  fijan  su  atención  sobre  las 
desigualdades.  La  actividad  económica  tiende  a  con- 
siderarse como  un  juego  de  suma  cero,  tal  y  como  lo 
serían  los  naipes,  el  fútbol  u  otros  juegos,  en  los  que 
unos  ganan  y  otros  pierden. A  este  propósito  resulta 
ilustrativo  contar  la  siguiente  anécdota: 

«Paul  Samuelson,  premio  Nobel  ( 1 969),  fue  desafia- 
do por  el  matemático  Stanislaw  Ulam  a  que  le  indicara 
una  proposición  de  todas  las  ciencias  sociales  que  fuese 
a  la  vez  verdadera  y  no  trivial.  Después  de  unos  años, 
Samuelson  dio  como  respuesta:  "el  principio  de  las  ven- 
tajas comparativas.  Que  es  lógicamente  verdadero  no  es 
necesario  comprobarlo  ante  un  matemático;  que  no  es 
trivial  se  ha  comprobado  por  los  miles  de  hombres  im- 
portantes e  inteligentes  que  nunca  han  podido  entender 
por  sí  mismos  dicha  doctrina  o  creer  en  ella  después  que 
se  les  ha  explicado."»21 

En  el  ilustrativo  libro  del  que  tomamos  la  anéc- 
dota recién  contada,  titulado  Un  juego  que  no  suma 
cero,  Manuel  Ayau  explica  un  aspecto  importante  de 
la  división  del  trabajo,  que  frecuentemente  es  olvida- 
do. Este  aspecto  pone  en  evidencia  por  qué,  en  una 
economía  libre,  aun  sin  que  exista  un  incremento  en 
la  especialización,  la  división  del  trabajo  supone  per  se 
un  aumento  del  total  de  riqueza.  Tiende  a  pensarse 
que  es  la  división  del  trabajo,  más  la  especialización, 
la  que  aumenta  la  productividad.  Nosotros  sostene- 
mos que,  aun  sin  un  aumento  en  la  especialización, 
por  sí  misma  la  división  del  trabajo  aumenta  la  rique- 
za.23 Lo  dicho  lo  podemos  reconducir  a  la  siguiente 
simbolización  lógica:  [(D  •  E)  v  D]  ->  R 

Estimamos  que  para  terminar  de  aclarar  el  punto 
basta  con  poner  un  sencillo  ejemplo  numérico.  Lo 
demás,  será  cuestión  de  que  cada  quien  vaya  sacando 
sus  propias  inducciones  generalizadoras,  en  la  medi- 
da en  que  encuentre  otros  casos  que  podrían  com- 


22  La  anécdota  está  tomada  del  libro  de  Manuel  Ayau  Cordón,  ti- 
tulado Un  juego  que  no  suma  cero  (Primera  edición.  Centro  de 
Estudios  Económico-Sociales  -CEES-  Guatemala.  2006.  Pág.  7) 

23  Cfr:  Ayau  Cordón,  Op.  cit.  Págs.  22-26. 


plementar  el  ejemplo  que  daremos.  Este  está  tomado 
íntegramente  del  referido  trabajo  de  Ayau:24 

Supongamos  un  mundo  habitado  por  dos  perso- 
nas: Pedro  y  Juan. 

Supongamos,  además,  que  Pedro  y  Juan  requie- 
ren sólo  dos  productos:  pan  (P)  y  ropa  (R). 

Pedro  es  mejor  que  Juan  en  la  producción  de 
las  dos  cosas,  pero  no  igualmente  mejor.  (Pedro 
hace  pan  dos  veces  más  rápido  que  Juan,  y  ropa 
tres  veces  más  rápido  que  Juan) 

Se  hace  énfasis  en  que  Pedro  no  es  igualmente 
mejor  que  Juan  en  producir  ambos  bienes  (haciendo 
pan  y  ropa),  sino  que  su  superioridad  es  mayor  en  un 
caso  (ropa)  que  en  el  otro  (pan),  porque  ahí  radica  la 
clave  para  entender  el  problema. 

Con  el  propósito  de  analizar  exclusivamente  el 
efecto  de  la  división  del  trabajo  propiamente  dicho, 
supondremos  que  la  habilidad  (eficiencia  o  producti- 
vidad) de  ambos  se  mantiene  constante  y  no  se  in- 
crementa con  la  especialización. 

Mediremos  la  productividad  de  Pedro  y  de  Juan 
de  acuerdo  con  cuánto  pan  y  cuánta  ropa  pueden 
producir  por  hora.  En  este  caso,  si  dedican  1 2  horas  a 
la  producción  de  cada  bien.  El  tiempo  total  tomado 
en  cuenta  en  el  ejemplo  también  se  mantendrá  cons- 
tante durante  el  mismo. 


Producción  sin  división  del  trabajo 

Pedro 

Juan 

12  hrs 
12  panes  (P) 

12  hrs. 
6  ropas  (R) 

12  hrs. 
6  panes  (P) 

12  hrs. 
2  ropas  (R) 

Producción  total:  18  P  +  8  R 

Producción  con  división  del  trabajo 

Pedro 

Juan 

8  hrs. 
8  panes 

16  hrs. 
8  ropas 

24  hrs. 
12  panes 

Ohrs. 
0  ropas 

Producción  total:  20  P  +  8  R 

24  Ibidem  Págs.  27-31.  Nótese  que  el  ejemplo  dado  no  sólo  de- 
muestra que  el  intercambio  supone  una  ganancia  subjetiva  (cam- 
biamos lo  que  valoramos  menos  por  aquello  que  valoramos 
más),  sino  que.  además,  da  cuenta  de  cómo  aumenta  la  riqueza 
total  de  los  participantes  en  el  proceso. 


Producción  total  sin  división  del  trabajo: 
18  P  +  8  R 

Producción  total  con  división  del  trabajo: 
20  P  +  8  R 

La  producción  total  aumentó  en  2  panes,  sin 
cambio  alguno  en  la  productividad  individual  y  sin  in- 
cremento alguno  del  tiempo  total  trabajado.  Lo  único 
que  ha  cambiado  es  que  Pedro  y  Juan  asignaron  su 
tiempo  de  acuerdo  con  sus  costos  comparados. 

La  forma  en  que  compartirán  Pedro  y  Juan  aquel 
aumento  de  la  producción  dependerá  de  la  habi- 
lidad negociadora  de  cada  uno;  pero  la  división  del 
trabajo  sólo  sucederá  si  ambos  prevén  que  pueden 
beneficiarse  del  intercambio.  Un  intercambio  posible 
podría  ser  que  Pedro  le  entregara  2  ropas  a  Juan,  a 
cambio  de  5  panes,  en  cuyo  caso  el  resultado  con 
división  del  trabajo  y  subsiguiente  intercambio  sería, 
en  este  ejemplo: 


Pedro 

Juan 

1  3  panes            6  ropas 

7  panes             2  ropas 

Si  comparamos  esto  con  lo  que  producían  sin  di- 
visión del  trabajo,  vemos  que  ambos  se  benefician  del 
intercambio  con  un  pan  más.  Pero  ¿quién  ganó  más? 

Si  medimos  la  ganancia  en  términos  de  pan,  am- 
bos terminaron  con  I  pan  más.  Pedro  entregó  4 
panes  que  para  él,  en  tiempo,  equivalen  a  2  ropas; 
y  recibe  5  panes,  ganando  I  pan.  Juan  entregó  5 
panes  a  cambio  de  2  ropas  que  para  él  equivalen 
a  6  panes.  El  ganó  el  equivalente  de  I  pan. 

Como  ambos  ganan  I  pan,  también  podemos 
medir  la  ganancia  en  tiempo  ahorrado:  Pedro  ha 
ganado  I  hora  y  Juan  2. 

Si  medimos  la  ganancia  en  términos  de  ropa,  Pe- 
dro habrá  ganado  1 12  R  y  Juan  1 13  R. 

¿Hay  alguna  manera  justa  de  mediar  la  ganancia? 
Nótese  que  las  ganancias  de  Pedro  y  de  Juan  cambian 
según  como  se  midan: 
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Si  medimos  en  pan,  la  ganancia  fue  igual,  pues  los 
dos  ganaron  I  pan. 

•  Si  medimos  en  tiempo  ahorrado,  Juan  ganó  más, 
pues  para  él  I  pan  equivale  a  2  horas,  y  para  Pe- 
dro a  I  hora. 

Si  medimos  en  ropa,  Pedro  ganó  más,  pues  para 
él  I  pan  equivale  a  1/2  de  ropa,  y  para  Juan  a  1/3 
de  ropa. 

Aunque  es  obvio  que  las  personas  no  hacen  este 
ejercicio  cuando  intercambian,  intuitivamente  llevan 
a  cabo  lo  que  los  economistas  llaman  análisis  costo- 
beneficio,  porque  ellas  siempre  son  conscientes  de 
aquello  a  lo  que  deben  renunciar  (su  costo  de  opor- 
tunidad) para  recibir  lo  que  cada  cual  puede  obtener 
a  cambio. 

Otra  forma  utilizada  para  explicar  este  fenóme- 
no es  tomando  en  cuenta  que  el  costo  de  oportu- 
nidad de  tener  una  cosa  en  vez  de  otra  -su  tasa  de 
sustitución-  es  diferente  para  Pedro  que  para  Juan, 
porque  sus  respectivas  productividades  son  diferen- 
tes. Es  decir:  mientras  que  a  Pedro  I  R  le  "cuesta"  2P, 
a  Juan  le  "cuesta"  3P. 

En  resumen,  sus  tasas  de  sustitución  son  las 
siguientes: 

Para  Pedro  I  R  =  2  P  (ó  I  P  =  1/2  R) 
Para  Juan  I  R  =  3  P  (ó  I  P  =  1/3  R) 

Esos  diferencias  de  costos  son  las  que  permiten  que 
las  partes  que  intercambian  se  beneficien  del  intercambio. 
De  ahí  viene  el  nombre  de  "costos  comparados" . 

Huelga  decir  que  aunque  el  ejemplo  dado  estu- 
dia el  trueque  de  pan  y  ropa,  el  principio  sigue  siendo 
válido  en  lo  que  hace  al  dinero.  El  dinero  es  un  medio 
de  cambio  que  tiene  valor  fiduciario.  O,  como  lo  dice 
Ayau:  «El  mecanismo  que  permite  a  las  personas  ha- 
cer comparaciones  de  costos  entre  distintos  lugares 
y  que,  como  consecuencia,  coordina  la  división  del 
trabajo.es  el  sistema  de  precios  relativos  expresados 
en  un  medio  común,  el  dinero.  Ello  permite  comparar 
en  cuánto  se  estima  un  bien  en  términos  de  otros  en 


las  distintas  localidades.  En  la  práctica,  los  precios  re- 
lativos facilitan  a  una  persona  tomar  la  decisión  sobre 
si  le  conviene  hacer  más  ropa  para  tener  más  pan  o  si 
le  conviene  hacer  el  pan  directamente.» 

Las  anteriores  razones  muestran  que  -salvo  el 
caso  de  hurto,  robo  o  asignación  de  los  impuestos 
a  fines  subsidiarios-  la  riqueza  de  unos  no  implica 
la  pobreza  de  los  otros.  Cuando  el  gobierno  toma 
dinero  del  sujeto  S  y  lo  destina  a  la  satisfacción  de 
las  necesidades  de  los  sujetos  V  y  W,  el  beneficio  de 
estos  últimos  sí  se  produce  en  detrimento  de  S.  A 
pesar  de  ello,  los  impuestos  son  necesarios,  pero  no 
deben  exceder  lo  justo  para  financiar  las  legítimas 
funciones  de  un  gobierno  limitado.  Mientras  en  el 
mercado  todos  los  involucrados  se  enriquecen  con 
sus  transacciones  voluntarias,  cuando  el  gobierno 
realiza  una  exacción  fiscal,  sólo  traslada  la  riqueza  de 
un  sujeto  a  otro. 

Con  lo  anterior  queda  ya  desvirtuado  que  la  ri- 
queza de  unos  suponga  la  pobreza  de  los  otros. 

///.  1.2    La  ley  del  mercado  es  la  competencia  salvaje 

Este  tópico  se  basa  en  trasladar  al  campo  de  las 
ciencias  sociales  la  noción  de  competencia  propia  del 
reino  animal.  Usualmente  se  dice  que  el  pez  grande  se 
come  al  chico  y  frases  por  el  estilo.  De  ello,  muchos 
infieren  que  las  leyes  del  mercado  tienen  un  carácter 
cruel.  Ludwig  von  Mises  acuñó  el  término  competen- 
cia cataláctica  para  marcar  la  diferencia  entre  ambos 
tipos  de  competencia.  Mientras  que  en  la  naturaleza 
el  jaguar  crece  devorando  a  su  presa,  en  una  correcta 
organización  social  los  mejor  dotados  cooperan  vo- 
luntariamente con  los  menos  favorecidos.  El  médico 
puede  hacer  todo  lo  que  hace  la  enfermera,  pero  no 
la  elimina  sino  que  coopera  con  ella.  Por  lo  absurdo 
de  este  tópico,  no  juzgamos  pertinente  dedicarle  más 
aclaraciones  para  considerarlo  desvirtuado. 

///.  1.3    Si  aumenta  el  consumo  aumenta  la  riqueza 

Algunos  piensan,  por  ejemplo,  que  las  catástrofes 
naturales  pueden  hacer  crecer  una  economía  en  re- 
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cesión.  Por  ejemplo,  si  se  destruyen  casas,  la  actividad 
constructora  aumentará  su  ritmo  y  eso  revitalizará 
la  economía.  Nosotros  estimamos  que  aumentará  la 
cantidad  de  trabajo,  pero  no  la  riqueza.  El  ejemplo 
que  a  continuación  pondremos,  tomado  de  la  obra  de 
Henry  Hazlitt,  también  puede  clarificar  lo  que  sucede 
con  el  cobro  de  impuestos,  especialmente  cuando  lo 
recaudado  se  usa  para  dar  poder  de  compra  (aumen- 
tar el  consumo)  de  la  gente.  Es  decir,  si  lo  recaudado 
se  usara,  por  ejemplo,  para  financiar  una  renta  básica. 
He  aquí  el  ejemplo  que  pone  Hazlitt: 

«Comencemos  con  la  más  sencilla  ilustración  po- 
sible: elijamos,  emulando  a  Bastiat,  una  luna  de  vidrio 
rota.  /  Supongamos  que  un  golfillo  lanza  una  piedra 
contra  el  escaparate  de  una  panadería.  El  panadero 
aparece  furioso  en  el  portal,  pero  el  pilluelo  ha  de- 
saparecido. Empiezan  a  acudir  curiosos,  que  contem- 
plan [...]  los  desperfectos  causados  [...]  Pasado  un 
rato,  la  gente  comienza  a  reflexionar  y  algunos  co- 
mentan entre  sí  o  con  el  panadero  que,  después  de 
todo,  la  desgracia  tiene  su  lado  bueno:  ha  de  reportar 
beneficio  a  algún  cristalero.  Al  meditar  de  tal  suer- 
te, elaboran  otras  conjeturas.  ¿Cuánto  cuesta  una 
nueva  luna?  ¿Cincuenta  dólares?  Desde  luego  que 
es  una  cifra  importante,  pero  al  fin  y  al  cabo,  si  los 
escaparates  no  se  rompieran  nunca,  ¿qué  harían  los 
cristaleros?  Por  tales  cauces  la  multitud  se  dispara.  El 
vidriero  tendrá  cincuenta  dólares  más  para  gastar  en 
las  tiendas  de  otros  comerciantes,  quienes,  a  su  vez, 
también  incrementarán  sus  adquisiciones  en  otros 
establecimientos,  y  la  cosa  seguirá  hasta  el  infinito.  El 
escaparate  roto  irá  engendrando  trabajo  y  riqueza  en 
círculos  cada  vez  más  amplios.  La  lógica  conclusión 
sería,  si  las  gentes  llegasen  a  deducirla,  que  el  golfillo 
que  arrojó  la  piedra,  lejos  de  ser  una  díscola  amena- 
za, se  convertiría  en  un  auténtico  filántropo.  /  Pero 
sigamos  adelante  y  examinemos  el  asunto  desde  otro 
punto  de  vista.  Los  que  presenciaron  el  suceso  tenían, 
al  menos  en  su  primera  conclusión,  completa  razón. 
Este  pequeño  acto  de  vandalismo  significa,  en  princi- 
pio, beneficios  para  algún  cristalero,  quien  recibirá  la 
noticia  con  satisfacción  análoga  a  la  del  dueño  de  una 
funeraria  que  sabe  de  una  defunción.  Pero  el  panade- 


ro habrá  de  desprenderse  de  cincuenta  dólares  que 
pensaba  destinar  a  adquirir  un  traje  nuevo.  Al  tener 
que  reponer  la  luna.se  verá  obligado  a  prescindir  del 
traje  o  de  alguna  necesidad  o  lujo  equivalente.  En  lu- 
gar de  una  luna  y  cincuenta  dólares,  sólo  dispondrá 
de  la  primera  o  bien,  en  lugar  de  la  luna  y  el  traje  que 
pensaba  comprar  aquella  tarde,  habrá  de  contentarse 
con  el  vidrio  y  renunciar  al  traje.  La  comunidad,  como 
conjunto,  habrá  perdido  un  traje  que  de  otra  forma 
hubiera  podido  disfrutar;  su  pobreza  se  verá  incre- 
mentada justamente  en  el  correspondiente  valor.  / 
En  una  palabra,  lo  que  gana  el  cristalero  lo  pierde 
el  sastre.  No  ha  habido,  pues,  nueva  oportunidad  de 
"empleo".  La  gente  sólo  consideraba  dos  partes  de  la 
transacción:  el  panadero  y  el  cristalero;  olvidaba  una 
tercera  parte,  potencialmente  interesada:  el  sastre. 
Este  olvido  se  explica  por  la  ausencia  del  sastre  de  la 
escena.  El  público  verá  reparado  el  escaparate  al  día 
siguiente,  pero  nunca  podrá  ver  el  traje  extra,  pre- 
cisamente porque  no  llegó  a  existir.  Sólo  advierten 
tales  espectadores  aquello  que  tienen  delante  de  los 
ojos.  /  Queda  así  aclarado  el  problema  del  escaparate 
roto:  una  falacia  elemental.  Cualquiera  -se  piensa-  la 
desecharía  tras  unos  momentos  de  meditación.  Sin 
embargo,  este  tipo  de  sofisma,  bajo  mil  disfraces,  es 
el  que  más  ha  persistido  en  la  historia  de  la  Econo- 
mía, mostrándose  en  la  actualidad  más  pujante  que 
nunca.» 

///.  1 .4    El  Estado  debe  igualar  lo  más  posible  el  nivel  de 
rentas  de  los  ciudadanos 

Quienes  se  adscriben  en  la  defensa  de  este  ideal, 
debieran,  en  aras  de  la  honestidad,  proclamar  que  el 
Estado  debe  entorpecer,  lo  más  que  le  sea  posible,  la 
creación  de  riqueza.  O,  para  expresarlo  con  crudeza, 
los  «adoradores  de  la  igualdad»  deberían  regocijarse 
presenciando  una  maratón  en  la  que  a  los  mejores 
corredores  se  les  aten  pesos,  para  que  corran  lo  más 
igual  posible  que  los  menos  aptos,  y  lleguen  todos  a 
la  meta  más  o  menos  en  igual  tiempo.  Con  esto  no 
pretendemos  decir  que  amamos  las  sociedades  fuer- 
temente desiguales.  Únicamente  que  desaprobamos 
las  igualaciones  coercitivas  que  -por  sobre  el  máxi- 
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mo  de  su  legítima  función  subsidiaria-  realizan  los 
Estados  con  el  producto  de  las  exacciones  fiscales. 
El  libre  mercado  crea  riqueza.  El  mercado  necesita 
un  marco  institucional  sobre  el  cual  operar.  Estamos 
de  acuerdo  en  que  para  ello  es  necesario  que  el  Es- 
tado perciba  ingresos  fiscales.  También  que  destine 
un  monto  de  impuestos  en  funciones  subsidiarias  in- 
gentes, mínimas,  muy  limitadas. Ahora  bien,  a  mayores 
impuestos,  menos  productividad  e  innovación  en  el 
mercado.  Más  igualdad,  sí,  pero  a  costa  de  impedir  el 
crecimiento  de  quienes  podrían  ser  más  productivos. 
En  el  largo  plazo,  la  igualación  de  rentas  vía  el  cobro 
de  impuestos  resulta  desfavorable  para  la  comunidad. 
Ella  supone  ignorar  la  lección  que  Hazlitt  propone  y 
que  hemos  enunciado  arriba." 

Estimamos  que  buena  parte  de  los  errores  dima- 
nan de  la  insistencia  con  que  algunas  personas  afir- 
man que  es  posible  construir  modelos  económicos 
diferentes;  otros  sistemas  que  también  funcionen, 
que  funcionen  mejor  que  el  sistema  de  mercado  o 
que  corrijan  sus  fallos.  De  tanto  que  algunos  repiten 
cosas  como  ésas,  muchos  otros  terminan  creyéndo- 
las. Al  respecto  cabría  decir,  junto  con  Termes,  que 
no  tiene  sentido  plantearse  si  se  está  a  favor  o  en 
contra  de  la  economía  (siendo  la  única  economía  la 
de  mercado,  entendiendo  por  mercado  intercambio 
de  propiedad  privada),  puesto  que  sería  tanto  como 
plantearse  si  se  está  a  favor  o  en  contra  del  mar  o  de  la 
sexualidad.  La  economía,  el  mar  y  la  sexualidad  son 
realidades  que  forman  parte  de  la  naturaleza  y  so- 
bre las  cuales  no  se  plantean  problemas  de  opción. 
También  dice  Termes  que  «los  errores  de  hecho  que 
se  cometen  en  relación  con  el  funcionamiento  de  la 
economía  son  abundantes  y  proceden,  fundamental- 
mente, de  desconocer,  primero,  que  en  el  proceso 
de  asignación  de  recursos,  existen  leyes  económicas 
generales  que  no  pueden  violentarse  sin  daño  y  que, 
además,  estas  leyes  son  independientes  de  las  con- 

25  Sobre  los  impuestos  y  el  modo  en  que  éstos  frenan  la  pro- 
ducción, vid.  Hazlitt.  op.  c/t„  págs.  46-48.  «Cuando  una  empresa 
pierde  cien  centavos  por  cada  dólar  perdido  y  sólo  se  le  per- 
mite conservar  sesenta  de  cada  dólar  ganado;  cuando  no  puede 
compensar  sus  años  de  pérdidas  con  sus  años  de  ganancias,  o 
no  puede  hacerlo  adecuadamente,  su  línea  de  conducta  queda 
perturbada.  No  intensifica  su  actividad  mercantil  [...]»  (íbídem). 


figuraciones  socio-históricas;  segundo,  de  atribuir  a 
la  teoría  de  la  asignación  de  recursos  un  fundamento 
ético-filosófico  específico  que  se  considera  rechazable, 
ignorando  que  la  teoría  económica  carece,  en  sí  mis- 
ma, de  presupuestos  éticos  o  filosóficos; y  tercero,  de 
interpretar  incorrectamente  conceptos  fundamentales 
de  la  teoría,  tales  como  racionalidad,  comportamiento 
optimizador  o  maximización  del  beneficio.»26 

En  suma,  para  ir  finalizando  nuestras  considera- 
ciones sobre  el  tópico  de  la  igualdad  (entendida  no 
sólo  como  igualdad  ante  la  ley,  sino  como  disminu- 
ción de  diferencias  económicas),  traemos  a  cuento 
las  siguientes  palabras  de  Gary  Becker,  Premio  Nobel 
de  Economía  en  1992:  «Las  estadísticas  de  ingresos 
muestran,  por  el  contrario,  que  la  desigualdad  de  in- 
gresos [en  el  mundo]  se  ha  reducido  notablemente 
desde  1980.  Esto  se  debe  principalmente,  aunque  no 
exclusivamente,  al  dramático  crecimiento  de  dos  na- 
ciones pobres,  China  y  la  India,  que  agrupan  a  37% 
de  la  población  del  mundo.  Otros  estudios  demues- 
tran que  la  porción  de  la  población  mundial  que  vive 
con  ingresos  de  I  ó  2  dólares  diarios  se  ha  reducido 
considerablemente  en  los  últimos  25  años.»27  Lo  an- 
terior muestra  que,  en  la  medida  en  que  aumentó 
la  desigualdad  entre  los  chinos  (o  entre  los  indios), 
aumentó  la  igualdad  en  el  planeta.  Ciertamente,  para 
que  no  aumentara  la  desigualdad  en  China  habría 
sido  necesario  que  todos  los  chinos  siguieran  sien- 
do igual  de  pobres  que  como  lo  eran  en  tiempos  de 
MaoTseTung,  es  decir,  impedir  que  cualquier  chino 
hiciese  fortuna.  Afortunadamente,  China  ha  sabido 
abrirse  al  capitalismo,  sacando  de  la  pobreza  a  casi 
trescientos  millones  de  personas,  y  otro  tanto  cabe 
decir  de  la  India. 

Consideramos  que  las  anteriores  razones  son 
más  que  suficientes  para  llevarnos  a  concluir  que,  la 
igualdad  obtenida  a  través  de  repartos  hechos  por  el 
Estado  desemboca  -tras  un  relativamente  corto  pe- 


26  Termes,  Rafael.  Antropología  del  capitalismo.  Segunda  Edición  (co- 
rregida y  aumentada).  Ediciones  Rialp.  S.  A.  Madrid,  España.  200 1 . 
Págs.  20,21.313  y  314. 

27  Información  tomada  en  línea  del  sitio  web  del  Instituto  Cato 
(http://www.elcato.Org/node/2 1 23) 
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ríodo  de  holgura-  en  la  puesta  en  jaque  del  modelo 
organizativo  propio  del  Estado  Providencia.  De  ello  se 
sigue,  además,  que  las  medidas  igualadoras  adopta- 
das por  el  Estado  tienen  un  carácter  pernicioso:  no 
son  sustentables  en  el  largo  plazo  y,  además,  frenan  la 
producción  mientras  están  en  vigor. 

III. 2     Refutación  de  la  propuesta  de  renta 
básica 

Hemos  expuesto  tres  razones  que  juegan  a  favor 
de  la  propuesta  de  renta  básica.  (I)  La  renta  bási- 
ca disminuiría  drásticamente  la  pobreza;  (2)  la  renta 
básica  aumentaría  la  «libertad  real»  de  muchas  per- 
sonas; y  (3)  la  renta  básica  produce  sociedades  más 
igualitarias.  Damos  a  continuación  refutaciones  po- 
derosas que  a  nuestro  juicio  no  debieran  dejar  lugar 
a  dudas  para  que  cualquier  persona  medianamente 
informada  adverse  la  propuesta. 

III. 2.1  Sobre  que  la  renta  básica  disminuiría 
drásticamente  la  pobreza,  no  cabe  duda.  El  nada  tri- 
vial detalle  es  que  lo  haría  consumiendo  la  riqueza 
ya  existente  y  dificultando  la  creación  de  nueva  ri- 
queza. Además,  el  Estado  que  asumiera  dicha  medida 
tendría  que  enfrentar  la  fuga  de  capitales.  Induda- 
blemente, quienes  se  vieran  afectados  por  la  medi- 
da tratarían  por  todos  los  medios  a  su  alcance  de 
proteger  su  patrimonio  de  la  voracidad  tributaria.  Al 
respecto,  recordamos  que  cuando  el  tema  fue  discu- 
tido en  Alicante,  como  parte  de  las  actividades  del 
curso  de  Argumentación  Jurídica,  el  compañero  Ale- 
jandro González  Piña  sugirió  que,  para  evitar  la  fuga 
de  capitales,  sería  conveniente  afectar  la  salida  de 
éstos  con  la  imposición  de  una  tasa.  Con  seguridad 
algunos  de  los  profesores  también  lo  recuerdan.  Por 
nuestra  parte,  mantenemos  el  escepticismo  frente  a 
esa  propuesta.  En  primer  lugar,  los  dueños  del  capital 
podrían  encontrar  formas  de  eludir  dicha  tasa  y,  de 
ese  modo,  sacar  su  dinero.  En  segundo  lugar,  porque 
aun  en  el  caso  de  que  el  sistema  fuese  completamen- 
te efectivo,  de  modo  que  nadie  pudiera  retirar  su 
capital  sin  pagar  la  tasa,  esto  sólo  serviría  para  evitar 
la  fuga  de  capitales.  Por  lo  demás,  no  habría  forma  de 


hacer  ingresar  nuevos  capitales  a  un  país  cuyo  Go- 
bierno tomara  las  avasalladoras  medidas  impositivas 
necesarias  para  financiar  la  renta  básica.  En  suma,  la 
disminución  de  la  pobreza  sería  momentánea,  por- 
que los  incentivos  para  producir  nuevas  riquezas  se 
verían  prácticamente  anulados.  Así  fue  también,  por 
cierto  tiempo,  en  algunos  de  los  países  del  mundo 
socialista.  Inicialmente,  la  URSS  iba  a  la  cabeza  en 
la  carrera  espacial  y  en  otras  muchas  cuestiones, 
el  comunismo  suscitaba  vítores  y  adhesiones,  y  se 
exhibían  los  rápidos  logros  del  sistema.  Empero,  fi- 
nalmente el  capitalismo  mostró  sus  bondades,  que 
no  son  otras  que  las  de  obrar  conforme  al  sentido 
común.  En  suma,  si  la  lección  de  Hazlitt  es  verdadera, 
como  a  nosotros  no  nos  cabe  duda  alguna,  la  misma 
no  ha  sido  bien  aprendida  por  los  promotores  de  la 
renta  básica. 

III. 2. 2  Sobre  que  la  renta  básica  aumentaría 
la  «libertad  real»  de  muchas  personas,  no  nos  cabe 
duda.  Empero,  el  nada  trivial  detalle  es  que  ese  po- 
der de  consumo,  que  Van  Parijs  gusta  llamar  «libertad 
real»,  estaría  afectado  por  los  mismos  vicios  que  re- 
caen sobre  el  sostenimiento  de  la  medida.  Es  decir,  la 
mentada  «libertad  real»  estaría  destinada  al  colapso. 
A  ello  hay  que  añadir  otra  objeción:Van  Parijs  está  de 
acuerdo  con  el  mantenimiento  estatal  de  los  holgaza- 
nes, e  incluso  compuso  un  trabajo  sobre  el  deber  es- 
tatal de  alimentar  a  los  surfistas  ociosos  (Why  surfers 
should  be  fed.  The  liberal  case  for  an  unconditional  basic 
meóme).  Media,  sin  embargo,  una  gran  diferencia  entre 
lo  que  un  particular  puede  hacer  lícitamente  con  sus 
bienes  -donarlos  a  quien  quiera-  y  lo  que  el  Estado 
debe  poder  hacer  con  los  recursos  que  extrae  de 
nosotros.  No  ignoramos  la  profunda  formación  aca- 
démica de  Van  Parijs  (así  como  la  de  muchos  otros 
que  en  el  pasado  han  estado,  hoy  están  y  mañana 
seguirán  estando  equivocados).  Sin  embargo,  el  exce- 
sivo apego  a  los  libros  puede  producir  una  profunda 
miopía.  Esto  viene  a  cuento  porque  no  deja  de  ser 
admirable  el  despliegue  de  erudición  del  citado  pro- 
fesor belga,  el  cual  sólo  podemos  equiparar  con  el 
tamaño  de  sus  errores. 
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III. 2. 3  Que  la  renta  básica  produce  sociedades 
más  igualitarias  no  lo  ponemos  en  duda.  El  proble- 
ma es  que  esa  relativa  igualdad  de  rentas  paraliza  el 
crecimiento.  Para  que  China  fuera  igualitaria  actual- 
mente, tendría  que  mantenerse  en  las  condiciones 
del  tiempo  de  Mao  Tse  Tung.  El  crecimiento  de  la 
desigualdad  entre  los  chinos  obedece  al  hecho  de 
que  casi  trescientos  millones  de  ellos  han  salido  de 
la  pobreza  a  través  de  medidas  capitalistas,  mientras 
ese  desarrollo  aún  no  ha  alcanzado  a  los  restantes 
setecientos  millones.  Los  procesos  de  crecimiento 
no  son  rápidos,  y  no  podemos  saltear  sus  etapas. 

Conclusión 

A  modo  de  conclusión  podemos  decir  que  este 
trabajo, aparte  de  cumplir  con  su  propósito  primario, 
es  decir,  demostrar  que  la  renta  básica  es  una  medi- 
da perniciosa  y  no  sustentable,  pone  de  realce  que 
las  piezas  del  derecho  no  sólo  deben  ser  estudiadas 
en  su  aspecto  estructural  y  como  razones  para  la 
acción,  sino  también  ser  enjuiciadas  en  cuanto  a  las 
relaciones  que  guardan  con  la  realidad  material  que 
pretenden  conservar  o  transformar.  En  efecto,  bajo 
la  superficie  de  los  enunciados  jurídicos  palpita  con 
fuerza  la  vida  social.  Nuestra  mira  debe  ser  que  ésta 
y  aquéllos  estén  en  simbiosis.  Para  lograrlo,  es  in- 
dispensable que  el  jurista,  en  su  oficio,  conozca  más 
allá  de  lo  que  refleja  la  superficie  de  los  textos,  y 
sea  capaz  de  defender  las  posturas  correctas  (ma- 
terialmente sólidas)  en  forma  coherente  y  de  modo 
persuasivo. 
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Derechos  humanos  y  derechos  individuales 


Por:  Licda.  Marta  Beatriz  Altolagmrre  Larraondo' 


El  término  derecho  sólo  tiene  sentido  si  toda  norma 
de  recta  conducta  individual  crea  un  correspondiente 
derecho  de  los  individuos. . .  Y  donde  los  hombres  han 
formado  organizaciones  tales  como  el  gobierno  para 
hacer  aplicar  las  normas  de  conducta,  el  individuo  puede 
exigir  en  justicia  que  el  gobierno  proteja  sus  derechos  y 
castigue  sus  infracciones.2 

Resumen 


ste  trabajo  se  refiere  a  la  lógica  de  los  dere- 
chos fundamentales  en  el  marco  del  derecho 
internacional  y  la  responsabilidad  del  Estado 


para  su  protección. Asimismo,  aborda  la  necesaria  re- 
lación entre  el  respeto  de  los  derechos  individuales  y 
la  efectividad  de  un  Estado  de  Derecho,  pero  también 
a  la  importancia  de  la  función  subsidiaria  de  los  ór- 
ganos internacionales  de  protección  y  su  activación 
cuando  fallan  las  instancias  internas. 

Guatemala,  al  igual  que  los  demás  países  centro- 
americanos es  parte  de  la  mayoría  de  instrumentos  de 


1  Licenciada  en  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales.  1979;  Abogada  y  No- 
taría egresada  de  la  Universidad  Francisco  Marroquín.  Cole- 
giada 2372;  Viceministra  de  Relaciones  Exteriores.  2004-2007; 
Subsecretaría  de  Cooperación  Internacional  de  SEGEPLAN; 
Preside  la  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos, 
2003;  Preside  la  Comisión  Presidencial  de  Derechos  Humanos, 
COPREDEH,  1996-2000 

Miembro  del  Conse|o  del  Ministerio  Público.  1994-1996;  Cate- 
drática seminario  Gobierno  y  Prensa 

UFM.  1992-94;  Expositora  en  eventos  académicos  nacionales 
e  internacionales;  Columnista.  1976-1993  y  a  partir  de  2008; 
Columnista  invitada  en  El  Espectador,  Colombia.  1990;  Premio 
Charles  Stillman  1991;  Preside  la  Cámara  Guatemalteca  de  Pe- 
riodismo. 1 992.  Miembro  de  la  Cámara:  1 982- 1 995;  Práctica  pri- 
vada de  1 979  a  1 996  y  a  partir  de  enero  2008. 

2  Friedrich  Hayek.  Derecho.  Legislación  y  Libertad.  Universidad 
Francisco  Marroquín.  Unión  Editorial.  Madrid,  2002. 


derechos  humanos,  tanto  en  el  ámbito  universal  relativo 
a  la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  como  el  re- 
gional relativo  a  la  Organización  de  los  Estados  Ame- 
ricanos. Aunque  cada  sistema  requeriría  de  un  análisis 
amplio,  por  razón  de  tiempo  y  espacio,  sólo  de  manera 
marginal  se  mencionan  sus  instituciones  con  la  intención 
de  compartir  la  forma  como  operan  sus  mecanismos  y 
nada  mejor  que  citar  algunos  párrafos  contenidos  en 
informes  publicados  por  la  Comisión  Interamericana  de 
Derechos  Humanos,  al  considerarlos  ilustrativos  para  el 
argumento  que  se  propone. 

Por  su  parte,  se  hace  referencia  a  la  visión  maxi- 
malista  de  los  sistemas  de  protección  de  los  derechos 
humanos  (tanto  el  universal  como  el  regional),  con 
el  extenso  contenido  de  sus  instrumentos,  que  aun 
cuando  reflejan  la  convicción  de  los  representantes 
de  los  Estados  sobre  el  resultado  beneficioso  de  su 
implementación  para  mejor  satisfacer  las  necesida- 
des del  ser  humano,  ciertamente  llevan  implícito  un 
efecto  restrictivo  a  los  derechos  individuales  y  debili- 
ta la  eficacia  de  los  propios  órganos  y  su  supervisión. 

Los  derechos  fundamentales 

Nacidos  del  derecho  natural  y  de  la  concepción 
liberal  que  dio  lugar  al  constitucionalismo,  el  concep- 
to se  refiere  a  aquellos  derechos  de  la  persona  que 
por  su  propia  naturaleza  no  pueden  ser  violentados 
por  persona  o  autoridad  alguna,  siendo  por  lo  tanto 
inalienables,  inmanentes  e  imprescriptibles. 

Desde  las  primeras  reflexiones  filosóficas  sobre 
los  seres  humanos  a  lo  largo  de  la  historia,  se  encuen- 


eran  alusiones  a  la  condición  del  ser  humano  con  sus 
cualidades  y  atributos.  Lo  encontramos  de  forma  im- 
plícita o  explícita  en  las  obras  de  Platón  y  Aristóteles, 
Cicerón,  Montesquieu  y  otros  juristas  romanos. 

Más  recientemente  el  estudio  y  análisis  del  valor 
intrínseco  de  la  persona  se  concreta  con  una  visión 
de  mayor  profundidad  en  el  pensamiento  cristiano 
con  el  Abate  Emmanuel  Siéyes,  San  Agustín,  Santo 
Tomás  de  Aquino,  y  destacados  pensadores  como 
Juan  Jacobo  Rousseau,  John  Locke.Thomas  Jefferson, 
Francisco  de  Vitoria,  y  más  recientemente  en  el  Siglo 
XX  en  las  obras  de  Francisco  Suárez,  Jean  Jacques 
Maritain  y  otros.  Precisamente  Maritain  al  referirse  a 
los  derechos  fundamentales  los  identifica  con  la  natu- 
raleza humana  en  cuanto  a  que  "...estos  son  anteriores 
y  superiores  a  las  legislaciones  escritas  y  a  los  acuerdos 
entre  los  gobiernos,  derechos  que  le  incumbe  a  la  comu- 
nidad civil  el  otorgar,  sin  el  reconocer  y  sancionar  como 
universalmente  valederos..."3 

En  el  mismo  sentido  se  pronuncia  Antonio  Fer- 
nández-Galiano4  al  afirmar  que,  "...se  entiende  por 
derechos  naturales  aquellos  derechos  de  los  que  es  titu- 
lar el  hombre,  no  por  graciosa  concesión  de  las  normas 
positivas,  sino  independientemente  de  ellas  y  por  el  mero 
hecho  de  ser  hombre,  de  participar  de  la  naturaleza 
humana." 

Específicamente  en  relación  a  la  libertad  y  su  re- 
lación con  la  ley,  es  importante  citar  a  John  Locke 
cuando  dijo:  "El  fin  del  derecho  no  es  abolir  o  restringir 
la  libertad,  sino  preservarla  y  ampliarla. . .  La  libertad  con- 
siste en  ser  libre  de  las  restricciones  y  la  violencia  de  otros, 
lo  que  no  puede  existir  donde  no  hay  ley."5 

Asimismo,  se  encuentra  el  reconocimiento  de 
esos  derechos  en  instrumentos  tan  antiguos  como 
la  Carta  Magna  (1215),  el  Acta  de  Hábeas  Corpus, 
(1679),  la  Declaración  de  Derechos  (Bill  of  Rights, 


3  Jacques  Maritain.  Los  Derechos  del  Hombre  y  la  Ley  Natural, 
Biblioteca  Nueva.  Buenos  Aires.  1943. 

4  Derecho  natural.  Introducción  filosófica  al  Derecho.  Universi- 
dad Complutense.  Madrid.  1974.  pag.  133. 

5  The  Foundations  of  Moraliry,  Henry  HazlitLVan  Nostrand  Com- 
pany.  Inc.  United  States.  1 964 


Inglaterra  1689),  y  más  recientemente  el  Acta  de  In- 
dependencia (Estados  Unidos,  1776),  la  Declaración 
de  los  Derechos  del  Hombre  y  del  Ciudadano  (Fran- 
cia, 1789),  hasta  llegar  a  los  siglos  XIX  y  XX  cuando 
se  consolida  el  constitucionalismo  y  se  enriquece 
su  estudio  con  los  aportes  de  pensadores  y  juristas 
como  Jacques  Maritain,  Luis  Legaz  y  Lacambra.Anto- 
nio  Fernández-Galiano,  entre  otros. 

Derechos  Humanos,  concepto6 

Los  Derechos  Humanos,  de  acuerdo  con  diver- 
sas filosofías  jurídicas,  son  aquellas  libertades,  faculta- 
des, instituciones  o  reivindicaciones  relativas  a  bienes 
primarios  o  básicos  que  incluyen  a  toda  persona,  por 
el  simple  hecho  de  su  condición  humana,  como  ele- 
mentos necesarios  para  una  vida  digna.  Por  lo  mismo 
son  universales  y  no  dependen  del  ordenamiento  ju- 
rídico vigente. 

Comúnmente,  se  definen  como  inherentes  a  la 
persona,  irrevocables,  inalienables,  intransmisibles  e 
irrenunciables  y  según  la  concepción  iusnaturalista  tra- 
dicional, tienen  además  el  atributo  de  ser  atemporales 
e  independientes  de  los  contextos  sociales  e  históricos. 

Para  muchos  juristas,  la  doctrina  de  los  derechos 
humanos  también  se  extiende  más  allá  del  Derecho 
y  conforma  una  base  ética  y  moral  que  debe  ser  la 
que  fundamenta  la  regulación  del  orden  geopolítico 
contemporáneo. 

Son  derechos  "...anteriores  y  superiores  a  las 
legislaciones  escritas  y  a  los  acuerdos  entre  los  go- 
biernos, derechos  que  no  le  incumbe  a  la  comunidad 
civil  el  otorgar,  sino  el  reconocer  y  sancionar  como 
universalmente  valederos..."  7 

La  denominación,  tal  cual  hoy  la  conocemos,  fue 
acuñada  por  RobertVon  Mohl,8  como  un  elemento 


6  Por  razones  de  concreción  utilizo  elementos  pertinentes  de  la 
enciclopedia  electrónica  Wikepedia. 

7  Jacques  Maritain,  Los  Derechos  del  Hombre  y  la  Ley  Natural. 
Biblioteca  Nueva.  Buenos  Aires.  1943 

8  RobertVon  Mohl.  La  Policía  alemana  y  la  ciencia  de  la  conformi- 
dad con  los  principios  de  la  ley.  (Die  Deutsche  Polizewissens- 
chaft  nach  den  Grund  satzen  des  Rechsstaates.) 


integral  del  Estado  de  Derecho  dentro  del  concepto 
del  Rechsstaat  alemán,  bajo  una  clara  influencia  de  la 
filosofía  kantiana  que  fija  como  objetivo  fundamental 
del  Estado,  el  deber  de  garantizar  la  libertad  del  in- 
dividuo, en  un  contexto  metafísico  que  se  refiere  al 
derecho  natural  y  que  precede  todo  orden  jurídico,  a 
través  de  la  existencia  y  aplicación  del  Derecho. 

Institucionalización  de  los  Derechos 
Humanos 

Pero  es  a  partir  de  1 945,  con  el  fin  de  la  segun- 
da guerra  mundial,  cuando  se  alcanzan  compromisos 
internacionales  plasmados  en  numerosos  instrumen- 
tos, que  junto  a  la  creación  de  órganos  e  instancias 
varias,  hoy  se  conoce  como  el  Derecho  Internacional 
de  los  Derechos  Humanos.  Con  la  aprobación  y  pos- 
terior ratificación  de  los  Estados  signatarios  se  con- 
vino así,  de  buena  fe,  asumir  como  propias  las  normas 
sobre  la  materia,  apegarse  a  los  límites  establecidos 
para  el  ejercicio  del  poder,  y  responsabilizarse  de  la 
conducta  de  sus  autoridades  por  actos  de  irrespe- 
to a  los  derechos  humanos  de  sus  ciudadanos,  tanto 
por  acción  directa  o  tolerancia  de  sus  autoridades 
como  por  negligencia  u  omisión  en  la  garantía  de  los 
mismos. 

"Los  derechos  humanos  se  caracterizan  porque  sus 
obligaciones  correlativas  recaen  en  los  Estados  y  no  en 
otros  individuos,  aspecto  al  que  la  doctrina  se  ha  referi- 
do como  el  efecto  vertical  'de  los  derechos  humanos."'0 
Efectivamente,  a  diferencia  de  los  hechos  de  violencia 
cometidos  por  particulares  en  los  cuales  uno  o  va- 
rios individuos  incurren  en  responsabilidad,  ésta  se 
investiga  y  se  sanciona  de  conformidad  con  la  legis- 
lación penal,  pero  en  el  caso  de  actos  de  violencia 
proveniente  de  las  autoridades  y  agentes  del  Estado, 
este  último  es  quien  debe  responder  al  faltar  a  los 

9  El  efecto  vertical  se  refiere  a  la  necesidad  de  proteger  al  Indi- 
viduo de  los  abusos  o  excesos  del  poder  estatal  y  se  refleja  en 
la  noción  de  derechos  y  libertades  fundamentales  y  que  resalta 
precisamente  la  obligación  que  tiene  el  Estado  de  abstenerse  de 
interferir  en  el  ejercicio  de  ciertos  derechos  individuales.  Por 
oposición  el  efecto  horizontal  

1 0  Héctor  Faúndez  Ledesma,  El  Sistemo  /nteromencano  de  Protección 
de  los  Derechos  Humanos.  Instituto  Interamericano  de  Derechos 
Humanos.  1999. 


compromisos  previamente  adquiridos  y  son  los  órga- 
nos creados  para  su  protección  los  que  actúan  para 
prevenir  y  corregir  esas  violaciones. 

Es  también  durante  ese  período  cuando  a  nivel 
internacional  se  aprueban  y  cobran  vigencia  la  De- 
claración Americana  de  los  Derechos  y  Deberes  del 
Hombre  (1948),  y  la  Declaración  Universal  de  De- 
rechos Humanos  (1949);  la  Convención  Europea  de 
los  Derechos  del  Hombre  y  de  las  Libertades  Funda- 
mentales (1950),  la  Convención  Americana  sobre  los 
Derechos  Humanos  (1969),  el  Pacto  Internacional  de 
Derechos  Civiles  y  Políticos  (1976),  entre  otros. 

Una  simple  lectura  de  los  instrumentos  mencio- 
nados reflejan  la  amplia  gama  de  derechos  humanos 
reconocidos,  pero  también  cabe  destacar  que  todos 
ellos  tienen  como  punto  de  partida  los  derechos  del 
individuo.  Estos  derechos  están  en  sintonía  con  el 
derecho  natural  que  como  su  nombre  indica  encuen- 
tran su  justificación  ética  en  la  naturaleza  humana, 
por  encima  y  con  anterioridad  al  derecho  positivo, 
como  lo  define  Fernández-Galiano  cuando  afirma 
que:  "Se  entiende  por  derechos  naturales  aquellos  dere- 
chos de  los  que  es  titular  el  hombre,  no  por  graciosa  con- 
cesión de  las  normas  positivas,  sino  independientemente 
de  ellas  y  por  el  mero  hecho  de  ser  hombre,  de  participar 
de  la  naturaleza  humana".  " 

Como  puede  observarse,  el  núcleo  que  sustenta 
los  derechos  humanos  parte  de  la  base  lógica  de  una 
prioridad  respecto  a  los  derechos  fundamentales  del 
individuo  aunque  en  las  últimas  décadas,  la  convicción 
sobre  la  integralidad  e  interdependencia  entre  esos 
derechos  de  primer  orden  (primera  generación)  con 
los  derechos  de  segunda  y  tercera  generación  ha  ga- 
nado el  consenso  de  los  Estados. 

El  énfasis  puesto  en  el  desarrollo  social  y  las  cre- 
cientes atribuciones  al  Estado  como  ente  responsa- 
ble de  alcanzarlo,  ha  diluido  la  jerarquía  formal  y  el 
orden  de  prioridades  establecida  en  la  clasificación 
inicial  sobre  los  derechos  humanos,  y  hoy,  la  retórica 


l  I     Antonio  Fernández-Galiano.  Derecho  Natural.  Introducción  Fi- 
losófica al  Derecho.  Madrid.  1974. 
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institucional  promueve  la  verificación  y  monitoreo 
sobre  la  totalidad  de  los  derechos  humanos  reco- 
nocidos en  los  instrumentos  internacionales  aunque 
también  incluidos  en  la  mayoría  de  textos  constitu- 
cionales, particularmente  los  desarrollados. 

No  puede  dejar  de  mencionarse  la  influencia  de 
las  corrientes  políticas  dominantes.  Por  ejemplo,  un 
seguimiento  a  las  sesiones  de  Asamblea  General  de 
las  Naciones  Unidas  y  las  discusiones  de  sus  órganos 
y  mecanismos,  muestran  como  a  lo  largo  del  período 
identificado  con  la  llamada  Guerra  Fría,  se  confronta  la 
visión  occidental  de  los  derechos  humanos,  centrada 
en  los  derechos  civiles  y  políticos  con  la  del  bloque  so- 
cialista, que  privilegiaba  los  derechos  económicos,  so- 
ciales y  culturales  y  la  satisfacción  de  las  necesidades. 

Es  en  ese  contexto  que  se  asume  la  práctica  ac- 
tual de  los  órganos  de  protección  con  la  amplitud  de 
sus  mandatos  y  la  inclusión  de  los  derechos  econó- 
micos, sociales  y  culturales,  aunque  manteniéndose 
una  jerarquía  lógica  que  reconoce  implícitamente  la 
prioridad  de  los  derechos  individuales. 

Estado  de  Derecho 

El  origen  del  concepto  se  encuentra  en  el  pen- 
samiento de  Emmanuel  Kant.  La  presencia  efectiva 
de  un  Estado  de  Derecho  es  un  requerimiento  s/ne 
qua  non  para  el  ejercicio  pleno  de  los  derechos  indi- 
viduales. Nos  referimos  a  un  Estado  constitucional, 
en  el  que  la  soberanía  radica  en  el  pueblo,  en  la  que 
se  establece  la  división  de  poderes,  y  en  el  cual  se 
respetan  los  derechos  fundamentales.  Es  el  Estado  en 
el  que  toda  persona  está  sujeta  a  la  Ley,  que  con  sus 
características  de  generalidad  y  abstracción  ha  sido 
previamente  aprobada  por  el  órgano  legislativo  com- 
petente, el  cual  actúa  de  forma  independiente  y  es 
representativo  de  la  sociedad.  Es  el  Estado  en  el  que 
nadie  es  superior  a  la  ley. 

Nos  referimos  a  la  limitación  del  poder  por  la 
vía  del  respeto  a  la  Constitución  y  el  control  recípro- 
co y  efectivo  entre  los  poderes  del  Estado,  así  como 
los  principios  del  Estado  de  Derecho,  partiendo  del 


reconocimiento  de  una  jerarquía  normativa  basada 
en  el  principio  de  legalidad  y  el  control  jurisdiccional 
del  poder. 

También  en  el  principio  de  irretroactividad,  la 
independencia  de  los  jueces  y  la  legalidad  de  la  admi- 
nistración pública  (en  el  sentido  que  las  autoridades 
solamente  actúan  en  virtud  de  las  previsiones  de  una 
ley  preestablecida). 

En  ese  sentido,  la  jurisprudencia  del  Sistema  Inte- 
ramericano  ha  establecido  con  claridad  que  "...toda 
medida  que  afecte  o  limite  los  derechos  humanos,  debe 
estar  precedida  por  ley  aprobada  por  el  poder  legislativo, 
en  cumplimiento  del  ordenamiento  jurídico  interno  y  no 
puede  estar  sujeta  a  la  discreción  de  un  gobierno  o  de 
sus  funcionarios."12 

A  su  vez,  es  importante  destacar  el  principio  de 
la  reserva  legal,  el  cual  implica  que  toda  intervención 
en  la  libertad  y  la  propiedad  sólo  puede  tener  lugar 
en  virtud  de  la  existencia  de  una  ley  general  que  ten- 
ga como  objetivo,  proteger  la  libertad  y  la  igualdad 
de  los  ciudadanos,  garantizados  constitucionalmente. 

Derechos  Humanos  frente  al  Estado 

Los  derechos  fundamentales  y  su  necesaria  rela- 
ción con  los  instrumentos  internacionales  y  los  órganos 
específicos  creados  para  atender  el  tema,  constituyen 
una  garantía  para  los  nacionales  de  cada  Estado  Parte, 
cuando  las  acciones  de  autoridades  nacionales  incum- 
plen con  su  responsabilidad  interna  e  internacional,  en 
amenaza  o  en  violación  a  esos  derechos  individuales. 

Es  importante  destacar  que  los  órganos  inter- 
nacionales no  están  facultados  para  actuar  en  susti- 
tución de  las  instituciones  nacionales  competentes 
sino  solamente  se  activan  en  una  función  subsidiaria 
de  protección,13  cuando  los  órganos  nacionales  no 

12  Informe  sobre  Terrorismo  y  Derechos  Humanos.  Comisión  In- 
teramericana  de  Derechos  Humanos,  Washington,  2002. 

I  3  Uno  de  los  requisitos  para  la  admisibilidad  de  una  petición  o 
denuncia,  tanto  en  el  Sistema  Universal  como  el  Interamericano, 
es  demostrar  que  se  han  agotado  los  recursos  internos.  Art.  46 
(a)  CADH  y  3  I  del  Reglamento.  CIDH. 


Derecho  Internaciona 


73 


responden  conforme  a  las  obligaciones  del  derecho 
interno  y  en  su  defecto,  la  responsabilidad  interna- 
cional destinada  proteger  a  sus  habitantes  de  la  viola- 
ción o  amenaza  a  sus  derechos  individuales. 

Los  derechos  humanos  fueron  inicialmente  clasi- 
ficados en  tres  categorías: 

Los  derechos  de  primera  generación  que  son  los 
derechos  civiles  y  políticos,  vinculados  con  el  prin- 
cipio de  libertad.  Se  consideran  derechos  de  defen- 
sa o  negativos,  que  exigen  de  los  poderes  públicos 
su  inhibición  y  no  injerencia  en  la  esfera  privada.  La 
identidad  de  esos  derechos,  tanto  en  el  orden  inter- 
no como  internacional,  se  manifiesta  en  que  ambos 
protegen  de  manera  prioritaria  el  derecho  a  la  vida 
y  la  integridad  corporal;  el  derecho  a  la  igualdad,  a  la 
privacidad;  la  propiedad;  a  la  seguridad,  y  el  derecho 
a  la  libertad  en  ejercicio  de  sus  distintas  expresiones 
(libertad  de  acción,  libre  locomoción,  libertad  de  ex- 
presión y  de  pensamiento,  de  religión,  etc.) 

Sin  embargo  debe  haber  claridad  en  que  esos 
derechos  como  afirmara  Maritain  ...son  anteriores  y 
superiores  a  las  legislaciones  escritas  y  a  los  acuerdos  en- 
tre los  gobiernos,  derechos  que  no  le  incumbe  a  la  comu- 
nidad civil  el  otorgar,  sino  el  reconocer  y  sancionar  como 
umversalmente  valederos. . . M 

En  el  mismo  sentido  se  pronuncia  Antonio  Fer- 
nández-Galiano15  al  afirmar  que,  "...se  entiende  por 
derechos  naturales  aquellos  derechos  de  los  que  es  titu- 
lar el  hombre,  no  por  gracioso  concesión  de  las  normas 
positivas,  sino  independientemente  de  ellas  y  por  el  mero 
hecho  de  ser  hombre,  de  participar  de  la  naturaleza 
humana." 

Los  derechos  de  segunda  generación  son  los  de- 
nominados derechos  económicos,  sociales  y  cultu- 
rales, que  implican  para  su  realización  efectiva  de  la 
intervención  del  Estado  a  través  de  subvenciones  y 
servicios  públicos.  (Entre  ellos  se  encuentran  educa- 


14  Jacques  Maritain.  Los  Derechos  del  Hombre  y  la  Ley  Natural. 
Biblioteca  Nueva.  Buenos  Aires.  1943. 

15  Derecho  natural.  Introducción  filosófica  al  Derecho.  Universi- 
dad Complutense.  Madrid,  1974.  pag.  133. 


ción  gratuita  y  cultura,  seguridad  social,  alimentación, 
trabajo,  etc.) 

La  tercera  generación  de  derechos,  surgida  en  la 
doctrina  en  la  década  de  los  años  80,  se  vincula  con 
la  solidaridad.  Los  unifica  su  incidencia  en  la  vida  de 
todos,  a  escala  universal,  por  lo  que  precisan  para  su 
realización  una  serie  de  esfuerzos  y  cooperaciones 
en  un  nivel  universal.  (Se  incluyen  en  ella  derechos 
heterogéneos  como  el  derecho  a  la  paz,  a  la  calidad 
de  vida,  manipulación  genética,  medio  ambiente,  etc.) 

Hay  posiciones  que  promueven  una  cuarta  gene- 
ración en  la  cual  incluirían  garantías  frente  a  la  mani- 
pulación genética,  y  también  proponen  situar  en  ésta 
los  derechos  ambientales  aunque  no  hay  un  consen- 
so en  esta  clasificación. 

Aún  más,  sobre  esta  propuesta  algunos  juristas 
cuestionan  si  "derechos"  como  el  medio  ambiente 
y  la  genética  no  debieran  integrarse  a  los  derechos 
de  la  primera  generación  por  constituir  una  mani- 
festación de  nuevas  amenazas,  al  derecho  a  la  vida,  la 
libertad  (sic)  y  la  integridad  física. 

Sin  embargo  resulta  evidente  que  el  éxito  alcan- 
zado por  los  Estados  al  colocar  en  una  sola  catego- 
ría las  distintas  dimensiones  de  derechos  humanos 
no  resiste  un  test  de  validez  razonable  por  el  origen 
mismo  de  la  persona  y  la  lógica  prioridad  hacia  las 
cualidades  fundamentales  del  ser  humano. 

Sin  el  respeto  a  la  vida  y  a  la  libertad  deja  de 
tener  sentido  la  dignidad  humana  y  también  pierde 
sustentación  lógica  el  amplio  catálogo  de  condiciones 
deseables,  incorporado  en  los  distintos  instrumentos, 
internos  e  internacionales.  Un  esclavo  con  todas  sus 
necesidades  básicas  cubiertas  pero  sin  libertad  para 
hacer  uso  de  sus  cualidades  inherentes  como  perso- 
na evidentemente  carece  de  las  condiciones  elemen- 
tales para  llevar  una  vida  digna  y  la  consecución  de 
sus  aspiraciones  (la  búsqueda  de  la  felicidad). 

En  ese  sentido,  comparto  las  opiniones  de  algu- 
nos juristas  que  sostienen  que  la  creciente  nómina 
de  derechos  humanos  y  el  enfoque  de  las  distintas 


categorías  en  un  todo  integral,  debilita  la  exigencia 
para  hacerlos  valer. 

Al  contrario,  se  estima  que  mientras  más  limita- 
da resulte  ser  la  nómina  de  los  derechos  protegidos, 
mayor  es  la  fuerza  moral  para  exigir  su  respeto  de 
parte  de  los  Estados  y  sus  autoridades. 

A  lo  anterior  cabe  agregar  un  elemento  práctico 
y  es  que  la  excesiva  carga  que  afrontan  los  órganos 
internacionales,  de  hecho  les  obliga  a  dar  prioridad  a 
los  derechos  fundamentales,  en  particular  y  con  ur- 
gencia las  amenazas  al  derecho  a  la  vida  y  las  medidas 
para  su  resguardo. 

La  posición  liberal 

Es  en  ese  contexto,  que  la  visión  sobre  la  pro- 
tección de  los  Derechos  Humanos  ha  conducido  a 
los  estudiosos  del  liberalismo  a  cuestionar  la  validez 
de  los  instrumentos  y  órganos  sobre  la  materia,  ex- 
cluyendo con  ello,  la  opción  de  una  protección  su- 
pranacional  a  los  derechos  individuales  en  los  casos 
en  que  las  autoridades  nacionales  abusan  del  poder 
o  simplemente  cuando  la  negligencia  hace  nugatorias 
las  garantías  constitucionales  reguladas  en  el  derecho 
interno  que  son  base  misma  del  Estado  de  Derecho. 

Al  decir  de  Hayek  y  en  referencia  a  los  derechos 
individuales  y  la  integración  de  todas  las  categorías 
en  una  misma  dimensión, "...los  nuevos  derechos  socia- 
les y  económicos  no  pueden  alcanzarse  al  mismo  tiempo, 
sino  mas  bien  son  de  hecho  incompatibles;  los  nuevos 
derechos  no  se  pueden  imponer  por  ley  sin  destruir  al 
mismo  tiempo  el  orden  liberal  al  que  tienden  los  viejos 
derechos  civiles."  16 

Y  es  que  ciertamente,  los  derechos  sociales  tan- 
to a  nivel  interno  como  internacional,  llevan  implícita 
una  participación  activa  del  Estado  a  través  de  la  ac- 
ción e  intervención  de  sus  instituciones  que  va  más 
allá  del  razonable  criterio  de  subsidiariedad  y  hasta 
ampara  a  las  autoridades  para  incursionar  en  activi- 


1 6     Friodnch  Hayek.  Derecho.  Legislación  y  Libertad.  Unión  Edito- 
rial. 2002  Pag.  305. 


dades  propias  de  la  acción  privada  y  adoptar  medidas 
discrecionales  invasivas  de  ese  ámbito  privado  lo  que 
efectivamente  conlleva  a  la  restricción  de  los  dere- 
chos individuales. 

La  integración  sucesiva  de  los  llamados  derechos 
económicos,  sociales  y  culturales,17  incorporados  en 
instrumentos  de  legislación  interna  e  internacional 
evidentemente  rebasan  el  contenido  de  los  derechos 
morales,  inherentes  al  ser  humano,  que  son  prima 
facie  inviolables,  y  que  en  esencia  se  limitan  al  dere- 
cho a  la  vida,  la  libertad,  la  seguridad,  la  igualdad  y  la 
propiedad. 

La  ampliación  hacia  la  gama  de  los  derechos  de 
segunda  y  tercera  generación  antes  mencionados,  ca- 
lificados como  pseudo-derechos  por  el  liberalismo,18 
contrario  sensu  llevan  implícita  la  acción  positiva  de 
una  contraparte  responsable  (el  Estado  y  la  socie- 
dad) a  quienes  corresponde  hacerlos  efectivos  cuyo 
costo  recae  finalmente  en  los  individuos. 

En  ese  contexto,  es  interesante  conocer  el 
desempeño  práctico  de  los  últimos  años,  por  par- 
te de  los  órganos  internacionales  de  protección, 
desempeño  que  guarda  relación  con  los  distintos  ins- 
trumentos así  como  las  decisiones  en  relación  a  las 
situaciones  y  denuncias  sobre  violación  a  los  dere- 
chos humanos. 

La  experiencia  muestra  que  debido  a  la  acumu- 
lación de  peticiones  y  denuncias,  las  instituciones 
encargadas  de  la  promoción  y  protección  de  los 
derechos  humanos  se  ven  obligadas  a  priorizar  su 
atención  en  los  casos  más  urgentes  dependiendo 
de  la  gravedad  y  la  urgencia  para  dar  respuesta  a  los 
mismos. 


17  En  la  Constitución  Política  de  la  República  de  Guatemala.  Dere- 
chos Humanos.  Capítulo  II.  Derechos  Sociales. 

18  Henry  Hazlitt.The  Foundations  of  Morality.  explica  los  pseudo- 
derechos  como  aquellos  que  obligan  implícitamente  a  alguien 
más  pero  sin  establecer  concretamente  a  quien  corresponde  la 
responsabilidad  de  proveerlos  o  el  fundamento  de  la  obligación 
asignada. 
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Algunos  informes  en  el  Sistema 
Interamericano 

Por  considerarlo  de  interés,  paso  a  citar  algunas 
partes  ilustrativas  de  decisiones  de  la  Comisión  In- 
teramericana  de  Derechos  Humanos  transcritas  en 
sus  informes,  con  la  intención  que  se  conozcan  los 
criterios  de  imparcialidad  aplicados  a  situaciones  de 
los  Estados  miembros  de  la  OEA  y  Estados  Parte  de 
la  CADH  (Convención  Americana  sobre  Derechos 
Humanos),  indistintamente  de  las  corrientes  políticas 
o  ideológicas  de  sus  autoridades." 

Informe  sobre  ¡a  situación  de  Cuba,  1996 

Dentro  de  ese  contexto,  la  Comisión  Interamericano 
de  Derechos  Humanos  debe  manifestar  que  durante  el 
periodo  cubierto  por  el  presente  informe  ha  recibido  nu- 
merosas denuncias  que  dan  cuenta  de  violaciones  del  de- 
recho a  la  vida  por  parte  de  agentes  del  Estado  cubano. 
Asi,  un  caso  que  reviste  particular  gravedad  es  el  derribo 
de  dos  avionetas  civiles  de  la  organización  "Hermanos  al 
Rescate"  por  parte  de  dos  aeronaves  militares  cubanas. 
En  efecto,  el  día  24  de  febrero  de  1996,  a  las  15:21  y 
15:27  horas  respectivamente,  dos  aeronaves  MIG  29  de 
la  Fuerza  Aérea  Cubana  derribaron  dos  avionetas  civiles 
desarmadas  de  la  organización  "Hermanos  al  Rescate" 
quienes  se  disponían  a  rescatar  a  balseros  cubanos.  El 
ataque  a  las  avionetas  -según  un  informe  de  la  Orga- 
nización de  la  Aviación  Civil  Internacional-  ocurrió  en 
espacio  aéreo  internacional  y  causó  la  muerte  de  dos 
ciudadanos  norteamericanos,  Carlos  Costa  y  Mario  de 
la  Peña;  un  ciudadano  norteamericano  nacido  en  Cuba, 
Armando  Alejandre;  y  un  residente  de  los  Estados  Unidos 
de  nacionalidad  cubana,  Pablo  Morales. 

Venezuela  en  el  Informe  Anual  2005, 
Cap  IV,  ¡a  Comisión  dice: 

Otro  de  los  aspectos  que  la  Comisión  ha  seguido 
atentamente  durante  los  últimos  años  es  la  utilización  de 
procesos  judiciales  como  medio  para  silenciar  denuncias, 


19    Criterios  CIDH.  Reglamento  de  la  Comisión  Interamericana. 
Artos.  3 1  al  34. 


especialmente  en  cuestiones  de  especial  interés  para  la 
opinión  pública.  Durante  el  año  2007  la  Comisión  dio 
seguimiento  a  procesos  iniciados  con  anterioridad  contra 
periodistas.Vale  la  pena  resaltar  el  caso  del  señor  Miguel 
Solazar  contra  quien  continúa  el  juicio  por  la  supuesta 
difamación  agravada  contra  funcionarios  públicos,  como 
consecuencia  de  que,  a  fines  de  2003,  publicó  una  cróni- 
ca sobre  cuestiones  que  podrían  calificarse  de  interés  pú- 
blico: casos  de  corrupción  y  de  violación  de  los  derechos 
humanos  en  el  Estado  Cuárico.  La  Comisión  ya  se  ha 
pronunciado  en  el  sentido  de  que  las  normas  que  crimi- 
nalizan la  expresión  en  asuntos  de  interés  público  tienen 
un  efecto  paralizante  o  la  posibilidad  de  autocensura  que 
afecta  de  manera  desproporcionada  la  libertad  de  expre- 
sión. El  derecho  a  la  libertad  de  expresión  es  precisamen- 
te el  derecho  del  individuo  y  de  toda  la  comunidad  a  par- 
ticipar en  debates  activos,  firmes  y  desafiantes  respecto 
de  todos  los  aspectos  vinculados  al  funcionamiento  nor- 
mal y  armónico  de  la  sociedad  que  muchas  veces  pueden 
ser  críticos  y  hasta  ofensivos  para  quienes  ocupan  cargos 
públicos  o  están  vinculados  a  la  formulación  de  la  política. 

El  Informe  sobre  Situación  de  ¡os  DH 
en  Colombia,  2001 

Es  interesante  notar  cómo  se  amplían  los  sujetos 
responsables  en  la  violación  a  los  derechos  humanos 
al  señalar  actos  de  los  grupos  subversivos  en  Colom- 
bia cuando  dice: 

La  CIDH  observa  que  parte  importante  de  los  ac- 
tos de  violencia  contra  la  población  civil  son  atribuibles 
a  los  grupos  armados  disidentes.  Entre  ellos  se  cuentan 
masacres,  ejecuciones  sumarias  indiscriminadas  y  selec- 
tivas, toma  de  rehenes,  secuestros  extorsivos,  uso  indis- 
criminado de  minas  antipersonales,  y  reclutamiento  de 
niños  y  niñas  menores  de  edad.  Tras  casi  40  años  de  ac- 
tuación violenta,  estos  grupos  armados  (entre  otros  FARC 
y  ELN)  han  causado  un  costo  irrecuperable  de  numero- 
sas vidas  humanas  y  han  perjudicado  considerablemente 
el  desarrollo  social,  económico  y  político  de  la  sociedad 
colombiana.  La  participación  pacifica  en  la  vida  política 
del  país,  a  través  de  sus  instituciones  democráticas,  es  el 
único  mecanismo  que  puede  permitir  el  desarrollo  pací- 


fico,  equitativo,  y  sustentable  de  la  sociedad  colombiana. 
La  Comisión  condena  las  graves  violaciones  del  derecho 
internacional  humanitario  llevadas  a  cabo  por  los  grupos 
armados  disidentes  en  Colombia,  incluyendo  el  secuestro 
como  medio  habitual  de  intimidación  con  fines  económi- 
cos o  de  otro  tipo. 

Conclusión 

El  reconocimiento  de  los  derechos  humanos 
como  defensa  de  las  personas  frente  al  Estado,  forta- 
lece la  protección  de  los  derechos  individuales  cons- 
tantemente amenazados  por  autoridades  con  voca- 
ción autoritaria,  que  buscan  pasar  por  encima  de  los 
derechos  y  garantías  consignados  en  el  propio  orden 
interno  a  través  de  las  respectivas  constituciones  y  el 
marco  legal  vigente. 

Es  evidente  que  tanto  autoridades  electas  o  no, 
con  la  supuesta  representación  de  la  mayoría  de  sus 
ciudadanos,  han  acuñado  no  sólo  la  ampliación  en  la 
nómina  de  los  derechos  humanos  reconocidos  inter- 
nacionalmente,  sino  han  reducido  a  una  misma  cate- 
goría los  derechos  individuales  y  los  colectivos. 

Así,  resulta  que  los  países  bajo  regímenes  socia- 
listas en  sus  distintas  denominaciones  o  abiertamen- 
te comunistas,  concentran  en  mayor  o  menor  medida 
el  poder  de  decisión  dirigiéndose  prioritariamente  a 
la  implementación  de  los  programas  asistenciales,  la 
redistribución  de  la  riqueza  y  la  cobertura  a  los  dere- 
chos económicos  y  sociales  como  acción  del  Estado 
mientras  paralelamente  debilitan  o  anulan  los  dere- 
chos civiles  y  políticos  de  los  ciudadanos. 

También  está  a  la  vista  el  intento  de  los  gober- 
nantes e  instituciones  que  impulsan  el  llamado  So- 
cialismo del  Siglo  XXI,  que  avanzan  en  la  restricción 
progresiva  de  los  derechos  fundamentales,  haciéndo- 
los en  muchos  casos  nugatorios,  ya  sea  por  el  despre- 
cio absoluto  a  los  derechos  individuales  o  por  manio- 
bras destinadas  a  romper  con  los  principios  de  una 
democracia  republicana,  como  es  la  separación  de  los 
poderes  del  Estado  y  el  respeto  al  Estado  de  Dere- 


cho. Sin  esas  condiciones  se  eliminan  los  controles 
recíprocos  que  impiden  la  concentración  del  poder. 

En  esas  circunstancias,  resalta  la  importancia  de 
conocer  las  condiciones  en  las  que  operan  los  ór- 
ganos internacionales  para  restablecer  los  derechos 
individuales  como  última  instancia  cuando  el  derecho 
interno  es  inoperante  como  crecientemente  sucede 
en  América  Latina. 

En  el  marco  de  la  doctrina  y  jurisprudencia  in- 
ternacional los  resultado  de  la  integración  de  las 
categorías  de  los  derechos  humanos  muestran  con 
claridad  el  conflicto  surgido  en  relación  al  derecho 
de  propiedad  y  los  "derechos"  de  segunda  y  tercera 
generación  que  sustentan  reivindicaciones  de  gru- 
pos poblacionales  (etnias),  sobre  la  tierra  y  el  "dere- 
cho" a  la  conservación  de  un  entorno  idóneo  a  sus 
costumbres.  Ejemplos  claros  se  han  dado  en  países 
como  Chile  debido  a  conflictos  entre  los  Mapuches  y 
empresas  interesadas  en  la  explotación  de  recursos 
naturales  que  han  concluido  con  decisiones  de  los 
órganos  de  protección  sustentadas  precisamente  en 
la  concepción  integral  de  los  derechos  humanos. 

Por  otro  lado,  esos  mismos  órganos  también 
muestran  una  respuesta  ágil  en  casos  de  amenaza  o 
violación  a  otros  derechos  fundamentales  como  el 
derecho  a  la  vida  y  a  la  integridad,  la  detención  ilegal 
y  el  debido  proceso,  libertad  de  expresión,  reunión, 
asociación  y  otros  derechos  individuales  dejando  un 
largo  historial  de  numerosas  vidas  salvadas  y  de  una 
respuesta  subsidiaria  a  la  falta  de  acceso  a  la  justicia 
y  al  respeto  a  los  principios  del  debido  proceso  en  la 
mayoría  de  países  del  hemisferio  americano. 

La  década  pasada  seguramente  mostró  un  avance 
generalizado  en  cuanto  al  respeto  y  protección  a  los 
derechos  fundamentales  aludidos  en  este  trabajo  e  in- 
discutiblemente el  temporal  fortalecimiento  de  las  de- 
mocracias liberales  fue  determinante  para  ese  avance. 

Lamentablemente,  hoy  vemos  surgir  la  nueva 
oleada  antiliberal,  con  la  creciente  consolidación  del 
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llamado  Socialismo  del  Siglo  XXI  y  el  ataque  sistemá- 
tico a  los  derechos  individuales. 

Por  todo  ello  la  batalla  por  recuperar  los  valo- 
res congruentes  con  el  respeto  a  la  libertad,  como 
objetivo  primordial,  a  través  de  un  Estado  de  Dere- 
cho efectivo  debe  buscarse  con  medidas  de  fortaleci- 
miento de  la  institucionalidad  interna  como  se  inten- 
ta en  Guatemala  con  la  propuesta  de  Pro-Reforma. 

Pero  también  es  importante  la  opción  de  la  ins- 
tancia internacional  que  como  ha  mostrado  la  ges- 
tión de  la  Comisión  Internacional  contra  la  Impuni- 
dad, CICIG,  supletoriamente  puede  contribuir  a  res- 
catar a  los  ciudadanos  de  la  arbitrariedad  y  el  abuso 
de  poder  de  gobernantes  irresponsables  y  corruptos 
de  distintos  matices  ideológicos  que  con  frecuencia 
rebasan  su  mandato  legítimo  en  clara  violación  a  los 
derechos  fundamentales. 
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Abstracto 

El  terrorismo  y  especialmente  el  terrorismo 
internacional  y  global  cuentan  con  un  impor- 
tante protagonismo  en  la  opinión  pública,  fun- 
damentalmente desde  el  I  I  de  septiembre  de  2001. 
No  hay  día  en  que  los  medios  de  comunicación  social 
presenten  una  serie  de  atentados  realizados  en  no 
importa  qué  parte  del  mundo. 

La  mayor  parte  de  los  países  o  de  las  regiones, 
han  tomado  cartas  en  el  asunto  y  generado  un  aca- 
lorado debate  y  discusión  que  en  muchos  lugares  se 
ha  traducido  en  la  adopción  de  medidas  nacionales  o 
regionales  en  materia  de  lucha  contra  el  terrorismo. 
En  otras  partes  del  mundo,  la  reacción,  a  pesar  de 
haber  sido  igualmente  intensa,  no  se  ha  reflejado,  por 
el  contrario,  en  los  marcos  jurídicos  nacionales  ni  en 
la  adopción  de  medidas  extraordinarias. 


Trabajo  de  la  asignatura  de  "El  Derecho  Internacional  frente  al 
terrorismo:  ambigüedades  y  limites",  del  doctorado  del  Instituto 
Universitario  General  Gutiérrez  Mellado  2009. 
Pedro  Trujillo  es  el  Director  del  Instituto  de  Estudios  Políticos 
y  Relaciones  Internacionales  de  la  Universidad  Francisco  Ma- 
rroquín  y  profesor  titular  de  Metodología  de  Análisis  y  Estudio 
Aplicado  a  Problemas  Contemporáneos  del  EPRI.  Es  Licenciado 
Superior  en  Ciencias  Militares  y  tiene  una  Maestría  en  Relacio- 
nes Internacionales  por  la  Universidad  Francisco  Marroquin  en 
la  cual  tiene  el  grado  de  Cum  Laude,  además  posee  un  Posgrado 
en  International  Defense  Management  Course  por  el  Defense  Re- 
sources Management  Imtitute  de  la  Naval  Postgraduate  School.  Ha 
sido  catedrático  de  la  Universidad  Rafael  Landívar  y  la  UFM. 


Es  posible  que  la  sensación  en  relación  con  la 
amenaza,  es  decir  la  percepción  de  que  el  terroris- 
mo no  es  realmente  una  amenaza  nacional  o  regio- 
nal, haya  sido  el  principal  elemento  para  esta  falta  de 
toma  de  decisiones.  No  hay  que  descartar,  tampoco, 
la  evolución  política  en  determinados  países,  espe- 
cialmente en  Iberoamérica,  donde  ese  nuevo  socia- 
lismo del  siglo  XXI,  liderado  porVenezuela,  ha  termi- 
nado por  adoptar  una  actitud  un  tanto  distante  de  la 
dirección  política  que  hasta  hace  unos  años  llevaba 
la  región. 

Este  trabajo  pretende  presentar  las  iniciativas  in- 
ternacionales y  regionales  en  materia  de  terrorismo, 
pero  fundamentalmente  reflexionar  sobre  el  terroris- 
mo internacional  y  global  y  cómo  la  Organización  de 
los  Estados  Americanos  ha  ido  abordando  el  problema. 

La  idea  es  promover  un  espacio  de  reflexión  so- 
bre si  las  propuestas  generadas  han  sido  suficientes  y, 
además,  adoptadas  por  los  Estados,  así  como  cuál  ha 
sido  el  avance  real  en  relación  con  la  configuración 
de  un  marco  legal  suficiente  para  enfrentar  el  terro- 
rismo internacional  y  global  en  la  región. 

Introducción  situacional 

Iberoamérica  ha  tenido,  hasta  la  fecha,  la  suer- 
te de  no  sentir  fuerte  y  continuamente  el  impacto 
del  terrorismo  global.  Sin  embargo,  se  han  produci- 
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do,  desde  hace  tiempo,  una  serie  de  atentados  rela- 
cionados con  el  terrorismo  que  es  necesario  tener 
presentes  a  la  hora  de  analizar  el  panorama  general 
hemisférico. 

Las  noticias  que  aparecen  diariamente  en  la 
prensa  sobre  atentados,  señalan  lugares  conflictivos 
en  el  Medio  o  Lejano  Oriente,  aunque  no  todos  los 
medios  de  comunicación  regionales  se  hacen  eco  de 
las  mismas.  Es  como  si  esa  criminal  realidad  no  exis- 
tiera para  muchos  de  los  ciudadanos  iberoamerica- 
nos, sumidos  en  problemas  más  domésticos  como  la 
economía,  la  seguridad  o  el  desarrollo,  cuando  no  la 
implementación  de  la  democracia  o  la  consolidación 
de  la  misma. 

Sin  embargo,  se  está  implementando  toda  una 
estrategia  de  penetración  del  terrorismo  internacio- 
nal en  el  continente.  A  través  de  Venezuela  y  Cuba,  y 
ahora  con  una  red  mayor  conformada  por  los  paí- 
ses que  forman  la  Alianza  Bolivariana  de  las  América 
(ALBA),  se  comenzó  hace  algún  tiempo  a  conformar 
un  espacio  económico,  político  y  de  activismo  que,  a 
la  fecha,  ya  comienza  a  revelarse  preocupante. 

Las  frecuentes  visitas  de  autoridades  iraníes  tan- 
to a  Venezuela  como  a  otros  países  del  entorno,  las 
declaraciones  de  los  presidentes  Chávez  y  Ortega  en 
relación  con  el  uso  que  promueve  Irán  de  la  ener- 
gía nuclear,  la  condena  sistemática  a  las  políticas  de 
Estados  Unidos  para  con  la  región  y  en  relación  con 
Oriente  Medio  y  las  millonarias  inversiones  en  pro- 
yectos mixtos  relacionados  con  la  extracción  y  el  re- 
finado de  petróleo,  pero  también  con  la  adquisición 
de  armas  y  el  desarrollo  de  la  energía  nuclear,  con- 
forman un  espacio  de  reflexión  donde  el  terroris- 
mo como  una  amenaza  importada,  y  ya  importante, 
debe  ser  un  elemento  de  atención  prioritaria  para  las 
agencias  de  inteligencia. 

El  riesgo  de  no  prestar  la  suficiente  atención, 
como  ocurre  hasta  el  momento,  supone  dejar  pasar 
la  oportunidad  de  generar  una  estrategia  preventiva  y 
conjunta  que  impida  el  establecimiento  de  estos  gru- 
pos en  el  continente  y  seguir  obviando  la  necesidad 


de  realizar  análisis  y  promover  decisiones  políticas, 
"....tarde  o  temprano  cualquier  democracia  debería 
someter  al  juicio  de  la  opinión  pública  sus  decisiones 
en  materia  antiterrorista,  lo  que  a  su  vez  debería  obli- 
gar a  las  autoridades  democráticas  a  reunir  razones 
suficientes  para  justificar  dichas  decisiones".  (De  la 
Corte  y  Jordán,  2007:284) 

En  este  análisis  se  reflexiona  sobre  alguno  de 
los  aspectos  indicados  con  la  intención  de  entrela- 
zarlos de  forma  que  se  perciba  con  mayor  claridad 
la  amenaza  que  venimos  de  indicar  y  especialmente 
se  abordan  las  propuestas  generadas  en  el  seno  de  la 
Organización  de  los  Estados  Americanos  (OEA)  y  los 
resultados  obtenidos. 

1.     ¿Nuevas  amenazas  o  percepciones 
diferentes? 

Uno  de  los  retos  más  importantes  que  afronta 
el  siglo  XXI  es  su  orientación  hacia  un  nuevo  o  más 
eficiente  sistema  de  seguridad  colectiva2.  La  crecien- 
te interdependencia  entre  países,  consecuencia  de  la 
globalización  y  del  nuevo  sistema  internacional,  hace 
que  todos  perciban  o  tengan  similares  vulnerabili- 
dades con  mayor  o  menor  grado  de  intensidad.  Los 
Estados  poco  desarrollados  son  débiles  a  causa  de 
carencias  de  todo  tipo;  los  industrializados  presen- 
tan fragilidades  debido  a  sus  complejas  estructuras 
políticas,  sociales  y  económicas,  que  pueden  ver- 
se afectadas  por  multitud  de  acontecimientos.  Este 
cúmulo  de  circunstancias  ha  propiciado  que  se  vaya 
consolidando  la  idea  de  una  seguridad  compartida 


2  Algunos  países  han  preferido  hablar  de  seguridad  compartida  y 
cooperativa,  aunque  también  incluyen  la  terminología  defensa 
colectiva.  Da  la  sensación  de  que  se  pretende  enfatizar  en  lo 
compartido  en  la  medida  que  se  reparten  las  cargas  económicas 
y  organizativas  y,  en  lo  colectivo,  cuando  la  alianza  o  el  grupo 
persiguen  un  fin  común  no  necesariamente  visualizado  desde  la 
perspectiva  economicista. 

-Véase  al  respecto,  también,  el  discurso  del  Canciller  de  la  Re- 
pública Federal  de  Alemania  (Gerhard  Schróder)  en  la  4 1  ch  Mu- 
nich Conference  on  Security  Policy:  http://www.ieee.es/verdo- 
cumento.asp?padre=3&nombreseccion  =  Documentación&nom 
sub=Conferencias%20del%20IEEE%20y%20colaboradores.%20 
Orden%20temático&seccion=  1 6&iddocumento=  1 86 
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por  todos,  amparada  en  los  principios  que  inspiraron 
el  nacimiento  de  las  Naciones  Unidas3. 

Así,  pues,  en  el  curso  de  las  próximas  déca- 
das podría  surgir  una  estructura  efectiva  de 
cooperación  global  basada  en  las  realidades 
geopolíticas  que  pasarían  gradualmente  a  os- 
tentar el  cetro  del  actual  "príncipe  regente", 
que  por  el  momento  está  cargando  el  peso 
de  la  responsabilidad  de  asegurar  la  estabi- 
lidad y  la  paz  mundiales.  (Brzezinski,  1998) 

Las  amenazas  tradicionales,  entendidas  como 
aquellas  que  ponían  en  peligro  las  fronteras  físicas 
de  la  nación  y  movilizaban  gran  cantidad  de  efectivos 
militares  para  enfrentarlas,  parecen  concepciones  su- 
peradas y,  al  menos  en  el  entorno  iberoamericano, 
con  baja  probabilidad  de  que  se  produzca4.  Los  nue- 
vos elementos  que  generan  preocupación  se  refieren 
a  lo  que  se  ha  venido  denominando  nuevas  amenazas 
o  riesgos  emergentes  y  abarcan  un  amplio  abanico  de 
opciones5,  siendo  las  más  significativas  las  relaciona- 

3  Los  Propósitos  de  las  Naciones  Unidas  son: 

1 .  Mantener  la  paz  y  la  seguridad  internacionales,  y  con  tal  fin: 
tomar  medidas  colectivas  eficaces... 

2.  Fomentar  entre  las  naciones  relaciones  de  amistad  basadas 
en  el  respeto  al  principio  de  la  igualdad  de  derechos  y  al  de 
la  libre  determinación  de  los  pueblos,  y  tomar  otros  medidas 
adecuadas  para  fortalecer  la  paz  universal; 

3.  Realizar  la  cooperación  internacional  en  la  solución  de  pro- 
blemas internacionales... 

-  Véase,  también,  Nota  del  Secretario  General  de  Naciones 
Unidas,  A/59/565  de  Diciembre  de  2004:  http://www.ieee.es/ 
archivos/subidos/documentacion/UN%20report_sp.pdf 

4  Algunos  analistas  consideran  que  los  recientes  acontecimientos 
ocurridos  entre  Colombia  y  Ecuador,  el  rearme  que  está  llevando  a 
cabo  Venezuela  y  el  caso  Honduras,  por  citar  algunos  ejemplos,  son 
muestras  de  un  posible  regreso  al  conflicto  interestatal. 

5  Declaración  sobre  Seguridad  en  las  Américas.  (Aprobado  en  la 
tercera  sesión  plenaria,  celebrada  el  28  de  Octubre  de  2003). 
OEA/Ser.K/XXXVIll  .  CES/dec.  1/03  rev.  I  m)  La  seguridad  de 
los  Estados  del  Hemisferio  se  ve  afectada,  en  diferente  forma, 
por  amenazas  tradicionales  y  por  las  siguientes  nuevas  amena- 
zas, preocupaciones  y  otros  desafíos  de  naturaleza  diversa: 

•  el  terrorismo,  la  delincuencia  organizada  transnacional,  el 
problema  mundial  de  las  drogas,  la  corrupción,  el  lavado  de 
activos,  el  tráfico  ilícito  de  armas  y  las  conexiones  entre  ellos; 

•  la  pobreza  extrema  y  la  exclusión  social  de  amplios  sectores 
de  la  población,  que  también  afectan  la  estabilidad  y  la  de- 
mocracia. La  pobreza  extrema  erosiona  la  cohesión  social  y 
vulnera  la  seguridad  de  los  Estados; 

•  los  desastres  naturales  y  los  de  origen  humano,  el  VIH/SIDA 
y  otras  enfermedades,  otros  riesgos  a  la  salud  y  el  deterioro 
del  medio  ambiente; 

•  la  trata  de  personas; 

•  los  ataques  a  la  seguridad  cibernética; 


das  con  el  terrorismo  y  el  crimen  organizado  (drogas, 
blanqueo  de  dinero,  mafias,  trata  de  personas,  etc.) 
con  gran  impacto  en  la  vida  económica,  política  y  so- 
cial de  los  países,  especialmente  cuando  convergen 
en  determinados  espacios  geopolíticos: 

En  este  nuevo  mundo,  los  conflictos  más 
generalizados,  importantes  y  peligrosos  no 
serán  los  que  se  produzcan  entre  clases  so- 
ciales, ricos  y  pobres  u  otros  grupos  defini- 
dos por  criterios  económicos,  sino  aquellos 
que  afecten  a  pueblos  pertenecientes  a  di- 
ferentes entidades  culturales.  (Huntington, 
2005:23). 

A  pesar  de  que  muchos  autores  han  puesto  de 
manifiesto  de  forma  un  tanto  alarmante  (y  hasta  exa- 
gerada) la  incidencia  de  estos  nuevos  peligros,  no  es 
menos  cierto  que  el  extremismo  islámico,  asociado  a 
cierta  forma  de  terrorismo,  impacta  negativamente  y 
cada  vez  con  más  fuerza  en  la  estabilidad  en  determi- 
nadas regiones  del  mundo. 

La  sobrerreacción  ante  una  amenaza  terro- 
rista es  una  pauta  de  respuesta  recurrente 
a  lo  largo  de  la  historia  contemporánea. 
Debido  a  sus  propias  responsabilidades  y 
experiencia  profesionales,  las  fuerzas  de  se- 
guridad están  particularmente  expuestas  a  la 
posibilidad  de  exagerar  los  riesgos  asociados 
a  la  actividad  terrorista  y  de  aplicar  medidas 
coactivas  desmesuradas  (de  la  Corte-Jordán, 
2007:275). 

En  algunos  países,  la  educación  es  la  vía  de  pene- 
tración del  fanatismo  religioso  emergente,  lo  que  uni- 
do a  la  explosión  demográfica  y  a  ciertos  desequili- 
brios sociales,  son  condicionantes  de  perturbaciones 
amenazantes,  si  bien  de  la  Corte  y  Jordán  nos  indican 
que        el  estatus  socioeconómico  de  los  jóvenes 

•  la  posibilidad  de  que  surja  un  daño  en  el  caso  de  un  accidente 
o  incidente  durante  el  transporte  marítimo  de  materiales  po- 
tencialmente  peligrosos,  incluidos  el  petróleo,  material  radio- 
activo y  desechos  tóxicos;  y 

•  la  posibilidad  del  acceso,  posesión  y  uso  de  armas  de  destruc- 
ción en  masa  y  sus  medios  vectores  por  terroristas. 


que  ingresan  en  las  organizaciones  yihadistas  es  muy 
diverso  y  sus  fundadores,  líderes  e  ideólogos  suelen 
ser  individuos  de  clase  media  o  alta  y  de  máxima  for- 
mación académica"  (2007:17).  Se  podrían  poner  infi- 
nidad de  ejemplos  en  todo  el  mundo  del  entramado 
formado  por  el  terrorismo,  su  relación  con  la  venta 
de  armamento,  con  las  mafias  y  el  tráfico  de  drogas 
y  las  connotaciones  que  ello  tiene  en  la  seguridad 
global,  debido  a  la  influencia  en  las  relaciones  entre 
países  y  la  expansión  de  estos  conflictos  bien  por  la 
vía  física  o  por  la  vía  de  la  influencia  económica.  En 
lo  que  respecta  al  crimen  organizado,  es  necesario 
indicar  que  tradicionalmente  ha  sido  para  los  Estados 
un  problema  de  ley  y  orden.  Pero  el  incremento  de  la 
interdependencia  entre  Estados,  el  rápido  desarrollo 
de  los  transportes  y  los  sistemas  de  comunicaciones, 
el  crecimiento  del  comercio  internacional  y  el  surgi- 
miento de  un  mercado  financiero  global,  todo  sobre 
un  soporte  tecnológico  que  progresa  a  un  ritmo  im- 
presionante, han  cambiado  radicalmente  el  contexto 
en  el  que  opera  el  terrorismo  y  el  crimen  organizado, 
al  igual  que  en  la  naturaleza  del  mismo  crimen,  lo  que 
requiere  "familiarizarse  con  la  perspectiva  subjetiva 
de  los  criminales  a  los  que  vigila  y  persigue"(de  la 
Corte-Jordán,  2007:298). 

Característica  común  a  casi  todas  esas  "nuevas 
amenazas"  es  que  no  son  nuevas.  El  terrorismo  azota 
desgraciadamente  muchos  países  desde  hace  tiempo 
y,  aunque  sus  fines  y  procedimientos  parecen  simila- 
res, hay  ciertos  aspectos  que  lo  posicionan  de  otra 
forma6.  Además,  no  hay  consenso  internacional  so- 
bre la  propia  definición  de  lo  que  puede  o  debe  ser 
considerado  acto  terrorista  y  ello  impide  conformar 
un  marco  político-legal  suficiente  para  enfrentar  este 
desafío.  Tampoco  impacta  de  igual  forma  en  todas 
las  regiones  del  planeta,  lo  que  hace  que  aquello  que 
es  percibido  como  lejano,  no  siempre  se  le  presta  la 
atención  debida. 

Quienes  exigen  a  los  Estados  que  terminen 
con  el  terrorismo  mediante  una  variedad  de 


6      McMillan.  Joseph  (2004)  Apocalypuc  Tcrrorism:  The  case  for 
preventive  action.  Strategic  Forum.  Número  212  Noviembre. 


soluciones  benevolentes  parecen  negarse  a 
admitir  lo  que  ningún  dirigente  político  ni 
ningún  ciudadano  maduro  tiene  derecho  a 
ignorar:  a  saber,  que  los  grandes  males  que 
puedan  amenazar  a  una  comunidad  política 
no  siempre  podrán  ser  neutralizados  sin  re- 
currir a  acciones  moralmente  problemáticas, 
que  sólo  evitarán  los  males  mayores  que  se 
combaten,  a  cambio  de  provocar  otros  ma- 
les menores  (de  la  Corte-Jordán,  2007:279). 

La  narcoactividad  (narcotráfico),  aunque  rela- 
tivamente nueva  en  la  forma,  podemos  encontrarla 
asociada  con  aquellos  sucesos  de  la  década  de  los 
años  veinte  producto  de  la  supresión  en  Estados 
Unidos  de  la  venta  de  alcohol,  generando  un  espacio 
de  "inseguridad"  discutible7  pero  sujeto  al  combate 
contra  el  crimen  común  y  a  la  necesaria  cooperación 
internacional.8 

El  tráfico  ilegal  de  personas  podemos  atrasarlo 
más  en  el  tiempo  y  fijar  sus  orígenes  remotos  en 
la  esclavitud,  no  habiendo  estado  vinculado  siempre 
con  igual  intensidad  ni  en  todos  los  países  del  mundo, 
a  la  seguridad  nacional9.  Finalmente,  el  crimen  orga- 
nizado también  tiene  sus  raíces  más  recientes  en  las 
actuaciones  de  la  mafia  de  principios  del  siglo  pasado 
u  otros  hechos  similares. 

Es  necesario  reconocer,  no  obstante,  otras  ame- 
nazas como  emergentes  o  relativamente  nuevas. 
Nos  referimos  a  la  proliferación  de  armas  nucleares, 
radiológicas,  biológicas  y  químicas  (NRBQ)  espe- 
cialmente conectadas  con  las  nuevas  tecnologías,  a 
los  conflictos  regionales,  y  a  las  maras10.  La  desapari- 


7  Benegas  Lynch.  Alberto  (2006).  La  Tragedia  de  la  Drogadicción: 
Una  propuesta.  Ed.  Lumiére.  Argentina.  Propone  la  no  criminali- 
zación  de  la  droga. 

8  A  Youngers.  Coletta  y  Rosin.  Eileen  (editoras)  (2005).  Drugs  and 
Democracy  in  Latin  America.  The  impact  of  U.S.  Policy.  Lynne 
Rienner  Publishers  Boulder  &  London. 

9  Benítez  Manaut,  Raúl  y  Hernández.  Daniel.  Ponencia:  Implica- 
ciones sobre  la  seguridad  de  la  inmigración  ilegal  en  Centro  y 
Norteamérica.  Presentada  en  la  IV  Semana  Iberoamericana  de 
seguridad  y  seguridad  y  defensa:  nuevas  amenazas  y  nuevas  po- 
líticas de  seguridad  y  defensa.  Casa  de  América.  Madrid.  16.  1 7  y 
1 8  de  octubre. 

10  Estas  amenazas  no  están  plasmadas  en  todos  los  documentos  de 
forma  igual,  sin  embargo  es  necesario  incluirlas  y  contemplarlas. 
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ción  de  la  Unión  de  Repúblicas  Socialistas  Soviéticas 
(URSS)  dejó  al  descubierto  un  arsenal  nuclear  no 
suficientemente  controlado,  bajo  de  mantenimiento 
y  que  incluso  escapó,  en  cierto  momento,  al  control 
estatal.  La  desintegración  de  la  antigua  Yugoslavia,  la 
partición  de  Checoslovaquia  y  otros  conflictos  regio- 
nales, también  pusieron  de  manifiesto  la  importante 
repercusión  en  la  paz  mundial  de  la  reactivación  de 
rivalidades  regionales.  Es  cierto  que  estas  dos  ame- 
nazas no  han  tenido  una  incidencia  significativa  en  el 
continente  americano,  sin  embargo,  es  necesario  te- 
nerlas presentes  por  el  impacto  que  pudieran  tener 
a  futuro  (especialmente  la  proliferación  de  ingenios 
nucleares)  y  porque  otros  continentes  lo  contemplan 
en  su  cuadro  de  amenazas,  lo  que  pudiera  implicar 
la  necesidad  de  contar  con  capacidades  militares/ 
policiales  que  permitan  la  cooperación  internacional 
en  el  marco  de  operaciones  de  ayuda  humanitaria  y 
de  mantenimiento  o  imposición  de  la  paz.  Debemos 
incluir  una  tercera:  las  maras".  Esta  amenaza  no 
sólo  está  surgiendo  e  "instalándose"  en  ciertas  par- 
tes del  mundo:  Europa  y  Estados  Unidos,  sino  que 
está  consolidada  en  muchos  países  de  Iberoamérica 
(Centroamérica  en  particular).  En  el  específico  caso 
europeo,  pareciera  que  el  origen  apunta  a  ciertos 
grupos  de  emigrantes  latinos,  algo  parecido  a  lo  que 
ocurrió  en  los  Estados  Unidos.  Como  se  ve,  la  pro- 
blemática en  el  fondo  no  es  nada  nueva,  si  bien  la  for- 
ma se  ha  ido  adaptando  a  la  evolución  político-social 
y  al  surgir  de  nuevas  tecnologías  y  procedimientos. 
Entonces,  ¿por  qué  ahora  nos  estamos  planteando 
estos  temas  y  especialmente  la  necesidad  de  que 
sean  incluidos  "de  una  forma  especial"  en  las  Agendas 
de  Seguridad? 


Un  detallado  análisis  de  las  mismas  puede  encontrarse  en  el  do- 
cumento: Una  Europa  segura  en  un  mundo  mejor.  Estrategia  Eu- 
ropea de  Segundad.  Bruselas.  12  de  Diciembre  de  2003:  http:// 
www.consilium.europa.eu/uedocs/cmsUpload/03  1 208ESSIIES. 
pdf 

I  I  Aunque  se  suele  emplear  la  traducción  "gans"  o  "pandillas",  el 
concepto  de  "mará"  es  muy  específico  y  característico  y  no 
debe  confundirse  con  otros  como  los  indicados  o  el  de  "jóve- 
nes en  conflicto  con  la  ley".  Diferenciarlos  es  muy  importante 
porque  permite  llegar  a  comprender  ia  verdadera  dimensión  y 
poder  definir  correctamente  la  amenaza.  Se  sugiere  la  lectura 
del  trabajo  del  profesor Thomas  C.Bruneau  titulado"Las  Pandi- 
llas y  las  Maras  en  América  Central",  en:  http://www.au.af.mil/au/ 
cadre/aspj/apjinternational/apj-s/2008/2tri08/bruneau.htm 


Desde  finales  de  la  década  de  los  años  noventa, 
los  ejércitos  occidentales  comienzan  un  proceso  de 
modernización/reestructuración  producto,  en  parte, 
del  triunfo  de  las  democracias  y  de  la  desaparición 
del  enemigo  tradicional.  La  economía  de  libre  mer- 
cado exigía  transparencia  en  los  gastos  militares  y 
rendición  de  cuentas  (accountability)  que  pusiera  de 
manifiesto  la  eficiencia  de  la  gestión  militar.  La  propia 
OTAN  modifica  su  concepto  estratégico  en  diversas 
ocasiones  y  pasa  de  ser  una  alianza  defensiva  de  cor- 
te tradicional  a  proyectarse  hacia  nuevos  espacios12. 
Esta  influencia  llega,  evidentemente,  a  Iberoamérica  y 
se  inicia  un  proceso  similar,  aunque  tardío,  en  lo  que 
respecta  al  cambio  del  aparato  militar  y  sus  estruc- 
turas, con  mayor  incidencia  en  el  Cono  Sur  que,  por 
ejemplo,  en  Centroamérica,  todavía,  en  ese  momen- 
to, inmersa  o  recién  saliendo  de  conflictos  armados 
irnos13. 

Por  último,  concurren  muchas  más  circunstan- 
cias que  merecen  ser  tenidas  en  cuenta  como  son:  la 


12  La  OTAN  adopta  un  nuevo  concepto  estratégico  en  1991  (fe- 
cha de  la  desaparición  de  la  Unión  Soviética)  y.  posteriormente 
otro  en  1 999.  aprobado  por  los  Jefes  de  Estado  y  de  Gobierno 
que  participaron  en  la  reunión  del  Consejo  del  Atlántico  Norte 
celebrada  en  Washington  los  días  23  y  24  de  abril  de  ese  año. 
En  este  último  se  habla  de  "...en  ios  últimos  diez  años  hemos 
presenciado  también  la  aparición  de  nuevos  riesgos  complejos  para 
ta  paz  y  la  estabilidad  euroatlánucas.  riesgos  vinculados  a  políticas 
de  opresión,  a  conflictos  étnicos,  al  marasmo  económico,  al  colapso 
del  orden  político  y  a  la  proliferación  de  los  armas  de  destrucción 
masiva!' y  si  el  objetivo  de  la  Alianza  era:  en  su  inicio  "El  objetivo 
esencial  y  permanente  de  la  Alianza,  expresado  en  el  Tratado  de  Was- 
hington, consiste  en  salvaguardar  la  libertad  y  la  seguridad  de  todos 
sus  miembros  por  medios  políticos  y  militares",  se  adoptan  nuevas 
responsabilidades  (tareas)  como  Seguridad.  Consulta.  Disuasión 
y  Defensa,  Gestión  de  Crisis  y  Asociación  (Conflict  prevention 
and  crisis  management,  Partnership.  cooperation.  and  dialogue.  En- 
largement  and  Arms  Control,  Disarmament,  and  Non-Proliferation, 
ampliando  su  espacio  a  esos  otros  vectores  que  anuncia  en  el 
preámbulo  del  documento  como  riesgos  nuevos.  Ver:  http:// 
www.nato.int/docu/handbook/200l/hb0203.htm).  Hay  quienes, 
de  forma  más  radical  incluso,  pretenden  una  OTAN  más  con- 
creta en  sus  misiones:  Lo  que  los  aliados  necesitan  es  dotar  a  la 
OTAN  de  una  nueva  razón  de  ser  y  esta  razón  de  ser  debe,  a  su 
vez,  ser  relevante  para  ¡a  seguridad  compartida.  Esta  nuevo  misión  o 
propósito  de  la  Alianza  no  puede  ser  otro  que  preservar  la  libertad  y 
la  democracia  derrotando  el  extremismo  islamista.  La  OTAN:  Una 
Alianza  por  la  libertad.  Cómo  transformar  la  Alianza  para  de- 
fender efectivamente  nuestra  libertad  y  nuestras  democracias. 
Fundación  FAES.  Madrid.  2006. 

13  En  Nicaragua  con  el  triunfo  del  sandinismo  en  1979.  En  El  Sal- 
vador, el  16  de  enero  de  1992,  el  Gobierno  de  la  República  y  el 
Frente  Farabundo  Martí  para  la  Liberación  Nacional  (FMLN), 
suscriben  en  Chapultepec,  México,  los  Acuerdos  de  Paz  y,  en 
Guatemala,  con  la  firma  de  los  Acuerdos  de  Paz  en  1996. 
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desaparición  de  un  bloque  de  referencia  enemistosa 
como  era  la  antigua  Unión  de  Repúblicas  Socialista 
Soviética,  el  surgimiento  de  nuevas  tecnologías,  la  in- 
teracción individual  y  cultural  de  la  era  de  la  informa- 
ción, la  cibersociedad  en  la  que  nos  desenvolvemos, 
la  porosidad  de  las  estructuras  del  Estado  y  la  trans- 
formación del  hombre  racional  en  hombre  emotivo 
a  causa  de  la  mayor  percepción  a  través  de  las  imá- 
genes1'', todas  ellas  hacen  que  riesgos  que  siempre 
estuvieron  ahí  (latentes)  sean  hoy  percibidos  (que  no 
necesariamente  sentidos)  como  amenazas  cada  vez 
más  próximas. 

Este  conjunto  complejo  conforma  un  espacio 
nuevo  donde  las  percepciones  tienen  un  importan- 
te protagonismo  y  justifica  que  estos  nuevos  riesgos 
o  amenazas  hayan  ocupado  espacios  hace  algunos 
años  inimaginables,  justificando  que  hoy  día  aviste- 
mos (percibamos)  el  narcotráfico,  el  terrorismo15 
o  el  crimen  organizado  como  vectores  que  inciden 
directamente  en  nuestro  bienestar  social  y  no  tan- 
to porque  tengan  un  impacto  significativo  y  real  en 
nuestro  quehacer  diario,  sino  por  la  acción  directa 
sobre  las  instituciones  estatales  y  la  presentación  a 
través  de  nuevas  formas  de  información.  Esta  percep- 
ción se  puede  fácilmente  tabular  al  comprobar  cómo 
muchas  encuestas  indican  que  dos  de  cada  tres  ciu- 
dadanos perciben  el  terrorismo  internacional  como 
una  amenaza. 

La  percepción  de  toda  amenaza  se  basa 

i 

en  la  articulación  de  estructuras  sensoria- 
les, supervisión  y  análisis  permanente  de 
la  realidad.  Todos  los  modelos  de  control, 
combinando  la  tridimensionalidad  temporal 
-datos  históricos,  situación  en  tiempo  real  y 


14  (Sartori,  1997)  -"Esiomos  soliendo  del  mundo  de  las  cosas  leídas 
para  entrar  en  el  de  las  cosas  vistas".  -"La  televisión  no  es  un  anexo, 
es  sobre  lodo  una  sustitución  que  modifica  suslancialmente  la  rela- 
ción entre  entender  y  ver". 

15  Declaración  de  BAQNFF  en  VII  Conferencia  de  Ministros  de 
Defensa  de  las  Américas:  "Su  más  enérgica  condena  al  terroris- 
mo, en  todas  sus  formas  y  manifestaciones,  por  considerarlo  criminal 
e  injustificable,  bajo  cualquier  circunstancia,  en  dondequiera  y  por 
quienquiera  sea  cometido  y  porque  constituye  una  grave  amenaza  a 
la  paz  y  la  seguridad  internacionales,  a  la  democracia,  estabilidad  y 
prosperidad  de  los  países  de  lo  región. 


prospectiva-  y  espacial  -cotejando  la  situa- 
ción interior  con  la  exterior-  dependen  de 
las  premisas  y  criterios  introducidos  como 
elementos  estructurales.  El  ajuste  técnico  de 
los  modelos  analíticos  al  fin  y  al  cabo  va  a 
depender  de  los  objetivos  políticos  y  estra- 
tégicos que  se  asientan  en  la  dirección  so- 
cial por  parte  de  la  élite.  La  estructura  del 
pensamiento  de  dicha  élite  -compuesto  por 
creencias,  valores  (entendidos  en  sentido  re- 
ferencial),  acopio  de  conocimientos  y  adies- 
tramiento intelectual-  necesita  conceptuar 
a  la  amenaza,  antes  de  poder  identificar  lo 
que  coincide  con  dicha  sustantivación." 

Es  por  ello,  que  la  primera  reflexión  a  hacer  se 
basa  en  si  realmente  se  puede  hablar  de  una  interna- 
cionalización  real  de  riesgo  o  lo  que  deberíamos  con- 
templar es  una  percepción  internacional  de  situacio- 
nes que  son  sentidas  como  vulnerabilidades,  a  pesar 
de  no  soportar  un  análisis  serio  de  amenazas  en  un 
determinado  Estado,  grupo  de  ellos  o  área  geopolí- 
tica. Se  ha  podido  terminar  asociando  la  realidad  y  la 
percepción17. 

La  conclusión  menos  comprometida  es  que  es- 
tamos en  presencia  de  riesgos  "de  siempre",  con  una 
diferente  escala  de  incidencia,  pero  también  de  per- 
cepción, motivo  suficiente  para  enfrentar  la  necesi- 
dad de  que  sean  abordadas  de  forma  no  tradicional  o 
cuestionar  otras  propuestas  más  clásicas  ante  estos 
nuevos  desafíos. 


16  R.  de  Espona,  Rafael  José.  Acción  Psicológica  en  las  Elites  y  Per- 
cepción de  Amenaza.  Febrero  de  2006.  http://www.ieee.es/archi- 
vos/subidos/documentacion/Psyops%20Elit&Risk.pdf 

17  Si  la  población  percibe  algo  como  riesgo  grave,  percepción  que 
puede  ser  subjetiva  y,  por  tanto,  inducida,  actuará  como  si  el 
riesgo  realmente  existiese  y  finalmente  esa  percepción  puede 
afectar  realmente  a  la  Seguridad  Nacional. 

-  Lo  sociedad  del  conocimiento  tendrá  que  hacer  frente  o  una  se- 
rie de  amenazas  globales,  como  el  terrorismo,  el  crimen  organizado 
trasnaaonal  y  la  inmigración  ilegal  que  pondrán  a  prueba  su  propia 
supervivencia.  Todas  estas  amenazas  provocarán  en  su  conjunto  un 
aumento  del  sentimiento  de  vulnerabilidad  de  nuestras  sociedades, 
percepción  que  incrementará  de  forma  dramática  la  demanda  de 
seguridad  por  parte  de  los  ciudadanos.  Ignacio  Cosido.  Hacia  un 
nuevo  orden  político.  En  letra  impresa  número  I  35, 6  de  Julio  de 
2003.  http://www.gees.org/articulo/2l  1/ 
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En  cualquier  caso,  lo  que  se  deduce  en  una  prime- 
ra impresión,  es  que  las  nuevas  amenazas  son  multidi- 
reccionales  y  multifacéticas18  y  que  para  la  resolución 
de  cualquier  problema  derivado  de  cuanto  acabamos 
de  contemplar,  hay  un  denominador  común  que  es  la 
necesidad  de  colaboración  internacional."  Se  requie- 
re la  concurrencia  internacional  en  lo  referente  a  in- 
formación (inteligencia),  seguimiento,  trabajo  conjun- 
to, capacitación,  intercambio  de  procedimientos,  em- 
pleo de  nuevas  técnicas  y,  sobre  todo,  consenso  en  la 
forma  de  actuar.  Es  decir,  es  necesaria  una  política  de 
Estado  conjunta  y,  al  menos,  regional  y  no  una  política 
sectorial  que  abordaría  el  tema  de  forma  parcial  y 
sesgada.  Eso  hace  que  afrontar  dichas  amenazas  con 
garantías  de  éxito  requiera  de  la  formulación  de  ob- 
jetivos estratégicos  al  más  alto  nivel  político,  donde  la 
concurrencia  de  todas  las  áreas  del  poder  sirva  para 
alcanzar,  progresivamente,  metas  parciales  que  nos 
conduzcan  al  objetivo  final.  Es  posible  que  en  este 
amplio  campo  de  las  amenazas  emergentes  haya  que 


18  En  la  Asamblea  General  de  la  OEA  celebrada  en  Barbados  en 
Junio  de  2002,  los  Cancilleres  reconocieron  que  "/as  amenazas, 
preocupaciones  y  otros  desafíos  a  la  segundad  en  el  hemisferio  son 
de  naturaleza  diversa  y  alcance  multidimensional  y  que  el  concepto  y 
enfoque  tradicionales  deben  ampliarse  para  abarcar  amenazas  nue- 
vas y  no  tradicionales,  que  incluyen  aspectos  políticos,  económicos, 
sociales,  de  salud  y  ambientales". 

-  "Se  constituye  por  tanto  en  un  factor  de  la  situación  con  caracterís- 
ticas muldimensionales  y  de  alcance  planetario".  Obro  Blanco  de  la 
Defensa  Nacional,  República  Argentina.  1999.  pag.  1-5 

19  Declaración  sobre  Seguridad  en  las  Américas.  (Aprobado  en  la 
tercera  sesión  plenaria,  celebrada  el  28  de  octubre  de  2003). 
OEA/Ser.K/XXXVIll  .  CES/dec.  1/03  rev.  I 

i)  Las  amenazas,  preocupaciones  y  otros  desafios  a  la  segundad 
en  el  Hemisferio  son  de  naturaleza  diversa  y  alcance  multldi- 
mensional y  el  concepto  y  los  enfoques  tradicionales  deben 
ampliarse  para  abarcar  amenazas  nuevas  y  no  tradicionales, 
que  incluyen  aspectos  políticos,  económicos,  sociales,  de  sa- 
lud y  ambientales. 

j)  Las  amenazas  tradicionales  a  la  seguridad  y  sus  mecanismos 
para  enfrentarlas  siguen  siendo  importantes  y  pueden  ser  de 
naturaleza  distinta  a  las  nuevas  amenazas,  preocupaciones  y 
otros  desafios  a  la  seguridad  y  a  los  mecanismos  de  coopera- 
ción para  hacerles  frente. 

k)  Las  nuevas  amenazas,  preocupaciones  y  otros  desafíos  a  !a 
seguridad  hemisférica  son  problemas  intersectoriales  que  re- 
quieren respuestas  de  aspectos  múltiples  por  parte  de  distin- 
tas organizaciones  nacionales  y,  en  algunos  casos,  asociacio- 
nes entre  los  gobiernos,  el  sector  privado  y  la  sociedad  civil, 
todas  actuando  de  forma  apropiada  conforme  a  las  normas 
y  principios  democráticos  y  las  normas  constitucionales  de 
cada  Estado.  Muchas  de  las  nuevas  amenazas,  preocupaciones 
y  otros  desafios  a  la  seguridad  hemisférica  son  de  naturaleza 
transnacional  y  pueden  requerir  una  cooperación  hemisférica 
adecuada. 


incluir  como  más  peligrosas,  desde  una  perspectiva 
global,  la  proliferación  de  armas  portátiles  y  de  des- 
trucción masiva  (asociadas  al  fin  de  la  Guerra  Fría), 
el  desequilibrio  económico  Norte-Sur  (producto  de 
políticas  económicas  erradas),  el  tráfico  de  tecnolo- 
gía de  "doble  uso"  y  las  catástrofes  producidas  por 
luchas  étnicas  o  choques  de  culturas,  todos  ellos  ale- 
jados de  ese  primer  planteamiento  donde  se  incluyen 
las  "clásicas"  que  acabamos  de  analizar. 

También  es  necesario  abordar  en  este  análisis  la 
posibilidad  de  que  el  desvío  de  la  misión  principal 
de  los  ejércitos  para  que  se  impliquen  en  la  lucha 
contra  las  citadas  amenazas  puede  entenderse  como 
una  geoestrategia  de  ciertas  potencias  o  grupos  de 
interés  destinada  a  eliminar  la  capacidad  militar  na- 
cional o  la  que  pudiera  conformarse  en  determina- 
dos espacios  geopolíticos  subcontinentales,  de  forma 
que  no  sólo  se  debilita  el  Estado-Nación,  sino  que  se 
impide  la  formación  de  bloques  regionales  militares 
sólidos  y  se  dispersan  los  esfuerzos  conjuntos,  gene- 
rando un  cierto  grado  de  dependencia  en  esa  área20, 
sin  olvidar,  tampoco,  que:"EI  rechazo  absoluto  al  uso 
de  recursos  y  métodos  militares  para  enfrentarse  a 
los  yihadistas  no  es  prudente  ni  realista"(de  la  Corte- 
Jordán,  2007:277).  Estas  reflexiones,  por  supuesto,  no 
pretenden  insinuar  que  determinados  temas  deban 
quedar  fuera  de  la  Agenda  de  Seguridad  (o  de  la 
Defensa),  tales  como:  la  defensa  de  las  democracias,  la 
pobreza  extrema,  el  narcotráfico,  el  narcoterrorismo, 
el  crimen  internacional  organizado  y  la  defensa  de  los 
recursos  naturales21.  Mas  bien,  lo  que  se  propone,  es 
que  sean  abordados  bajo  un  amplio  prisma  estatal  y 
al  margen  de  una  asignación  directa  e  incluso  indirec- 
ta a  las  fuerzas  armadas.  De  forma  general,  cualquier 
actuación  capaz  de  socavar  soportes  estatales,  crear 


20  La  nueva  agenda  que  Estados  Unidos  ofrece  a  los  ejércitos  de  la 
región  se  centra  en  el  combate  al  crimen  organizado,  al  narco- 
tráfico, al  terrorismo  o  narcoterrorismo  así  como  a  la  defensa 
de  los  recursos  nacionales.  Paz,  crisis  regional  y  política  exterior 
de  Estados  Unidos.  Informe  Regional:  América  Latina.  FLACSO, 
2004.  (Pág.  76) 

-  Después  del  1 1  de  septiembre,  la  cumbre  de  Presidentes  de 
Centroamérica  ordena  a  los  ejércitos  de  la  región,  elaborar  un 
plan  antiterrorista. 

21  Hipótesis  de  conflicto  identificados  en  la  cumbre  de  Ministros 
de  Defensa  (OEA)  realizada  en  Williamsbutg  en  julio  de  1995. 


inseguridad,  generar  problemas  sociales,  económicos, 
de  relación,  medioambientales  o  de  cualquier  otro 
tipo,  puede  ser  motivo  suficiente  para  ser  incluido  en 
aquella  Agenda. 

2.     Terrorismo  nacional,  transnacional 
e  internacional. Terrorismo 
islamista  y  terrorismo  global 

La  falta  de  una  definición  precisa  y  concreta  en  el 
ámbito  internacional  sobre  el  fenómeno  del  terroris- 
mo ha  permitido  (y  continúa  haciéndolo),  de  alguna 
forma,  determinadas  interpretaciones  y  análisis  sobre 
situaciones  y  hechos  que  han  sucedido  o  se  produ- 
cen con  cierta  frecuencia  en  el  mundo.  El  terrorismo 
ha  sido  definido  de  muchas  formas.  Reinares  (2005:2) 
nos  dice  que  "un  acto  de  violencia  es  terrorista  si 
el  impacto  psíquico  que  provoca  en  una  sociedad  o 
algún  segmento  de  la  misma,  en  términos  de  ansie- 
dad y  miedo,  excede  con  creces  sus  consecuencias 
materiales,...". 

Del  terrorismo  nacional,  entendido  como  aquel 
que  se  circunscribe  al  interior  de  las  fronteras  físicas 
de  un  Estado,  se  pasó  al  transnacional22,  cuando  co- 
mandos o  equipos  logísticos  se  sitúan  en  el  vecino 
país  y  desde  allí  pueden  actuar  contra  los  intereses 
del  Estado  vecino.  El  siguiente  paso  fue  la  interna- 
lización.  Con  ella,  los  grupos  terroristas  pasaron  a 
tener  bases,  delegaciones  o  células  en  territorios  de 
distintos  Estados,  aunque  el  fin  seguía  siendo  único  o 
concurrente. 

Terrorismo  internacional  es,  en  primer  lugar, 
el  que  se  practica  con  la  deliberada  inten- 
ción de  afectar  la  estructura  y  distribución 
del  poder  en  regiones  enteras  del  planeta  o 
incluso  a  escala  misma  de  la  sociedad  mun- 
dial. En  segundo  término,  aquel  cuyos  acto- 


22  Terrorismo  transnacional  sería  el  que  de  una  u  otra  manera 
atraviesa  fronteras  estatales,  básicamente  porque  quienes  lo 
ejecutan  mantienen  estructuras  organizativas  o  desarrollan  ac- 
tividades violenus  en  más  de  un  país,  incluyendo  por  lo  común 
territorios  sobre  los  cuales  no  tiene  jurisdicción  alguna  las  au- 
toridades a  que  se  dirigen  en  última  instancia  sus  demandas. 
(Reinares.  2005:2) 


res  individuales  y  colectivos  hayan  extendido 
sus  actividades  por  un  significativo  número 
de  países  o  áreas  geopolíticas,  en  consonan- 
cia con  el  alcance  de  los  propósitos  declara- 
dos. (Reinares,  2005: 1 ) 

Además,  la  dimensión  internacional  primero, 
y  global  después,  de  dicho  fenómeno,  ha  generado 
igualmente  interpretaciones  difusas  o  equivocadas 
sobre  el  alcance  y  la  trascendencia  de  distintos  acon- 
tecimientos. En  ocasiones,  no  se  ha  sabido  explicar  el 
atentado  y,  consecuentemente,  dimensionar  el  alcan- 
ce del  mismo,  lo  que  hubiese  contribuido  a  detectar 
y  analizar  con  más  claridad  el  riesgo  o  la  amenaza, 
facilitando  su  inclusión  en  los  planes  nacionales  o 
regionales  dentro  de  la  correspondiente  agenda  de 
seguridad  y  defensa  o  políticas  públicas  similares  que 
cada  Estado  o  Región  puedan  generar. 

Por  otra  parte,  "que  el  terrorismo  internacional 
adopte  en  nuestros  días  una  orientación  islamista  es 
un  rasgo  propio  de  la  que  se  conoce  como  cuarta 
ola  del  terrorismo"  (Reinares,  2005:4).  En  la  misma 
línea,  el  terrorismo  global  está  asociado  al  islamismo 
radical  o  extremista  y  está  relacionado  directa  o  indi- 
rectamente con  Al  Qaeda  (Reinares,  2008: 1 ).  De  for- 
ma sintetizada  se  puede  resumir,  tal  y  como  lo  hacen 
de  la  Corte  y  Jordán  en  referencia  a  tres  objetivos 
estratégicos  diferentes  que  persigue: 

a)  La  intervención  en  cualquier  conflicto  en  el  que 
los  musulmanes  sean  objeto  de  agresión; 

b)  La  deposición  de  los  gobiernos  apóstatas  esta- 
blecidos en  países  musulmanes;  y 

c)  La  derrota  del  Estado  judío  y  de  los  gobiernos 
occidentales,  sobre  todo  el  de  Estados  Unidos. 
(2007:138-139). 

Conformar  una  política  exterior  en  el  actual  es- 
cenario internacional  donde  esos  conceptos  se  ma- 
nejen y  compartan  en  un  mismo  plano  de  compren- 
sión, es  una  tarea  muy  compleja  sin  que  exista  una 
comunidad  de  doctrina  en  lo  referente  al  marco  con- 
ceptual. Pensar  que  el  terrorismo  nacional  o  transna- 
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cional  tiene  características  similares  al  internacional 
o  global,  representa  no  sólo  una  falta  de  concreción 
etimológica,  sino  una  distracción  a  la  hora  de  elabo- 
rar cualquier  estrategia  de  seguridad  compartida  que 
permita  enfrentar  esas  amenazas.  ¿Cómo  generar 
una  estrategia  conjunta  cuando  los  acontecimien- 
tos no  son  igualmente  percibidos?  Es  por  ello  que 
se  siente  la  necesidad  de  converger  en  lo  referen- 
te a  los  marcos  conceptuales  (terrorismo  nacional, 
transnacional,  internacional  y  global23)  y  a  emplearlos 
de  forma  similar  en  los  distintos  foros  y  reuniones 
internacionales  de  manera  que  se  conforme  ese  es- 
pacio único  que  permita  abordar  con  eficacia  la  lucha 
antiterrorista. 

Pero,  no  solamente  es  necesaria  una  comunidad 
de  doctrina  en  cuanto  a  terminología  se  refiere.  Es 
imprescindible,  de  igual  forma,  comprender  el  fenó- 
meno y  contar  con  la  capacidad  de  análisis  e  inter- 
pretación de  lo  que  está  ocurriendo  para  poder  eva- 
luar la  dimensión  de  la  amenaza  y  generar  la  estra- 
tegia necesaria. Tras  el  I  I  de  septiembre  y  las  consi- 
guientes actuaciones  de  Estados  Unidos  y  sus  aliados, 
tanto  en  Afganistán  como  en  Irak,  pareciera  que  con 
el  tiempo  las  alarmas  nacionales  en  torno  a  actua- 
ciones terroristas  disminuyeron.  La  dispersión  de  las 
distintas  células  de  Al  Qaeda  no  puede,  ni  debe  inter- 
pretarse como  una  desaparición  de  las  mismas.  Hay 
quien,  sin  embargo,  estima  que  Al  Qaeda  ha  perdido 
su  capacidad  debido  a  la  eficaz  actuación  norteame- 
ricana:"Como  poco,  las  fuerzas  estadounidenses  han 
logrado  que  la  jerarquía  de  Al  Qaeda  quede  rezagada 
durante  varios  años.  Como  mucho,  tal  vez  hayan  aca- 
bado para  siempre  con  la  capacidad  operativa  de  Al 
Qaeda  de  operar  como  una  empresa  'centralizada'". 
(Noah)24.  Por  el  contrario,  la  atomización  ha  llegado 
a  representar  un  grado  mayor  de  peligro  y  una  mayor 
amenaza,  al  pasar  de  una  estructura  piramidal  a  otro 
horizontal  y  descentralizada.  Ahora  existen  una  can- 
tidad indefinida  de  células  que  pueden  operar  de  for- 


23  Algunos  han  denominado  a  esta  clase  de  terrorismo  "neote- 
rrorismo,  superterrorismo  o  hiperterrorlsmo".  Pérez  González 
(2007:20).  citando  a  Ekaterina  Stepanova. 

24  Noah.Timothy.  La  teoría  de  la  necedad  de  los  terroristas.  Diver- 
sos artículos  de  prensa. 


ma  independiente,  no  controlada  y  autónoma,  lo  que 
las  hace  mucho  más  imprevisibles  porque  la  lógica 
de  actuación  de  todas  ellas  no  necesariamente  lleva 
un  lineamiento  superior  y  uniforme,  sino  que  están 
solamente  sujetas  a  la  generalidad  de  los  postulados 
yihadistas  pero  con  un  añadido  emocional,  oportu- 
nista o  de  liderazgo  del  jefe  o  entorno  de  cada  una25. 
Estas  nuevas  redes  semi-autónomas  (de  la  Corte  y 
Jordán)  representan  un  trabajo  extra  para  los  ser- 
vicios de  inteligencia  y  de  seguridad  no  sólo  por  la 
estanqueidad  de  las  mismas,  pero  por  la  dificultad  de 
establecer  perfiles  o  parámetros  de  comportamien- 
to estandarizado  que  permita  establecer  patrones  de 
conducta  y  llegar  a  desarticularlas.  A  la  problemática 
indicada  es  necesario  añadirle  el  uso  de  la  tecnología, 
especialmente  en  lo  referente  a  las  redes  en  la  web, 
lo  que  permite  la  activación,  el  enlace  y  la  comunica- 
ción rápida  y  eficiente26: "Otra  posible  forma  de  tra- 
bajar con  fuentes  abiertas  se  basa  en  el  seguimiento 
y  la  traducción  de  sitios  web  y  foros  radicales",  (de  la 
Corte-Jordán,  2007:298). 

El  anterior  planteamiento  se  manifiesta  con  el 
creciente  número  de  atentados  en  diversos  lugares 
del  planeta,  todos  ellos  con  ese  sello  especial  del  te- 
rrorismo global.  Recordemos  que:  "La  mayor  parte 
de  los  atentados  terroristas  producidos  durante  los 
años  noventa  fueron  perpetrados  por  personas  y 
grupos  pertenecientes  a  una  'civilización  diferente'  a 
la  de  sus  víctimas",  (de  la  Corte-Jordán,  2007:20).  Las 
declaraciones  (enero  2009)  de  Osama  Bin  Laden  y 
Ayman  al  Zawhiri  en  relación  con  el  conflicto  Israel- 
Gaza  y  el  llamado  a  la  actuación  de  los  palestinos  y 
especialmente  de  los  jóvenes,  así  como  la  condena 
a  ciertos  líderes  árabes:  Egipto,  Arabia  Saudí,  Yemen 
y  Argelia,  constata  esta  red  internacional,  dispersa 
pero  operativa  y  con  unos  determinados  y  claros 


25  Descrito  con  detalle  en  La  yihad  terrorista  (de  la  Corte  y  Jor- 
dán. 197  y  ss.) 

26  Puede  estudiarse  la  proliferación  de  redes  en  la  web  en  diversos 
países.  A  modo  de  ejemplo  señalamos:  http://www.organizacio- 
nislam.org.ar/;  http://www.umma.org.ar/;  http://www.islamelsal- 
vador.com/;  http://www.islamchile.com/pagina.php;  http://www. 
islam. el/;  http://www.islamoriente.com/;  http.V/www.redislam. 
com/;  http://es.icro.ir/  y  otras  conectadas  con  el  movimiento 
bolivariano  en  Mayor  o  menor  medida:  http://www.fuerzasocial. 
el/;  http://www.fpmr.org/;  http://www.surda.cl/  y  varias  más. 


objetivos,  algo  muy  alejado  de  la  idea  de  desapari- 
ción o  inoperancia  de  Al  Qaeda  que  algunos  pudieran 
proponer.  Los  últimos  atentados  (febrero  2009)  en 
Venezuela  contra  intereses  judíos  puede  ser  el  esla- 
bón que  confirme  el  enlace  con  Iberoamérica. 

3.     Marco  geopolítico:  un  elemento  de 
desequilibrio 

Entender  la  relación  entre  terrorismo  y  guerrilla, 
vocablos  que  fueron  en  su  momento  considerados 
sinónimos  en  Iberoamérica,  es  un  punto  esencial  que 
permite  visualizar  la  evolución  del  derecho  interna- 
cional público  en  el  hemisferio. 

Hasta  la  década  de  los  años  ochenta,  incluso  has- 
ta entrados  los  noventa  en  algunos  países,  diversos 
movimientos  subversivos  o  de  liberación,  según  la 
perspectiva,  estuvieron  activos  en  el  continente  ame- 
ricano. Por  otra  parte,  muchos  ejércitos  tomaron  el 
poder  por  la  fuerza  y  permanecieron  al  frente  de  go- 
biernos por  décadas,  lo  que  se  convirtió  en  el  otro 
polo  del  problema  que  queremos  exponer. 

Durante  la  Guerra  Fría,  por  tanto,  se  dieron  dos 
situaciones  opuestas  que  generaron,  y  todavía  lo  ha- 
cen, una  polarización  político-social.  De  una  parte,  las 
guerrillas  que  pretendían  subvertir  el  orden  estable- 
cido y,  de  otra,  las  fuerzas  militares  que  ostentaban  el 
poder  de  manera  dictatorial. 

No  es  hasta  mediados  de  los  noventa  (1996 
exactamente)  que  el  proceso  de  paz  de  Guatemala 
pone  fin,  de  alguna  forma,  a  los  enfrentamientos  ar- 
mados internos,  con  excepción  del  que  todavía  per- 
siste en  Colombia,  si  bien  puede  ser  -y  de  hecho  lo 
es-  considerado  un  tanto  diferente. 

Querer  diferenciar  conceptos  como  terrorismo, 
guerrilla,  conflicto  o  dictadura,  en  una  región  como 
esta  no  es  tan  fácil  como  lo  ha  podido  ser,  concep- 
tualmente  hablando,  en  otros  lugares.  Para  el  imagina- 
rio social  de  ciertos  sectores,  el  guerrillero  es  un  te- 
rrorista, pero  no  para  otros  y,  también,  el  terrorismo 
internacional,  termina  por  ser  ligado  al  narcotráfico  o 


a  la  propia  actividad  subversiva  y  no  a  un  movimiento 
específico  tal  como  ha  sido  considerado  por  muchos 
autores  y  más  adelante  veremos. 

Es  por  ello,  que  la  labor  de  algunas  organizacio- 
nes internacionales,  como  la  OEA,  por  buscar  con- 
sensos que  permitan  ir  avanzando  en  esa  convergen- 
cia definitoria  de  conceptos  fundamentales,  se  puede 
considerar  un  esfuerzo  muy  positivo,  especialmente 
desde  finales  de  los  noventa.  Este  progreso  no  se 
puede  decir  que  se  haya  realizado  a  la  velocidad  que 
lo  han  hecho  otros  países  o  regiones,  sin  embargo.no 
es  menos  cierto  que  la  voluntad  se  ha  ¡do  poniendo 
de  manifiesto  en  las  diferentes  cumbres  o  reuniones 
de  mandatarios  u  otros  foros  especializados.  Incluso, 
en  la  Declaración  de  Quito  de  2004,  se  hace  referen- 
cia a  la  necesidad  de  implicar  no  sólo  a  las  fuerzas  de 
seguridad  sino  también  a  las  fuerzas  armadas  en  la  lu- 
cha contra  las  nuevas  amenazas,  entre  ellas  el  terro- 
rismo, lo  que  representa  un  importante  hito  sobre  la 
percepción  que  se  tenía  de  los  ejércitos  iberoameri- 
canos y  un  cambio  de  postura  en  la  relación  con  la 
institución  militar,  especialmente  si  consideramos  la 
siguiente  afirmación: 

"La  identificación  entre  el  concepto  de  segu- 
ridad nacional  y  el  establecimiento  militar,  de 
una  lado,  y  la  preponderancia  y  la  exclusivi- 
dad castrense  en  la  generación  de  una  visión 
sobre  el  tema,  de  otro,  han  hecho  que,  en 
América  Latina,  entre  los  intelectuales  exis- 
ta una  aversión  más  o  menos  extendida  a 
trata  temas  referentes  a  seguridad".  (Pardo, 
2004:12) 

Idea  que  el  propio  autor  comparte  y  deja  paten- 
te al  indicar  más  adelante:"EI  riesgo  mayor  a  mi  juicio 
es  que  las  exigencias  de  la  lucha  contra  el  terrorismo 
o  contra  el  crimen  organizado  derivado  de  las  dro- 
gas ilícitas  lleve  a  recurrir  a  las  fuerzas  militares  para 
estas  tareas".  (2004: 1 5). 

Así  las  cosas,  podemos  situarnos  a  principios  del 
nuevo  siglo  cuando  la  revolución  bolivariana  vene- 
zolana comienza  a  tomar  un  rumbo  distinto  del  que 
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se  había  venido  observando  en  la  región.  Uno  de  los 
elementos  clave  fue  la  denuncia  de  ciertos  artículos 
o  acuerdos,  por  parte  de  Venezuela,  en  determina- 
das declaraciones  realizadas  por  la  OEA  u  órganos 
adscritos  a  la  misma  y  que  más  adelante  se  detallará. 
Este  nuevo  rumbo  o  cambio  respecto  del  que  se  ve- 
nía observando,  presupone  una  visión  diferente  de  la 
que  se  había  venido  consolidando  y  varios  eventos 
particulares  lo  ponen  de  manifiesto.  El  primero,  fue 
la  consideración  de  fuerza  beligerante  por  parte  del 
mandatario  venezolano  a  las  FARC  tras  el  inciden- 
te en  Ecuador  donde  el  ejército  colombiano  ataca  y 
destruye  un  campamento  del  grupo  armado.  El  se- 
gundo, es  la  postura,  también  del  mandatario  venezo- 
lano, en  relación  con  el  ingreso  de  Cuba  en  la  OEA  y, 
finalmente,  el  tercero  por  limitar  los  ejemplos,  fue  la 
reacción  de  los  miembros  del  ALBA  ante  los  hechos 
ocurridos  en  Honduras  y  el  cambio  de  posición,  en 
ese  entonces,  sobre  el  rol  de  la  propia  OEA. 

Todo  ello,  nos  dibuja  una  nueva  era  en  materia 
de  consenso  y  acuerdos  en  el  seno  de  la  organización 
regional  y  un  desprestigio  de  la  misma,  producto  del 
desgaste  por  el  manejo  inadecuado  de  ciertos  temas 
y  la  geoestrategia  venezolana,  de  la  que  es  necesario 
indicar  algunos  aspectos  que  sirvan  para  contextua- 
lizar  la  temática  jurídica  que  se  aborda  más  adelante. 

Desde  la  llegada  de  Hugo  Chávez  al  poder  en 
Venezuela,  las  relaciones  con  algunos  países  que 
alientan  el  terrorismo  global,  tal  como  Irán,  se  han 
ido  estrechando  progresivamente.  Las  visitas  del 
presidente  Ahmadinejad,  alguno  de  sus  ministros  o 
personalidades  iraníes  han  sido  frecuentes  y  hasta 
numerosas  a  los  países  bajo  órbita  o  influencia  ve- 
nezolana. ¿Cuál  es  la  razón  de  este  acercamiento 
de  Irán?  ¿A  qué  obedece  y  qué  intereses  persigue? 
Tres  importantes  razones  nos  apunta  el  analista  Ely 
Karmon  (2009:  I ): 

First,  he  is  seeking  Latin  American  supportto 
counter  U.S.  and  European  pressures  to  stop 
Irán  from  developing  nuclear  capabilities. Ve- 
nezuela and  Cuba  were,  alongside  Syria,  the 
only  three  countries  that  supported  Iran's 


nuclear  program  in  a  February  2006  vote 
at  the  United  Nations'  International  Atomic 
Energy  Agency.  Second,  Ahmadinejad  wants 
to  strike  back  at  the  United  States  in  its  own 
hemisphere  and  possibly  destabilize  U.S.- 
friendly  governments  in  order  to  negotiate 
with  Washington  from  a  position  of  greater 
strength.  Third,  Ahmadinejad's  popularity  at 
home  is  falling,  and  he  may  want  to  show  his 
people  that  he  is  being  welcomed  as  a  hero 
abroad. 

En  todas  ellas  podemos  anclar  la  política  vene- 
zolana y  la  de  otros  países  afines,  en  relación  con  el 
desarrollo  nuclear,  el  apoyo  a  activistas  terroristas  o 
próximos  a  grupos  afines  al  terrorismo  global  y  al 
enfrentamiento  con  los  EEUU. 

Pero,  el  número  de  visitas  no  se  ha  limitado  a  las 
que  el  protocolo  hubiese  considerado  como  "nor- 
males". En  poco  tiempo,  tanto  el  presidente  iraní 
como  el  venezolano,  han  coincidido  más  de  lo  que 
suele  ser  habitual  entre  mandatarios.  Los  motivos 
son  diferentes,  existiendo  en  opinión  de  Malamut  y 
García,  algunos  muy  puntuales: 

Es  evidente  que  en  la  apuesta  iraní  por  Amé- 
rica Latina  también  hay  elementos  económi- 
cos y  no  se  deben  olvidar  algunas  cuestiones 
de  política  interna.  Ahmadineyad  ha  elegido 
el  mejor  momento  para  impulsar  esta  línea 
política,  ya  que  sus  planteamientos  encuen- 
tran eco,  respaldo  y  comprensión  en  unos 
dirigentes  regionales  contrarios  a  EEUU  y  a 
la  hegemonía  de  Occidente.  A  esto  se  suma 
otro  hecho  importante,  el  valor  más  que 
simbólico  de  tener  como  potenciales  alia- 
dos a  unos  países  muy  cercanos  a  EEUU. Así 
puede  contestar  la  influencia  de  Washington 
en  su  patio  trasero,  mientras  la  atención 
norteamericana  se  centra  en  otras  zonas  del 
planeta.  (2007: 1 ). 

Es  de  sospechar  que  este  acercamiento  no  obe- 
dece, como  suele  ser  natural,  a  la  promoción  del 
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intercambio  comercial,  prácticamente  inexistente,  a 
pesar  de  que  Irán  ha  llegado  a  ser  el  segundo  inver- 
sor en  Venezuela27.  Por  el  contrario  la  lectura  política 
es  necesaria  para  la  interpretación  de  estas  visitas  así 
como  la  presencia  de  delegaciones  iraníes  en  la  toma 
de  posesión  de  algunos  presidentes  de  la  región28. 

Algunas  líneas  de  reflexión,  que  se  desarrollan  a 
continuación,  contienen  los  vectores  en  relación  al 
enfrentamiento  que  sostienen  Venezuela  e  Irán  con 
los  Estados  Unidos  de  América:  la  financiación  de  re- 
voluciones en  países  afines  a  través  del  suministro  de 
recursos  económicos,  la  creación  de  una  infraestruc- 
tura que  permita  emprender  "una  guerra  contra  el 
imperialismo"  y,  lo  que  parece  más  grave,  la  apertura 
de  una  vía  de  infiltración  terrorista  y  la  promoción  de 
proyectos  nucleares:"Using  billions  of  Iranian  dollars 
in  aid  and  assistance,  and  a  $2  billion  Iran/Venezuela 
program  to  fund  social  projects  in  Latin  America, 
Ahmadinejad  has  worked  to  créate  an  anti-American 
bloc  with Venezuela,  Bolivia.and  Nicaragua".  (Karmon, 
2009:2).  Idea  que  se  refuerza  con  otros  comentarios: 
"Venezuela  habría  gastado  con  recursos  de  la  renta 
petrolera  más  de  $220,000  millones  en  inversiones, 
subsidios  y  donaciones  a  14  países...",  "...donacio- 
nes y  subsidios  a  naciones  como  la  Federación  de 
Rusia,  Cuba,  Bolivia  y  Argentina."29  Parte  de  toda  esta 
teoría  está  explícita  o  implícitamente  indicada  en  las 
Líneas  Generales  del  Plan  de  Desarrollo  Económico 
y  Social  de  la  Nación  2007-20 1 3  (LGPDESN)  y  otros 
similares,  todos  ellos  elaborados  y  publicados  por  el 
gobierno  venezolano. 

Coincidiendo  con  la  invasión  de  Israel  a  la  franja 
de  Gaza,  tras  el  hostigamiento  que  sufría  el  primero 
por  parte  de  militantes  de  Hamas,  diversas  manifes- 
taciones se  produjeron  en  Venezuela  y  en  Argentina. 
En  el  primero,  la  madrugada  del  3  I  de  enero  de  2009, 
quince  personas  no  identificadas  ingresaron  a  la  sede 
de  la  Asociación  Israelí,  causando  destrozos  en  sus 


27  Karmon.  Ely  (2009:3).  han  has  become  tfie  second  íorgesí  mvettor 
in  Venezuela,  ofier  the  United  States. 

28  En    Guatemala:  http://www.elperiodico.com.gt/es/20080ll4/ 
pais/47481 

29  El  Nuevo  Herald.  30  de  Marzo  de  2009  En:  http://www.elnuevo- 
herald.com/noticias/america_lati  na7story/4 1 60 1 7.html 


instalaciones  y  produjeron  detonaciones  de  armas  de 
fuego,  afortunadamente  sin  víctimas.  Los  hechos  for- 
maron parte  de  un  conjunto  de  actividades  similares 
que  se  repitieron  en  días  sucesivos,  como  la  pintada 
de  los  muros  de  la  sinagoga  con  mensajes  antisemitas. 
El  director  de  B'nai  B'rith30  calificó  la  situación  de  los 
judíos  en  Venezuela  como  "bastante  dramática". 

No  es  la  primera  vez  que  se  establece  una  estre- 
cha relación  entre  grupos  terroristas  y  el  gobierno  de 
Venezuela31.  El  pasado  año  2008,  la  diputada  española 
Rosa  Diez  González,  elevó  una  pregunta  al  gobierno 
español32  en  la  que  dejaba  constancia  de  cómo  algu- 
nos terroristas  de  la  banda  ETA  estaban  asociados 
con  el  movimiento  bolivariano  y  ocupaban,  incluso, 
posiciones  significativas  dentro  del  organigrama  de  la 
administración  chavista.  De  igual  forma,  confirmaba 
la  existencia  de  otros  terroristas  de  la  misma  banda 
en  territorio  venezolano33.  La  respuesta  del  gobier- 


30  B'nai  B'rith  es  la  más  grande  y  antigua  organización  judía  de  ser- 
vicios del  mundo.  Fundada  en  la  ciudad  de  Nueva  York  en  1843 
con  la  misión  de  "...Unir  a  los  judíos  para  promover  los  más 
altos  intereses  suyos  y  de  toda  la  humanidad;  de  desarrollar  y 
elevar  las  características  éticas  y  morales  del  pueblo  de  nuestra 
fe:  de  inculcar  los  más  puros  principios  de  humanidad  y  de  soco- 
rrer a  los  necesitados  y  perseguidos...". 

3  I  A  modo  de  ejemplo  y  durante  2009.  se  puede  citar  la  desactiva- 
ción de  un  bomba  en  la  sede  de  la  Nunciatura  Apostólica  (3  de 
enero),  el  reporte  de  una  alerta  de  bomba  en  la  urbanización  de 
Los  Palos  Grandes  (23  de  enero),  el  descubrimiento  de  un  pro- 
yectil de  mortero  en  una  alcantarilla  (24  de  enero),  un  estallido 
en  la  urbanización  El  Paraíso  para  difundir  propaganda  del  grupo 
de  izquierda  Frente  Guerrillero  Venceremos  ( I  3  de  febrero),  el 
estallido  de  una  caja  sonora  en  la  sede  de  la  Nunciatura  Apos- 
tólica (tercer  ataque  en  mes  y  medio),  (15  de  febrero),  otra 
explosión  en  la  sede  de  la  Asamblea  Nacional  (18  de  febrero), 
etc.  Fuente:  El  Nacional: 

http://el-nacional.com/www/site/ p_contenido.php?q=term/43  I 

32  Fechada  el  1 0  de  Junio  de  2008 

33  Por  la  importancia  del  documento  se  incluye  una  parte  del  mis- 
mo: "Asimismo,  la  presencia  de  miembros  de  ETA  en  Venezuela,  al 
amparo  del  Gobierno  de  este  país,  parece  estar  acreditada.  Asi.  Ar- 
turo Cubillas.  acusado  de  haber  participado  en  tres  asesinatos  de 
la  banda  terrorista  ETA,  ocupa  un  alto  cargo  en  el  Ministerio  de 
Agricultura  y  Tierras  venezolano.  De  la  misma  manera,  al  parecer 
dos  o  tal  vez  cuatro  de  los  miembros  de  ETA  para  los  que  se  pidió  la 
extradición  en  2002.  trabajan  actualmente  en  el  Instituto  Nacional 
deTierras  deVenezuela  -cuya  directora  es  Goizaber  Odnozola.  espo- 
sa del  citado  Cubillos-.  Dichos  militantes  de  ETA  son  Miguel  Angel 
Aldana  Barrena  (imputado  en  siete  asesinatos).  Eugenio  Barruúaben- 
goa  Zabarte  (diez  asesinatos), Jesús  Ricardo  Arteaga  Repolles  (cuatro 
asesinatos),  José  martin  San  Sebastián  Aguirre  (dos  asesinatos),  Luis 
María  Olalade  Quíntela  (cuatro  asesinatos)  y  José  Ayestarán  Legor- 
buru  (tres  asesinatos).  Y.  finalmente,  el  miembro  de  ETA  Xavier  Arruti 
está  empleado  como  asesor  de  la  Alcaldía  de  Chichiriviche.  localidad 
del  Estado  Falcón.  Teniendo  en  cuenta  que  estos  hechos  evidencian 
uno  relación  continuada  entre  ETA  y  el  Gobierno  de  Venezuela  que 


Derecho  Internacional  9 


no  incluye  el  reconocimiento  de  la  situación  descrita 
por  la  diputada: 

El  Gobierno  español  ha  solicitado  siempre 
a  las  autoridades  venezolanas  una  actitud 
vigilante  hacia  los  movimientos  de  presun- 
tos miembros  de  ETA  que  pudieran  estar 
instalados  en  su  territorio  y  efectivamente 
transmitió  su  malestar  y  queja  al  Gobierno 
venezolano  en  cuantas  ocasiones  estimó 
necesario  por  actuaciones  de  éstos  o  de 
autoridades  públicas  venezolanas.  Tampoco 
se  ahorrarán  gestiones  para  acelerar  la  tra- 
mitación de  los  expedientes  pendientes  de 
extradición.34 

Algo  que  el  investigador  Kenneth  Rijock  corro- 
bora al  manifestar  que  cada  uno  de  los  supuestos 
terroristas  de  ETA  solicitados  por  España  habría 
encontrado  un  lugar  seguro  en  Venezuela,  país  que 
le  pagaba  600  dólares  a  la  semana  para  sus  gastos 
(Machado,  2007-11:2). 

En  fechas  similares,  el  periódico  Libertad  Digital 
(www.libertaddigital.com)  recogía  las  declaraciones 
del  presidente  del  Institute  for  Global  Economic, 
Norman  A.  Bailey,  quien  aseguraba  que  el  presidente 
venezolano  Hugo  Chávez  había  destinado  alrededor 
de  "33  mil  millones  de  dólares  a 'causas'  dirigidas  a  in- 
fluir en  la  política  de  países  latinoamericanos,  y  pres- 
tado apoyo  financiero  a  terroristas  de  ETA,  FARC, 
Hamas  o  Hezbola".35  El  mismo  profesor  indicaba  que 
la  red  de  contactos  estaba  gestionada  directamente 
por  el  Centro  Islámico  en  la  isla  Margarita  y  sus  fi- 
liales en  Barquisimeto,  Anaco,  Puerto  Ordaz  y  puer- 


se  plasma  en  una  protección  de  éste  hacia  aquella  organización  te- 
rrorista, se  pregunta  ai  Gobierno  lo  siguiente. Pregunta  completa 
en:  http://www.upyd.es/fckupload/file/preguntas%20parlamento/ 
terrorismo/Preg_Gob_escrito%2008-06- 1 0%20ETA%20y%20 
Venezuela.pdf  Entrevista  completa  en:  http://www.libertaddig¡- 
tal.com/mundo/denuncian-a-chavez-por-dar-financiamiento-a- 
terroristas-de-eta-farc-hamas-y-hezbola- 1 276335348/ 

34  Respuesta  a  la  pregunta  escrita  de  techa  3  de  Noviembre  de 
2008. 

35  Entrevista  completa  en:  http://www.libertaddigital.com/mundo/ 
denuncian-a-chavez-por-dar-financiamiento-a-terroristas-de- 
eta-farc-hamas-y-hezbola- 1 276335348/ 


to  Cabello  y  las  operaciones  financiadas  con  fondos 
públicos. 

Esta  información  fue  manejada  de  la  misma  for- 
ma por  el  entonces  jefe  del  Comando  Sur  norteame- 
ricano (2002-2004),  James  Hill,  quien  llegó  a  afirmar 
que  en  isla  Margarita  existían  campos  de  entrena- 
miento de  Al  Qaeda,  algo  que  fue  desmentido  en 
otros  medios  afines  a  grupos  musulmanes,36  quienes 
culparon  a  la  CIA  de  generar  y  promover  esta  clase 
de  desinformación.  El  estudio  también  ha  sido  abor- 
dado desde  la  perspectiva  financiera  por  el  presti- 
gioso investigador  en  materia  de  lavado  de  dinero 
Kenneth  Rijock,  quien  ha  afirmado  que  determinadas 
organizaciones  terroristas: 

"..  .están  haciendo  dinero  a  través  del  tráfico 
de  drogas,  la  venta  de  armas,  el  contrabando 
de  personas  y  otras  diversas  actividades  ilí- 
citas, todo  lo  cual  eventualmente  redunda 
en  que  las  ganancias  de  todos  estos  delitos 
eventualmente  son  enviadas  a  sus  coman- 
dantes en  el  Medio  Oriente"  (Machado: 
2007-11- 1). 

Esto  mismo  es  corroborado  en  fecha  recien- 
te por  The  Wall  Street  ]ournaP7:  "Venezuela's  eco- 
nomically  crucial  black  market  for  dollars  was  all 
but  frozen  Friday  following  the  money-laundering 
arrest  of  an  owner  of  a  small  Florida  financial  firm, 
adding  to  tensions  between  the  U.S.  and  Venezuelan 
President  Hugo  Chávez".  De  la  misma  forma,  afir- 
ma que  Venezuela  emite  masivamente  documentos 
de  identidad  (cédulas  y  pasaportes)  para  radicales 
islámicos,  reportando  el  consulado  de  Venezuela  en 
Maraicao,  Colombia,  como  el  que  provee  este  tipo 
de  servicios38. 


36  Ver:  http://www.revistaarabe.com.ar/noticias_c%E91ula-AIQae- 
da-Margarita.asp 

37  Saturday.  March  28,  2009  En:  http://online.wsj.com/article/ 
SB 1 238 1 989 1 85276204 1  html#mod=rss_whats_news_us 

38  Noticia  completa  sobre  como  decenas  de  iraquíes  vuelan  a 
EEUU  con  pasaporte  venezolano.  En:  http://www.elpais.com/ar- 
ticulo/espana/Decenas/iraquies/pasaporte/falso/vuelan/Madrid/ 
EE/UU/elpepuesp/200705 1 4elpepinac_27/Tes 

-  Conexión  con  terrorismo  de  ETA,  en:  http://newsgroups. 
derkeiler.com/Archive/Soc/soc.culture.nicaragua/2007- 1  1/ 
msg00067.html 


La  presencia  de  musulmanes  ligados  directa  o  indi- 
rectamente a  movimientos  terroristas,  no  es  nueva  en 
Venezuela.  En  marzo  de  2002  llegó  a  la  capital  Hakim 
Mamad  Alí  Diab  Fattah,  quien  había  tomado  lecciones 
de  vuelo  en  Nueva  Jersey  con  uno  (Hani  Hanjour)  de 
los  que  estrelló  un  avión  contra  el  Pentágono.  Fattah 
llego  a  estar  en  la  cúspide  de  la  pirámide  de  otros  mu- 
chos terroristas  que  se  instalaron  en  el  país  caribeño 
desde  donde  recolectaban  fondos  para  organizaciones 
que  operaban  en  el  resto  del  mundo.  El  antiguo  direc- 
tor de  la  Dirección  de  Inteligencia  y  Prevención  (DISIP), 
general  Ferreira  confirmó  que  Chávez  giró  instruccio- 
nes para  destruir  los  registros  de  diez  recaudadores 
de  fondos  de  Hezbollah  que  presuntamente  realizaban 
transacciones  dudosas  en  las  islas  de  Margarita,  Aruba, 
Curazao  y  en  las  ciudades  de  Maracaibo  y  Valencia 
(Machado,  2007-11:3).  Incluso  mucho  antes  de  la  fecha 
indicada,  se  relaciona  a  Chávez  con  el  terrorismo  in- 
ternacional. Concretamente  se  data  en  1992,  cuando 
intentó  un  golpe  de  Estado.  Una  vez  llevado  a  cabo 
el  mismo,  fue  recibido  en  La  Habana, Trípoli  y  Bagdad. 
Pedro  Soto,  coronel  y  antaño  partidario  del  golpista, 
señala:  "Regresó  con  mucho  dinero  para  formar  su 
Movimiento  Bolivariano  Revolucionario  y  lanzarse 
como  candidato  a  la  Presidencia".  (Machado-ll-4). 

En  esta  línea  de  apoyo  a  gobiernos  que  promue- 
ven, apoyan  o  impulsan  el  terrorismo,  se  puede  cir- 
cunscribir la  invitación  del  presidente  Chávez  a  su 
homólogo  sudanés,  Ornar  Al  Bachir  para  que  visite 
Venezuela,  al  tiempo  que  le  expresó  su  solidaridad  y 
rechazo  a  la  orden  de  captura  y  detención  que  emitió 
la  Corte  Penal  Internacional  en  su  contra  por  críme- 
nes de  guerra  y  lesa  humanidad  en  Darfur:"yo  hablé 
hoy  con  Al  Bachir  y  le  pregunté  qué  riesgos  corre 
cuando  viene  por  estos  mundos.  Le  invité  a  Caracas 
pero  le  dije:  ojalá  no  tengas  ningún  problema  allá". 
También  calificó  de  "hipócrita  la  actitud  del  imperio" 
de  los  EEUU  de  cara  al  nuevo  gobierno  de  Israel,  que 
no  reconoce  a  Palestina  como  un  país,  y  se  solidarizó 
con  Hamás.3' 


39  Información  en  ABC:  http://www.abc.es/2009033 1  /internacíonal- 
iberoamerica/chavez-invita-buscado-presidente-2009033  I  1 9 1 5 
html 


a.    El  espacio  del  ALBA 

No  sólo  ha  sido  en  Venezuela  donde  se  ha  de- 
tectado esta  penetración  de  algunos  personajes 
cercanos  o  directamente  ligados  con  grupos  terro- 
ristas40. Algunos  de  los  países  adheridos  a  la  Alianza 
Bolivariana  de  las  Américas  (ALBA)41  han  apoyado  a 
Venezuela  en  relación  con  la  facilitación  de  visas  de 
ingreso  o  apoyo  a  determinados  personajes.  Es  el 
caso  documentado  de  tres  ciudadanos  libios:  Fahti 
Ahmed  Agnijiyoua,  Gadmour  Mayloud  Mofthahim  e 
Ittaieb  Jumaa  Hussain,  que  ingresaron  en  Nicaragua 
y  fueron  recibidos  por  su  presidente,  Daniel  Ortega, 
sin  contar  con  el  correspondiente  visado,  algo  que 
fue  soslayado  por  la  intervención  oportuna  de  la 
Directora  General  Consular  de  aquel  país,  quien  in- 
formó a  la  Directora  de  Migración  y  Extranjería  que 
permitiera  el  acceso  al  país  a  los  viajeros  proceden- 
tes de  Caracas-Lima-Panamá42.  Algo  similar  parece 
que  ocurrió  en  El  Salvador,  sin  que  haya  una  clara 
constancia  del  suceso  y  sí  una  gran  sospecha  y  hasta 
un  cierto  grado  de  temor. 

Este  hecho  no  fue,  en  absoluto,  aislado  ya  que  en 
fechas  próximas  a  aquella  también  ingresaron  veintiún 
ciudadanos  iraníes  con  el  correspondiente  visado43. 
Además:"a  comienzos  de  octubre  de  2007  el  gobier- 
no de  El  Salvador  activó  un  sistema  de  alerta  en  to- 
das las  fronteras  debido  a  la  presencia  en  Nicaragua 
de  tres  miembros  de  la  Guardia  Republicana  de  Irán, 


40  Listado  en:  http://www.neoliberalismo.com/archivo-rojo.htm 

41  Wikipedia:  Asimismo,  a  petición  del  presidente  de  la  República 
Bolivariana  Venezuela.  Hugo  Rafael  Chávez  Frías,  el  ALBA-TCP 
deja  de  llamarse  "Alternativa"  para  llamarse  "Alianza".  El  presi- 
dente venezolano  lo  indicó  de  este  modo  en  la  VI  Cumbre  Ex- 
traordinaria del  ALBA  -  TCP  en  Maracay:  "Surgió  así  como  una 
alternativa.  Algunos  hemos  venido  comentado  y  creemos  que 
aunque  mantiene  su  condición  de  alternativa,  podemos  llamarla 
'alianza'.  El  motivo  del  cambio  de  "alternativa"  por  "alianza"  se 
debe  a  que  actualmente  el  ALCA  ya  no  tiene  mayor  repercusión 
en  la  región,  y  el  ALBA-TCP.  ya  más  que  representar  una  alterna- 
tiva en  contraposición  al  ALCA,  busca  un  mayor  afianzamiento 
institucional  y  renovados  objetivos. 

42  Diario  La  Prensa  de  Nicaragua:  http://www.laprensa.com.ni/ 
archivo/2007/Octubre/20/noticias/nacionales/2224 1 7shtml.  La 
ruta  que  siguieron  fue:  28  July  2007:  Caracas  (6:45pm)-Lima 
(9:35am),  Fight  (TA49).  Lima  (02:30pm)-Panama  City(l8:00pm), 
Flight  (CM-488).  Panamá  City(06:50pm)-Managua  (I9:30pm), 
Flight  (CM-71  I). 

43  Noticia  completa  en:  http://istmocentroamericano.blogspot. 
com/2007/ 1 0/en-un-solo-dia-entran-nicaragua-sin.html 
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quienes  se  quedaron  en  ese  país  tras  haber  arribado 
en  enero  acompañando  al  presidente  iraní,  Mahmoud 
Ahmadinejad...",  (Machado,  111:2). 

De  igual  forma,  a  mediados  del  mes  de  marzo 
de  2009,  el  presidente  de  Nicaragua,  Daniel  Ortega, 
hacía  una  propuesta  de  apertura  de  visas  (no  exi- 
gencia) a  países  africanos  y  otros  de  Medio  Oriente, 
pretendiendo  extender  la  misma  por  todo  el  espacio 
centroamericano.  Lo  que  pudiera  evaluarse  a  prime- 
ra vista  como  de  sensatez  política  y  de  promoción 
comercial  y  hasta  turística,  cierra  el  círculo  con  las 
consideraciones  anteriores  y,  lo  único  real,  podría 
ser  la  apertura  de  un  corredor  "seguro",  desde  la 
perspectiva  de  control  aduanero,  a  personajes  como 
los  que  son  admitidos  en  Nicaragua,  procedentes  de 
Venezuela.  El  terrorismo,  entre  otros  actores,  ten- 
dría un  espacio  de  actuación  libre  de  persecución  y 
bajo  el  control  de  los  servicios  nicaragüenses-vene- 
zolanos. Parte  de  toda  esta  estrategia  es  achacable 
al  secretario  privado  del  presidente  nicaragüense, 
Mohamed  Lashtar4'1,  quien  estuvo,  según  la  misma 
fuente  de  prensa  indicada,  al  tanto  de  la  labor  que  se 
hacía  en  migración. 

b.   El  tema  nuclear 

Otro  de  los  aspectos  a  considerar  en  estas  re- 
flexiones se  refiere  al  tema  de  la  energía  nuclear  y 
al  apoyo  de  Irán  a  países  de  la  órbita  del  ALBA  para 
la  construcción  de  centrales  nucleares.  El  fin  último 
del  presidente  venezolano  no  es  otro  que  "la  con- 
solidación de  un  nuevo  bloque  regional  de  poder" 
(Dieterich,  2004). 

Una  de  las  hipótesis  más  peligrosas  es  que  Irán 
puede  estar  apoyando  el  desarrollo  de  energía  nu- 
clear con  fines,  no  necesariamente  pacíficos.  La  ayuda 
iraní  no  sólo  han  servido  para  promover  la  industria 
de  extracción  y  refinado  de  petróleo,  sino  que  en 
algún  momento  se  han  derivado  hacia  el  desarrollo 


44  El  presidente  Daniel  Ortega  Saavedra  nombró  a  Mohamed  Mo- 
hamed Lashtar,  como  su  Secretario  Privado,  según  el  Acuerdo 
Presidencial  1 3-2007,  publicado  en  La  Gaceta  número  siete  del 
1 0  de  enero  de  2007. 


de  energía  nuclear.  La  línea  área  CONVIASA45,  limi- 
tada prácticamente  a  vuelos  internos,  opera  un  vuelo 
de  ida:  Caracas-Damasco-Teherán  todos  los  sábados 
y  regreso  los  martes,  sin  posibilidad,  como  el  resto, 
de  acceso  a  través  de  la  página  web  de  la  compañía 
aérea.  Algunos  analistas  se  han  cuestionado  seria- 
mente el  papel  de  estos  vuelos,  ya  que  el  transpor- 
te de  viajeros  no  parece  ser  lo  más  usual  "un  vuelo 
que  tiene  capacidad  para  más  de  300  personas  pero 
que  generalmente  no  llega  a  transportar  100...,  sin 
embargo  la  incógnita  radica  en  que  esos  vuelos  se 
realizan  despoblados  de  pasaje  pero  en  cambio  con 
gran  cantidad  de  carga."  (Machado,  II 1-5).  Y  Karmon 
(2009: 3)  añade: 

"Venezuela  already  has  become  Iran's  gate- 
way  for  travel  to  the  región.  There  is  now 
a  weekly  flight  between  Caracas  and  Teh- 
ran,  with  a  stopover  in  Damascus,  operated 
by  the  Venezuelan  state-controlled  airline 
Conviasa  and  Iran's  national  carrier,  Irán  Air. 
Flights  are  packed  with  government  officials 
and  government-friendly  business  people. 
Venezuela's  state  airline  bought  an  Airbus  jet 
especially  for  the  route." 

El  tema  debe  tomarse  como  una  señal  política  de 
apertura  de  un  nexo  hasta  ahora  inexistente  y  que 
puede  consolidar  una  vía  segura  y  discreta  de  trán- 
sito de  personas  y  materiales.  En  esta  misma  línea, 
el  presidente  Ortega  ya  ha  hecho  público  el  apoyo 
de  su  gobierno  al  uso  de  la  energía  nuclear  con  fi- 
nes pacíficos  en  Irán46."  En  relación  con  los  supues- 
tos traslados  de  carga  que  se  realizan  con  cada  viaje 
de  avión,  "la  sospecha  de  las  fuentes  radica  en  que 
Venezuela  está  produciendo  uranio,  aunque  Chávez 
lo  niegue,  y  que  ese  uranio  sería  despachado  a  Irán" 
(Machado,  111-5). 

El  segundo  punto  de  interés  es  la  posibilidad  de 
presencia  de  armas  nucleares  en  Iberoamérica  y  la  aso- 


45  Opera  conjuntamente  con  Irán  Air 

46  Noticia    completa    en:  http://www.radiolaprimerisima.com/ 
noticias/ 12754 
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ciación  que  pudiera  existir  entre  estos  dos  países  y  la 
Federación  de  Rusia.AI  respecto  Colmenares47  indica: 

"Uno  de  los  elementos  más  preocupantes 
de  la  alianza  estratégica  entre  la  Federación 
Rusa  y  Venezuela,  bien  dado  por  la  posibi- 
lidad de  la  utilización  del  territorio  vene- 
zolano por  parte  de  estos  últimos  para  el 
estacionamiento  de  sus  navios  de  guerra  y 
aviones,  conociendo  que  los  mismos  cuen- 
tan con  la  posibilidad  de  utilizar  armamentos 
nucleares". 

Este  panorama  es,  sin  duda,  el  hipotéticamente 
más  peligroso  y  podría  tener  una  directa  incidencia 
no  sólo  en  la  temática  del  terrorismo  internacional 
que  venimos  analizando,  también  en  la  actual  desnu- 
clearización  de  la  región  y  en  el  impacto  y  trascen- 
dencia de  adoptar  una  postura  divergente  con  la  po- 
lítica hasta  ahora  observada  al  respecto. 

c.    FARC,  indigenismo  y  terrorismo 

Mientras  la  Unión  Europea  y  los  Estados  Unidos 
de  América,  entre  otros  muchos,  contemplan  a  las 
Fuerzas  Armadas  Revolucionarias  de  Colombia 
(FARC)  como  grupo  terrorista  con  las  implicaciones 
internacionales  que  ello  conlleva,  los  países  ibero- 
americanos, con  contadas  excepciones  (Colombia  y 
Perú)  no  han  terminado  de  definir  su  relación  con 
aquéllas.  Cuando  se  produce  el  ataque  colombiano, 
en  territorio  ecuatoriano,  a  un  grupo  de  las  FARC, 
la  declaración  de  la  XX  Cumbre  del  Grupo  de  Río 
deja  clara  la  postura  "políticamente  correcta"  de  los 
países  signatarios,  al  denunciar  la  inviolabilidad  de  la 
soberanía  territorial  y  la  voluntad  de  promover  una 
convivencia  pacífica.  En  ninguna  parte  aparece  una 
condena  o,  sencillamente,  una  referencia  al  grupo  te- 

47  Trabajo  de  Leopoldo  E.  Colmenares  a  presentar  en  la  Conferen- 
cia Subregional  de  Cartagena  de  Indias  en  Colombia  (28-3 1  de 
Julio  2009)  organizada  por  el  Centro  de  Estudios  Hemisféricos 
de  la  Defensa  de  la  National  Defense  University  de  Washington, 
titulado:  Las  Relaciones  entre  la  Federación  Rusa  y  Venezuela: 
Implicancias  para  la  Seguridad  Subregional.  Se  recomienda  su  lec- 
tura para  explorar  este  nuevo  vector  geoestratégico.  En:  http:// 
www.ndu.edu/chds/SRC-Colombia09/TrabajosAcademicos.html 


rrorista.  Dicho  de  una  manera  coloquial  y  resumida, 
los  países  de  la  zona  prefieren  obviar  la  responsabili- 
dad de  enfrentar  un  problema  en  beneficio  de  redu- 
cir el  nivel  de  conflictividad  o  poder  genera  una  cri- 
sis, sin  llegar  muy  bien  a  comprender  que  el  silencio 
genera  un  importante  espacio  y  tiempo  que  permite 
que  esos  y  otros  grupos  se  puedan  organizar/reorga- 
nizar o  desarrollar  en  otros  lugares  y  en  otras  áreas 
delictivas.  La  estrategia  preventiva  y  la  responsabili- 
dad de  tomar  postura  frente  a  grupos  criminales,  se 
sustituyen  por  el  silencio,  algunas  veces  cómplice,  y 
la  esperanza  de  no  ser  en  el  futuro  afectado,  algo 
que  se  ha  demostrado  totalmente  inútil.  Se  corre  el 
riesgo  de  que  los  grupos  terroristas  locales,  al  igual 
que  sucede  en  otros  países,  puedan  servir  en  algún 
momento  de  soporte  a  aquellos  otros  que  se  están 
configurando  en  la  región  o  que  desde  el  exterior 
desean  contar  con  una  determinada  infraestructura. 
Recordemos  que: 

"Tarde  o  temprano,  cualquier  democracia 
debería  someter  al  juicio  de  la  opinión  pú- 
blica sus  decisiones  en  materia  antiterro- 
rista, lo  que  a  su  vez  debería  obligar  a  las 
autoridades  democráticas  a  reunir  razones 
suficientes  para  justificar  dichas  decisiones", 
(de  la  Corte-Jordán,  2007:284). 

De  igual  forma,  el  movimiento  terrorista  ha  ten- 
dido a  apoyarse  en  comunidades  indígenas  o  autóc- 
tonas. En  declaraciones  periodísticas48,  el  experto  Ely 
Karmon  se  refiere  al  intento  de  ataque  de  la  emba- 
jada de  los  Estados  Unidos  en  Caracas  por  Teodoro 
Darnott49,  un  líder  wayúu50  y  de  cómo  "la  penetra- 
ción en  las  comunidades  indígenas  es  uno  de  los 
métodos  que  utilizan  Irán  y  Hezbolá".  Algo  también 


48  En:  http://www.cambio.com.co/paiscambio/IOpreguntasc 
ambio/82l/ARTICULO-WEB-NOTA_INTERIOR_CAM- 
BIO-489991  l.html 

49  SheidyTeodoroDarnutt  cuanta  con  algunas  páginas  en  laweb.donde 
da  a  conocer  su  forma  de  pensar.Ver:  http://caminosdeallah.blogs- 
pot.com/  y  en:  http://blogs.que.eS/teocracia-venezuela/2009/2/3/ 
mi-pensamiento-politico-y-mistico-teodoro-rafael-darnott 

50  Los  wayuü  como  son  un  pueblo  amerindio,  aborigen  nómada 
de  la  Península  de  la  Guajira,  sobre  el  mar  Caribe,  que  habita 
territorios  tanto  de  Colombia  como  de  Venezuela,  sin  tener  en 
cuenta  las  fronteras  entre  estos  dos  países  sudamericanos,  sien- 
do la  etnia  indígena  más  numerosa  en  ambos  estados. Wikipedia 
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destacado,  bajo  el  título  "Chávez  ha  invitado  a  mi- 
sioneros chiitas  de  Irán  para  convertir  a  los  guajiros 
y  demás  indígenas  de  la  amazonia"51.  De  la  Corte  y 
Jordán  (2007: 1 7),  nos  lo  describen  haciéndolo  exten- 
sivo a  otras  actuaciones  que  tienen  diferentes  objeti- 
vos: "Hacen  proselitismo  mediante  el  desempeño  de 
diversas  funciones  caritativas,  educativas  y  sanitarias 
en  los  barrios  más  desfavorecidos  y  en  otras  pobla- 
ciones desatendidas...". 

El  tema  central,  además,  se  focaliza  en  la  posi- 
bilidad de  poder  contactar  con  personal  autóctono 
para  formar  grupos  de  apoyo  logístico  o  activistas,  tal 
y  como  Karmon  indica  haciendo  una  similitud  con 
lo  ocurrido  en  Europa:"Es  un  método  que  es  utiliza- 
do últimamente  por  Al  Qaeda,  que  está  reclutando 
franceses,  británicos  y  también  australianos  que  se 
convirtieron  al  Islam  para  así  penetrar  más  fácilmen- 
te a  estos  países.  Eso  puede  llegar  también  a  América 
Latina",  (Machado,  111:4). 

En  relación  con  esta  hipótesis,  es  conocido  que 
un  importante  número  de  terroristas  de  la  FARC  se 
refugian  en  Venezuela." 

No  son  pocas  las  asociaciones  islamistas, 
como  los  Hermanos  Musulmanes,  que  ha- 
cen proselitismo  mediante  el  desempeño 
de  diversas  funciones  caritativas,  educativas 
y  sanitarias  en  los  barrios  más  desfavoreci- 
dos y  en  otras  poblaciones  desatendidas  por 
sus  correspondientes  Estados  (de  la  Corte- 
Jordán,  2007:17). 


51  En:  http://yahel.wordpress.eom/2007/l  l/21/chavez-ha-invitado- 
a-%E2%80%9Cmisioneros%E2%80%9D-chiitas-de-iran-para- 
convertir-a-los-guajiros-y-demas-indigenas-de-la-amazonia/ 
y  http://colombia.indymedia.org/news/2007/IO/72837.php  y 
http://www.minutodigital.com/actualidad/2007/ 12/11  /hugo-cha- 
vez-importa-a-venezuela-filiales-del-grupo-terroista-hezbollaz/ 

52  Diversas  fuentes: 

1 .  http://www.realinstitutoelcano.org/documentos/83.asp 

2.  http://www.noticias24.com/actualidad/noticia/ 1  8382/cam- 
pamento-de-formacion-de-guerrilleros-cubanos-opera-en- 
venezuela/?cp=2 

3.  http://www.americaeconomica.eom/numeros4/3  I  71 
reportajes/2Carolina3  1 7.htm 

4.  Departamento  de  estado  USA.  En:  http://www.state.gOv/s/ct/ 
rls/crt/2007/ 103  7IO.htm 


4.     Marco  conceptual:  Desencuentro  e 
intereses  políticos 

En  Iberoamérica, es  en  el  seno  de  la  Organización 
de  los  Estados  Americanos  (OEA)  donde  deben  pro- 
moverse y  buscarse  las  iniciativas  en  el  marco  de  la 
seguridad  y  la  defensa.  De  acuerdo  con  su  Carta  fun- 
dacional, el  artículo  2  determina  que  el  primer  objeti- 
vo es:"Afianzar  la  paz  y  la  seguridad  del  Continente". 

La  OEA  ha  pasado,  al  menos,  por  tres  fases  claras. 
La  primera  como  oficina  de  asuntos  americanos.  La 
segunda,  durante  la  Guerra  Fría,  jugando  un  papel  con 
alto  grado  de  dependencia  de  los  Estados  Unidos: 

La  OEA  surge  en  plena  Guerra  Fría  y  queda 
atrapada  en  la  dinámica  de  esta  situación  in- 
ternacional como  un  instrumento  de  lucha 
para  combatir  el  comunismo.  El  unilatera- 
lismo  norteamericano,  el  aislamiento  y  la 
desconfianza  mutua  entre  sus  miembros  es 
uno  de  los  elementos  característicos  de  este 
período.  Durante  los  años  sesenta  y  setenta 
buena  parte  de  América  Latina  escudados  en 
el  principio  de  no  intervención,  consagrado 
en  la  Carta  de  la  OEA,  mantuvieron  regíme- 
nes dictatoriales,  mientras  que  la  OEA  que- 
daba bloqueada.  (Alda:2) 

La  tercera,  una  nueva  etapa  que  comienza  en 
1994,  se  desarrolla  y  se  consolida  con  la  presidencia 
de  César  Gaviria  y  llega  a  nuestros  días: 

La  'nueva  visión  de  la  OEA'  presentada  por 
César  Gaviria,  secretario  general  entre  1994 
y  2004,  y  ratificada  por  todos  los  países 
miembros  expresa  los  nuevos  objetivos  de  la 
OEA  y  se  convierte  en  el  principal  referen- 
te para  desarrollar  un  proceso  de  transfor- 
mación que  afecta  a  toda  la  organización..., 
(Alda:2) 

En  esta  última,  el  afianzamiento  de  los  sistemas 
democráticos  de  la  región  fue  el  principal  vector  de 
trabajo  de  la  organización.  No  obstante,  para  algunos 
analistas,  la  última  Cumbre  de  lasAméricas  pareciera 


ser  el  inicio  de  otra  etapa  en  la  que  el  protagonismo 
de  los  países  del  ALBA,  liderados  por  Venezuela,  el 
manejo  de  la  OEA  por  agendas  interesadas  de  corte 
socialista  y  la  ausencia  de  los  Estados  Unidos,  parece 
que  son  nuevos  vectores. 

El  principio  dominante  en  relación  con  la  no  in- 
tervención y  respeto  a  la  soberanía  de  los  pueblos 
(no  siempre  observado),  ha  condicionado,  de  alguna 
forma,  que  la  adopción  de  medidas  de  carácter  gene- 
ral no  haya  sido  posible  puesto  que  son  los  Estados 
quienes,  a  fin  de  cuentas,  tienen  plena  autonomía  para 
decidir.  Ello  genera,  sin  duda,  una  falta  de  convergen- 
cia y  alineación  en  determinados  campos,  siendo  el 
terrorismo  uno  de  ellos. 

No  hay  una  definición  universalmente  aceptada 
de  terrorismo53.  Lo  que  para  determinados  colec- 
tivos son  actos  terroristas,  para  otros  pueden  ser 
actos  de  valor  que  permitan  liberar  a  sus  pueblos. 
Por  consiguiente,  siguiendo  esa  lógica,  será  muy  com- 
plicado para  la  comunidad  internacional  llegar  a  un 
consenso  en  torno  a  una  definición  de  terrorismo 
"simple"  o  mayoritariamente  aceptada. 

Hay  que  reconocer,  sin  embargo,  que  se  ha  he- 
cho un  importante  avance  en  esta  materia,  gracias 
a  la  aprobación  de  varias  convenciones  que  tratan 
el  asunto  de  forma  tangencial.  No  obstante,  la  esen- 
cia del  problema  todavía  debe  ser  abordada,  y  es  ahí 
donde  se  estanca  el  tema.  ¿Quiénes  podrán  ser  ca- 
lificados de  terroristas  y  quiénes  luchadores  por  la 
liberación  de  sus  pueblos?;  ¿qué  métodos  serán  acep- 
tables y  qué  otros  reprobados.  Está  claro  que,  en  este 


53  Pérez  G  (2007:21  y  ss.)  recoge  alguna  de  Walzer:  "the  delibérate 
killing  of  innocent  peop/e,  al  random,  in  arder  lo  spreod  feor  through 
a  whole  populaúon  and  forcé  the  hand  its  polivcal  leaders";  de  Stohl: 
"the  purposeful  act  or  threat  of  the  act  of  violence  to  créate  feor 
ondíor  compltant  behavior  tn  a  victim  andlor  audience  of  the  act  or 
threat";  Laqueur:  "terrorismo  es  una  estrategia  o  método  de  comba- 
te que  recurre  a  la  violencia  o  a  la  amenaza  del  uso  de  la  violencia 
para  obtener  determinados  objetivos  políticos",  Augusto  Varas:  "el 
terrorismo,  a  nivel  de  las  relaciones  internacionales  o  bien  enmarcado 
al  interior  de  los  limites  nacionales,  en  cuanto  o  acción  del  Estado 
contra  los  ciudadanas  o  de  grupos  sociales  contra  el  Estado  y  el  resto 
de  la  sociedad,  transforma  la  política  en  guerra,  aun  cuando  ello  se 
realice  ba¡o  corocteristicas  particulares". 


debate,  determinados  países  intentarán  imponer  su 
visión  de  las  cosas.54 

El  ex  Secretario  General  de  la  Organización  de 
Naciones  Unidas,  Kofi  Annan,  insistió,  en  su  momen- 
to, en  la  necesidad  de  lograr  una  definición  de  te- 
rrorismo que  gozara  de  la  aceptación  general  de  la 
comunidad  internacional55. 

Por  otra  parte, Yasser  Arafat  en  su  discurso  ante 
la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  en  no- 
viembre de  1974,  dijo:"no  se  puede  llamar  terrorista 
a  quien  defiende  una  causa  justa,  a  quien  lucha  por  la 
liberación  de  su  tierra  invadida"56.  Con  ese  concep- 
to Arafat  quiso  justificar  los  actos  terroristas  de  la 
Organización  para  la  Liberación  de  Palestina  (OLP) 
contra  Israel,  al  igual  que  el  ataque  de  Siria  y  Egipto 
a  Israel  en  octubre  de  1973  (Guerra  deYom  Kippur) 
intentando  recuperar  las  tierras  ocupadas. 

Los  jefes  de  Estado  islámicos,  reunidos  en  la 
conferencia  de  Kuwait  de  1987,  hicieron  suyo  este 
punto  de  vista,  al  proclamar  su  convicción  de  que 
era  necesario  "distinguir  entre  las  brutales  e  ilega- 
les acciones  terroristas  perpetradas  por  individuos, 
grupos  o  Estados,  y  aquellas  otras  legítimas  de  las 
naciones  oprimidas  y  subyugadas  contra  todo  tipo  de 
ocupación  extranjera"57.  Si  lo  dicho  por  Arafat  pudie- 
ra tener  sentido  en  ciertos  casos,  avalar  los  ataques 
contra  la  población  civil  por  defender  una  causa,  no 
deja  de  ser  una  actitud  que  necesariamente  se  tiene 
que  calificar  como  terrorista. 


54  En  todo  caso,  se  puede  acudir  a  la  Cuarta  Convención  de  Gine- 
bra, en  su  artículo  33,  donde  delimita  los  parámetros  de  actos 
o  amenazas  tendientes  a  ocasionar  y  expandir  el  terror  en  la 
población  civil  o  entre  ex  combatientes. 

55  La  definición  a  la  que  se  llegó  fue  la  siguiente:"....  any  action.  in 
addition  lo  actions  already  speafied  by  the  existing  convenuons  on 
ospect  of  terrorism.  the  Geneva  Conventions  and  Security  Council 
resolution  1566  (2004),  that  is  intended  to  cause  death  or  serious 
bodily  harm  lo  civilians  or  non<ombatants,  when  the  purpose  ofsuch 
act,  by  ils  nature  or  context,  is  lo  intimídate  a  population,  or  to  compel 
a  Government  or  an  International  organization  lo  do  or  to  abstain 
from  domg  any  act". 

56  Citado  por  AVILES.  Juan.  ¿Es  posible  y  necesario  definir  el  terroris- 
mo?. Análisis  n°  23.  18  de  Abril  de  2002.  Conferencia  pronuncia- 
da en  el  Seminario  "Terrorismo:  nuevas  manifestaciones.  Nuevas 
respuestas."  Universidad  de  Granada. 

57  Ibid. 
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El  27  de  diciembre  de  2001, el  Consejo  Europeo58 
decidió  establecer  una  posición  común  para  comba- 
tir el  terrorismo,  asumiendo  la  necesidad  de  definir 
los  delitos  terroristas,  ya  que  en  las  leyes  penales 
de  algunos  de  los  Estados  miembros  de  la  Unión 
Europea,  no  existían.  La  relación  incluye  y  define  una 
serie  de  actos,  desde  el  homicidio  hasta  el  apoyo  a  un 
grupo  terrorista,  que  deben  ser  considerados  terro- 
ristas cuando  pueden  dañar  seriamente  a  un  país  o  a 
una  organización  internacional  y  se  cometen  con  uno 
de  los  siguientes  objetivos: 

a.  Intimidar  seriamente  a  una  población. 

b.  Obligar  indebidamente  a  un  gobierno  u  organi- 
zación internacional  a  realizar  o  dejar  de  realizar 
una  actuación. 

c.  Desestabilizar  seriamente  o  destruir  las  es- 
tructuras políticas,  constitucionales,  económi- 
cas o  sociales  de  un  país  o  de  una  organización 
internacional. 

Algunos  analistas  destacan  el  I  I  de  septiembre 
de  2001  como  la  fecha  de  toma  de  conciencia  de  la 
región  en  relación  con  la  necesidad  de  promover 
acuerdos  de  mayor  compromiso:"  aunque  la  si- 
miente de  una  coordinación  internacional  de  esfuer- 
zos en  materia  de  lucha  antiterrorista  -incluyendo 
el  aspecto  jurídico-,  esparcida  desde  los  años  1960, 
existía,  no  germinó  hasta  los  atentados  del  I  I  de  sep- 
tiembre de  2001 ..."  (Ibáñez:  I). 

La  propia  Unión  Europea  perfeccionó  el  docu- 
mento anterior  al  emitir,  el  13  de  junio  de  2002,  la 
Decisión  Marco  del  Consejo59  por  la  que  se  conside- 
raría delitos  de  terrorismo: 


58  Posición  Común  200 1/93  I /PESC.  Definición  de  personas,  gru- 
pos y  entidades  implicadas  en  actos  de  terrorismo  y  actos 
terroristas. 

Esta  posición  se  ha  ido  actualizando  cada  año.  La  última  es  la 
2009/67/CFSP.  de  26  de  Enero  de  2009,  e  incluye  en  el  listado  de 
personas  y  grupos  terroristas,  para  el  caso  que  nos  ocupa,  a  las 
Fuerzas  Armadas  Revolucionarias  de  Colombia  (FARC).  Sende- 
ro Luminoso  (SL)  y  Autodefensa  Unidas  de  Colombia  (AUC). 

59  DEC  M  2002/475/JAI. 


"....actos  intencionados  cometidos  con  el  pro- 
pósito de:  intimidar  gravemente  a  una  población;  obli- 
gar indebidamente  a  los  poderes  públicos  o  a  una 
organización  internacional  a  realizar  un  acto  o  abs- 
tenerse de  hacerlo;  desestabilizar  gravemente  o  des- 
truir las  estructuras  fundamentales  políticas,  cons- 
titucionales, económicas  o  sociales  de  un  país  o  de 
una  organización  internacional.  Además,  los  Estados 
miembros  se  comprometieron  a  tipificar  como  de- 
lito la  inducción,  la  complicidad,  y  la  tentativa  de  co- 
meter cualquiera  de  estos  actos"  (Powell-Reinares, 
2008:300). 

Con  esa  nueva  concepción  promovió,  entre  los 
Estados  europeos,  la  adopción  de  la  definición  ante- 
rior, así  como  la  de  grupo  terrorista  y  delitos  ligados 
a  las  actividades  terroristas.  El  paso  supuso  un  impor- 
tante salto  cualitativo  ya  que  precisó  determinados 
aspectos  necesarios  para  el  sustento  del  marco  jurí- 
dico a  desarrollar  en  cada  país. 

Por  su  parte,  el  6  de  agosto  del  2002,  la  Asamblea 
General  del  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones 
Unidas,  en  sendas  cartas  idénticas  fechadas  el  I 
de  agosto  y  dirigidas  al  presidente  de  la  Asamblea 
General  y  al  Presidente  del  Consejo  de  Seguridad  en 
su  literal  1 3.a,  dice: 

"...  en  la  mayoría  de  los  casos  el  terrorismo 
es  esencialmente  un  acto  político.  Su  finali- 
dad es  infligir  daños  dramáticos  y  mortales 
a  civiles  y  crear  una  atmósfera  de  temor  ge- 
neralmente con  fines  políticos  o  ideológicos 
(ya  sean  seculares  o  religiosos).  El  terroris- 
mo es  un  acto  delictivo,  pero  se  trata  de  algo 
más  que  simple  delincuencia". 

El  documento  pone  énfasis  en  el  concepto  de 
"acto  político"  que  va  mucho  más  allá  de  la  delin- 
cuencia. En  las  mismas  cartas  referenciadas,  en  el 
numeral  15.a,  dice:  "El  terrorismo  es  un  fenómeno 
complejo,  el  cual  no  implica  que  no  pueda  adoptarse 
una  actitud  moralmente  clara  respecto  a  los  ataques 
contra  civiles".  En  este  sentido,  la  actitud  moral  si- 
gue siendo  una  posición  relativa  dependiendo  de  las 


raíces  culturales  que  a  la  postre  permiten  identificar 
condicionamientos  naturales  y  tener  posturas  a  favor 
o  en  contra  de  actos  terroristas. 

Más  tarde,  en  el  informe  sobre  Tendencias  del 
Terrorismo  Mundial,  elaborado  en  el  año  2002  por 
el  Departamento  de  Estado  de  Estados  Unidos60,  se 
hace  la  adopción  de  la  definición  de  terrorismo  se- 
gún el  Título  22  del  Código  de  los  Estados  Unidos, 
sección  2656f  (d),  que  lo  define  así: 

a.  El  término  terrorismo  significa  violencia  preme- 
ditada y  políticamente  motivada  perpetrada  con- 
tra no  combatientes  por  grupos  subnacionales 
o  agentes  clandestinos,  usualmente  con  la  inten- 
ción de  influir  un  público. 

b.  El  término  terrorismo  internacional  significa  te- 
rrorismo que  involucra  a  ciudadanos  y  territo- 
rios de  más  de  un  país61. 

c.  El  término  grupo  terrorista  significa  cualquier 
grupo  que  practica  o  que  tiene  subgrupos  signifi- 
cativos que  practican  el  terrorismo  internacional. 

Muchos  autores  han  reflexionado  sobre  cómo 
definir  el  terrorismo.  Para  ello  no  siempre  sirven 
los  objetivos  que  pretenden  lograr,  ni  las  razones  a 
las  cuales  apelan  los  terroristas  para  la  justificación 
de  los  actos.  Quienes  ejercen  el  terror  consideran, 
como  no  podría  ser  de  otra  forma,  que  los  objetivos 
siempre  son  nobles,  y  las  víctimas  siempre  justificadas. 
El  terror  es  el  miedo,  la  angustia  por  la  vida  propia. 


60  Importante  y  necesario  incluir  la  definición  firmada  por  el  presi- 
dente GeorgeW.  Bush:". . .,  the  term  'terrorism'  means  an  activity 
that  (i)  involves  a  violent  act  or  an  act  dangerous  to  human  life. 
property.  or  infrastructure;  and  (li)  appears  to  be  incended  (A)  to 
intimídate  or  coerce  a  civilian  population;  (B)  to  influence  the  po- 
licy  of  a  government  by  intimidation  or  coerción;  or  (C)  to  affect 
the  conduct  of  a  government  by  mass  destruction.  assassination, 
kidnapping,  or  hostage-taking".The  White  House  President  Geor- 
geW Bush  2001  Executivo  Order  onTerronst  Financing.  Blocking 
Property  and  Prohibiting  Transactions  With  Pcrsons  Who  Com- 
mit.Threaten  to  Commit-or  Support  Terrorism  24/10.  En: 

61  Remitimos  a  la  reflexión  hecha  sobre  este  concepto  en  este 
mismo  trabajo. 

A  la  luz  de  esta  definición  quedan  claramente  identificadas  las 
actividades  de  los  grupos  al  margen  de  la  ley  que  operan,  por 
e|emplo.  en  Colombia,  siempre  que  se  acepte  que  las  FARC  son 
un  grupo  terrorista. 


"El  objetivo  del  terrorismo  no  es  sembrar 
el  terror,  ni  asesinar  por  asesinar.  Sembrar 
el  terror  es  el  medio  que  utilizan  para  lo- 
grar unos  objetivos.  Que  existan  estos  ob- 
jetivos, no  significa  que  el  método  utilizado 
para  alcanzarlos  (el  terror)  sea  válido.  Pero 
negar  la  existencia  de  estos  objetivos,  es  ne- 
gar las  causas  del  terrorismo,  y  por  lo  tanto 
imposibilita  prevenir  los  futuros  actos  de 
terrorismo".62 

García  (2004:76)  presenta  la  siguiente  definición 
de  terrorismo  obtenida  del  primer  artículo  del  pro- 
yectado Convenio  de  Europa  y  que  en  1 937  se  conci- 
bió de  la  siguiente  forma:"hechos  criminales  dirigidos 
contra  un  Estado  y  cuyo  fin  o  naturaleza  sea  provo- 
car el  terror  en  personalidades  determinadas,  grupos 
de  personas  o  entre  el  público",  que  lo  limitaba  y  re- 
ducía a  ciertos  acontecimientos  que  se  consideraban 
en  la  época. 

"Un  análisis  de  109  conceptos  emitidos 
sobre  el  terrorismo,  efectuado  por  Alex 
Schmidt  y  Albert  Jongman,  concluyó  que  el 
83%  de  los  enunciados  contiene  la  palabra 
"violencia",  mientras  que  el  65%  refiere  el 
vocablo  "política".  Aspectos  tales  como  el 
efecto  psicológico  de  las  acciones  así  como 
las  amenazas  figuran  en  menos  de  la  mitad 
de  tales  enunciados"63. 

También,  algunos  Estados  de  la  UE  han  tenido  de- 
bates internos  en  relación  con  la  necesidad  de  contar 
con  una  definición. Algunos  juristas  han  llegado  a  afir- 
mar en  foros  y  otros  medios  que:  "primero  hay  que 
definir  terrorismo  en  el  ámbito  de  la  comunidad  in- 
ternacional y,  en  segundo  lugar,  qué  es  terrorismo"64. 


62  Vaneeckhaut,  Hendrik.  El  terrorismo,  sus  cousos  y  orígenes  ¿por 
qué?,  en  Rebelión,  24  de  marzo  de  2004. 

Archivo  electrónico  tomado  de  http://www.rebelion.org/heme- 
roteca/opinion/040325hv.htm.  consultado  el  13  de  Julio  de  2009 

63  Ver  http://www.segured.com/index. php?od=2&article=536,  con- 
sultado el  1 3  de  Julio  de  2009 

64  Declaraciones  del  presidente  de  la  Sala  de  lo  Penal  de  la  au- 
diencia Nacional  de  España,  Javier  Gómez  Bermúdez. Tribunal  de 
Salamanca.  20  de  abril  de  2009. 
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En  el  caso  iberoamericano  concretamente,  la  au- 
sencia de  una  definición  es  una  laguna  patente.  Hasta 
el  momento,  el  legislador  ha  evitado  definir  regional- 
mente  el  concepto  terrorismo,  por  lo  que  determina- 
das acciones  pueden  ser  diferentemente  entendidas 
según  el  Estado,  el  momento  político,  el  oportunismo 
o  el  interés.  Esta  importante  laguna,  por  sí  misma, 
puede  hacer  inoperativos  los  marcos  legales,  trata- 
dos y  convenios  que  serán  abordados  más  adelante 
en  este  trabajo.  Powell  y  Reinares  (2008:300),  en  re- 
lación con  la  falta  de  marco  conceptual,  nos  lo  dicen 
de  la  siguiente  forma:"Una  de  las  dificultades  que  ha 
planteado  tradicionalmente  la  lucha  transnacional 
contra  el  terrorismo  ha  sido  la  ausencia  de  una  de- 
finición comúnmente  aceptada  de  dicho  fenómeno". 

Sin  embargo,  no  todos  los  autores  comparten  la 
anterior  afirmación  en  relación  con  la  falta  de  defini- 
ción. Ibáñez  (2)  indica:  "Es  lugar  común  para  muchos 
juristas,  en  especial  positivistas,  el  enfatizar  la  inexis- 
tencia de  una  definición  de  terrorismo  generalmente 
aceptada  como  punto  de  partida  ante  cualquier  aná- 
lisis de  la  problemática  de  este  delito  en  el  ámbito  in- 
ternacional". Es  evidente  que  los  marcos  existentes,  tal 
y  como  más  adelante  recoge  el  mismo  autor,  pueden 
ser  suficientes  para  poder  juzgar  casos  de  terrorismo. 
No  obstante  parece  oportuno  indicar:  primero,  que 
los  acuerdos  suscritos  en  esta  materia  ( 1 6  en  total  de 
los  que  14  recogen  tipificación  al  respecto65)  tipifican 


65  Convenio  sobre  las  Infracciones  y  Ciertos  Otros  Actos  Come- 
tidos a  Bordo  de  las  Aeronaves  (1963);  Convenio  para  la  Re- 
presión del  Apoderamiento  Ilícito  de  Aeronaves  (1970);  Con- 
venio para  la  Represión  de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad 
de  la  Aviación  Civil  (1971);  Convención  sobre  la  Prevención  y 
el  Castigo  de  Delitos  Contra  las  Personas  Internacionalmente 
Protegidas  (1973);  Convención  Internacional  Contra  la  Toma  de 
Rehenes  (1979);  Convención  sobre  la  Protección  Física  de  los 
Materiales  Nucleares  ( 1 980);  Protocolo  para  Represión  de  Actos 
Ilícitos  en  Aeropuertos  que  Presten  Servicio  a  la  Aviación  Civil 
Internacional  (1988);  Convenio  para  la  Represión  de  Actos  Ilíci- 
tos contra  la  Seguridad  de  la  Navegación  Marítima  (1988);  Pro- 
tocolo para  la  Represión  de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad 
de  las  Plataformas  Fijas  ( 1 988);  Convenio  sobre  la  Marcación  de 
Explosivos  Plásticos  para  los  Fines  de  Detección  ( I  99 1 );  Conve- 
nio Internacional  para  la  Represión  de  los  Atentados  Terroristas 
Cometidos  con  Bombas  ( 1 997);  Convenio  Internacional  para  la 
Represión  de  la  Financiación  del  Terrorismo  (1999);  Convenio 
Internacional  para  la  Represión  de  los  actos  de  Terrorismo  Nu- 
clear (2005);  Enmienda  de  la  Convención  sobre  la  protección 
física  de  los  materiales  nucleares  (2005);  Protocolo  del  Con- 
venio para  Represión  de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad  de 


hasta  50  actos  terroristas  y  que  el  ciber-terrorismo  y 
los  delitos  terroristas  cometidos  individualmente,  no 
están  incluidos,  dejando  una  laguna  en  esta  área;  segun- 
do, no  todos  los  países  son  signatarios  de  los  acuerdos 
y  tratados  indicados,  por  lo  que  no  es  de  aplicación  en 
todo  el  hemisferio  y,  tercero,  que  la  interpretación,  ha- 
bida cuenta  de  que  cada  acuerdo  tiene  un  fin  concreto, 
puede  entenderse  como  marco  jurídico  específico  y 
en  modo  alguno  hacerlo  extensivo  en  otras  situacio- 
nes por  muy  similares  que  se  quisieran  presentar.  En 
última  instancia  es  lo  que  el  propio  Ibáñez  (7)  nos  se- 
ñala:"..., la  acción  jurídica  para  la  aplicación  de  estas 
medidas  está  en  manos  de  los  Estados  en  virtud  de  su 
propia  soberanía".  Es  decir,  no  se  asegura,  como  ya  se 
citó,  la  consideración  de  un  acto  como  terrorista,  sal- 
vo que  el  Estado  lo  enmarque  dentro  de  los  acuerdos 
citados66. 

No  hay  que  olvidar  que  además  del  marco  legal 
indicado  hay  otros  compromisos  de  carácter  inter- 
nacional que  obligan  a  la  región.  Sin  embargo,  se  ado- 
lece de  lo  mismo  que  ya  se  ha  indicado:  la  falta  de  un 
marco  definitorio  específico  y  concreto  que  impida 
una  libre  y  sobre  todo  interesada  interpretación. 

La  búsqueda  de  la  definición  única  es  una  ta- 
rea pendiente  en  el  hemisferio.  Los  gobiernos  no 
se  han  puesto  de  acuerdo  y  parece  que  la  actual 
situación  geopolítica  imposibilita  aún  más  las  cosas. 
Recordemos  que  a  principio  de  2008,  la  Asamblea 
Nacional  de  Venezuela  aprobó  un  proyecto  por  el 
que  admite  la  beligerancia  a  las  guerrillas  colombianas 
de  las  FARC  y  del  ELN.  El  texto  de  dicho  proyecto 
reconoce  "el  carácter  beligerante  de  los  movimien- 
tos insurgentes  Fuerzas  Armadas  Revolucionarias  de 
Colombia  (FARC)  y  Ejército  de  Liberación  Nacional 
(ELN)...",  y  rechaza  las  "listas  unilaterales  impues- 
tas por  el  Gobierno  de  Estados  Unidos"  a  otros  del 


la  Navegación  Marítima  (2005);  Protocolo  para  la  Represión 
de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad  de  las  Plataformas  Fijas 
(2005). Todas  las  convenciones  están  disponibles  en:  http://www, 
unodc.org/unodc/en/terrorism/conventions.html. 
66  Ahondando  en  esta  idea  se  puede  ver  como  la  República  Boliva- 
riana  de  Venezuela  no  respalda  algún  concepto  de  los  incluidos, 
por  ejemplo  en  la  Declaración  de  San  Carlos  (Marzo  2006)  o  en 
la  de  Panamá  (Marzo  de  2007). 


mundo  y  que  califican  de  "terroristas"  a  esos  grupos 
colombianos  que  son  "movimientos  de  liberación  no 
subordinados  a  la  dominación"67. 

Por  tanto  y  a  modo  de  conclusión,  se  podría  in- 
dicar que  aunque  ciertamente  los  convenios  vigentes 
recogen  toda  una  serie  de  definiciones  y  conceptos 
que  en  algún  momento  pueden  ser  empleados  por 
cualquier  Estado  para  encajar  dentro  de  ellos  algu- 
na actuación  terrorista,  no  es  menos  cierto  que  no 
hay  un  denominador  común  prefijado  que  permita 
que  el  mismo  acto  pueda  ser  uniformemente  con- 
siderado por  todos  los  países  de  la  región  y  es  ello, 
precisamente,  lo  que  se  pretende  evidenciar  como 
vulnerabilidad,  especialmente  cuando  de  terrorismo 
internacional  se  trata. A  esto  hay  que  añadir  el  hecho 
de  que  determinados  países  iberoamericanos  se  se- 
paran, cada  vez  más,  de  las  resoluciones  de  la  OEA  y 
de  otros  organismos  internacionales.  Nos  referimos 
concretamente  aVenezuela  que  desde  2006  ha  hecho 
algunas  observaciones  a  las  resoluciones  en  materia 
de  terrorismo  que  ha  emitido  la  organización  ameri- 
cana y  que  más  adelante  detallaremos. 

Parece  oportuno  cerrar  esta  reflexión  en  torno 
a  la  necesidad  de  contar  con  una  definición  precisa 
sobre  el  terrorismo.no  sólo  por  lo  indicado,  también 
por  lo  que  se  puede  deducir  de  cuanto  es  relatado 
en  el  libro  de  Powell  y  Reinares  (2008:265-266),  es- 
pecíficamente en  el  trabajo  de  Bonanate,  que  explica 
la  siguiente  experiencia  en  Italia68: 

A  falta  de  eventos  terroristas,  y  en  presencia 
de  la  simple  aunque  verosímil  intención  de 
provocarlos,  las  conductas  demostradas  por 
los  acusados  han  sido  valoradas  por  el  juez 
Forleo,  del  Tribunal  de  Milán  -especialmente 
a  falta  de  una  amplia  y  acordada  definición 
de  terrorismo  internacional  a  nivel  mundial- 
como  pertenecientes  a  la  categoría,  bastante 


67  En:  http://www.publico.es/38404 

68  Otro  ejemplo  lo  comenta  Pérez  G  (2007:24):  Siguiendo  e(  clari- 
ficador eyemp/o  dado  por  Stepanova:  "while  a  suicide  altack  against 
Israelt  secunty  forces  in  the  West  Bonk  would  quo/ify  as  on  ocl  o 
guerrilla  warfare.  a  bomb  explosión  in  o  Jerusalem  restaurant  is  a 
clear  act  of  terrorrsm". 


más  amplia  y  reconocida  por  el  derecho  in- 
ternacional, de  la  guerra  de  guerrillas.  Sobre 
la  base  de  "los  encomiables  esfuerzos  de 
investigación  realizados",  el  juez  decide  que, 
"con  arreglo  a  los  hechos,  no  puede  consi- 
derarse probado,  ni  siquiera  en  términos  de 
gravedad  indiciaría,  que  las  dos  "células"  en 
cuestión,  aun  gravitando  en  áreas  notoria- 
mente marcadas  por  la  propensión  al  terro- 
rismo tuvieran  objetivos  que  trascendieran 
los  de  la  guerrilla". 

Estableciendo  así  una  neta  distinción  entre 
terrorismo  y  guerrilla,  el  juez  Forleo  absolvió 
pues  a  los  imputados  de  los  crímenes  recon- 
ducibles  al  art.  270bis  del  Código  Penal  (este 
es  el  aspecto  que  nos  interesa;  otros  delitos 
menores  por  los  que  fueron  procesados  al 
mismo  tiempo  quedan  fuera  del  alcance  de 
nuestro  tema),  desencadenando  en  la  opinión 
pública,  tanto  especializada  como  general,  un 
fortísimo  debate.  En  efecto,  entran  en  discu- 
sión varios  aspectos  que  hacen  que  el  caso 
sea  especialmente  significativo:  por  una  parte 
la  definición  del  tipo  de  delito  (¿guerrilla  o 
terrorismo?),  y  por  otra  la  realización  efectiva 
o  no  de  determinadas  acciones  (terroristas  o 
de  guerrilla).  Mientras  que  la  primera  cuestión 
en  seguida  resultó  escasamente  susceptible 
de  aclaraciones  perentorias  y  compartibles, 
la  segunda  implicaba  nada  menos  que  la  apli- 
cación del  principio  del  hábeas  corpus,  pu- 
diéndose afirmar  -no  sin  argumentos-  que 
las  conductas  amenazadoras  o  temidas  no  se 
habían  concretado  y  que  por  lo  tanto  no  po- 
dían dar  lugar  a  un  proceso  penal,  y  menos 
aún  a  una  condena  por  delitos  no  cometidos. 
Para  complicar  aún  más  las  cosas,  llegó  una 
siguiente  sentencia  del  Juez  de  instrucción  de 
Brescia,  que  reforzaba  la  sentencia  de  Forleo 
reconociendo  en  los  acusados  "la  finalidad  de 
participar  en  la  yihad.con  la  programación  de 
inminentes  viajes  con  destino  a  países  en  los 
que  operar,  no  para  participar  en  la  resisten- 
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cia  sino  para  poner  en  práctica  el  terrorismo" 
(Sentencia  del  Tribunal  de  Brecia,  Oficina  del 
Juez  de  Instrucción,  21  de  diciembre  de  2004, 
implicando  por  tanto  que  entre  resistencia  al 
enemigo,  guerrilla  y  terrorismo  existiría  una 
completa  continuidad  que  hace  imposible 
distinguir  los  eventuales  niveles  distintos  de 
gravedad  y  por  tanto  de  responsabilidad  re- 
conducibles  a  las  normas  del  derecho  penal.69 

Hay  que  señalar  que  tanto  las  resoluciones  de 
la  ONU  como  las  de  la  OEA,  que  veremos  a  conti- 
nuación, hacen  referencia  únicamente  al  terrorismo 
o  al  terrorismo  internacional,  aunque  muchas  no  de- 
sarrollan únicamente  esos  aspectos  ni  pasan  de  ser 
meras  recomendaciones,  sugerencias  o  reflexiones. 

Por  tanto,  la  generalidad  de  los  términos  permite 
una  interpretación  indistintamente  restrictiva  o  ge- 
neral. Esto  hace  que  la  validez  de  los  mismos  esté 
sujeta  a  la  libre  interpretación  de  los  Estados  y,  en 
modo  alguno,  crea  un  modelo  común  que  puede  ser 
seguido  en  toda  la  región. 

Como  punto  final,  indicar  que  el  concepto  terro- 
rismo global  o  yihadista  está  excluido  de  las  declara- 
ciones y  de  los  acuerdos  adoptados  en  las  diferentes 
reuniones  de  la  organización  regional.  El  problema, 
como  se  puede  intuir,  adquiere  dimensiones  muchos 
mayores  con  estas  y  otras  lagunas. 

5.     Principales  organismos 

internacionales  para  la  región 
frente  al  problema 

Es  evidente  que  en  este  apartado  se  podría  ana- 
lizar el  papel  de  muchos  organismos  internacionales. 
Sin  embargo  la  finalizada  del  trabajo  se  centra,  exclu- 
sivamente, en  la  Organización  de  Estados  Americanos 
por  ser  la  única  que  realmente  aglutina  a  todos  los 
países  del  continentes  (excepción  a  la  fecha  de  Cuba 
y  Honduras  tras  la  reciente  expulsión).  Abordar  el 


aporte  de  otras  organizaciones  subregionales  que 
únicamente  cuenten  con  algunos  Estados  miembros, 
no  serviría  para  el  propósito  del  análisis  y  podría  des- 
virtuar las  conclusiones.  No  obstante,  muchas  de  las 
resoluciones  de  la  OEA  responden,  necesariamen- 
te, a  otras  previas  o  simultáneas  que  ha  tomado  la 
Organización  de  Naciones  Unidas.  Por  ello,  se  hace 
necesario  analizar  esta  última  de  forma  que  se  pueda 
establecer  la  necesaria  correlación  con  aquellas  otras 
emitidas  por  la  OEA  y  permita  reflexionar  sobre  la 
similitud  o  el  contraste. 

a.    Organización  de  ¡as  Naciones  Unidas 

En  1994,  la  Asamblea  General  de  las  Naciones 
Unidas70  aprobó  la  "Declaración  sobre  Medidas  para 
Eliminar  el  Terrorismo  Internacional".  En  ella  mani- 
fiesta su  preocupación  por  la  persistencia  de  actos 
terroristas  en  el  mundo  que  pueden  comprometer  la 
seguridad  de  los  Estados; el  alarmante  aumento  de  las 
relaciones  entre  los  grupos  terroristas  y  los  trafican- 
tes de  drogas,  la  conveniencia  de  asegurar  una  mayor 
coordinación  y  cooperación  entre  los  Estados  en  la 
lucha  contra  los  delitos  directamente  relacionados 
con  el  terrorismo  entre  ellos  el  tráfico  de  drogas;  la 
firme  decisión  de  eliminar  el  terrorismo  internacio- 
nal para  mantener  la  paz  y  la  seguridad  internaciona- 
les, fortaleciendo  la  cooperación  internacional  para 
adoptar  medidas  prácticas  y  eficaces. 

Asimismo,  en  dicha  declaración  los  Estados 
condenan  los  actos,  métodos  y  prácticas  terroristas 
por  constituir  una  grave  violación  de  los  propósitos 
y  principios  de  las  Naciones  Unidas,  y  porque  pue- 
den representar  una  amenaza  para  la  paz  y  la  segu- 
ridad internacionales;  los  Estados  se  comprometen  a 
cumplir  sus  obligaciones  en  virtud  de  la  Carta  de  las 
Naciones  Unidas  y  otras  disposiciones  de  derecho 
internacional  relacionadas  con  la  lucha  contra  el  te- 
rrorismo internacional  y  adoptar  medidas  eficaces  y 
decididas  con  el  fin  de  lograr  la  eliminación  pronta  y 
definitiva  del  terrorismo  internacional,  para  lo  cual 


69  Sentencia  núm.  2849 1  /04  dictada  por  el  Juez  de  la  Audiencia  Pre- 
liminar de  Milán. Ver  también  Sentencia  de  la  Suprema  Corte  di 
Cassazione.  Sezione  Seconda  Pénale,  núm.  669/2005 


70     Resolución  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  A/ 
RES/49/60  del  9  Diciembre  1994. 


buscarán  concertar  acuerdos  de  cooperación  para  el 
intercambio  de  información  pertinente,  debiendo  to- 
mar cuanto  antes  todas  las  medidas  necesarias  para 
aplicar  los  convenios  internacionales  vigentes  sobre 
la  prevención,  represión  y  eliminación  del  terrorismo, 
incluida  la  armonización  de  su  legislación  interna  con 
esos  convenios.  Los  Estados  son  instados  a  promo- 
ver y  cumplir  las  disposiciones  de  esta  Declaración 
en  todos  sus  aspectos  con  el  fin  de  lograr  la  elimina- 
ción definitiva  del  terrorismo. 

Mediante  la  Declaración  complementaria  de  la 
Declaración  de  1994  sobre  medidas  para  eliminar  el 
terrorismo  internacional71,  la  Asamblea  General  de 
las  Naciones  Unidas,  manifiesta  su  condena  total  a 
las  acciones  terroristas  de  cualquier  tipo  y  motiva- 
ción, incluyendo  aquellos  que  amenacen  la  integridad 
territorial72  y  la  seguridad  de  los  Estados,  resaltando 
la  importancia  de  velar  por  la  cooperación  efecti- 
va entre  los  Estados  Miembros  para  condenar  a  los 
responsables,  en  el  marco  del  derecho  internacional, 
incluidas  las  normas  internacionales  de  derechos  hu- 
manos, para  prevenir,  combatir  y  eliminar  el  terroris- 
mo y  adoptar  todas  las  medidas  apropiadas  con  arre- 
glo a  su  derecho  interno,  buscando  además  adoptar 
medidas  para  compartir  conocimientos  especializa- 
dos e  información  acerca  de  los  terroristas,  sus  mo- 
vimientos, su  apoyo  y  sus  armas  y  compartir  informa- 
ción respecto  de  la  investigación  y  su  enjuiciamiento. 

En  la  Declaración  con  motivo  del  cincuentena- 
rio de  las  Naciones  Unidas73,  los  Estados  Miembros 
de  las  Naciones  Unidas  se  comprometen  a  actuar 
juntos  para  conjurar  las  amenazas  que  el  terrorismo, 
en  todas  sus  formas  y  manifestaciones,  así  como  la 
producción,  el  consumo  y  el  tráfico  de  drogas  ilícitas. 
Además  se  comprometen  a  fortalecer  la  coopera- 


71  Aprobada  por  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  me- 
diante Resolución  A/RES/5 1/2 10  del  16  Enero  1997. 

72  Lo  que  permite  incluir  grupos  liberacionistas,  guerrilleros,  sub- 
versivos, terrorista  o,  en  general,  cualquiera  que  pueda  tener 
aquel  propósito,  entre  ellos,  las  FARC  Ello  viene  a  reforzar  la 
idea  de  que.  aún  sin  definición  concreta  de  terrorismo,  puede 
tener  cabida  cualquier  grupos  criminal  en  este  amplio  espacio. 

73  Resolución  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  N 
RES/50/6  del  9  Noviembre  1995 


ción  entre  las  naciones  en  la  esfera  del  mantenimien- 
to de  la  paz  y  la  seguridad  internacionales. 

En  octubre  de  1999,  el  Consejo  de  Seguridad  de 
las  Naciones  Unidas74  condena  todos  los  actos  te- 
rroristas por  ser  criminales  e  injustificables  en  todas 
sus  formas  y  manifestaciones,  por  representar  una 
amenaza  para  la  paz  y  la  seguridad  internacionales; 
alienta  a  todos  los  Estados  para  que  apliquen  ple- 
namente las  convenciones  internacionales  contra  el 
terrorismo  en  las  que  son  partes;  enfatiza  la  impor- 
tancia de  una  mayor  coordinación  entre  los  Estados 
y  las  organizaciones  internacionales  y  regionales; 
exhorta  a  establecer  mecanismos  de  cooperación 
bilaterales  y  multilaterales  para  prevenir  y  reprimir 
los  actos  terroristas,  proteger  a  sus  poblaciones  de 
los  ataques  terroristas  y  enjuiciar  a  los  responsables, 
debiendo  prevenir  y  reprimir  la  ejecución  de  todo 
acto  terrorista  al  interior  de  sus  territorios  mediante 
la  aplicación  de  todos  los  medios  lícitos  establecidos 
en  su  marco  legal. 

En  su  quincuagésimo  cuarto  período  de  sesio- 
nes75 la  Asamblea  General  alienta  a  todos  los  Estados 
Miembros  a  que,  según  corresponda,  adopten  la  legis- 
lación interna  necesaria  para  aplicar  las  disposiciones 
de  los  convenios  y  protocolos  para  la  eliminación  del 
terrorismo,  se  cercioren  de  que  la  jurisdicción  de  sus 
tribunales  les  permita  someter  a  la  acción  de  la  justi- 
cia a  los  autores  de  actos  terroristas,  cooperen  con 
otros  Estados  y  las  organizaciones  internacionales  y 
regionales  competentes  y  les  presten  apoyo  y  asis- 
tencia para  lograr  ese  propósito. 

Los  Jefes  de  Estado  y  de  Gobierno,  mediante 
la  Declaración  del  Milenio76,  se  comprometieron  a 
adoptar  medidas  concertadas  contra  el  terrorismo 
internacional  y  adherirse  cuanto  antes  a  todas  las 
convenciones  internacionales  concernientes  a  su  eli- 
minación, así  como  a  incrementar  sus  esfuerzos  para 


74  Resolución  del  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas  SI 
RES/ 1269  (1999)  del  19  Octubre  1999. 

75  Resolución  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  AJ 
RES/54/1  10  del  2  Febrero  2000. 

76  Aprobada  por  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  me- 
diante Resolución  A/RES/55/2  del  13  setiembre  2000. 
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operativizar  el  compromiso  asumido  de  luchar  con- 
tra el  problema  mundial  de  la  droga. 

Con  motivo  de  los  atentados  terroristas  reali- 
zados en  las  ciudades  de  Washington,  Nueva  York  y 
Pensilvania,  el  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones 
Unidas  expresó  su  más  enérgica  condena",  señalan- 
do que  todo  acto  de  terrorismo,  constituye  una  ame- 
naza para  la  paz  y  la  seguridad  internacionales;  hace 
un  llamado  a  la  comunidad  internacional  para  que  se 
incrementen  las  medidas  para  prevenir  y  reprimir  los 
actos  de  terrorismo,  así  como  la  cooperación  y  cum- 
plimiento de  los  convenios  internacionales  contra  el 
terrorismo  que  sean  pertinentes. 

El  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas 
mediante  su  Resolución  I  37378  reafirma  la  necesidad 
de  combatir  con  todos  los  medios  los  actos  de  terro- 
rismo por  ser  una  amenaza  para  la  paz  y  la  seguridad 
internacionales;  reconoce  que  es  necesario  que  los 
Estados  complementen  la  cooperación  internacional, 
implementando  otras  medidas  para  prevenir  y  repri- 
mir en  sus  territorios,  por  todos  los  medios  legales, 
la  financiación  y  preparación  de  actos  de  terrorismo, 
a  la  vez  que  deben  tipificar  como  delito  en  sus  res- 
pectivas legislaciones  internas  todo  movimiento  de 
dinero  y  bienes  que  tenga  como  fin  la  ejecución  de 
actos  terroristas.  Exhorta  a  los  Estados  a  implemen- 
tar  medidas  destinadas  a  intensificar  y  agilizar  el  in- 
tercambio de  información  operacional,  especialmen- 
te en  relación  con  las  actividades  o  movimientos  de 
terroristas  individuales  o  de  redes  de  terroristas,  de 
conformidad  con  el  derecho  internacional  y  la  legis- 
lación interna,  cooperando  en  los  aspectos  adminis- 
trativos y  judiciales  para  evitar  la  comisión  de  actos 
de  terrorismo. 

Adicionalmente,  señala  la  preocupación  crecien- 
te por  los  estrechos  lazos  de  cooperación  existentes 
entre  el  terrorismo  internacional  y  las  organizacio- 
nes de  narcotraficantes,  manifestando  la  necesidad 


77  Resolución  del  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas  S/ 
RES/ 1 368  (200 1 )  del  12  setiembre  200 1 . 

78  Resolución  del  Conse|o  de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas  SI 
RES/ 1373(2001)  del  28  setiembre  2001. 


de  coordinar  acciones  a  nivel  nacional,  subregional, 
regional  e  internacional,  para  hacer  frente  a  esta  gra- 
ve amenaza  a  la  seguridad  internacional. 

La  Asamblea  General  en  su  quincuagésimo  sexto 
período  de  sesiones79,  manifiesta  su  enérgica  con- 
dena a  los  atentados  terroristas  perpetrados  el  I  I 
de  setiembre  del  2001  en  los  Estados  Unidos  de 
América,  señalando  la  necesidad  de  incrementar  la 
cooperación  internacional  entre  los  Estados  y  entre 
las  organizaciones  y  los  organismos  internacionales, 
las  organizaciones  y  los  acuerdos  regionales  y  las 
Naciones  Unidas  a  fin  de  prevenir,  combatir  y  elimi- 
nar el  terrorismo,  enmarcados  en  los  principios  de 
la  Carta,  el  derecho  internacional  y  los  convenios 
internacionales  pertinentes.  Además,  exhorta  a  los 
Estados  a  adoptar  la  legislación  interna  necesaria 
para  aplicar  las  disposiciones  de  los  convenios  y  pro- 
tocolos pertinentes  y  se  aseguren  que  la  jurisdicción 
de  sus  tribunales  permitirá  encausar  legalmente  a  los 
responsables,  así  como  permitirá  la  cooperación  con 
otros  Estados  y  organizaciones  internacionales  y  les 
presten  el  apoyo  y  asistencia  necesarios. 

Mediante  la  Resolución  de  la  Asamblea  General 
de  las  Naciones  Unidas  sobre  la  cooperación  inter- 
nacional contra  el  problema  mundial  de  las  drogas80, 
los  Estados  manifiestan  su  voluntad  férrea  para  supe- 
rar el  problema  mundial  de  las  drogas  a  través  de  la 
implementación  de  estrategias  nacionales,  regionales 
e  internacionales  para  reducir  la  demanda,  la  pro- 
ducción y  el  tráfico  de  drogas  ¡lícitas;  señalando  que, 
pese  a  los  esfuerzos  de  la  comunidad  internacional, 
el  problema  de  las  drogas  sigue  siendo  un  problema 
de  dimensiones  mundiales  que  pone  en  grave  peligro 
la  salud,  la  seguridad  y  el  bienestar  de  toda  la  huma- 
nidad, constituyendo  además  una  grave  amenaza  para 
los  sistemas  socioeconómicos  y  políticos,  las  insti- 
tuciones democráticas  y  la  estabilidad,  la  seguridad 
nacional  y  la  soberanía  de  muchos  Estados.  También 
indicaba  que  se  observa  con  preocupación  la  vio- 


79  Resolución  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  A¡ 
RES/56/88  del  24  Enero  2002. 

80  Resolución  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  A/ 
RES/57/174  del  28  Enero  2003. 


lencia  y  el  poder  económico  de  las  organizaciones 
delictivas  y  los  grupos  terroristas  que  participan  en 
el  tráfico  de  drogas  y  los  crecientes  vínculos  trans- 
nacionales entre  ellos,  reconociendo  la  necesidad 
urgente  de  estrechar  la  cooperación  internacional, 
indicando  que  la  lucha  contra  el  problema  mundial 
de  las  drogas  es  una  responsabilidad  común  y  com- 
partida que  se  debe  encarar  en  un  marco  multilateral; 
demanda  un  planteamiento  integral  y  equilibrado  que 
se  debe  ejecutar  de  conformidad  con  los  propósitos 
y  principios  de  la  Carta  de  las  Naciones  Unidas,  el 
derecho  internacional,  y  el  pleno  respeto  de  todos 
los  derechos  humanos  y  libertades  fundamentales. 

En  el  mismo  documento,  se  exhorta  a  las  nacio- 
nes a  implementar  medidas  que  incluyan  la  adaptación 
de  los  marcos  legales  internos  que  permitan  realizar 
actividades  eficaces  de  lucha  contra  las  drogas  en 
cooperación  con  otros  Estados  y  de  conformidad 
con  las  convenciones  de  las  Naciones  Unidas  sobre  la 
fiscalización  de  drogas;  a  la  vez  que  se  hace  un  llamado 
a  los  países  en  los  que  existen  cultivos  ilícitos  para  la 
producción  de  drogas  a  que  establezcan  mecanismos 
nacionales  para  vigilar  y  verificar  esos  cultivos. 

En  octubre  del  2004  el  Consejo  de  Seguridad  de 
las  Naciones  Unidas81  condenó  enérgicamente  todos 
los  actos  de  terrorismo  por  constituir  una  de  las  más 
graves  amenazas  a  la  paz  y  la  seguridad  e  hizo  un  lla- 
mado a  todos  los  Estados  para  que,  de  conformidad 
con  las  obligaciones  que  les  impone  el  derecho  inter- 
nacional, cooperen  plenamente  en  la  lucha  contra  el 
terrorismo  y  sancionen  a  los  responsables  con  penas 
compatibles  con  su  grave  naturaleza. 

Con  motivo  de  los  atentados  terroristas  come- 
tidos en  Londres,  el  Consejo  de  Seguridad82  los  con- 
denó y  reafirmó  la  necesidad  de  combatir  por  todos 
los  medios  las  acciones  terroristas,  por  constituir 
amenazas  para  la  paz  y  seguridad  internacional;  alen- 
tando a  los  Estados  para  que  cooperen  en  forma  acti- 


81  Resolución  del  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas  SI 
RES/ 1 566(2004)  del  8  Octubre  2004. 

82  Resolución  del  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas  S/ 
RES/161 1(2005)  del  7  julio  2005. 


va  en  la  sanción  de  los  responsables.  Adicionalmente 
manifiesta  su  determinación  de  luchar  contra  el 
terrorismo. 

La  Oficina  contra  la  Droga  y  el  Delito  de  las 
Naciones  Unidas  en  su  informe  del  año  200583,  señala 
que  el  comercio  de  las  drogas  afecta  a  casi  todos  los 
niveles  de  la  seguridad  humana,  desde  la  salud  de  las 
personas,  hasta  la  seguridad  y  bienestar  social,  por  lo 
que  se  requieren  políticas  de  prevención  y  tratamien- 
to más  vigorosas  en  todos  los  ámbitos  de  la  sociedad. 

El  8  de  septiembre  de  2006,  los  Estados  miem- 
bros aprobaron  la  Estrategia  Mundial  de  las  Naciones 
Unidas  de  Lucha  contra  el  Terrorismo  que  pretende 
ser  un  instrumento  mundial  excepcional  que  "impul- 
sará los  esfuerzos  nacionales,  regionales  e  internacio- 
nales de  la  lucha  contra  el  terrorismo".  Es  la  primera 
vez  que  todos  los  Estados  miembros  concretan  un 
enfoque  estratégico  común  para  luchar  contra  el  te- 
rrorismo, que  no  sólo  envía  un  mensaje  inequívoco 
de  que  el  terrorismo  es  inadmisible  en  todas  sus  for- 
mas y  manifestaciones,  sino  que  también  se  determi- 
na a  adoptar  medidas  prácticas  tanto  individual  como 
colectivamente  con  las  que  prevenirlo  y  combatirlo84. 

En  el  correspondiente  Plan  de  Acción  se  incluyen 
una  serie  de  propuestas  que,  de  alguna  forma,  agluti- 
nan muchas  de  las  medidas  anteriormente  indicadas  y 
otras  novedosas  de  alto  impacto  en  materia  de  dere- 
cho internacional.  Un  resumen  de  las  relacionadas  más 
directamente  con  el  terrorismo  sería  el  siguiente: 

"  Hedidas  para  hacer  frente  a  las  condiciones  que 
propician  la  propagación  del  terrorismo  ". 

I.  Seguir  fortaleciendo  y  aprovechando  al  máximo 
la  capacidad  de  las  Naciones  Unidas  en  ámbitos 
como  la  prevención  de  conflictos,  la  negociación, 
la  mediación,  la  conciliación,  el  arreglo  judicial,  el 
imperio  de  la  ley  y  el  mantenimiento  y  la  conso- 


83  Reporte  Mundial  sobre  Drogas  2005,  Oficina  contra  la  Droga 
y  el  Delito  de  las  Naciones  Unidas.  Junio  2005.  Disponible  en 
http://www.unodc.org/pdf/research/wdr_Volume  I  _sp.pdf. 

84  60/288.  Estrategia  global  de  las  Naciones  Unidas  contra  el 
terrorismo 
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lidación  de  la  paz,  para  contribuir  a  la  prevención 
efectiva  y  la  solución  por  medios  pacíficos  de 
conflictos  prolongados  sin  resolver. 

2.  Seguir  organizando  iniciativas  y  programas  auspi- 
ciados por  las  Naciones  Unidas. 

3.  Promover  una  cultura  de  paz,  justicia  y  desarro- 
llo humano. 

4.  Seguir  trabajando  para  adoptar  las  medidas  que 
sean  necesarias  y  adecuadas  y  conformes  con 
nuestras  obligaciones  respectivas  dimanadas  del 
derecho  internacional  a  fin  de  prohibir  por  ley  la 
incitación  a  cometer  actos  terroristas  y  prevenir 
las  conductas  de  esa  índole; 

5.  Estudiar  la  posibilidad  de  establecer,  a  título  vo- 
luntario, sistemas  nacionales  de  asistencia  que 
atiendan  a  las  necesidades  de  las  víctimas  del 
terrorismo  y  sus  familias  y  faciliten  la  normaliza- 
ción de  su  vida. 

"Medidas  para  prevenir  y  combatir  el  terrorismo". 

1 .  Abstenernos  de  organizar,  instigar,  facilitar,  finan- 
ciar, alentar  o  tolerar  actividades  terroristas  o 
participar  en  ellas. 

2.  Cooperar  plenamente  en  la  lucha  contra  el 
terrorismo. 

3.  Asegurar  que  los  autores  de  actos  terroristas 
sean  detenidos  y  enjuiciados  o  extraditados. 

4.  Intensificar  la  cooperación  y  la  coordinación  en- 
tre Estados. 

5.  Alentar  a  las  organizaciones  regionales  y  subre- 
gionales  competentes  a  establecer  o  reforzar  me- 
canismos o  centros  de  lucha  contra  el  terrorismo. 

6.  Reconocer  que  podría  estudiarse  la  cuestión  de 
establecer  un  centro  internacional  de  lucha  con- 
tra el  terrorismo. 


7.  Alentar  a  los  Estados  a  aplicar  las  normas  inter- 
nacionales generales  enunciadas  en  las  recomen- 
daciones sobre  el  blanqueo  de  capitales  y  sobre 
la  financiación  del  terrorismo. 

8.  Intensificar  los  esfuerzos  a  nivel  nacional  y  la 
cooperación  bilateral,  subregional,  regional  e 
internacional,  según  proceda,  para  mejorar  los 
controles  fronterizos  y  aduaneros. 

9.  Intensificar  las  actividades  y  la  cooperación  a  to- 
dos los  niveles. 

"Medidas  destinadas  a  aumentar  ¡a  capacidad  de  los 
Estados  para  prevenir  el  terrorismo  i  luchar  contra  él, 
y  a  fortalecer  el  papel  del  sistema  de  las  Naciones  Unidas 
a  ese  respecto". 

1.  Alentar  a  los  Estados  Miembros  a  considerar  la 
posibilidad  de  hacer  contribuciones  voluntarias 
a  proyectos  de  las  Naciones  Unidas  de  coopera- 
ción y  asistencia  técnica  para  la  lucha  contra  el 
terrorismo. 

2.  Alentar  al  Comité  contra  el  Terrorismo  y  a  su 
Dirección  Ejecutiva  a  continuar  mejorando 

"Medidas  para  asegurar  el  respeto  de  los  derechos  humanos 
para  todos  y  el  imperio  de  la  ley  como  base  fundamental 
de  la  lucha  contra  el  terrorismo". 

1.  Reafirmar  que  la  resolución  60/158  de  la  Asam- 
blea General,  de  1 6  de  diciembre  de  2005,  cons- 
tituye el  marco  básico  de  la  "Protección  de  los 
derechos  humanos  y  las  libertades  fundamenta- 
les en  la  lucha  contra  el  terrorismo". 

2.  Reafirmar  que  los  Estados  deben  asegurar  que 
todas  las  medidas  que  se  adopten  para  combatir 
el  terrorismo  sean  compatibles  con  las  obliga- 
ciones dimanadas  del  derecho  internacional,  en 
particular  las  normas  de  derechos  humanos,  el 
derecho  relativo  a  los  refugiados  y  el  derecho 
internacional  humanitario. 


3.    Hacer  todo  lo  posible  por  establecer  y  mante- 
ner un  sistema  nacional  de  justicia  penal  eficaz. 

En  julio  de  2008,  el  Secretario  General  de  Nacio- 
nes Unidas,  elaboró  un  informe85  sobre  las  activida- 
des del  sistema  de  las  Naciones  Unidas  para  la  aplica- 
ción de  la  Estrategia  que  recoge  las  recomendaciones 
y  analiza  la  situación  de  procesos  pasados  y  de  cómo 
debe  enfrentarse  el  reto  a  futuro. 

El  I  5  de  septiembre  de  2008,  se  aprueba,  en  con- 
sonancia con  la  de  2006,  la  resolución  62/272:  "La 
Estrategia  global  de  las  Naciones  Unidas  contra  el  te- 
rrorismo". En  ella  se  destacan  algunos  aspectos  de  los 
indicados  en  la  de  2006  y,  fundamentalmente,  se  rei- 
tera la  condena  del  terrorismo  en  todas  sus  formas  y 
manifestaciones.se  reafirma  la  Estrategia  global  de  las 
Naciones  Unidas  contra  el  terrorismo  y  sus  cuatro 
pilares;  la  responsabilidad  primordial  de  los  Estados 
Miembros;  se  alienta  a  las  organizaciones  no  guber- 
namentales y  a  la  sociedad  civil  a  que  se  comprome- 
tan, según  proceda,  a  determinar  cómo  incrementar 
los  esfuerzos  para  aplicar  la  Estrategia;  se  insta  a  las 
entidades  de  las  Naciones  Unidas  que  participan  en 
el  apoyo  a  las  iniciativas  contra  el  terrorismo  a  que 
continúen  facilitando  la  promoción  y  la  protección 
de  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamen- 
tales al  tiempo  que  luchan  contra  el  terrorismo  y  a 
los  Estados  que  aún  no  lo  hayan  hecho  a  considerar 
la  posibilidad  de  pasar  a  ser  partes  oportunamente 
en  los  convenios  y  protocolos  internacionales  exis- 
tentes de  lucha  contra  el  terrorismo,  y  a  todos  los 
Estados  a  que  hagan  todo  lo  posible  por  concertar 
un  convenio  general  sobre  el  terrorismo  internacio- 
nal y  recuerda  los  compromisos  asumidos  por  los 
Estados  Miembros  con  respecto  a  la  aplicación  de  las 
resoluciones  de  la  Asamblea  General  y  del  Consejo 
de  Seguridad  relativas  al  terrorismo  internacional. 


85     Ver        en:        http://daccessdds.un  org/doc/UNDOC/GEN/ 
N08/4 1 3/44/PDF/N084 1  344  pdfíOpenElement. 
Estrategia  global  de  las  Naciones  Unidas  contra  el  terrorismo: 
actividades  del  sistema  de  las  Naciones  Unidas  para  la  aplicación 
de  la  Estrategia. 


El  9  de  septiembre  de  2008,  el  Secretario  General 
convocó  al  primer  simposio86  mundial  sobre  el  apo- 
yo a  las  víctimas  del  terrorismo.  Un  informe87  que 
resume  los  temas  clave  y  recomendaciones  fue  dado 
a  conocer  en  un  debate  con  las  víctimas,  los  Estados 
miembros  y  las  ONG's  el  18  de  marzo  de  2009. 

b.    Organización  de  los  Estados  Americanos 
(OEA) 

Afortunadamente,  el  terrorismo  global  no  ha  te- 
nido, a  la  fecha,  una  incidencia  notable,  aunque  sí  pre- 
sencial, en  Iberoamérica,  a  pesar  de  ser  un  problema 
de  vieja  data88.  Antes  del  I  I  de  septiembre  de  2001, 
los  atentados  terroristas  eran  parte  de  la  realidad 
cotidiana  en  Colombia  y  también  en  Perú.  En  la  dé- 
cada de  los  noventa  (1992)  se  produce,  primero  un 
suicidio  con  bomba  frente  a  la  embajada  de  Israel  en 
Argentina,  lo  que  representa  el  primer  ataque  terro- 
rista islámico  en  el  continente  y,  más  tarde89,  el  aten- 
tado contra  la  Asociación  Mutual  Israelita  Argentina 
(AMIA)  que  fue  el  mayor  ataque  terrorista  que  haya 
sucedido  en  ese  país  y  el  más  importante  ataque  con- 
tra judíos  desde  la  Segunda  Guerra  Mundial90.  Se  sos- 
pecha que  el  ataque  fue  cometido  por  el  movimiento 
islámico  libanés  Hezbolá,  con  el  apoyo  estratégico  y 
económico  del  gobierno  de  Irán.  En  Argentina  reside 
la  más  grande  comunidad  judía  iberoamericana  y  la 
quinta  mayor  del  mundo.  Sin  embargo,  estos  fueron 
hechos  lamentables  y  puntuales  que  no  reflejan,  en 
modo  alguno,  la  presencia  permanente  de  grupos  ni 
de  actividades  terroristas. 

En  el  caso  del  Perú,  Sendero  Luminoso  y  el 
MRTA  -Movimiento  Revolucionario  Tupac  Amaru- 
mantuvieron  al  país,  en  los  años  80  y  90,  sumido  en  el 

86  http://www.un.org/News/Press/docs/2008/sg2 1 42.doc.htm 

87  Supporting  victims  of  terrorism. 

En:  http://www.un.org/spanish/terrorism/pdf/report_on_supporting_ 
victims_of_terronsm.pdf 

88  "Hasta  la  fecha  América  Latina  no  ha  sufrido  en  su  territorio 
ningún  evento  terrorista  dentro  de  la  ofensiva  global  desatada 
por  la  red  Al  Qaeda".  Los  Derechos  Humanos  y  la  Guerra  con- 
tra el  Narcotráfico  y  el  Terrorismo:  Una  perspectiva  Latinoame- 
ricana. Rafael  Pardo  Rueda. 

89  El  18  de  Julio  de  1994. 

90  En  el  de  1 992  murieron  29  personas  y  242  fueron  heridas.  En  el 
de  1994,  fallecieron  85  y  300  fueron  heridos. 
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terror,  su  último  acto  de  esta  naturaleza  fue  la  toma 
de  la  Embajada  de  Japón  el  22  de  abril  de  1 997,  don- 
de mantuvieron  secuestradas  a  72  personas  durante 
más  de  cuatro  meses. 

La  Carta  de  la  Organización  de  los  Estados 
Americanos  (OEA)91  en  su  artículo  dos  (en  otros 
también  hace  referencia),  señala  como  propósito 
esencial  de  la  organización  el  de  "Afianzar  la  paz  y 
la  seguridad  del  Continente".  Es  por  ello,  que  las 
reflexiones  que  se  hacen  en  este  trabajo  están  cir- 
cunscritas precisamente  a  la  OEA  y  no  se  abordan 
otras  iniciativas  que  pudieron  surgir  pero  que  no  han 
logrado  desarrollarse  por  no  conformar  un  marco 
de  consenso  tan  amplio  como  el  de  los  países  que 
integran  esta  organización.  Por  otra  parte,  abordar 
un  trabajo  más  amplio  en  el  que  se  pudieran  estu- 
diar iniciativas  relacionadas  con  la  seguridad  y  más 
específicamente  con  el  terrorismo  internacional,  su- 
pondría un  reto  mucho  mayor  que  escapa  a  lo  que 
se  pretende. 

En  función  del  tema  que  estamos  tratando,  terro- 
rismo internacional,  parece  adecuado  situar  el  punto 
de  partida  en  la  Primera  Cumbre  de  las  Américas, 
celebrada  en  Miami  entre  el  9  y  el  I  I  de  diciembre  de 
1994  (en  lo  sucesivo  Primera  Cumbre).  Sin  embargo, 
es  necesario  indicar  que  la  OEA  ha  asumido  la  tota- 
lidad de  los  acuerdos  internacionales  en  materia  de 
terrorismo,  a  pesar  de  que  no  todos  los  países  han 
firmado  o  ratificado  los  mismos92. 


91  Carta  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  suscrita 
en  Bogotá,  Colombia.  30  abril  1 948.  Disponible  en:  <http://www. 
acnur.org/biblioteca/pdf/003  5.  pdf>. 

92  Convenio  sobre  las  Infracciones  y  Ciertos  Otros  Actos  Come- 
tidos a  Bordo  de  las  Aeronaves  (1963);  Convenio  para  la  Re- 
presión del  Apoderamiento  Ilícito  de  Aeronaves  (1970);  Con- 
venio para  la  Represión  de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad 
de  la  Aviación  Civil  (1971);  Convención  sobre  la  Prevención  y 
el  Castigo  de  Delitos  Contra  las  Personas  Internacionalmente 
Protegidas  (1973);  Convención  Internacional  Contra  la  Toma 
de  Rehenes  (1979);  Convención  sobre  la  Protección  Física  de 
los  Materiales  Nucleares  (1980);  Protocolo  para  Represión  de 
Actos  Ilícitos  en  Aeropuertos  que  Presten  Servicio  a  la  Avia- 
ción Civil  Internacional  (1988);  Convenio  para  la  Represión  de 
Actos  Ilícitos  contra  la  Segundad  de  la  Navegación  Marítima 
(1988);  Protocolo  para  la  Represión  de  Actos  Ilícitos  Contra 
la  Seguridad  de  las  Plataformas  Fijas  (1988);  Convenio  sobre  la 
Marcación  de  Explosivos  Plásticos  para  los  Fines  de  Detección 
(1991); 


La  declaración  de  la  Cumbre  incluye  el  compro- 
miso de  los  Estados  por  lograr  una  mejor  seguridad 
hemisférica  y  generar  un  espacio  de  lucha  contra  el 
crimen  organizado  y  las  drogas  ilícitas,  especialmente 
contra  el  consumo,  producción,  tráfico  y  distribución 
de  narcóticos,  así  como  el  lavado  de  dinero  y  el  trá- 
fico ilícito  de  armas. También,  se  condena  el  terroris- 
mo en  todas  sus  formas  y  se  declara  la  voluntad  con- 
junta de  combatir  "firmemente  los  actos  terroristas 
en  cualquier  parte  de  las  Américas,  a  través  de  todos 
los  medios  legales". 

Por  su  parte,  el  Plan  de  Acción  derivado  de  la 
Cumbre,  recoge  algunos  elementos  más  específicos 
con  antecedentes  en  la  Cumbre  de  San  Antonio  de 
1992  y  el  respaldo  de  las  gestiones  de  la  Comisión 
Interamericana  para  el  Control  del  Abuso  de  Drogas 
(CICAD),  todo  con  la  finalidad  de  diseñar,  en  aquel 
entonces,  una  estrategia  para  el  siglo  XXI.  Los  puntos 
principales95  apuntaban  a: 

•  Ratificar  la  Convención  de  las  Naciones  Unidas 
contra  el  Tráfico  Ilícito  de  Estupefacientes  y  Sustan- 
cias Sicotrópicas  de  1 988, y  convertirán  en  delito  el 
lavado  del  producto  de  cualquier  delito  grave. 

Promulgar  leyes  que  permitan  el  congelamiento 
y  la  incautación  del  producto  de  operaciones  de 
lavado  de  dinero,  y  considerarán  la  distribución 
de  los  activos  incautados  entre  los  gobiernos. 

•  Ejecutar,  de  conformidad  con  lo  acordado  por 
los  ministros  y  representantes  de  los  gobiernos 
latinoamericanos  y  del  Caribe  en  la  Declaración 
de  Kingston,  del  5  y  6  de  noviembre  de  1 992,  las 

Convenio  Internacional  para  la  Represión  de  los  Atentados  Te- 
rroristas Cometidos  con  Bombas  (1997);  Convenio  Internacio- 
nal para  la  Represión  de  la  Financiación  del  Terrorismo  (1999); 
Convenio  Internacional  para  la  Represión  de  los  actos  deTerro- 
rismo  Nuclear  (2005);  Enmienda  de  la  Convención  sobre  la  pro- 
tección física  de  los  materiales  nucleares  (2005);  Protocolo  del 
Convenio  para  Represión  de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad 
de  la  Navegación  Marítima  (2005);  Protocolo  para  la  Represión 
de  Actos  Ilícitos  Contra  la  Seguridad  de  las  Plataformas  Fijas 
(2005). Todas  las  convenciones  están  disponibles  en:  http://v/ww. 
unodc.org/unodc/en/terrorism/conventions.html 
93  No  se  incluyen  todos.  El  Plan  de  Acción  completo  está  disponi- 
ble en:  http://www.mincomercio.gov.co/eContent/documentos/ 
negociaciones/alca/Plan%20de%20accin%20Cumbre%20de%20 
las%20Américas.pdf 
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recomendaciones  del  Grupo  de  Acción  Financie- 
ra del  Caribe  sobre  Lavado  de  Dinero,  y  colabo- 
rará para  adoptar  los  Reglamentos  Modelo  de  la 
CICAD. 

•  Fortalecer  los  esfuerzos  para  controlar  las  armas 
de  fuego,  las  municiones  y  los  explosivos,  a  fin  de 
evitar  que  caigan  en  manos  de  los  traficantes  de 
drogas  y  de  las  organizaciones  criminales. 

Considerando  que  el  terrorismo  "constituye  una 
violación  sistemática  y  deliberada  de  los  derechos  de 
los  individuos  y  un  asalto  a  la  democracia  misma"  y 
haciendo  referencia  a  los  sucesos  acaecidos  en  los 
noventa,  los  puntos  más  importantes  en  relación  con 
el  terrorismo  nacional  e  internacional,  son: 

•  Promover,  en  el  contexto  de  la  protección  de  los 
derechos  humanos  y  las  libertades  civiles,  acuerdos 
bilaterales  y  subregionales  dirigidos  a  enjuiciar  y 
penalizar  a  los  que  cometan  actos  terroristas. 

Convocar  una  conferencia  especial  de  la  OEA 
sobre  la  prevención  del  terrorismo. 

Reafirmar  la  importancia  de  los  tratados  de  extra- 
dición, ratificados  por  los  Estados  del  Hemisferio, 
y  hacer  notar  que  dichos  tratados  serán  acatados 
estrictamente  como  expresión  de  la  voluntad  po- 
lítica de  los  gobiernos,  de  conformidad  con  el  de- 
recho internacional  y  las  legislaciones  nacionales. 

Hay,  en  esos  momentos,  una  marcada  inquietud 
más  que  por  el  terrorismo  por  el  crimen  organizado 
y  el  narcotráfico,  razón  última  de  la  declaración.  Sin 
embargo,  comienza  a  observarse  la  preocupación  por 
crear  un  espacio  donde  se  promuevan  unas  iniciati- 
vas básicas  que,  a  fin  de  cuentas,  incidan  igualmente 
contra  el  terrorismo,  puesto  que  los  atentados  en 
Argentina  todavía  están  recientes. 

En  junio  de  1995,  durante  la  Asamblea  General 
de  la  OEA  celebrada  en  Montruois  (Haití),  se  adopta 
la  resolución  AG/RES.  1350  (XXV-O/95)  por  la  que 
se  decide  convocar  la  primera  conferencia  especiali- 
zada sobre  terrorismo. 


La  difícil  situación  que  vivía  el  hemisferio  en  esa 
época  reunió  a  los  ministros  de  Estado  y  los  jefes  de 
delegación  de  los  Estados  miembros  de  la  Organización 
de  los  Estados  Americanos  en  Lima,  Perú,  del  23  al 
26  de  abril  de  1996,  con  ocasión  de  la  Conferencia 
Especializada  Interamericana  sobre  Terrorismo.  En  ella 
se  insiste,  en  los  primeros  puntos  de  la  declaración,  en 
lo  "grave  y  preocupante  (del)  fenómeno  terrorista"  y 
la  condena  del  "terrorismo  en  todas  su  formas",  al  igual 
que  se  manifiesta  la  voluntad  de  combatir  "conjunta  y 
firmemente  los  actos  terroristas  en  cualquier  parte 
de  las Américas, a  través  de  medios  legales...". Sin  que 
haya  un  aporte  sustancial  respecto  de  lo  abordado  en 
la  declaración  anterior.se  insiste  en  la  conveniencia  de 
ratificar  los  instrumentos  internacionales  sobre  terro- 
rismo y  la  necesidad  de  que  los  actos  terroristas  sean 
juzgados  por  tribunales  nacionales. 

De  la  Conferencia  de  Lima  se  deriva,  también, 
un  Plan  de  Acción  sobre  cooperación  hemisférica 
para  prevenir,  combatir  y  eliminar  el  terrorismo.  En 
el  mismo  se  vuelcan,  de  nuevo,  ciertas  voluntades  que 
deben  ser  ratificadas  por  los  Estados  miembros.  Las 
más  notorias  podrían  ser  las  siguientes: 

Tipificar  en  las  legislaciones  internas  los  actos 
terroristas  como  delitos  comunes  graves. 

Promover  la  ratificación  y/o  adhesión  de  los  con- 
venios internacionales  relacionados  con  el  terro- 
rismo, así  como  otros. 

Brindar  cooperación  y  asistencia  mutua  legal. 

Promover  el  cumplimiento  de  los  tratados  de 
extradición. 

Intercambiar  información. 

Mayor  cooperación  bilateral,  subregional  y 
multilateral. 

Cooperación  en  asistencia  técnica  y  capacitación. 

Fortalecer  la  cooperación  en  materia  de  fronte- 
ras y  documentos  de  viaje  para  prevenir  actos 
terroristas. 
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Medidas  para  luchar  contra  el  tráfico  de  drogas  e 
impedir  el  uso  de  materiales  nucleares,  químicos 
y  biológicos  por  parte  de  terroristas. 

En  este  segundo  plan,  se  observa  una  madura- 
ción y  mayor  extensión  de  los  objetivos.  Se  insiste, 
y  esto  es  algo  que  se  verá  en  todo  el  proceso,  en  la 
necesidad  de  que  los  países  miembros  ratifiquen  o 
se  adhieran  a  los  marcos  firmados  pero  no  vigentes 
en  todos  ellos  y  se  hace  alusión  a  la  importancia  del 
combate  al  terrorismo.  Sin  embargo,  no  se  termi- 
na por  definir  el  delito  como  tal  y  se  pone  especial 
énfasis,  en  este  segundo  plan,  en  la  independencia 
de  los  Estados  para  incluir  en  sus  legislaciones  refe- 
rencias al  terrorismo.  Como  novedad,  se  apunta  la 
necesidad  de  colaboración  en  materia  de  informa- 
ción, convenios  bilaterales  y  asistencia  técnica.  Por 
primera  vez,  se  hace  alusión  al  tema  nuclear,  químico 
y  biológico. 

Inmediatamente  después,  en  junio  del  mismo 
año,  la  Asamblea  General  adopta  una  resolución94  en 
la  que  insiste  en  alguno  de  los  puntos  del  plan  de 
acción  antes  indicado.  Fundamentalmente: 

La  condena  a  todas  las  formas  de  terrorismo. 

•  La  necesidad  de  seguir  las  medidas  del  plan  de 
acción. 

•  Convocar      una      reunión      de  expertos 
gubernamentales. 

Encomendar  al  Comité  Jurídico  Interamericano 
el  estudio  del  tema:"Cooperación  interamerica- 
na para  enfrentar  el  terrorismo". 

En  abril  de  1 998  se  celebró  la  Segunda  Cumbre  de 
las  Américas  en  Santiago  de  Chile.  De  la  misma  derivó, 
como  en  ocasiones  anteriores,  un  Plan  de  Acción.  No 
obstante,  la  Cumbre,  enfocada  más  a  temas  jurídicos 
y,  especialmente,  sociales  no  presta  una  especial  aten- 
ción al  terrorismo,  incluyendo,  únicamente  un  párrafo 
que  no  hace  más  que  recordar  la  necesidad  de  que  los 
Estados  ratifiquen  o  se  adhieran  a  los  marcos  legales 

94    AG/RES.  1 399  (XXVI-O-96). 


ya  existentes,  así  como  a  lo  indicado  en  la  Declaración 
de  Lima95  y  el  plan  derivado  de  ella. 

No  es  hasta  noviembre  de  1998  que  se  celebra 
la  segunda  conferencia  especializada  interamerica- 
na sobre  terrorismo,  en  la  ciudad  de  Mar  de  Plata 
(Argentina).  En  la  misma  se  amplían  y  reiteran  algunas 
de  las  medidas  anteriores,  todas  ellas  contenidas  en  el 
documento  CEITE-ll/doc.2/98  rev.  I.  Esencialmente, 
los  aportes  son  los  mismos  que  surgieron  en  las 
Conferencias  o  Cumbres  anteriores.  Unicamente 
marca  la  diferencia  el  hecho  de  promover: 

•  El  Comité  Interamericano  contra  el  Terrorismo 
(CICTE)96. 

•  Lineamientos  para  la  Cooperación  Interamerica- 
na  frente  a  Actos  y  Actividades  Terroristas97. 

Medidas  para  eliminar  la  Captación  de  Fondos 
para  el  Terrorismo98. 


95  El  párrafo  completo  es  el  siguiente: 
Terrorismo 

Los  Gobiernos: 

-  Tomarán  medidas,  según  lo  acordado  en  la  Declaración  y  en 
el  Plan  de  Acción  de  Lima,  a  fin  de  prevenir,  combatir  y  elimi- 
nar el  terrorismo,  aplicando  para  ello  la  más  firme  voluntad 
de  cumplir  con  los  objetivos  generales  expuestos. 

-  Alentarán  a  los  Estados  que  aún  no  lo  han  hecho  para  que 
firmen,  ratifiquen  o  adhieran,  según  sea  el  caso,  los  convenios 
internacionales,  relacionados  con  el  terrorismo,  de  acuerdo 
con  sus  respectivas  legislaciones  internas. 

-  Convocarán,  en  el  marco  de  la  Organización  de  los  Estados 
Americanos  (OEA),  la  Segunda  Conferencia  Especializada  In- 
teramericana  para  evaluar  los  progresos  alcanzados  y  definir 
los  futuros  cursos  de  acción  para  la  prevención,  combate  y 
eliminación  del  terrorismo. 

96  CICTE  es  una  entidad  establecida  por  la  Asamblea  General  de 
la  Organización  de  los  Estados  Americanos  (OEA).  de  acuerdo 
con  el  Articulo  53  de  la  carta  de  la  organización,  que  gozará  de 
autonomía  técnica  y  estará  integrado  por  las  autoridades  nacio- 
nales competentes  de  todos  los  Estados  miembros.  Promoverá 
el  desarrollo  de  la  cooperación  interamericana  con  base  en  las 
convenciones  internacionales  sobre  la  materia  y  la  Declaración 
de  Lima  para  prevenir,  combatir  y  eliminar  el  terrorismo.  Ten- 
drá atribuciones  para  impulsar,  desarrollar,  coordinar  y  evaluar 
la  aplicación  del  Plan  de  Acción  de  Lima,  las  recomendaciones 
de  la  reunión  de  expertos  gubernamentales  para  examinar  los 
medios  que  permitan  mejorar  el  intercambio  de  información 
entre  los  Estados  Miembros. 

97  Texto  complete  en:  http://www.oas.org/juridico/spanish/Docu7. 
htm. 

98  Texto  complete  en:  http://www.oas.org/jundico/spanish/Docu8. 
htm. 


Las  dos  últimas  iniciativas  no  hacen  más  que  re- 
coger y  enunciar  las  propuestas  señaladas  en  otros 
documentos  anteriores.  En  el  caso  de  las  medidas 
relacionadas  con  captación  de  fondos,  la  mayor  parte 
del  documento  (media  página)  se  refiere  a  la  adop- 
ción de  normas  por  parte  de  los  Estados,  pero  sin 
declarar  cuáles,  más  bien  queda  plasmada  la  inten- 
ción: "aplicar  normas  que  establezcan  bases  y  meca- 
nismos eficaces  que  refuercen  acuerdos  y  tratados 
sobre  extradición,  por  delitos  relativos  a  actividades 
de  captación  de  fondos  para  el  terrorismo"  o  "aplicar 
normas  que  requieran  de  las  instituciones  financieras 
mantener  registros  de  las  transacciones  financieras 
por  un  mínimo  de  cinco  años". 

Con  motivo  de  la  Tercera  Cumbre  de  las 
Américas,  los  Jefes  de  Estado  y  de  Gobierno  de  las 
Américas  suscribieron  la  Declaración  de  Québec" 
en  la  que  reiteran  su  compromiso  con  el  proceso  de 
integración  americano  para  mejorar  la  seguridad  de 
sus  pueblos;  así  como  la  decisión  de  luchar  contra 
las  nuevas  amenazas  multidimensionales  a  la  seguri- 
dad de  las  sociedades  americanas,  fundamentalmente, 
el  problema  mundial  de  las  drogas  y  sus  delitos  co- 
nexos. Además,  adoptan  un  Plan  de  Acción  mediante 
el  cual  reconocen  la  grave  amenaza  que  constituye  el 
problema  de  las  drogas  en  la  región,  reafirmando  la 
voluntad  de  combatirlo  en  todas  sus  manifestaciones, 
en  forma  integral,  conforme  al  principio  de  respon- 
sabilidad compartida  y  mediante  la  coordinación  de 
esfuerzos,  cooperación  y  respeto  mutuo  entre  las  na- 
ciones.Adicionalmente  se  comprometen  a  fortalecer 
la  cooperación  hemisférica  para  prevenir,  combatir  y 
eliminar  todas  las  formas  de  terrorismo. 

Con  respecto  a  los  ataques  del  I  I  de  septiembre, 
la  primera  institución  en  actuar  fue  la  Organización 
de  los  Estados  Americanos,  ya  que  los  cancilleres  del 
hemisferio  estaban  reunidos  en  Perú  ese  día  para 
adoptar  la  Carta  Democrática  Interamericana  y  de 
inmediato  condenaron  el  hecho  y  dieron  prioridad 


99     Declaración  de  Quebec. Tercera  Cumbre  de  las  Américas,  Cana- 
di.  del  20  al  22  Abril  200 1  Disponible  en: 
<http://www.oas.  org/main/main.asp?sLang=S&slmk=http:// 
www.summit-americas.org/defaults.htm>. 


al  tema  del  terrorismo.  Los  ministros  de  relaciones 
exteriores  de  la  región  adelantaron  la  reunión  al  21 
de  septiembre  200 1 ,  diez  días  después  de  los  ataques 
del  I  I  de  septiembre  en  la  sede  de  la  Organización 
de  los  Estados  Americanos,  OEA,  en  Washington,  con 
el  fin  de  persuadir  a  los  países  miembros  a  diseñar 
medidas  para  impedir  y  neutralizar  cualquier  activi- 
dad de  grupos  terroristas  en  sus  territorios  y  tra- 
bajar unidos  para  perseguir,  judicializar  y  capturar  a 
los  responsables  de  los  ataques,  fortaleciendo  la  co- 
operación en  materia  de  extradición,  asistencia  legal 
mutua  e  intercambio  de  información.  Los  cancilleres 
también  encomendaron  al  Consejo  Permanente  de  la 
OEA,  la  redacción  de  un  tratado  hemisférico  contra 
el  terrorismo  y  la  convocatoria  de  una  reunión  del 
Comité  Interamericano  contra  el  terrorismo. 

En  la  Declaración  de  San  Salvador100,  los  Estados 
miembros  del  Comité  Interamericano  Contra  el 
Terrorismo  (CICTE)  de  la  Organización  de  los  Estados 
Americanos  declararon  que  el  terrorismo  en  todas 
sus  manifestaciones  constituye  una  grave  amenaza  a 
la  seguridad  internacional,  la  que  se  ve  agravada  por  la 
relación  existente  con  el  narcotráfico,  que  permite  el 
financiamiento  de  las  actividades  terroristas,  haciendo 
necesario  incrementar  las  medidas  para  su  prevención 
y  represión,  así  como  para  facilitar  la  cooperación  a 
nivel  bilateral,  subregional,  regional  e  internacional. 
Además  afirman  que  las  acciones  orientadas  a  la  lucha 
contra  el  terrorismo  y  la  cooperación  internacional 
requerida,  deben  ajustarse  al  Estado  de  Derecho  y  a 
sus  obligaciones  emanadas  del  derecho  internacional. 

En  esa  oportunidad.se  recalcó  nuevamente  la  im- 
portancia de  que  los  Estados  Miembros,  que  aún  no 
lo  hayan  hecho,  firmen,  ratifiquen  o  se  adhieran  a  la 
Convención  Interamericana  contra  el  Terrorismo,  las 
convenciones  y  protocolos  de  las  Naciones  Unidas 
(ONU)  relativos  al  terrorismo,  la  Convención  de  las 
Naciones  Unidas  contra  la  Delincuencia  Organizada 

1 00  Declaración  de  San  Salvador,  Sobre  el  Fortalecimiento  de  la  Co- 
operación en  la  Lucha  Contra  el  Terrorismo,  El  Salvador,  OEA/ 
Ser.L/X.2.3  CICTE/DEC.  1/03  rev.2corr.  1,17  Marzo  2003.  Dis- 
ponible en: 

<http://www.cicte.oas.org/Database/Tercer_Periodo_Declara- 
c¡on%20de%20San%20Salvador-Spa.doc>. 


Derecho  nternaciona 


Transnacional  y  sus  tres  protocolos  complementa- 
rios y  la  Convención  Interamericana  sobre  Asistencia 
Mutua  en  Materia  Penal;  implementen  las  medidas 
que  requiere  la  resolución  1373  (2001)  del  Consejo 
de  Seguridad  de  las  Naciones  Unidas  y  las  recomen- 
daciones del  segundo  y  tercer  períodos  ordinarios 
de  sesiones  del  CICTE  sobre  medidas  de  controles 
fronterizos  y  financieros;  y  adopten  legislación  nacio- 
nal contra  el  terrorismo. 

La  Declaración  sobre  Seguridad  en  las  Américas101 
señala  que  la  seguridad  hemisférica  tiene  carácter  mul- 
tidimensional  y  comprende  las  amenazas  tradicionales 
y  las  nuevas  amenazas.  El  sistema  de  seguridad  ameri- 
cano incorporará  las  prioridades  específicas  de  seguri- 
dad de  cada  Estado  y  se  basará  en  el  respeto  del  marco 
legal  interno,  el  derecho  internacional  y  los  derechos 
humanos,  buscando  fortalecer  la  cooperación  entre 
Estados.  Las  prioridades  de  seguridad  de  cada  Estado 
corresponden  a  su  realidad  particular,  siendo  potestad 
de  ellos  elaborar  e  implementar  las  estrategias,  pla- 
nes y  acciones  que  estimen  convenientes  para  hacer 
frente  a  las  diferentes  amenazas.  Las  nuevas  amenazas 
incluyen  diversos  aspectos  como  el  político,  el  social, 
el  económico,  etc.,  y  requieren  acciones  coordinadas 
entre  las  diferentes  organizaciones  públicas  y  privadas, 
así  como  la  participación  de  la  sociedad  en  su  conjunto. 
La  Declaración  afirma  que  el  terrorismo  y  el  problema 
mundial  de  las  drogas  constituyen  nuevas  amenazas  de 
carácter  transnacional,  por  lo  que  la  integración  y  co- 
operación regional  y  subregional  son  necesarias  para 
fortalecer  la  seguridad  en  el  continente.  Los  Estados 
declaran  al  terrorismo  como  una  grave  amenaza  para 
la  seguridad  del  hemisferio  y  se  comprometen  a  luchar 
contra  él  y  su  financiación,  observando  el  Estado  de 
Derecho,  el  derecho  internacional  y  el  pleno  respeto 
de  los  derechos  humanos,  así  como  la  aplicación  efec- 
tiva de  los  diferentes  compromisos  asumidos  en  los 
convenios  internacionales  sobre  el  combate  contra  el 


101  Declaración  Sobre  Seguridad  en  las  Américas  suscrita  durante 
la  Conferencia  Especial  Sobre  Seguridad  de  la  Organización  de 
los  Estados  Americanos,  Ciudad  de  México.  México,  OEA/Ser.K/ 
XXXVIII  CES/dec.l/03  rev.  I,  28  Octubre  2003.  Disponible 
en:  <http://www.oas.  org/main/main.asp?sLang=S&sL¡nk=http:// 
www.oas.org/csh/spanish/default.asp>. 


terrorismo.  Por  otro  lado,  condenan  el  narcotráfico, 
como  delito  transnacional  que  afecta  la  seguridad  de 
los  Estados,  sus  instituciones  y  sociedades;  reiterando 
la  necesidad  de  fortalecer  la  cooperación  multilateral, 
basada  en  la  responsabilidad  compartida,  la  integrali- 
dad,  el  equilibrio,  la  confianza  mutua  y  el  pleno  respeto 
a  la  soberanía  de  los  Estados,  para  luchar  contra  la 
producción,  el  tráfico  y  el  consumo  de  drogas  y  sus 
delitos  conexos. 

Es  posible  que  esa  novedosa  visión  de  la  multimen- 
sionalidad  de  la  seguridad,  incluida  por  otra  parte  en 
el  Tratado  Marco  de  Seguridad  Democrática  (TMSD), 
firmado  por  los  países  centroamericanos,  desfocalice 
o  amplíe  la  visión  en  torno  al  tema  de  la  seguridad 
y,  consecuentemente,  genere  un  efecto  distorsiona- 
dos Es  decir,  cuando  "todo"  es  seguridad:  alimentaria, 
medioambiental,  pobreza,  desarrollo,  etc.,  "nada"  ter- 
mina por  centrar  la  atención  del  actuar  político  ni  de 
las  distintas  resoluciones  o  acuerdos  que  se  puedan 
tomar  en  diferentes  foros  internacionales.  Un  ejemplo 
claro  de  cuanto  se  dice  es  la  poca  trascendencia  del 
TMSD  antes  mencionado.  Los  diferentes  ministerios 
de  defensa  y  otros,  no  supieron  articular  un  proyecto 
que,  encabezado  por  los  ministros  de  relaciones  exte- 
riores, pretendía  abordar  temas  complejos  y  multifa- 
céticos,  sin  una  atención  temática  clara  y  precisa. 

Otro  ejemplo  que  sustenta  el  anterior  razona- 
miento, es  la  cantidad  de  amenazas  que  se  contem- 
plaron como  elementos  que  inciden  en  la  seguridad 
de  la  región,  lo  que  complica  la  gestión  por  las  razo- 
nes antes  indicadas  y  dificulta  centrarse  en  ciertas 
amenazas  con  un  mayor  grado  de  prioridad102. 


102  Declaración  sobre  Seguridad  en  las  Américas.  (Aprobado  en  la 
tercera  sesión  plenaria,  celebrada  el  28  de  octubre  de  2003). 
OEA/Ser.K/XXXVIll  .  CES/dec.  1/03  rev.  I  m)  La  seguridad  de 
los  Estados  del  Hemisferio  se  ve  afectada,  en  diferente  forma, 
por  amenazas  tradicionales  y  por  las  siguientes  nuevas  amena- 
zas, preocupaciones  y  otros  desafios  de  naturaleza  diversa: 

•  el  terrorismo,  la  delincuencia  organizada  transnacional,  el 
problema  mundial  de  las  drogas,  la  corrupción,  el  lavado  de 
activos,  el  tráfico  ilícito  de  armas  y  las  conexiones  entre  ellos; 

•  la  pob.eza  extrema  y  la  exclusión  social  de  amplios  sectores 
de  la  población,  que  también  afectan  la  estabilidad  y  la  de- 
mocracia. La  pobreza  extrema  erosiona  la  cohesión  social  y 
vulnera  la  seguridad  de  los  Estados; 


Durante  la  quinta  sesión  plenaria  del  Comité 
Interamericano  Contra  el  Terrorismo  (CICTE)  se 
adoptó  la  Declaración  de  Montevideo103,  a  través  de  la 
cual  los  Estados  del  hemisferio  reiteran  su  condena  al 
terrorismo  en  todas  sus  formas  y  manifestaciones  por 
constituir  una  grave  amenaza  a  la  paz,  a  la  seguridad 
internacional  y  a  los  valores  y  principios  que  sustentan 
el  orden  interamericano,  situación  que  se  ve  agrava- 
da por  las  conexiones  existentes  entre  el  terrorismo 
y  el  narcotráfico,  cuyas  utilidades  ilícitas  podrían  ser 
destinadas  a  financiar  acciones  terroristas.  Además,  se 
comprometen  a  prevenir,  combatir  y  eliminar  el  terro- 
rismo y  su  financiación,  mediante  la  implementación 
de  medidas  acordes  con  el  marco  legal  interno  e  inter- 
nacional que  permitan  fortalecer  la  cooperación  re- 
gional e  internacional  y  el  intercambio  de  información 
a  fin  de  ubicar,  capturar,  enjuiciar  y  sancionar  a  los  res- 
ponsables de  actos  terroristas,  así  como  incautar  los 
recursos  empleados  para  ejecutarlos.  Por  último,  ex- 
presaron su  satisfacción  por  el  trabajo  del  Comité  en 
la  identificación  de  medidas  urgentes  y  de  largo  plazo 
para  fortalecer  la  cooperación  hemisférica  para  preve- 
nir, combatir  y  eliminar  el  terrorismo,  y  en  particular 
sus  esfuerzos  para  fortalecer  la  seguridad  portuaria  y 
marítima  y  la  seguridad  de  la  aviación. 

Con  motivo  de  la  Cumbre  Extraordinaria  de  las 
Américas,  realizada  en  Monterrey,  México,  el  12  y  13 
de  enero  del  2004,  los  Jefes  de  Estado  y  de  Gobierno 
de  las  Américas  firmaron  la  Declaración  de  Nuevo 
León104  mediante  la  cual  se  comprometen  a  imple- 


•  los  desastres  naturales  y  los  de  origen  humano,  el  VIH/SIDA 
y  otras  enfermedades,  otros  riesgos  a  la  salud  y  el  deterioro 
del  medio  ambiente; 

•  la  trata  de  personas; 

•  los  ataques  a  la  seguridad  cibernética; 

•  la  posibilidad  de  que  surja  un  daño  en  el  caso  de  un  accidente 
o  incidente  durante  el  transporte  marítimo  de  materiales  po- 
tencialmente  peligrosos,  incluidos  el  petróleo,  material  radio- 
activo y  desechos  tóxicos;  y 

"  la  posibilidad  del  acceso,  posesión  y  uso  de  armas  de  destruc- 
ción en  masa  y  sus  medios  vectores  por  terroristas. 

103  Declaración  de  Montevideo.  Comité  Interamericano  Contra  el 
Terrorismo.  Uruguay.  OEA/Ser.L/X.2.4  CICTE/DEC.  1/04  rev.  3. 
4  Febrero  2004.  Disponible  en:  <http://www.oas. org/main/main. 
asp?sLang=S&sLink=http://www.cicte.oas.org>. 

104  Declaración  de  Nuevo  León.  Cumbre  Extraordinaria  de  las 
Américas,  Monterrey.  México,  13  Enero  2004  Disponible  en: 
<http://www.summitamericas.  org/SpecialSummit/Declarations/ 
Declara  tion%20of%20Nuevo%20Leon%20-final-span.pdf> 


mentar  las  medidas  necesarias  para  prevenir  y  com- 
batir el  terrorismo  y  su  financiación,  respetando  los 
compromisos  asumidos  en  el  contexto  del  derecho 
internacional.  De  igual  manera.se  comprometen  a  lu- 
char contra  todas  las  formas  de  delincuencia  transna- 
cional, incluido  el  tráfico  ilícito  de  drogas,  sobre  todo 
si  los  fondos  que  generan  son  utilizados  en  apoyo  a 
las  organizaciones  terroristas. 

En  la  Declaración  de  Quito105,  los  Ministros  de 
Defensa  de  las  Américas  señalan  que  el  terrorismo  y 
el  narcotráfico  son  nuevas  amenazas  que  tienen  ca- 
rácter multidimensional  y  transnacional,  por  lo  que 
afectan  a  todos  los  países  del  hemisferio  y  requieren 
una  efectiva  cooperación  entre  ellos.  Precisan  que  es 
responsabilidad  de  cada  Estado  establecer  la  manera 
de  ejercer  su  soberanía  territorial,  conforme  a  sus 
recursos,  prioridades,  marco  legal  vigente  y  compro- 
misos asumidos  ante  la  comunidad  internacional.  Los 
roles,  organización,  material  y  entrenamiento  de  las 
Fuerzas  Armadas  y  de  Seguridad  Pública  deberán  ser 
modificados  por  cada  Estado  como  parte  del  pro- 
ceso de  modernización  y  transformación  que  se  im- 
plementará  para  hacer  frente  a  las  nuevas  amenazas. 
Además  declaran  que  la  prevención,  combate  y  eli- 
minación del  terrorismo  y  el  tráfico  ¡lícito  de  drogas 
constituye  un  objetivo  prioritario  común  en  la  región 
y  reiteran  su  enérgico  rechazo  a  estas  amenazas  a  la 
seguridad. 

El  hecho  de  hacer,  por  primera  vez,  mención  a 
las  Fuerzas  Armadas,  representa  un  importante  hito, 
especialmente,  en  una  región  caracterizada  por  gol- 
pes de  Estado  y  uso  de  la  fuerza  por  parte  de  los 
ejércitos  en  épocas  relativamente  recientes.  Es  por 
ello  que  ese  giro  obedece  a  una  "nueva  confianza"  en 
la  institución  armada  y  en  la  necesidad  de  acometer 
la  modernización  militar  y  generar  un  nuevo  debate 
social  que  permita  lo  indicado.  Por  otra  parte,  tam- 
bién responde  a  una  visión  particular  de  los  Estados 
Unidos  de  América  en  relación  al  empleo  que  debe 


105  Declaración  de  Quito,  VI  Conferencia  de  Ministros  de  Defensa 
de  las  Américas.  Ecuador,  del  16  al  21  Noviembre  2004.  Dis- 
ponible en:  <http://www.summitamericas.org/Panels/VI_Mee- 
ting_Defense_Americas/DECLARACION  QUITO_ESP.pdf>. 
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darse  a  las  fuerzas  armadas  iberoamericanas,  si  bien 
no  todos  los  países  cuentan  con  una  idea  uniforme 
al  respecto106. 

Mediante  la  Declaración  de  Puerto  España107,  los 
Estados  Americanos  reafirman  que  el  terrorismo  en 
todas  sus  formas  constituye  una  grave  amenaza  para 
la  paz  y  seguridad  mundial,  por  lo  que  confirman  su 
compromiso  de  cumplir  con  las  obligaciones  deriva- 
das de  sus  leyes  internas  y  del  Derecho  Internacional, 
así  como  el  compromiso  de  incrementar  la  coope- 
ración entre  los  Estados  para  prevenir,  combatir  y 
eliminar  el  terrorismo  y  su  financiación.  Igualmente 
resaltan  que  la  amenaza  del  terrorismo  se  ve  agrava- 
da por  las  relaciones  existentes  entre  el  terrorismo 
y  el  tráfico  ilícito  de  drogas,  debido  a  que  los  fondos 
obtenidos  por  medio  de  esa  actividad  ilícita  podrían 
ser  usados  en  el  financiamiento  de  actos  terroristas, 
señalando  que  toda  medida  que  los  Estados  apliquen 
contra  el  terrorismo  y  su  fmanciamiento  debe  en- 
marcarse dentro  del  pleno  respeto  del  Estado  de 
Derecho  y  el  Derecho  Internacional. 

Durante  la  cuarta  sesión  plenaria  del  trigé- 
simo quinto  período  ordinario  de  sesiones,  la 
Asamblea  General  de  la  Organización  de  los  Estados 
Americanos108  hace  un  llamado  a  los  Estados  miem- 
bros para  que  incrementen  las  medidas  contra  el 
tráfico  ilícito  de  drogas,  como  parte  de  las  acciones 
destinadas  a  combatir  el  fmanciamiento  de  acciones 
terroristas  y  reitera  su  compromiso  de  fortalecer  las 
medidas  de  cooperación  a  nivel  bilateral,  subregional, 


106  "Sabemos  que  no  puede  existir  un  concepto  único  de  segundad  en 
nuestro  hemisferio.  Existen  legitimas  preocupaciones  de  países  y  gru- 
pos de  países  que  no  necesariamente  son  compartidas  por  todos  los 
países  del  hemisferio,  pero  que  son  susceptibles  de  acciones  coordina- 
das comunes  basadas  en  un  espíritu  de  solidaridad".  Secretario  de 
Relaciones  Exteriores  de  México,  en  el  XXXII  periodo  ordinario 
de  sesiones  de  la  Asamblea  General  de  la  OEA.  Junio  de  2002. 

107  Declaración  de  Puerto  España.  Sobre  el  Fortalecimiento  de  la 
Cooperación  Sobre  Estrategias  para  Sustentar  y  Avanzar  la  Lu- 
cha Hemisférica  contra  el  Terrorismo,  Trinidad  yTobago.  OEA/ 
Ser.LVX.2.5  CICTE/DEC.  I  IOS  rev.  1,17  Febrero  2005.  Disponible 
en:  <http://www.oas.  org/main/main.asp?sLang=S&sLink=http:// 
www.cicte.oas.org>. 

108  Resolución  de  la  Asamblea  General  de  la  Organización  de  los 
Estados  Americanos.  AG/RES.  2137  (XXXVO/05),  Fort  Lauder- 
dale.  Florida.  EE.UU.,  7  junio  2005. 

Disponible  en:  <http://www.oas.org/iuridico/spanish/ag05/ag05. 
doc#  Tocl  I3420059>. 


regional  e  internacional  para  prevenir,  combatir  y  eli- 
minar el  terrorismo  y  su  financiamiento,  conforme  a 
la  legislación  interna  y  a  los  tratados  vigentes. 

La  Declaración  de  San  Carlos,  sobre  la  coope- 
ración hemisférica  para  enfrentar  el  terrorismo  de 
manera  integral,  aprobada  en  la  quinta  sesión  plenaria 
celebrada  el  24  de  marzo  de  2006,  incluye  los  aspec- 
tos "tradicionales"  hasta  ahora  manejados  en  las  dis- 
tintas declaraciones  y,  por  primera  vez,  una  observa- 
ción de  Venezuela.  Este  hito  es  trascendental,  ya  que 
deja  entrever  el  nuevo  rol  de  la  República  Bolivariana 
en  relación  al  terrorismo  y  el  narcotráfico. 

En  el  séptimo  párrafo  de  dicha  declaración  se 
indica: 

REAFIRMANDO  que  la  amenaza  del  terrorismo 
se  ve  agravada  por  conexiones  que  existen  entre  el 
terrorismo  y  el  tráfico  ilícito  de  armas,  el  lavado  de 
activos  y  otras  formas  de  delincuencia  organizada 
transnacional  y  que  las  alianzas  y  beneficios  que  re- 
sultan de  dichas  conexiones  son  o  pueden  ser  utili- 
zados para  apoyar  y  financiar  actividades  terroristas. 

Por  su  parte,  Venezuela  alega  que  "no  puede 
respaldar  la  formulación  contenida  en  el  séptimo  pá- 
rrafo preambular  orientada  a  señalar  una  conexión 
directa  y  permanente  entre  el  terrorismo  y  la  de- 
lincuencia organizada  transnacional,  por  cuanto  ello 
significa  desconocer  las  normas  del  debido  proceso  y 
la  presunción  de  inocencia,  principios  umversalmente 
reconocidos  en  material  de  derechos  humanos". 

De  igual  forma,  cuando  la  declaración  aborda  el 
tema  de  las  amenazas  emergentes  y  señala:  "Su  com- 
promiso de  identificar  y  enfrentar  las  amenazas  te- 
rroristas emergentes,  cualesquiera  sea  su  origen,  tales 
como  el  delito  cibernético  y  bio-terrorismo  y  las  ame- 
nazas a  la  seguridad  en  el  turismo  y  la  infraestructura 
crítica,  según  definida  por  cada  Estado,  y  la  posibilidad 
del  acceso,  posesión,  transporte  y  empleo  de  armas 
de  destrucción  masiva  y  materiales  relacionados  y  sus 
medios  vectores  en  manos  de  terroristas,  y  de  pro- 
mover la  formulación  y  adopción  de  programas  de  co- 


operación",  la  observación  venezolana  es  la  siguiente: 
"La  República  Bolivariana  de  Venezuela  no  respalda  el 
párrafo  resolutivo  4. 1  por  cuanto  no  existe  una  defi- 
nición común  sobre  amenazas  emergentes  y  debido  a 
que  introduce  elementos  no  conteste  con  la  realidad 
del  continente  americano,  desproporcionados  entre  si, 
por  la  naturaleza  de  los  mismos,  como  por  lo  estable- 
cido en  la  Declaración  de  Seguridad  de  las  Américas". 

Finalmente,  también  hace  una  observación  al 
punto  resolutivo  4.f,l09"...,por  cuanto  considera  que 
el  CICTE  no  es  el  foro  pertinente  para  abordar  seria- 
mente cualquiera  de  los  temas  contenidos  en  la  re- 
solución 1540  de  las  Naciones  Unidas,  dada  su  com- 
plejidad, y  por  creer  firmemente  que  la  contribución 
de  esta  entidad  debe  estar  orientada  a  promover  el 
espíritu  del  Tratado  de  Tlatelolco  que  consolidó  a 
América  Latina  y  el  Caribe  como  la  primera  zona 
libre  de  armas  nucleares.  Esta  iniciativa,  sí  contribuiría 
a  combatir  y  erradicar  cualquier  amenaza  nuclear  en 
el  continente  americano". 

Esta  salida  de  la  postura  de  la  OEA  es  significati- 
va ya  que  orientará  el  rumbo  del  país  caribeño  en  el 
resto  de  declaraciones  y  también  en  su  actuar  políti- 
co. Recordemos  que,  a  partir  de  entonces, Venezuela 
genera  un  significativo  acercamiento  a  Irán  y  a  su 
programa  nuclear,  también  a  la  Federación  de  Rusia 
como  principal  proveedor  de  sistemas  de  armas  e 
importante  socio  estratégico  y  promueve  importan- 
tes vectores  con  el  terrorismo  islamista. 

El  hecho  de  aludir  a  la  indefinición  sobre  ame- 
nazas emergentes,  debe  de  llamar  la  atención  a  la 
importancia  de  contar  con  definiciones,  especial- 
mente de  terrorismo.  No  hacerlo  implica  que  cual- 
quier Estado  puede,  en  su  momento,  actuar  igual  que 
Venezuela  lo  hizo  en  2006,  algo  que  se  quiso  destacar 
en  el  correspondiente  apartado  donde  se  reflexionó 
sobre  el  marco  conceptual  del  terrorismo. 


109  Textualmente  dice:  Su  responsabilidad  de  implementar  la  Reso- 
lución 1 540  (2004)  del  Consejo  de  Seguridad  de  las  Naciones 
Unidas  que  busca  prevenir  la  posibilidad  de  acceso,  posesión  y 
uso  por  parte  de  actores  no  estatales  de  armas  y  material  de 
destrucción  masiva  y  sus  medios  vectores. 


El  I  de  marzo  de  2007  se  aprueba,  en  la  terce- 
ra sesión  plenaria,  la  Declaración  de  Panamá  sobre 
la  protección  de  la  infraestructura  crítica  en  el  he- 
misferio frente  al  terrorismo.  En  sí  misma  es  inno- 
vadora, toda  vez  que  incluye  la  infraestructura  que 
cada  Estado  pueda  determinar  y,  de  forma  general,  el 
Canal  de  Panamá  "como  un  ejemplo  de  infraestruc- 
tura crítica  para  el  hemisferio". 

La  declaración  es  nuevamente  objetada  por 
Venezuela,  esta  vez  de  forma  general  y  no  en  par- 
ticular a  ninguno  de  sus  considerandos  o  aparta- 
dos. La  observación  dice:  "La  República  Bolivariana 
de  Venezuela,  por  razones  de  principio,  se  reser- 
va la  aprobación  de  la  Declaración  de  Panamá  so- 
bre Protección  de  la  Infraestructura  Crítica  en  el 
Hemisferio  frente  al  Terrorismo  por  considerar  que 
la  misma  adolece  de  elementos  que  permitan  un 
tratamiento  integral  del  tema  del  terrorismo.  Los 
planteamientos  que  sustentan  nuestra  posición  están 
contenidos  en  documento  anexo  en  el  Acta  de  esta 
reunión  y  en  el  Informe  del  Relator". 

Se  continúa,  pero  de  forma  más  abierta,  con  la 
postura  iniciada  en  el  pasado  año  en  relación  a  des- 
marcarse de  acciones  comunes  que  pudieran  com- 
prometer la  particular  política  exterior  venezolana  y 
las  relaciones  comentadas  que  mantiene  con  países 
como  los  antes  citados.  La  ruptura  con  el  lineamiento 
regional,  observada,  al  menos  en  un  marco  teórico, 
hasta  2005,  es  ahora  evidente  y  manifiesta. 

Por  último,  la  Declaración  reafirmando  el  com- 
promiso hemisférico  en  la  lucha  contra  el  terroris- 
mo, aprobada  en  la  quinta  sesión  plenaria  el  7  de 
marzo  de  2008,  recoge  normas  en  relación  con  la 
financiación  terrorista.  Además  de  recordar  aspec- 
tos que  ya  fueron  incluidos  en  otras  anteriores,  se- 
ñala, como  más  destacadas,  la  imperiosa  necesidad 
de  implementar  plenamente  la  Recomendación 
Especial  V  del  GAFI  sobre  cooperación  internacio- 
nal y  la  también  urgente  necesidad  de  implementar  la 
Recomendación  Especial  IX  sobre  "Correos  de  efec- 
tivo" (Cash  Couriers)  del  GAFI  para  asegurar  que  las 
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autoridades  competentes  tengan  la  atribución  legal 
para  detener  o  retener  dinero  en  efectivo. 

LaV  Cumbre  de  las  Américas,  última  de  las  cele- 
bradas, tuvo  lugar  en  Trinidad  yTobago  entre  el  17  y 
19  de  abril  de  2009.  Aporta,  al  análisis  que  estamos 
realizando,  algunos  aspectos  de  interés.  Por  primera 
vez,  la  declaración  final  no  fue  suscrita  por  los  jefes  de 
Estados,  sino  que  el  primer  ministro  del  país  anfitrión 
la  firmó  de  manera  testimonial.  Para  ciertos  analistas, 
la  Cumbre  constituye  un  nuevo  punto  de  inflexión 
en  las  relaciones  entre  los  países  americanos  y  su- 
pone un  primer  hito  en  el  devenir  de  la  organización. 
La  OEA  ha  pasado  por  ser  una  especie  de  oficina 
en  Washington  para  asuntos  americanos,  una  "herra- 
mienta" en  manos  de  los  Estados  Unidos  durante  la 
Guerra  Fría,  por  contar  con  determinado  grado  de 
independencia  respecto  del  norte  y,  ahora,  este  cam- 
bio nuevo  se  puede  interpretar  como  "un  nuevo  mul- 
tilateralismo  y  una  nueva  forma  de  relacionamiento 
de  Estados  Unidos  con  el  mundo  y  con  el  hemisfe- 
rio" (Rojas,  2009:2).  Esta  afirmación  no  deja  de  ser 
cierta,  especialmente  si  se  interpretan  las  declaracio- 
nes del  presidente  norteamericano  al  indicar:  "Estoy 
aquí  para  lanzar  un  nuevo  capitulo  de  las  relaciones 
que  será  sostenido  durante  mi  administración""0.  O 
al  afirmar  que  las  relaciones  entre  los  países  ame- 
ricanos iban  a  ser  de  igualdad,  lo  que  provocó  una 
reacción  interesante  sin  percibirse  que  el  concepto 
no  sólo  indicaba  derechos,  sino  también  obligaciones. 
En  todo  caso  laV  Cumbre  es  un  punto  de  inflexión 
que  se  fortalece  con  el  rol  que  juega  la  potencia  del 
norte  en  los  recientes  sucesos  en  Honduras  y  otras 
posiciones  y  declaraciones. 

Esencialmente  la  declaración  se  centra  en  seis 
ejes:  prosperidad  humana,  focalizada  a  analizar  y  pro- 
mover los  objetivos  del  milenio:  seguridad  energética, 
debatiendo  energía  renovables,  biocombustibles1 "  y 
no  proliferación  de  armas  nucleares;  seguridad  am- 
biental, en  temas  como  cambio  climático,  buena  ges- 
tión del  medio  ambiente,  desastres  naturales,  etc.; 


seguridad  pública,  recordando  los  compromisos  ya 
contraídos,  fomentando  la  cooperación,  temas  como 
delincuencia  organizada,  terrorismo,  narcotráfico, 
armas  y  municiones  y  trata  de  personas,  etc.,  y  se 
cita  a  la  Secretaría  General  a  que  presente  ante  la 
siguiente  Cumbre  un  informe  sobre  el  avance  en  el 
cumplimiento  de  los  compromisos  asumidos  en  ma- 
teria de  seguridad,  posiblemente  ante  el  poco  avance 
temático;  gobernabilidad  democrática,  buena  gestión. 
Estado  de  Derecho,  prácticas  no  corruptas  y  promo- 
ción de  derechos  humanos;  reforzar  el  seguimiento 
de  la  Cumbre  de  las  Américas  y  la  efectividad  de  la 
implementación.  Este  último  punto,  que  viene  a  com- 
plementar lo  ya  indicado  para  la  seguridad  pública  y 
el  reto  de  efectuar  un  seguimiento  de  lo  acordado 
con  anterioridad,  posiblemente  sea  el  aporte  más  sig- 
nificativo. Pareciera  que  se  toma  conciencia  de  que 
los  acuerdos  que  se  han  estado  pactando  no  pasan  a 
formar  parte  de  los  debates  políticos  ni  de  las  nor- 
mas jurídicas  nacionales. 

6.     Comentarios  finales 

En  Iberoamérica  se  está  generando  una  nueva 
amenaza  que  se  agrega  a  las  existentes:  el  terrorismo 
global.  Lamentablemente,  parece  no  estar  suficiente- 
mente priorizada  dentro  de  la  discusión  y  preocupa- 
ción de  los  gobiernos.  En  parte,  el  debate  está  ausen- 
te de  la  sociedad  por  razones  de  prelación  entre  los 
problemas  regionales  y  nacionales"2.  El  desempleo,  la 
inseguridad,  el  populismo  y  la  falta  de  una  democra- 
cia suficientemente  consolidada,  pareciera  que  son 
mayores  preocupaciones  que  ciertas  amenazas,  espe- 
cialmente cuando  el  riesgo  de  que  se  presenten  en 
el  corto  plazo  parece  bajo  o  poco  probable:  "Desde 
mediados  de  los  ochentas  el  sistema  interamericano 
adoptó  la  defensa  de  la  democracia  como  principio 
capital  de  la  organización"  (Pardo,  2004:15).  Sin  em- 
bargo, no  hay  que  olvidar  que  la  seguridad  es  uno  de 
los  principales  problemas  de  la  política  interna  (na- 


I  10  Citado  por  Ro|as  en  su  trabajo. 

III   Al  respecto,  Bolivia  propone  una  visión  alternativa  a  la  redacción 
de  uno  de  los  apartados. 


1 12  Conflictos  internos:  Guatemala.  El  Salvador.  Nicaragua,  etc.  Dic- 
taduras: Argentina.  Chile,  etc.  Conflictos  diversos:  Colombia, 
Perú,  etc.  Narcotráfico  y  crimen  organizado:  Colombia  y  Méxi- 
co. Conflictos  históricos:  Perú-Chile,  Chile-Bolivia,  Nicaragua- 
Honduras.  Guatemala-Belice.  etc. 


cional)  no  importa  el  país  de  la  región  que  se  analice. 
Por  otra  parte,  el  hecho  de  que  ciertos  países  con- 
tasen, durante  la  Guerra  Fría,  con  grupos  de  corte 
terrorista,  guerrillas  o  incluso  de  liberación,  según  la 
percepción  de  ciertos  sectores,  hace  que  actualmen- 
te sea  complejo  o  requiera  de  una  voluntad  y  deter- 
minación política,  reconocerlos  como  grupos  terro- 
ristas, más  allá  de  aquella  aureola  revolucionaria  que 
enfrentaba  a  "sistemas  opresores  de  antaño".AI  res- 
pecto, Pardo  lo  resume: "Esta  ofensiva  que  preocupa 
al  mundo  entero  no  ha  llegado  a  América  Latina  pero 
este  continente  sí  ha  sufrido,  por  décadas,  diversas 
olas  de  terrorismo".  (2004:5). 

El  problema  principal  de  seguridad  sudame- 
ricano hoy,  está  constituido  por  la  transna- 
cionalización del  movimiento  bolivariano.  Su 
objetivo  explícito  de  recrear  la  confedera- 
ción andina  afecta  a  todos  los  países  de  la 
subregión.  Ello  unido  a  una  ideología  mar- 
xista  explícita:"Fidel,  continuaremos  tu  obra 
socialista  sobre  la  base  de  los  mismos  princi- 
pios que  ha  seguido  tu  incansable  lucha...  las 
¡deas  de  Marx  y  Engels  nos  impulsan...  ellas 
son  el  alma  de  nuestro  socialismo  del  siglo 
XXI  nos  pone  en  presencia  de  una  geopolí- 
tica hegemónica  de  carácter  ideológico,  anti 
democrática  e  indigenista,  que  constituye 
una  amenaza  a  la  libertad."3 

La  ausencia  de  una  estrategia  preventiva  frente 
a  la  amenaza  terrorista  hace  que  cada  día  desarrolle 
más  su  estructura,  sin  prestarle  la  atención  adecuada 
por  parte  de  los  gobiernos  ni  de  la  sociedad  civil. 
Es  posible  que  una  vez  se  consolide  haga  su  apari- 
ción y,  entonces,  sea  tarde  para  emprender  acciones 
correctoras,  al  menos  con  la  eficiencia  requerida.  En 
relación  con  este  planteamiento,  las  amenazas,  poten- 
cialmente  más  desarrollabas  en  el  mediano  y  largo 
plazo,  podrían  ser  las  que  a  continuación  se  indican: 


1 1 3  Entrevista  Arturo  Contreras.  Doctor  en  Estudios  Latinoameri- 
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rrollo Económico  sostenible  para  América  Latina.  Instituto  de 
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1.  Creación  de  rutas  de  penetración  con  su  origen 
en  países  próximos  al  ALBA  y  que,  continuando 
por  Centroamérica  y  el  Caribe,  se  prolonguen, 
con  el  apoyo  de  gobierno  locales,  hasta  Estados 
Unidos. 

2.  Conformación  de  células  terroristas  con  capaci- 
dad de  actuación  en  Iberoamérica  y  proyección 
hacia  América  del  Norte,  con  una  desarrollada 
infraestructura  tanto  logística  como  financiera. 

3.  Promoción  del  desarrollo  de  ingenios  NRBQ  y 
posible  denuncia,  por  parte  de  algunos  países,  del 
Tratado  para  la  Proscripción  de  las  Armas  Nu- 
cleares en  América  Latina  y  el  Caribe  (Tratado 
de  Tlatelolco),  con  implicaciones  en  la  escalada 
nuclear  y  significativo  impacto  en  la  seguridad 
hemisférica  que  ello  pudiera  tener. 

Del  análisis  de  la  documentación  promovida  y 
aprobada  por  la  OEA,  podemos  establecer  que,  al 
igual  que  ya  ocurría  con  las  disposiciones  emanadas 
del  Sistema  de  Naciones  Unidas,  el  narcotráfico  y  el 
terrorismo  se  consideran  interrelacionados  y  consti- 
tuyen amenazas  prioritarias  para  los  países  del  con- 
tinente americano  por  lo  que  permanentemente  se 
sugiere  la  necesidad  de  aunar  esfuerzos  para  afrontar 
la  lucha  contra  estas  amenazas.  Cabe  señalar  que  se 
hace  especial  énfasis  en  la  necesidad  de  afrontar  esta 
lucha  en  el  marco  del  respeto  al  Estado  de  Derecho, 
los  derechos  humanos  y  el  derecho  internacional, 
así  como  en  la  necesidad  de  fortalecer  las  medidas 
de  cooperación  entre  los  países,  sobre  todo  por  los 
vínculos  existentes  entre  narcotraficantes  y  terroris- 
tas, lo  que  agrava  el  problema.  Además,  es  importan- 
te destacar  que  cada  país  es  libre  de  establecer  la 
prioridad  de  sus  amenazas,  así  como  de  los  medios 
y  recursos  que  empleará  para  afrontar  los  diferen- 
tes compromisos  adquiridos  y  por  consiguiente,  de 
asumir  la  responsabilidad  de  optimizarlos.  La  opti- 
mización pasa  por  definir  los  nuevos  papeles  de  las 
Fuerzas  Armadas  y  Policiales,  los  cuales  serán  esta- 
blecidos por  los  correspondientes  Estados.  Los  nue- 
vos roles  conllevarán  un  proceso  de  modernización 
y  el  desarrollo  de  las  capacidades  requeridas  para 


lograr  los  objetivos,  fundamentalmente  aquellas  que 
permitan  asegurar  la  legalidad  de  las  medidas,  para 
lo  cual  es  prioritario  ajustar  el  marco  legal  interno 
de  cada  país  de  manera  que  soporte  la  decisión  de 
emplear  las  Fuerzas  Armadas  en  la  lucha  contra  el 
narcotráfico  y  el  terrorismo. 

Parece  oportuno,  ante  la  dificultad  de  poder  ob- 
tener conclusiones  más  sólidas  en  relación  con  lo 
que  ha  hecho  la  OEA  sin  otro  parámetro  de  compa- 
ración, establecer  un  referente  de  lo  que  se  ha  hecho 
en  otras  regiones  del  planeta.  En  este  caso,  el  mejor 
referente  sería  los  logros  de  la  Unión  Europea  y  el 
avance  que  la  misma  ha  imprimido  en  la  lucha  con- 
tra el  terrorismo  internacional.  Es  por  ello  que  se 
incluyen  dos  anexos.  El  primero  presenta  un  sucinto 
resumen  de  las  actuaciones  de  la  UE  en  los  últimos 
años.  El  segundo,  aunque  de  otra  forma,  refleja  los  de 
la  OEA.  No  se  trata  de  llevar  a  cabo  un  estudio  com- 
parativo, pero  sí  de  poner  de  manifiesto  lo  que  falta 
todavía  por  hacer  en  la  región  americana  en  relación 
a  los  avances  sustanciales  europeos.  Ello,  nos  asenta- 
rá la  idea  de  que  en  esta  parte  del  mundo  el  discurso 
y  las  buenas  intenciones  han  sustituido  o  asumido 
mayor  protagonismo  que  la  acción  concreta,  algo  que 
se  evidencia  a  la  inversa  en  la  UE. 

Cuestiones  tan  importantes  como  el  intercambio 
de  información,  una  policía  única  o  coordinada  para 
actuar  en  la  región  de  forma  conjunto-combinada,  una 
red  judicial  iberoamericana,  la  definición  de  los  deli- 
tos de  terrorismo,  la  orden  única  de  detención  que 
impida  el  refugio  de  delincuentes  (terroristas  en  el 
caso  que  nos  ocupa)  en  cualquier  país  de  la  zona,  la 
aprobación  de  una  auténtica  estrategia  que  enfrente 
los  problemas  delincuenciales  relacionados  especial- 
mente con  el  narcotráfico,  el  terrorismo  y  el  crimen 
organizado,  compartir  bases  de  datos  e  información, 
crear  escuelas  judiciales  y/o  policiales  que  generen 
una  doctrina  y  forma  de  actuar  compartida  y  con  el 
suficiente  y  necesario  grado  de  uniformidad  y,  un  lar- 
go etcétera,  son  aspectos  que  en  absoluto  han  sido 
abordados  en  el  espacio  de  la  OEA,  y  sin  embargo 
están  funcionando  o  son  promovidos  dentro  de  la  UE. 


Esta  especie  de  reflexión  comparativa,  única- 
mente tiene  como  finalidad  dejar  al  descubierto  todo 
lo  que  queda  por  recorrer  y  permitir  sustentar  la 
conclusión  del  escaso  aporte  práctico  de  la  OEA  en 
material  de  lucha  contra  el  terrorismo  internacional 
y  global. 

Por  último,  podemos  señalar  que  las  declaracio- 
nes del  Sistema  Interamericano  comulgan  con  las  de 
la  Organización  de  las  Naciones  Unidas  con  respecto 
a  considerar  al  narcotráfico  y  al  terrorismo  como 
graves  amenazas  a  la  seguridad  de  las  naciones,  por  lo 
que  coinciden  en  la  decisión  de  luchar  frontalmente 
contra  ellas. 

Es  de  esperar  que  no  sea  necesario  que  se  pro- 
duzcan atentados  terroristas  para  hacer  reflexionar 
a  los  Estados,  tal  y  como  ocurrió  en  otros  lugares  del 
mundo,  especialmente  a  partir  del  I  I  de  septiembre 
(descrito  por  Powell  y  Reinares  en  las  ponencias  de- 
dicadas a  España,  Reino  Unido  e  Italia,  especialmen- 
te), para  comenzar,  a  partir  de  entonces,  a  debatir 
sobre  las  lagunas  jurídicas  y  a  organizar  la  fuerza  legal 
y  coactiva  necesaria  para  combatir  la  amenaza. 

Además  de  lo  indicado  y  las  conclusiones  que  a 
continuación  se  incluyen,  es  necesario  indicar  otros 
aspectos  que  han  sido  mencionados  por  diversos  au- 
tores en  relación  con  la  OEA  y  que  pueden  servir 
para  comprender  mejor  algunas  de  las  propuestas. 
Alda  indica:  "¿Por  qué  entonces  después  de  la  labor 
descrita  se  considera  que  la  OEA  es  frágil,  que  está 
desprestigiada  o  que  carece  de  credibilidad?  (13), 
dando  la  misma  autora  respuesta  a  la  misma:  "Son 
varios  los  motivos  aducidos  para  argumentar  esta 
crítica.  Uno  de  ellos  son  los  problemas  financieros. 
Se  considera  que  la  institución  está  prácticamente  en 
quiebra."  (13)  y  agrega  más  adelante:"La  no  obligato- 
riedad de  las  resoluciones  adoptadas  por  la  OEA  se 
considera  también  otra  importante  limitación."(  1 3). 
Lo  que  es  coincidente  tanto  respecto  de  lo  que  se  ha 
venido  exponiendo  relacionado  con  la  falta  de  incor- 
poración de  las  decisiones  adoptadas  al  seno  de  los 
Estados,  como  del  protagonismo  que  está  tomando 
en  los  últimos  años  Venezuela. 


Hay  que  aceptar,  como  base  de  cualquier  re- 
flexión crítica  que,  finalmente:  Una  organización  es 
lo  que  sus  miembros  quieren  que  sea  y  su  debilidad 
o  fortaleza  dependerá,  en  primer  lugar,  de  esta  vo- 
luntad más  allá  de  la  capacidad  de  dicha  organización 
para  imponer  o  no  una  resolución.  (Alda:  14) 

7.  Conclusiones 

En  el  espacio  del  Derecho  Internacional  Público, 
se  pueden  distinguir,  al  menos,  dos  áreas  diferentes 
y  no  siempre  conectadas.  Aquel  que  se  corresponde 
con  el  modelo  discursivo  y  político  de  los  Estados 
que  generan  acuerdos  y  convenios  en  materia  de 
lucha  contra  el  terrorismo  y  su  financiación  y,  otro, 
que  realmente  se  traduce  en  la  ¡mplementación  y 
desarrollo  nacional  (marco  jurídico)  de  lo  acordado. 
Dicho  de  otra  forma:  se  puede  poner  mayor  énfasis 
en  la  cantidad  de  producción  normativa  que  en  la 
calidad  del  desarrollo  e  ¡mplementación  de  los  dife- 
rentes acuerdos. 

A  la  luz  del  análisis  de  las  distintas  declaraciones 
reseñadas,  se  puede  concluir  que  la  OEA  se  queda 
con  sus  propuestas  en  el  primero  de  los  niveles:  el 
de  las  buenas  intenciones,  sin  que  el  contenido  de  lo 
acordado  termine  por  permear  las  diferentes  legis- 
laciones de  cada  Estado.  Ese  nivel  se  puede  conside- 
rar relativamente  "cómodo"  para  llevar  a  cabo  una 
gestión  políticamente  correcta  de  la  política  exterior 
y,  en  el  fondo,  sirve  únicamente  para  tranquilizar  de- 
terminadas conciencias  y  callar  o  apaciguar  ciertas 
peticiones  o  exigencia  de  carácter  global. 

Sobre  la  base  de  lo  anteriormente  indicado,  los 
principales  puntos  a  destacar,  a  modo  de  conclusión, 

serían: 

Las  iniciativas  generadas  por  la  OEA,  no  han 
sido  asumidas  ni  respaldadas  por  todos  los  Es- 
tados miembros  ni  adoptadas  en  la  mayoría  en 
sus  legislaciones  internas.  Por  tanto,  es  escasa  la 
trascendencia  de  las  mismas  en  el  seno  de  los  Es- 
tados y  ello  reduce  la  eficiencia  e  impide  alcanzar 
ciertos  objetivos. 


Sin  embargo,  es  necesario  reconocer  el  esfuer- 
zo de  la  OEA  en  promover  iniciativas  propias 
o  en  incitar  a  la  adhesión  de  otras  emitidas  por 
el  Sistema  de  Naciones  Unidas.  En  prácticamen- 
te todas  las  declaraciones  de  esta  organización 
regional,  se  puede  observar  la  insistencia  en  la 
independencia  de  los  Estados  para  adoptar  las 
medidas  que  se  proponen  y  en  la  necesidad  de 
que  se  ratifiquen  los  acuerdos  tomados  en  pasa- 
das sesiones. 

La  mayor  parte  del  esfuerzo  se  ha  circunscrito  a 
un  proceso  continuo  de  debate  y  planteamiento 
que  no  termina  de  romper  el  círculo  discursivo  e 
impide  avanzar  en  el  desarrollo  común  del  mar- 
co normativo  interno  de  cada  Estado. 

A  diferencia  de  otras  organizaciones  regionales, 
la  OEA  ha  promovido  el  interés  común  en  ma- 
teria de  seguridad,  pero  no  ha  habido  un  sustan- 
cial avance  en  otras  áreas,  como  la  integración 
política  o  económica  (diferencia  sustancial  con  la 
Unión  Europea).  Este  orden  parece  que  no  facili- 
ta la  adopción  de  medidas  comunes  y  puede  que 
sea  una  parte  sustancial  de  la  piedra  angular  del 
fracaso  en  material,  entre  otras,  de  terrorismo. 

Existe,  todavía,  en  muchos  de  los  países  latinoa- 
mericanos un  fuerte  sentimiento  nacional,  cuan- 
do no  nacionalista,  que  no  terminan  por  aceptar 
ni  permite  insertarse  plenamente  en  el  proceso 
de  globalización  en  temas  especialmente  de  se- 
guridad, sin  llegar  a  comprender  la  necesidad  de 
gestionar  un  espacio  común  multinacional. 

Se  echa  en  falta  un  debate  público  y  franco  sobre 
los  temas  de  seguridad  y  defensa  en  muchos  de 
los  países  de  la  región,  producto  de  situaciones 
recientes  que  incluyen  un  cierto  rechazo  social 
de  estos  tópicos.  Posiblemente,  la  fragmentación 
histórica  y  los  recientes  procesos  internos,  sean 
un  elemento  importante  a  incluir  en  cualquier 
análisis.  Muchos  de  los  marcos  legales  nacionales 
no  son  producto  de  procesos  de  discusión,  mas 
bien,  obedecen  a  la  imposición  de  determinados 
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gobiernos  o  de  grupos  tradicionales  de  poder  o 
de  presión. 

En  el  imaginario  social  de  muchos  ciudadanos 
iberoamericanos,  hay  un  importante  rechazo  a 
"lo  militar"  y  a  "lo  policial",  lo  que  hace  que  el 
abordaje  de  los  temas  de  seguridad,  terrorismo 
entre  ellos,  cuente  con  poco  nivel  de  aceptación. 

Los  marcos  constitucionales  iberoamericanos, 
son  muy  diferentes  entre  sí  e  incluyen  aspectos 
diversos  unos  de  otros,  lo  que  impide  una  armo- 
nización suficiente  que  incida  positivamente  en 
cuanto  venimos  de  analizar. 

La  ausencia  de  la  percepción  de  la  amenaza  te- 
rrorista incide  en  la  falta  de  priorización  de  la 
misma. 

De  otro  lado,  la  reciente  postura  venezolana  de 
realizar  observaciones  de  incumplimiento  a  al- 
gunas de  las  sugerencias  de  la  OEA,  dibuja  un 
vector  estratégico  consolidado  y  efectivo  que 
parece  conducir  a  la  descalificación  de  esta  or- 
ganización y  a  la  gestión  o  incluso  surgimiento 
de  otra  nueva  o  adaptada  a  las  necesidades  de 
los  países  del  ALBA.  Este  descrédito  se  paten- 
tiza en  la  resolución  de  diversas  crisis  recientes, 
como  por  ejemplo  la  colombiano-ecuatoriana 
(bombardeo  de  un  campamento  de  las  FARC  en 
territorio  ecuatoriano)  y  la  hondurena. 

Finalmente,  indicar  que  el  camino  por  reco- 
rrer es  largo  y  difícil  y  que  no  se  prevén  éxitos 
inmediatos. 

El  aporte  al  derecho  internacional  público  en 
materia  de  terrorismo  y  de  terrorismo  global 
por  parte  de  la  OEA,  se  ha  quedado  insuficien- 
temente proyectado  en  el  marco  jurídico  ibero- 
americano y,  naturalmente,  no  ha  trascendido. 
Se  han  conformado,  eso  sí,  ciertos  cimientos 
teóricos,  pero  no  se  puede  afirmar  que  el  avan- 
ce haya  sido  siquiera  suficiente  ni  mucho  menos 
eficaz. 
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Anexo  B 


Hitos  en  la  Unión  Europea  relacionados  con  ¡a  lucha  contra  el  terrorismo 


Año 

Tratado/Acuerdo 

Observaciones 

1968 

Club  de  Berna 

Reunión  de  los  Jefes  de  Servicios  de  Seguridad  de  los  Estados 
miembros,  más  Noruega  y  Suiza 

1975 

Establecer  diálogo  permanente  sobre  cues- 
tiones relativas  al  terrorismo,  la  delincuen- 
cia organizada,  el  orden  público  y  otras 
cuestiones 

Nueve  Ministros  del  Interior  de  la  CE 

1976 

Iniciativa  TREVI  (terrorismo-radicalismo- 
extremismo-violencia  internacional) 

Primer  foro  a  nivel  europeo,  para  mantener  reuniones  periódi- 
cas con  el  fin  de  intercambiar  información  acerca  de  los  distintos 
grupos  terroristas,  la  delincuencia  organizada  y  el  vandalismo  en 
el  deporte,  así  como  sobre  experiencias  y  técnicas  en  materia  de 
explosivos 

1977 

Convenio  europeo  para  la  supresión  del  te- 
rrorismo en  el  marco  del  Consejo  de  Europa 
Estrasburgo  27/ 1  / 1 977  —  Entrado  en  vigor 
4/8/1978 

http://www.centrodirittiumani.unipd.it/a_ 
temi/crisi/terrorismo/CCoe77it.pdf 

Listado  de  los  delitos  considerados  como  actos  terroristas: 

•  Secuestro  y  piratería  aérea 

•  Delitos  que  involucren  ataques  a  la  vida,  la  integridad  física  y 

Id   1  lUCl  LdU  (JC  Ucl  iUI  Ido   III  LCl  1  1  dL  l(J  1  1  ti  1 II  1 1_  1  ILC  IJI  ULttIUJi,  LUI  1  IU  UL 

diplomáticos 

•  Delitos  que  incluyan  secuestros,  toma  de  rehenes  y  detención 
Nepal 

ilegal 

•  Delitos  que  involucren  utilización  de  bombas,  granadas,  cohetes, 
armas  de  fuego,  paquetes  o  cartas  explosivos. 

Además  un  acto  es  considerado  "terrorista"  cuando: 

•  Crea  un  peligro  colectivo  a  la  vida,  la  integridad  física  y  la  libertad 
de  las  personas 

•  Afecta  también  a  extranjeros 

•  Los  actos  han  sido  realizados  mediante  medios  crueles  y 
despiadados 

1979 

Grupo  de  trabajo  policial  sobre  terroris- 
mo (Pólice  working  group  on  terrorism 
-  PWGT) 

Para  facilitar  el  intercambio  de  informaciones  y  establecer  medi- 
das preventivas.  Hoy  en  día  está  compuesto  por  21  de  los  Estados 
miembros. 

1979 

Acuerdo  de  Berlín 

Con  la  finalidad  de  poder  aplicar  en  los  respectivos  países  el  Con- 
venio europeo  de  1977 

1985 

Convenio  Schegen  (D  -  F  -  B  -  NL  -  LX). 
Entrado  en  vigor  en  1995. 

Libre  circulación  de  personas. 

1986 

Acta  única  Europea 

El  impulso  del  mercado  único,  contenido  en  esta  Acta,  requirió  de 
la  supresión  de  fronteras  y  la  libre  circulación  de  personas. 

1992 

Tratado  de  la  Unión  Europea  (TUE) 

Queda  establecido  en  el  Título  VI  del  TUE  el  III  pilar  de  Justicia  y 
Asuntos  Interiores  (JAI).  El  Art.  29  define  que  la  Cooperación  Po- 

1 1  f  i  ~i  1  v  InHirnl  f*n  marina  P^nal  (l   PIP\  c.  o  pnr^ronra  Hf>  rifAUí^nir  v 
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combatir,  entre  otras  cosas,  el  terrorismo.  El  Art.  3  le  establece  la 
adopción  de  disposiciones  que  definan  los  elementos  constitutivos 
de  los  actos  terroristas  y  el  relativo  castigo. 

1995 

Convenio  por  el  que  se  crea  EUROPOL.  En 
vigor  desde  1/ 10/1998 

•  Aunque  no  sea  una  "policía  europea"  propiamente  dicha,  tiene 
competencias  para  la  lucha  contra  la  delincuencia  y  el  terroris- 
mo. Es  un  instrumento  a  servicio  de  los  Estados  miembros  para 
que  mejor  coordinen  su  acción  para  afrontar  los  actos  delictivos. 
Sus  tareas  son: 

•  Facilitar  la  transmisión  de  información  entre  los  servicios 
nacionales 

•  Proporcionar  análisis  sobre  los  actos  delictivos 

1998 

Creación  de  la  Red  Judicial  Europea  (RJE)  en 
materia  penal 

Acción  Común  adoptada  por  el  Consejo  el 
29  de  junio  de  1998 

Incluye  varios  "puntos  de  contactos"  que  proporcionan  informa- 
ciones jurídicas  y  practicas  a  los  Estados  miembros  y  les  mantienen 
en  contacto  para  fortalecer  la  cooperación  judicial 
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Año 

Tratado/ Acuerdo 

Observaciones 

2001 

Tratado  de  Niza 

Sienta  las  bases  jurídicas  para  la  puesta  en  marcha  de  Eurojust. 

2001 

Declaración  sobre  el  Futuro  de  la  Unión  Eu- 
ropea o  Declaración  de  Laeken. 

La  Unión  se  comprometía  a  ser  más  democrática,  transparente  y 
eficaz. 

1 1/09/01 

ÚNICAMENTE  seis  de  los  quince  Estados  de  la  UE  disponen  en  sus  ordenamientos  internos  de 
leyes  y  normativas  específicas  en  materia  antiterrorista 

21/1  1/01 

Aprobación  del  Plan  de  Acción  en  la  Lucha 
contra  el  Terrorismo1 

•  Reforzar  la  cooperación  policial  y  judicial 

•  Desarrollar  instrumentos  jurídicos 

•  Terminar  con  la  financiación  del  terrorismo 

•  Reforzar  la  seguridad  aérea 

•  Coordinar  la  actuación  global  de  la  UE 

12/2001 

Posición  Común  200 1/93  l/PESC 
Listas  de  personas  y  grupos  terroristas 

Definiciones  de  personas,  grupos  y  entidades  implicadas  en  actos  de 
terrorismo  y  de  actos  terroristas. 

3/ 1 0/0 1 

Reglamento  2580/2001 /CE 
Comisión  Europea  insta  a  los  Estados  a  con- 
gelar los  fondos  pertenecientes  a  veintisiete 
organizaciones  e  individuos  acusados  de  fi- 
iidiicidr  dcuviudueb  leí  r  or  islas. 

Se  propone  congelar  los  fondos  y  otros  haberes  financieros  y  re- 
cursos económicos  de  las  personas  o  entidades  que  facilitan,  in- 
tentan cometer  o  cometen  actos  terroristas  en  el  territorio  de  los 
Estados  miembros. 

--/ 12/01 

Posición  Común  931 

Aplicación  de  medidas  específicas  para  la  lucha  contra  el  terroris- 
mo. La  UE  hace  pública  la  lista  de  personas  y  grupos  implicados  en 
dCLüs  leiioiibldb  pdi  d  dpiiLdiie^  ineuiudb  prevenuvdb  uc  emudigu  y 
fondos  y  haberes  financieros 

-/04/02 

Se  activa  EUROJUST 

•  Se  propone  fortalecer  la  cooperación  judicial  para  intensificar  la 
lucha  contra  formas  graves  de  delincuencia 

•  Está  compuesto  por  jueces,  fiscales  y  policías  de  los  Estados 
miembros; 

•  Tiene  competencia  para  la  investigación  y  la  actuación  policial  y 
promueve  la  cooperación  entre  las  diferentes  entidades  compe- 
tentes a  nivel  nacional 

•  Se    ocupa    en    particular    de    delincuencia    organizada  y 
transfronteriza 

-/06/02 

Se  aprueba  la  Orden  de  Detención  Europea 
(Euro-orden)  y  se  adopta  una  definición  co- 
mún de  terrorismo 

13/06/02 

Decisión  Marco  2002/475/JAI 
Establecimiento  de  la  Orden  de  Detención 
Europea 

•  Se  aprueba  la  definición  del  delito  de  terrorismo:  "actos  come- 
tidos con  el  fin  de  amenazar  a  la  población  y  destruir  o  afectar 
seriamente  a  las  estructuras  políticas,  económicas  o  sociales  del 
país,  cometidos  por  uno  o  más  individuos  y  contra  uno  o  más 
países". 

•  Se  crean  figuras  de  delitos  ligados  al  terrorismo. 

•  Se  establece  la  Orden  de  Detención  Europea,  como  herramienta 
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•  Se  funda  en  el  reconocimiento  mutuo  de  decisiones  tomadas 
en  materia  penal  y  hace  valer  una  decisión  judicial  emitida  por 
un  Estado  miembro  para  la  detención  y  entrega  por  parte  de 
otro  Estado  miembro  de  una  persona  buscada  para  proceder  a 
diligencias  penales  o  a  su  encarcelamiento. 

2003 

Aprobación  de  la  Estrategia  Europea  de  Se- 
guridad (EES).  12/12/2003 

•  Parte  de  la  premisa  que:...,  el  terrorismo  pone  en  riesgo  vidas 
humanas,  supone  grandes  gastos,  pretende  socavar  la  apertura  y 
la  tolerancia  de  nuestras  sociedades,  y  representa  una  creciente 
amenaza  estratégica  para  toda  Europa. 

•  Constata  la  voluntad  y  necesidad  de  que  Europa  asuma  su  res- 
ponsabilidad en  el  mantenimiento  de  la  seguridad  internacional. 

•  Aporta  el  primer  diagnóstico  sobre  el  denominado  terrorismo 
global  y  un  primer  intento  de  definición  de  respuesta  colectiva. 

03/04 

Declaración  sobre  la  previa  aplicación  de  la 
cláusula  de  solidaridad 

Todos  los  Estados  miembros  están  obligados  a  movilizar  todos  sus 
medios, aun  los  militares,  en  caso  de  producirse  un  ataque  terroris- 
ta en  contra  de  uno  de  ellos. 
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Año 

Tratado/Acuerdo 

Observaciones 

-/03/04 

Informe  interno  del  Alto  Representante  para 
la  Política  Exterior  y  de  Seguridad  común 
(PESC)  en  el  que  se  identifican  los  principa- 
les déficit  de  la  acción  terrorista  de  la  UE 

-/04/04 

Reglamento  y  Decisión  con  el  objeto  de  me- 
jorar la  explotación  del  sistema  de  Informa- 
ción de  Shengen  (SIS)  por  parte  de  Europol 
y  Eurojust. 

Acceso  de  EUROPOL  y  EUROJUST  a  las  bases  de  datos  SIS 

10/2004 

[COM(2004)  698  final] 

Prevención,  preparación  y  respuesta  a  los 

ataques  terroristas 

Creación  de  la  Agencia  Europea  para  la  ges- 
tión de  la  cooperación  operativa 
en  las  fronteras  exteriores  (FRONTEX) 

Desarrollo  de  un  enfoque  integrado  entre  ataques  terroristas 
y  protección  de  la  sociedad  civil  (protección  de  los  derechos 
fundamentales,  asociaciones  privadas  y  públicas,  apoyo  a  las 
victimas  del  terrorismo). 
•     Mejorar  la  gestión  integrada  de  las  fronteras  de  la  UE 

5/1  1/04 

Programa  de  La  Haya 

Comunicación  de  la  Comisión  al  Parlamento 
y  al  Consejo: 

"Diez  prioridades  pora  los  próximos  cinco  años. 
Una  asociación  para  la  renovación  europea  en 
el  ámbito  de  la  libertad,  ta  seguridad  y  la  justicia" 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexU- 
riServ.do?uri=COM:2005:0 1 84:FIN:ES:PDF 

Plan  de  cooperación  en  el  ámbito  del  ELSJ  a  implementar  en  2010, 
que  situaba  la  lucha  contra  el  terrorismo  como  segunda  prioridad. 

2005 

Convenio  de  Prün  (o  Shengen  II) 

Profundiza  en  cooperación  transnacional,  particularmente  en  la 
lucha  contra  el  terrorismo,  la  delincuencia  transfronteriza  y  la  in- 
migración ilegal. 

2005 

Decisión  2005/681 /JAI 

Creación  de  la  Escuela  Europea  de  Policía  (CEPOL) 

20/09/2005 

Decisión  2005/671 /JAI 

Intercambio  de  información  y  cooperación 
sobre  delitos  de  terrorismo 

Amplía  el  intercambio  a  todas  las  etapas  del  procedimiento,  inclui- 
das las  condenas,  y  a  todas  las  personas  físicas  y  jurídicas,  grupos  y 
entidades  que  son  objeto  de  investigación,  procesamiento  o  con- 
dena por  delitos  de  terrorismo. 
Cada  Estado  miembro  tiene  que  designar: 

•  Un  servicio  especializado  en  asuntos  de  terrorismo 

•  Corresponsales  nacionales  de   EUROJUST  en   materia  de 
terrorismo 

2005 

Estrategia  Europea  de  Lucha  Contra  el 
Terrorismo 

Publicada  en  diciembre  2005,  articulada  en  torno  a  prevención,  pro- 
tección, persecución,  reacción. 

2005 

[COM(2005)  600  final] 
Acceso  de  las  autoridades  nacional  y  del 
EUROPOL  al  Sistema  de  Información  sobre 
Visados  (SIV). 

Para  la  prevención,  detección  e  investigación  de  los  delitos  de 
terrorismo 

2006 

[COM(2006)  620  final] 
Prevención  y  lucha  contra  la  financiación  te- 
rrorista a  través  de  una  mayor  coordinación 
a  nivel  nacional  y  una  mayor  transparencia 
del  sector  sin  ánimo  de  lucro 

Lagunas  en  la  lucha  contra  la  financiación  del  terrorismo: 

•  problemas  de  coordinación  a  escala  nacional  de  las  estructuras 
que  intervienen  en  esta  lucha, 

•  vulnerabilidad  del  sector  sin  ánimo  de  lucro  en  el  ámbito  de 
la  financiación  del  terrorismo  y  otras  derivaciones  con  fines 
delictivos. 

Medidas: 

•  reforzar  la  cooperación  mutua  mediante  sistemas  más  eficaces 
de  transmisión  rápida  de  la  información,  crear  una  unidad  espe- 
cializada  de  lucha  contra  la  financiación  del  terrorismo  en  las 
células  de  información  financiera; 

•  utilizar  datos  de  identificación  que  garanticen  la  localización 
inmediata  de  las  declaraciones  de  operaciones  sospechosas  de 
estar  vinculadas  al  terrorismo; 

•  sensibilizar  a  los  usuarios  de  los  servicios  financieros. 
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Año 

Tratado/ Acuerdo 

Observaciones 

1 2/02/2007 

Decisión  2007/124/CE  del  Consejo 
Programa  especifico  2007-2013:  Prevención, 
preparación  y  gestión  de  las  consecuencias 
del  terrorismo 

http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexU- 
r¡Serv.do>uri=OJ:L:2007:058:000l:0006:ES: 
PDF 

Tiene  el  objetivo  de  contribuir  a  la  prevención  de  los  ataques  te- 
rroristas y  en  la  preparación  y  protección  de  las  personas  y  las 
infraestructuras  criticas  frente  a  los  riesgos  asociados  a  ataques 
terroristas. 

Prevención  y  preparación: 

•  promover  y  apoyar  las  evaluaciones  de  los  riesgos  que  pesan 
sobre  las  infraestructuras  críticas 

•  mejorar  la  seguridad  de  las  cadenas  transfronteriza  de  suministro 

•  mutuo  aprendizaje  de  las  pasadas  experiencias 
Gestión  de  consecuencias: 

•  promover  los  intercambios  de  conocimientos  técnicos  y  buenas 
practicas 

•  organización  de  ejercicios  conjuntos 

2007 

Tratado  de  Lisboa 

2008 

Acuerdo  del  Consejo  de  Asuntos  de  Justicia 
e  Interior 

Amplios  cometidos  y  capacidades  de  Europol 
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Propuesta  "Estructura  de  la  Política 
Comercial  Externa  de  Guatemala" 


Por:  Licda.  Dinorah  del  Carmen  Castillo  don/ale/.1 


i. 


Introducción 


Las  relaciones  internacionales  están  basadas  en 
paradigmas,  los  cuales,  son  importantes  para 
poder  abordar  cualquier  tema.  Los  dos  más 
importantes  que  han  predominado  a  lo  largo  de  la 
historia  son  los  siguientes: 

1.  El  realismo:  paradigma  en  el  cual  se  tiene  una 
percepción  del  Estado  como  actor  primario  de 
las  relaciones  internacionales,  cuya  estrategia 
principal  es  la  defensa  del  interés  nacional  me- 
diante el  uso  de  su  fuerza  militar  y  la  diplomacia, 
con  el  fin  de  conservar  la  hegemonía  sobre  los 
demás  Estados  o  por  lo  menos  una  igualdad  de 
poder  dentro  de  ellos.  "El  paradigma  tradicional 
y  los  demás  paradigmas  han  girado  en  tres  cues- 
tiones clave,  que  son:  I.  Las  causas  de  la  guerra 
y  las  condiciones  de  la  paz-seguridad-orden;  un 
problema  subsidiado  fundamenta  es  la  naturale- 
za del  poder;  2.  Los  actores  esenciales  y/o  las 
unidades  de  análisis;  3.  Las  imágenes  de  mundo 
sistema-sociedad  de  los  Estados"2 

2.  El  idealismo:  paradigma  que  busca  la  unidad  y  el 
consenso  mundial  y  se  opone  a  la  lucha  de  poder, 
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Derecho  Registra!,  Derecho  Notarial  y  Seminario)  y  en  Licen- 
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defendiendo  la  paz,  bajo  principios  y  valores  mo- 
rales universales,  trata  de  construir  un  gobierno 
mundial  reglado  por  Instituciones  Universales,  es 
decir,  busca  la  eliminación  de  la  guerra  como  for- 
ma principal  de  solucionar  los  conflictos  hege- 
mónicos  y  apuesta  por  la  resolución  pacifica  de 
los  conflictos  internacionales.  El  término  política 
para  los  idealistas  es  definido  como  "el  arte  del 
buen  gobierno  antes  que  el  arte  de  lo  posible,  es 
por  esto  que  rechazan  la  orientación  fatalista  de 
los  realistas,  los  cuales  consideran  que  el  poder 
político  es  un  fenómeno  natural,  una  ley  inmuta- 
ble de  la  naturaleza."3 

Adicionalmente  a  estos  dos  paradigmas  existen 
otros,  los  cuales  pueden  ser  explicados  de  la  siguien- 
te forma: 

El  paradigma  de  la  sociedad  mundial,  en  donde 
aparecen  valores  e  intereses  comunes  y  universales 
al  conjunto  de  la  sociedad  mundial,  desaparición  del 
carácter  estatocéntrico  actual,  y  "se  añaden  los  pro- 
blemas de  las  relaciones  económicas  y  culturales,  del 
desarrollo  y  subdesarrollo,  desigualdad,  y  de  las  pri- 
vaciones socioeconómicas,  del  hambre,  y  la  explosión 
demográfica,  el  agotamiento  y  explotación  de  los  re- 
cursos, del  desequilibrio  ecológico  y  de  la  presión  y 
violación  a  los  derechos  humanos'"1,  entre  otros. 

El  paradigma  de  la  dependencia,  considera  el 
mundo  como  un  único  sistema  económico,  domina- 


3  Ibid.  p.  109. 

4  Ibid..  p.  33. 
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do  por  el  capitalismo  trasnacional,  su  característica 
fundamental  es  la  desigualdad  económica,  la  imagen 
del  mundo  es  pesimista,  se  cree  que  en  las  relacio- 
nes internacionales  siempre  hay  un  ganador  y  un 
perdedor.s 

Por  último  el  paradigma  científico  está  confor- 
mado por  un  conjunto  de  fundamentos  básicos  so- 
bre el  mundo,  el  cual  utiliza  una  metodología  rigurosa. 

Guatemala  es  un  país  en  vías  de  desarrollo,  lla- 
mado tercermundista  por  muchas  personas,  su  polí- 
tica exterior  como  país  tiene  serios  problemas,  pues 
no  se  tienen  intereses  profundos  como  Estado,  los 
intereses  dependen  de  un  gobierno  de  turno  que  de- 
cide cuáles  son  las  prioridades  en  ese  momento,  por 
lo  tanto  no  se  aplica  en  realidad  ninguno  de  estos 
paradigmas  en  forma  pura. 

De  acuerdo  a  lo  anterior  se  pretende  dar  una 
propuesta  de  los  elementos  que  deben  tomarse  en 
cuenta  para  estructurarse  una  política  exterior  para 
el  país  basada  en  la  teoría  moderna  del  comercio  con 
exponentes  comoAdam  Smith  y  David  Ricardo. 

II.    Marco  teórico 

Existen  dos  grandes  teorías  del  comercio  im- 
pulsadas por  Adam  Smith  y  David  Ricardo.  Para  los 
mercantilistas,  los  metales  preciosos  eran  la  riqueza 
de  una  nación,  por  lo  cual  el  gobierno  debía  adoptar 
controles  comerciales  para  limitar  las  importaciones 
y  elevar  sus  exportaciones.  Una  nación  debía  benefi- 
ciarse a  expensas  de  otras.  Smith  sostenía  la  tesis  que 
en  condiciones  de  libre  comercio,  la  especialización 
internacional  de  los  insumos  podía  ayudar  a  aumen- 
tar la  producción  mundial  y  esto  ayudaría  a  todas  las 
naciones  comerciantes.  Manifestaba  la  necesidad  que 
cada  nación  se  especializara  en  producir  los  bienes 
en  los  cuales  tuviera  una  ventaja  absoluta. 

Ricardo  por  su  parte,  sostenía  que  el  comercio 
podía  favorecer  a  dos  naciones  aun  cuando  una  de  las 
dos  tenía  una  desventaja  absoluta  en  la  producción  de 

S      Ibid.  34-35. 


dos  productos  en  comparación  con  la  otra,  por  lo  cual 
debía  de  dedicarse  a  la  producción  y  exportación  de 
los  bienes  en  lo  que  tuviera  una  ventaja  comparativa. 

Para  David  Ricardo  la  "Ley  de  Asociación"  es 
un  intercambio  libre  en  el  cual  ambos  países  ganan. 
No  solamente  los  clientes  y  amigos,  sino  todos  en 
la  sociedad  se  benefician  del  aumento  de  la  produc- 
tividad de  los  demás  miembros  de  la  misma,  como 
consecuencia  de  la  asignación  eficiente  de  los  talen- 
tos, y  del  consiguiente  intercambio  de  los  productos 
del  esfuerzo  del  ingenio  de  todos:  no  es  un  juego  de 
suma  cero,  sino  un  gana-gana.6 

"El  Comercio  Exterior  es  la  doble  corriente  que  se 
produce  cuando  un  país  envía  al  exterior  a  través  de  las 
exportaciones,  las  mercancías  y  servicios  que  produce,  y 
a  la  vez  recibe  mercancías  y  servicios  producidos  en  el 
extranjero  a  través  de  las  importaciones."7 

"La  política  comercial  es  aquella  parte  de  la  política 
económica  que  regula  los  pagos  internacionales  y  el  inter- 
cambio comercial  entre  países.  El  Gobierno  Central  como 
ente  responsable  de  la  política  de  comercio  exterior  de- 
berá fortalecer  el  fomento  de  la  competencia,  aumentar 
la  eficiencia  de  la  economía,  diversificar  los  mercados  de 
exportación  guatemaltecos  y  posibilitar  una  rápida  asimi- 
lación de  tecnologías  modernas.  La  apertura  de  la  eco- 
nomía beneficiará  al  consumidor  nacional,  porque  éste 
tendrá  acceso  a  una  oferta  de  bienes  y  servicios  mayor  y 
más  diversificada,  de  mejor  calidad  y  de  menores  precios. 
También  beneficiará  a  la  economía  del  país  el  hecho  de 
propiciar  actividades  productivas  más  eficientes."8 

Para  poder  definir  una  política  exterior  en  el  país 
se  necesita  tener  los  siguientes  componentes: 

I .    Identificar  claramente  el  interés  nacional:  se  debe 
tener  principios  e  intereses  claramente  definidos. 


6  Ayau.  Manuel.  Un  |uego  que  no  suma  cero.  Guatemala.  2006.  P 
34. 

7  Copias  entregadas  en  el  Curso  Guatemala  y  el  Sistema  Interna- 
cional. Maestría  en  Relaciones  Internacionales,  Febrero.  2006.  P  I 

8  Martínez  García.  Estuardo  René.  Estudio  de  la  Realidad  de  Gua- 
temala:Aspecto  Económico.  Guatemala.  Universidad  Rafael  Lan- 
dívar.  Primera  Edición.  1994  P.  64 
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2.  Tener  conciencia  de  la  realidad  internacional: 
en  este  punto  pueden  aplicarse  los  conceptos 
de  los  paradigmas  para  saber  que  en  el  mundo 
globalizado  de  hoy,  existe  una  mezcla  entre  el 
paradigma  tradicional,  el  idealismo  y  el  de  la  in- 
terdependencia. Sin  embargo,  debe  tenerse  claro 
cuál  es  la  realidad  internacional,  puesto  que  la 
economía  global  de  hoy  demanda  la  cooperación 
internacional  para  enfrentar  riesgos  y  problemas, 
ya  que  existe  una  interdependencia  económica 
que  hoy  en  día  es  un  asunto  muy  complejo. 

3.  Valorar  los  recursos:  Conocer  las  debilidades  y 
las  fortalezas  como  país.  Teniendo  una  realidad, 
económica,  social  y  política  podrá  saberse  cuáles 
son  los  intereses  como  Estado. 

4.  Tomar  medidas  a  corto  y  mediano  plazo,  pero 
no  dejando  de  lado  el  largo  plazo:  Puesto  que  si 
al  cambiar  el  gobierno  de  turno  se  inician  nuevas 
medidas,  se  estará  en  un  círculo  vicioso  y  no  se 
tendrá  una  política  exterior  clara  y  definida. 

5.  Transformar  los  objetivos:  No  obstante  se  deben 
tomar  en  cuenta  las  medidas  a  largo  plazo,  en 
algunas  ocasiones  se  podrán  variar  los  objetivos 
de  acuerdo  al  interés  nacional. 

6.  Evaluar  constantemente  las  políticas:  Las  políti- 
cas deben  de  planearse,  coordinarse,  procesar  la 
información  y  evaluarse  sistemáticamente. 

"No  hay  enemigos  perpetuos,  ni  tampoco  aliados 
eternos;  sin  embargo  los  intereses  profundos  de  los 
Estados  si  son  permanentes  y  perpetuos".9 

Y  es  esta  frase  la  que  encuadra  lo  que  como  se 
dijo  anteriormente  debería  ser  el  interés  profundo 
del  Estado,  por  eso  se  hace  necesario  tener  una  polí- 
tica exterior  con  reglas  claras,  con  intereses  "perma- 
nentes" y  "perpetuos". 


De  allí  deviene  preguntarse  ¿Qué  elementos  se 
necesitan  para  estructurar  una  política  comercial  ex- 
terior para  nuestro  país? 

III.  Política  Comercial  Externa  de 
Guatemala 

La  Política  de  Comercio  Exterior  de  Guatemala 
ante  el  proceso  de  globalización  ha  establecido  los 
objetivos  de  apertura  comercial,  ejemplo  de  ello,  es  la 
suscripción  de  Acuerdos  Comerciales  para  mejorar 
nuestras  exportaciones,  lo  que  conlleva  la  atracción 
de  inversiones  y  generación  de  empleo. 

El  18  de  mayo  del  2000  se  crea  la  Dirección  de 
Administración  de  Comercio  Exterior  según  decre- 
to 182-2000,  dirección  adscrita  al  Viceministerio  de 
Integración  y  Comercio  Exterior,  para  administrar 
los  acuerdos  comerciales,  siendo  esta  la  manera  más 
eficaz  para  asegurar  los  derechos  adquiridos  y  el  me- 
jor aprovechamiento  de  la  apertura  comercial.  Este 
es  el  ejemplo  claro  en  el  cual  se  muestra  el  interés 
genuino  del  Ministerio  de  Economía  para  coordinar 
acciones  interinstitucionales  y  sectoriales  que  tien- 
den a  lograr  la  apertura  comercial  del  país. 

El  objetivo  fundamental  de  esta  dirección  en  el 
año  2006  era  administrar  eficientemente  para  apro- 
vechar en  mejor  forma  los  acuerdos  comerciales  de 
los  que  Guatemala  formaba  parte  y  lograr  así  un  in- 
cremento en  el  flujo  comercial,  principalmente  en  las 
exportaciones,  velando  por  el  cumplimiento  de  los 
compromisos  acordados  para  proteger  los  legítimos 
derechos  de  Guatemala.10 

Actualmente  esta  dirección  actúa  como  contra- 
parte de  la  Misión  permanente  de  Guatemala  ante  la 
Organización  Mundial  del  Comercio  -OMC-,  y  apo- 
ya en  el  diseño  y  negociación  de  tratados  de  libre  co- 
mercio, así  como  impulsar  el  adecuado  desarrollo  del 
proceso  de  integración  centroamericana  y  promover 
la  expansión  de  la  base  exportable." 


9  Díaz  Córdova, Arturo.  "El  Derecho  aíVeto  Dentro  de  las  Naciones 
Unidas".  Relaciones  Internacionales.  Serie  Política  Internacional. 
Año  I .  No.  I 997  Guatemala.  R  7 


10     www.mineco.gob.gt.  29/4/06  5.00pm. 

I  I  http://www.mineco.gob.gt/mineco/calidad/informe%20organiza- 
cional.pdf  8/12/09  8:00pm 
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Algo  necesario  a  comentar  es  que  durante  la 
etapa  de  recolección  (año  2006)  de  la  información  se 
solicitó  información  referente  a  la  política  comercial 
exterior  en  la  cual  se  basaba  el  Ministerio  de  Econo- 
mía, obteniéndose  como  respuesta  de  la  Dirección 
de  Política  Comercial  Externa  lo  siguiente:  "En  Gua- 
temala no  contamos  con  un  instrumento  de  Política 
Comercial  Externa,  le  envío  el  Examen  de  Política 
Comercial  Externa  este  es  el  documento  que  el  Ml- 
NECO  tiene  como  base  que  nosotros  trabajamos". 
Situación  por  demás  decir  penosa,  refleja  el  estado 
en  el  cual  está  el  país,  puesto  que  no  cuenta  con  una 
política  comercial  que  se  ajuste  a  los  nuevos  retos  y 
al  mundo  globalizado,  es  increíble  que  no  se  tengan 
lineamientos  concretos  y  estudios  profundos  para 
saber  lo  que  más  le  conviene  a  Guatemala.  Se  toma 
un  examen  a  las  políticas  comerciales  como  funda- 
mento en  el  Ministerio,  para  la  Política  Comercial 
Externa  del  país,  documento  que  aunque  cuenta  con 
muy  buenas  herramientas,  debe  reestructurarse  y 
adecuarse  a  los  intereses  "permanentes  y  perpetuos" 
de  nuestro  Estado,  Guatemala. 

No  obstante  lo  anterior,  al  consultar  la  página 
en  Internet  del  Ministerio  de  Economía,  existen  luces 
sobre  la  importancia  y  trascendencia  de  fomentar  el 
Comercio  Exterior  y  del  año  2006  a  la  fecha  ha  habi- 
do un  avance.de  hecho  la  página  del  Ministerio  cuen- 
ta con  más  elementos  de  análisis  económicos  que 
podrán  ser  abordados  en  una  futura  investigación. 

Dentro  de  la  bibliografía  recopilada  también  se 
encontraron  dos  documentos  que  parecen  muy  in- 
teresantes y  que  deben  tomarse  muy  en  cuenta  a  la 
hora  de  estructurar  la  política  para  el  país.  El  primer 
documento  fue  presentado  por  el  Consejo  Nacional 
de  Promoción  de  las  Exportaciones  CONAPEX.ente 
que  se  encarga  de  proponer  y  ejecutar  la  política  na- 
cional de  exportaciones,  y  que  en  diciembre  del  año 
1997  presentó  el  documento  "Política  Integrada  de 
Comercio  Exterior  de  Guatemala",  el  cual  contiene 
una  conceptualización  y  definición  de  una  política  de 
comercio  exterior  en  forma  integrada  y  que  también 
servirá  de  base  más  adelante. 


Por  otro  lado  el  Centro  de  Investigaciones  Eco- 
nómicas Nacionales  en  noviembre  de  2001  presentó 
el  documento  titulado  "Lineamientos  Básicos  para 
una  Política  de  Comercio  Exterior  para  los  países 
Centroamericanos",  el  cual  refleja  una  investigación 
y  elementos  válidos  que  son  necesarios  para  estruc- 
turar una  política  de  comercio  externa. 

Los  Retos  en  el  corto  y  mediano  plazo,  para  el 
Ministerio  de  Economía  se  encontraban  en  la  Estra- 
tegia para  Retomar  el  Camino  del  Desarrollo  Econó- 
mico, siendo  los  siguientes:  (fuente  www.mineco.gob. 
gt  año  2006) 

1.  Consolidar  el  proceso  de  integración  centro- 
americana a  través  de  la  unión  aduanera  y  la  ar- 
monización arancelaria. 

2.  Implementación  de  mecanismos  de  información 
hacia  el  consumidor  para  obtención  de  produc- 
tos de  la  canasta  básica  a  mejores  precios. 

3.  Aprovechamiento  de  las  oportunidades  del  Tra- 
tado de  Libre  Comercio  con  Estados  Unidos. 

4.  Impulsar  políticas  y  acciones  que  mejoren  la 
Competitividad  Sistémica. 

5.  Atraer  inversiones  al  país,  especialmente  en  el 
área  rural. 

6.  Recuperar  tasas  de  crecimiento  de  las 
exportaciones. 

7.  Desarrollar  la  capacidad  competitiva  de  las 
MIPYMES. 

A  continuación  se  presentan  algunos  indicadores 
que  pueden  servir  como  base  para  conocer  la  histo- 
ria de  Guatemala  en  cifras. 

I .    Balanza  Comercial: 


2003 

2004 

Absolutos 

Relativos 

Exportaciones 

3059.9 

3429  5 

369.6 

12  08 

Importaciones 

6175.7 

7189 

1013  4 

16.41 

-31  15.8 

-3759.6 

-1383  0 

-4.33 
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Se  presenta  un  déficit  en  la  balanza,  lo  que  sig- 
nifica que  existen  mayores  importaciones  que  ex- 
portaciones. Según  el  autor  Manuel  Ayau,  en  su  obra 
Un  juego  que  no  suma  cero,  claramente  expone  que 
aunque  paradójicamente  una  balanza  comercial  "ne- 
gativa" puede  ser  un  signo  de  bonanza,  porque  signi- 
fica que  están  entrando  capitales.  Desde  el  punto  de 
vista  económico,  "negativo"  no  es  sinónimo  de  malo, 
ni  "positivo"  sinónimo  de  bueno.12 


2.    Apertura  Comercial: 


Descripción 

Resultado 

Porcentaje 

Apertura  Comercial  2003 

0  40 

40  0580 

Apertura  Comercial  2004 

0  42 

42.4925 

Diferencia  Apertura  Comercial 
2004  y  2003 

002 

2.4345 

El  grado  de  apertura  comercial  de  Guatemala  en 
términos  de  porcentajes  es  mucho  mayor  al  del  año 
dos  mil  cuatro  un  42.49  %  con  relación  al  año  dos  mil 
tres  que  fue  de  40.06  %. 


3.    Participación  de  las  exportaciones  con  respecto 
al  PIB. 


Descripción 

Resultado 

Porcentaje 

Exportaciones  respecto  al  PIB  2003 

0  1253 

12.53 

Exportaciones  respecto  al  PIB  2004 

0.1296 

12.96 

Diferencia  2004-2003 

0.0043 

043 

Guatemala  tiene  un  leve  aumento  en  las  expor- 
taciones con  relación  al  año  dos  mil  tres  puesto  que 
es  del  0.43%,  lo  cual  indica  que  existe  una  línea  de 
exportación,  y  que  no  varía  radicalmente. 


4.    Participación  de  las  importaciones  con  respecto 
al  PIB. 


Descripción 

Resultado 

Porcentaje 

Importaciones  respecto  al  PIB  2003 

0.2753 

27  5267 

Importaciones  respecto  al  PIB  2004 

0.2953 

29  5287 

Diferencia  2004-2003 

0.02 

2 

Guatemala  importó  un  2%  más  en  el  año  dos  mil 
cuatro  que  en  el  año  dos  mil  tres. 


12     Ayau,  Manuel.  Op.  Gt..  P.  50. 


5.    Transferencias  Netas. 


Descripción 

Resultado 

Porcentaje 

Transferencias  netas  respecto  al 
PIB  2003 

0.1008 

10.0823 

Transferencias  netas  respecto  al 
PIB  2004 

0.1  136 

1  1.3619 

Diferencia  2004-2003 

0.0128 

1.28 

En  el  caso  de  Guatemala  las  remesas  constitu- 
yeron el  10.08%  para  el  año  dos  mil  tres  y  el  I  1.36% 
para  el  año  dos  mil  cuatro,  aumentando  las  remesas 
en  el  año  dos  mil  cuatro  en  1.28%. 


6.  Balanza  de  Cuenta  Corriente. 


Descripción 

Resultado 

Porcentaje 

Balance  cuenta  corriente  respecto 
al  PIB  2003 

-0.0426 

-4.2555 

Balance  cuenta  corriente  respecto 
al  PIB  2004 

-0.0449 

-4  4919 

Diferencia  2004-2003 

•  0.0023 

-  0  23 

En  el  caso  de  Guatemala,  en  los  dos  años  existió 
un  déficit,  y  creció  éste  en  un  0.23%,  pero  en  ningún 
caso  excede  del  5%  que  tiene  como  margen  el  Fondo 
Monetario,  lo  cual  indica  que  somos  sujetos  de  cré- 
dito y  por  lo  tanto  existe  sostenibilidad  de  nuestro 
déficit.  Por  lo  cual  se  comprueba  que  en  economía  lo 
negativo  no  siempre  es  malo. 

No  debe  olvidarse  que  en  el  comercio  interna- 
cional, son  las  personas  y  no  los  países  quienes  inter- 
cambian. En  este  sentido  debe  definirse  la  Política 
de  Comercio  Exterior,  como  el  conjunto  de  princi- 
pios y  acciones  ejecutadas  con  el  fin  de  lograr  que 
Guatemala  se  inserte  exitosamente  en  el  comercio 
con  el  mundo;  de  allí  deviene  la  importancia  que  las 
empresas  guatemaltecas  y  el  sector  público  tomen 
acciones  lo  suficientemente  competitivas  para  ex- 
portar y  lograr  la  satisfacción  de  los  proveedores, 
pero  también  para  defender  el  mercado  interno  con 
las  importaciones. 

Tomando  en  cuenta  el  proceso  de  globalización 
por  el  cual  se  está  atravesando,  que  implica  la  no 
existencia  de  espacios  cerrados,  no  hay  ningún  país 
o  grupo  que  pueda  vivir  al  margen  de  los  demás.  Las 
distintas  formas  económicas,  culturales  y  políticas  no 
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dejan  de  entremezclarse.  Somos  seres  sociales  por 
naturaleza  y  así  desde  el  punto  de  vista  de  Estado, 
es  lo  mismo,  ya  que  la  población  es  un  elemento  del 
Estado  y  por  lo  tanto  no  se  puede  vivir  aislados  del 
mundo. 

El  comercio  en  general  conviene  no  es  posible 
quedar  aislados  del  mundo.  Se  debe  tener  una  real 
apertura  comercial  con  los  demás  países,  estable- 
ciendo las  ventajas  absolutas  o  comparativas  con  los 
demás,  y  de  esto  sacando  el  provecho  que  se  nece- 
sita. No  hay  que  temer  si  es  con  un  país  rico,  el  cual 
tendrá  ventajas  absolutas  con  relación  al  nuestro.  No 
obstante,  como  en  el  comercio  es  un  gana-gana,  se 
debe  aprovechar  las  oportunidades  puesto  que  hasta 
cuando  un  país  rico  tiene  libre  comercio  con  uno 
pobre  ambos  países  ganan,  solamente  es  de  buscar 
una  estrategia  adecuada. 

Tomando  en  cuenta  el  indicador  de  transferen- 
cias netas  en  el  cual  se  ve  claramente  la  importancia 
de  las  remesas  familiares.  Por  ejemplo,  con  relación 
al  año  dos  mil  cuatro,  al  aumentar  la  oferta  de  di- 
visas, disminuye  el  precio,  y  el  valor  de  la  moneda 
puede  ser  que  se  mantenga  o  que  se  deprecie,  lo 
cual  beneficia  las  importaciones.  Esta  idea  equivoca- 
da debe  cambiarse,  ya  que  se  piensa  que  cuando  las 
importaciones  son  mayores  a  las  exportaciones  es 
negativo  para  nuestro  país,  algo  que  es  totalmente 
falso.  Los  números  negativos  en  economía  no  siem- 
pre son  malos,  las  importaciones  también  benefician 
el  comercio.  No  es  necesario  un  equilibrio  comercial 
en  los  intercambios. 

Es  necesario  tomar  como  objetivos  específicos 
para  estructurar  la  política  comercial  externa  del 
país,  los  siguientes: 

Desarrollar  condiciones  económicas  estables, 
infraestructura  y  servicios  que  fomenten  la 
competitividad,  la  inversión  y  el  desarrollo  de  la 
productividad. 

Desarrollar  un  modelo  de  modernización  pro- 
ductiva teniendo  como  base  la  apertura  econó- 


mica, con  ventajas  competitivas,  mejoramiento 
humano  y  transferencia  de  tecnología. 

Impulsar  un  programa  de  promoción  y  mercadeo 
con  el  fin  de  abrir  nuevos  mercados  y  diversificar 
la  oferta  exportable,  elevando  las  exportaciones. 

•  Hacer  más  fácil  el  libre  acceso  de  la  producción 
nacional  a  los  mercados  internacionales  por  me- 
dio de  la  negociación  de  tratados  de  comercio  e 
inversión  de  manera  recíproca. 

Estimular  la  competitividad  entre  los  productos 
locales  y  los  importados,  aplicando  normas  in- 
ternacionales de  las  cuales  el  país  sea  signatario. 

Tomar  en  cuenta  que  las  condiciones  en  el  co- 
mercio exterior  deben  ser  acorde  a  la  sostenibi- 
lidad  del  medio  ambiente. 

Las  condiciones  para  el  fomento  del  comercio 
deben  estar  regladas  por  los  siguientes  aspectos: 

1 .  Ambiente  macroeconómico:  Se  deben  crear 
las  condiciones  para  inversiones  a  largo  plazo 
indispensable  para  un  verdadero  crecimiento 
económico,  teniendo  una  estabilidad  económi- 
ca a  través  de  la  reducción  de  las  tasas  de  in- 
terés, estabilidad  de  precios  y  condiciones  que 
indiquen  una  evolución  económica.  Para  esto  se 
debe  contar  con  una  política  cambiaría,  mone- 
taria y  crediticia,  fiscal  y  arancelaria.  La  política 
arancelaria  buscará  la  reducción  de  los  aranceles 
de  materias  primas  y  bienes  de  capital  para  crear 
exportaciones  con  mayor  valor  agregado.  La  eli- 
minación de  dichas  barreras  tiene  como  efecto 
ser  más  competitivos  a  nivel  internacional,  si  no 
se  corre  el  riesgo  de  quedar  aislados. 

2.  Infraestructura  y  servicios:  Se  debe  lograr  la 
modernización  y  mejoramiento  de  puertos,  ae- 
ropuertos, aduanas,  carreteras  y  telecomunica- 
ciones. Dentro  de  esto  actualmente  se  cuenta 
con  la  finalización  del  proyecto  de  mejoramien- 
to y  remodelación  del  Aeropuerto  Internacional 
La  Aurora,  lo  cual  era  indispensable  puesto  que 
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cada  vez  estaba  siendo  menos  competitivo  al  no 
llenar  estándares  internacionales  de  seguridad. 

3.  Facilitación  en  las  regulaciones  gubernamentales 
y  servicios  administrativos:  Se  deben  facilitar  los 
trámites  burocráticos  que  deben  hacer  con  re- 
lación a  los  mecanismos  del  mercado  y  eliminar 
las  barreras  administrativas  con  relación  a  las 
exportaciones  e  importaciones,  (especialmente 
en  las  aduanas,  en  las  ventanillas,  capacitación  del 
personal  de  atención  al  público,  entre  otros). 

4.  Promoción  de  la  competencia:  La  competencia  es 
un  elemento  básico  para  lograr  la  tecnificación 
de  la  producción  y  mejorar  los  productos  que  se 
ofrecen  a  nivel  interno  y  externo,  eliminando  la 
comodidad  y  monopolios.  En  el  gobierno  pasado 
se  ha  desarrolló  la  figura  del  Comisionado  para 
la  Competitividad,  lo  que  indica  de  alguna  forma 
el  auge  que  tuvo  el  tema  de  la  competitividad 
para  el  gobierno.  Lo  ideal  es  que  se  siga  con  este 
mismo  interés  y  cuando  finalice  el  período  de  un 
gobierno,  no  se  siga  una  política  partidista  que 
es  lo  que  siempre  pasa  y  se  eliminen  los  buenos 
proyectos  que  ya  van  encaminados. 

5.  Eliminar  la  Corrupción:  Se  deben  eliminar  los  co- 
bros ilegales  que  el  personal  de  las  instituciones 
públicas  realiza,  pues  esto  merma  en  la  inversión, 
elevando  los  costos  en  importaciones  y  exporta- 
ciones. Debe  velarse  por  la  transparencia  de  las 
actividades  y  eliminar  la  corrupción. 

6.  Cultivar  la  exportación:  Se  debe  crear,  impulsar  y 
facilitar  la  inversión  para  las  exportaciones,  esta- 
bleciendo claramente  que  las  exportaciones  son 
el  elemento  dinámico  y  generador  de  la  política 
de  desarrollo  sostenible  del  país. 

7.  Algunos  otros  aspectos:  La  democracia,  paz,  esta- 
bilidad política,  seguridad  y  leyes  que  den  certeza 
jurídica  para  el  proceso  de  crecimientos  de  la 
inversión  nacional  y  extranjera.  Relaciones  la- 
borales, flexibilizar  la  política  laboral  y  debería 
elaborarse  un  nuevo  Código  de  Trabajo  pues  el 


actual  es  obsoleto,  no  se  ajusta  a  la  teoría  del  de- 
recho del  trabajo  y  a  las  condiciones  actuales  de 
nuestro  país.  Medio  ambiente,  se  debe  cumplir 
con  este  aspecto  sin  crear  obstáculos  a  las  inver- 
siones nacionales  y  extranjeras,  sino  coadyuvan- 
do a  la  sostenibilidad  ecológica. 

La  modernización  productiva:  Con  el  objeto  del 
desarrollo  de  la  competitividad  es  necesario  com- 
plementar el  proceso  de  apertura  externa  con  una 
modernización  productiva,  con  el  fin  de  incrementar- 
la. Y  ¿cómo  se  puede  lograr  esto?  Creando  ventajas 
competitivas,  mejorando  la  calidad  de  los  productos 
desde  los  insumos  hasta  el  producto  final,  crear  una 
infraestructura  para  impulsar  la  calidad  en  los  pro- 
cesos productivos,  dar  la  información  del  comercio 
exterior  al  sector  privado  y  gobierno.  Financiamiento 
para  la  pequeña  y  mediana  empresa,  formación  de  re- 
curso humano,  fomentar  la  cooperación  productiva  y 
comercial  que  facilite  el  establecimiento  de  redes  de 
empresas  proveedoras  y  de  subcontratación,  acuer- 
dos inter-empresariales. 

Dentro  de  un  programa  de  promoción  de  ex- 
portaciones e  inversiones  desempeña  un  papel  muy 
importante  el  sector  empresarial  con  las  acciones 
de  mercadeo  y  promoción,  pero  el  gobierno  actúa 
como  facilitador  en  las  relaciones  comerciales  con 
otros  países,  puesto  que  son  las  personas  (empre- 
sarios) quienes  intercambian  bienes  y  servicios  y  no 
los  Estados  como  tales.  Deben  tener  como  instru- 
mentos de  promoción,  entre  otros,  los  siguientes: 
Participar  en  ferias  y  convenciones  internacionales, 
informes  de  mercado,  buscando  los  gustos  de  los 
consumidores,  políticas  de  otros  gobiernos  para 
decidir  una  posible  opción  de  inversión.  Organizar 
misiones  comerciales,  como  a  las  que  asisten  los  em- 
presarios para  estimular  las  exportaciones. Asimismo 
material  promocional,  información  comercial,  capaci- 
tación, son  elementos  que  no  deben  faltar  dentro  de 
este  programa.  Los  Agregados  Comerciales  también 
pueden  ser  de  mucha  utilidad,  pues  debe  ser  estra- 
tégica su  ubicación  y  coordinarse  con  las  embajadas 
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para  identificar  los  productos  que  Guatemala  puede 
exportar  en  condiciones  competitivas. 

Otro  tema  importante  dentro  de  la  política  co- 
mercial exterior  son  las  negociaciones  comerciales 
internacionales,  lo  cual  tiene  como  objetivo  específi- 
co incrementar  las  corrientes  de  comercio  y  las  in- 
versiones entre  dos  o  más  países,  establecer  normas 
claras  para  normar  el  comercio  de  bienes  y  servi- 
cios, que  coincide  como  el  objetivo  fundamental  de 
la  Dirección  de  Política  Comercial  Externa  del  Mi- 
nisterio de  Economía.  El  problema  radica  en  que  no 
solamente  este  punto  es  importante  para  la  política  y 
por  esto  debe  hacerse  una  integración  con  los  demás 
elementos  indicados  a  lo  largo  del  presente  trabajo. 
La  vigencia  de  los  Tratados  de  Libre  Comercio  bus- 
can el  establecimiento  de  zonas  de  libre  comercio,  lo 
que  conlleva  la  eliminación  progresiva  de  las  barreras 
arancelarias,  y  esto  elevará  el  comercio  exterior  de 
Guatemala,  en  especial  las  exportaciones;  incremento 
de  la  inversión  nacional  y  extranjera;  facilitación  del 
comercio  de  servicios;  ampliación  de  la  cooperación 
bilateral;  transferencia  de  tecnología;  resolución  de 
controversias  por  mecanismos  alternos;  y  creación 
de  condiciones  para  el  aprovechamiento  competitivo 
de  los  mercados. 

Los  principios  generales  para  llevar  a  cabo  las 
negociaciones  comerciales  internacionales  deben  ser 
las  siguientes:  Un  estricto  apego  a  la  Constitución 
Política  de  la  República;  congruencia  con  los  princi- 
pios de  la  Organización  Mundial  del  Comercio;  res- 
peto a  los  compromisos  de  la  Integración  Económica 
Centroamericana;  tomar  en  cuenta  la  necesidad  de 
ajustar  gradualmente  las  nuevas  condiciones  a  los  di- 
versos sectores  productivos;  coordinar  con  los  sec- 
tores productivos  a  través  de  consultas. 

Existen  unos  parámetros  de  evaluación  para  po- 
der negociar  con  un  determinado  país,  los  cuales  son: 
posición  del  socio,  crecimiento  de  las  exportaciones, 
crecimiento  de  las  importaciones,  concentración  de 
las  exportaciones,  dinamismo  del  mercado  del  país 
frente,  capacidad  de  compra,  interés  del  exportador, 
ubicación  geográfica,  facilidad  de  transporte,  ins- 


trumentos comerciales  vigentes,  acuerdos  que  me- 
joran posición  del  país,  interés  político,  interés  no 
comercial. 

IV.    A  manera  de  conclusión 

Para  lograr  una  política  comercial  exterior  de 
Guatemala  es  necesario  tomar  en  cuenta  la  ley  de 
asociación  promulgada  por  David  Ricardo  y  la  teoría 
general  del  intercambio.  Como  ejemplo  de  ello  se 
debe  identificar  los  sectores  productivos  que  ten- 
gan una  ventaja  comparativa  y  de  esta  forma  puedan 
convertirse  en  los  principales  motores  del  desarro- 
llo económico,  establecer  las  fortalezas,  debilidades 
y  oportunidades  en  materia  de  comercio  exterior, 
llevar  a  cabo  una  integración  regional,  diseñar  una 
estrategia  de  posicionamiento  para  los  productos 
guatemaltecos  en  el  exterior,  para  lo  cual  es  necesa- 
rio conocer  los  mercados  externos,  y  por  supuesto 
mejorar  la  competitividad  y  productividad. 

El  tema  de  las  aduanas,  conlleva  la  eliminación 
de  la  corrupción;  es  un  elemento  muy  importante 
dentro  de  la  política  de  comercio  exterior,  pues  es 
una  herramienta  necesaria  para  competir  con  en  el 
mundo.  La  modernización  de  las  aduanas  debe  lle- 
varse a  cabo  de  urgencia  para  facilitar  el  comercio, 
la  recaudación,  el  control  de  mercancías  para  gene- 
rar información,  la  eficiencia  y  eficacia  en  las  aduanas. 
Atraería  también  la  inversión  puesto  que  habría  ma- 
yor confiabilidad  y  seguridad  en  los  costos. 

El  gobierno  debe  continuar  con  el  proceso  de 
desgravación  arancelaria  porque  esto  creará  que 
Guatemala  tenga  una  mayor  apertura  comercial  y 
económica,  lo  que  conlleva  el  desarrollo  económico 
y  sostenible  de  los  habitantes,  puesto  que  los  arance- 
les solamente  son  obstáculos  que  limitan  el  comercio 
y  en  esta  línea  debe  procurarse  la  eliminación  de  las 
barreras  arancelarias. 

Es  necesario  actuar  en  estructurar  una  política 
de  comercio  exterior  que  conlleve  un  estudio  real 
y  actual,  y  que  se  tome  en  cuenta  lo  que  se  quie- 
re para  nuestro  país.  Hay  que  tomar  en  cuenta  los 
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elementos  anteriormente  mencionados,  velando  por 
los  intereses  "perpetuos  y  permanentes"  del  Estado 
como  tal. Tomando  en  cuenta  que  el  comercio  exte- 
rior es  entre  personas  y  no  entre  países  pero  estos 
son  facilitadores  para  lograr  una  apertura  comercial 
y  económica  que  será  en  beneficio  de  toda  la  po- 
blación.También  debe  tomarse  en  consideración  los 
documentos  elaborados  por  el  Consejo  Nacional  de 
Promoción  de  las  Exportaciones  y  por  el  Centro  de 
Investigaciones  Económicas  Nacionales  (Cien),  que 
fueron  la  base  principal  del  presente  trabajo  y  es  ne- 
cesario que  se  tomen  en  cuenta  y  no  se  dejen  olvi- 
dados como  un  folleto  más  en  una  biblioteca,  por  ser 
instrumentos  valiosos  que  aportan  en  la  estrategia 
de  la  política  de  comercio  exterior. 
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"Populismo"  y  "Democracia" 

(Ponencia) 


Por:  Dr.  Armando  de  la  Torre1 


Permítaseme  una  exposición  muy  breve  del 
contraste  que  de  entrada  discierno  entre  "de- 
mocracia" y  populismo 

Una  diferencia  primera  la  veo  en  que  democra- 
cia, en  cuanto  sistema  para  determinar  quiénes  han 
de  gobernar,  se  ha  probado  que  funciona  sólo  si 
los  hombres  y  mujeres  independientemente 
de  los  gobernantes  ya  son  capaces  de  gober- 
narse a  sí  mismos. 

Lo  que  se  suele  identificar  como  "populismo",  en 
cambio,  se  da  en  la  presencia  de  masas  de  electores 
que  en  lo  individual  no  han  sabido,  o  no  han  podido, 
fijarse  para  su  propio  desarrollo  metas  factibles  y  es- 
coger los  medios  más  idóneos  para  llegar  a  ella,  en  una 
palabra,  que  escasa  o  ninguna  experiencia  han  tenido 
de  autogobierno,  como  sucedía,  por  ejemplo,  en  Roma 
con  los  "libertos"  o  con  los  campesinos  sin  tierras  que 
emigraban  a  la  ciudad  a  la  espera  de  panem  et  arcensem. 

Ya  la  democracia  ateniense  cuatro  siglos  antes  de 
Cristo  hubo  de  enfrentarse  a  este  fenómeno  que  hoy 
llamamos  "populismo". 

Alcibíades  les  sirvió  de  arquetipo.  Genial,  caris- 
mático,  elocuente  y  hasta  galán,  pero  inescrupuloso 


*  Facultad  Latinoamericana  de  Ciencias  Sociales.  Antigua,  Guate- 
mala, agosto  del  2009. 

I  Armando  de  la  Torre  es  el  director  de  la  Escuela  Superior  de 
Ciencias  Sociales  de  la  Universidad  Francisco  Marroquin.  Obtu- 
vo el  Doctorado  en  Sociología  y  Filosofía  en  la  Universidad  de 
Munich.  En  los  años  recientes  se  ha  especializado  en  el  estudio 
económico  del  Derecho  y  en  el  Análisis  de  las  Decisiones  Pu- 
blicas (Public  Cholee).  Es  autor  de  100  obras,  de  numerosos 
artículos  y  ensayos.  Asimismo,  es  columnista  en  el  diario  Siglo 
Veintiuno. 


y  narcisista,  repetidas  veces  traicionó  a  quienes  le 
habían  sido  leales.  Supo,  sin  embargo,  otras  tantas 
ganarse  el  perdón  de  los  ofendidos  que  no  podían 
sustraerse  a  su  encanto  personal.  Nadie  menos  que 
Platón  se  inspiró  en  su  ejemplo  para  el  diseño  de  su 
famoso  perfil  despectivo  del  "hombre  democrático". 

En  Roma,  Cicerón  hubo  de  hacer  frente  a  su  tur- 
no a  ese  mismo  fenómeno  populista,  esta  vez  en  la 
persona  de  un  "golpista"  en  ciernes,  Catilina,  a  media- 
dos del  siglo  uno  antes  de  Cristo2. 

El  "populismo",  tal  como  se  entiende  hoy  co- 
rrientemente en  Iberoamérica  -o  al  menos  lo  ha 
sido  durante  los  últimos  años-  en  cuanto  halago 
deliberado  de  las  masas  y  compraventa  de  sus  vo- 
tos con  la  moneda  de  promesas  cuestionables  lo 
considero,  al  largo  plazo,  siempre  incompatible 
con  la  plena  vigencia  de  una  democracia  republicana 
constitucional 

Para  este  juicio  tan  negativo  parto  en  primer  lu- 
gar de  la  visión  normativa  griega  de  la  política  como 
la  "ciencia  regia",  o  sea,  como  la  culminación  de  la 
vida  ética  de  la  comunidad  política  en  su  conjunto, 
del  todo  opuesta  a  esa  otra  maquiavélica  a  la  que 
estamos  más  acostumbrados  de  la  justificación  moral 
del  poder  por  el  poder  mismo. 


2  Las  "Catilinarias"  (cuatro  en  total)  fueron  sus  piezas  retóricas 
ante  el  pleno  del  Senado  contra  ese  violento  demagogo  entre 
noviembre  y  diciembre  del  año  63  antes  de  Cristo.  Con  ellas,  el 
entonces  Cónsul  Cicerón  logró  desbaratar  una  peligrosa  con- 
jura que  habría  puesto  un  fin  más  temprano  y  corrosivo  a  la 
división  de  poderes  en  la  República. 
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O  sea,  que  entiendo  la  política  como  actividad 
eminentemente  racional  y  ética  a  partir  de  princi- 
pios éticos  igual  de  racionales. 

Por  democracia,  a  su  turno,  concibo  todo  gobier- 
no que  cuente  con  el  consentimiento  mayoritario 
de  los  gobernados,  expresado  el  tal  consentimien- 
to en  elecciones  generales  periódicas  por  el  voto 
igual  y  secreto  de  cada  uno  de  los  llamados  a  elegir 
(la  alternabilidad  en  el  poder  público  tenida  por 
supuesta). 

Más  allá  del  voto  mayoritario  para  decidir 
quién  gobierna  en  un  sistema  democrático  repre- 
sentativo entraño  en  mi  concepto  de  democracia 
el  de  "republicanismo",  es  decir,  el  de  la  divi- 
sión y  separación  de  los  poderes  que  gozan  del 
monopolio  legal  de  la  coacción,  y  con  delimitación 
expresa  de  sus  facultades  respectivas  por  una  Cons- 
titución escrita  o  consuetudinaria.de  tal  manera  que 
se  reduzcan  al  mínimo  las  posibilidades  de  abuso  del 
poder  por  cualquiera  al  transgredir  los  límites  que  les 
están  fijados. 

De  esta  manera  se  ha  arribado  al  logro  de  go- 
biernos "de  leyes  e  instituciones",  no  de  las  volunta- 
des arbitrarias  de  individuos  legalmente  poderosos. 

Quien  primero  señaló  la  importancia  de  una 
genuina  separación  de  poderes  para  el  ejercicio  re- 
publicano fue  el  historiador  griego  Polibio3  ,  quien 
creyó  descubrir  en  ella  una  auténtica  "concordia 
ordinum",  raíz,  según  él,  de  la  estabilidad  triunfante 
de  la  Roma  de  su  época. 


3  "Ya  ha  mencionado  las  tres  divisiones  del  gobierno  en  el  control 
de  los  asuntos  de  Estado.  En  cuanto  a  sus  funciones  respectivas, 
todo  era  igual  y  adecuadamente  establecidos  y  administrados, 
en  todos  los  aspectos,  que  nadie,  ni  siquiera  de  los  propios 
romanos,  podría  decir  con  certeza  si  su  sistema  de  gobierno 
era  aristocrático  en  su  carácter  general,  o  democrático,  o  mo- 
nárquico. Y  esta  ¡ncertidumbre  es  más  que  razonable,  ya  que 
si  se  centrara  en  las  competencias  de  los  cónsules  parecería 
ser  totalmente  monárquica  y  real  en  la  naturaleza.  Sin  embargo, 
si  tuviéramos  que  centrarse  en  las  competencias  del  Senado, 
parece  ser  un  gobierno  ba|0  el  control  de  una  aristocracia.  Sin 
embargo,  si  uno  fuera  a  mirar  a  las  competencias  de  que  disfruta 
el  pueblo,  parece  claro  que  era  de  carácter  democrático."  (Po- 
libio. Lo  Constructor!  de  la  República  Romana,  6,1  l.l  I. 
traducción  de  John  Porter). 


En  aquella  concepción  de  Polibio  tal  "concordia" 
equivalía  a  la  presencia  simultánea  en  el  poder 
estatal  del  elemento  monárquico  (los  cónsules),  del 
elemento  aristocrático  (los  senadores)  y  del  elemen- 
to democrático  (los  tribunos). 

Se  anticipó  así  por  muchos  siglos  a  la  sabia  adver- 
tencia producto  del  estudio  de  la  historia  por  Lord 
Acton:"E/  poder  corrompe,  y  el  poder  absolu- 
to corrompe  absolutamente  "4. 

El  objetivo  inmediato  de  esta  interpretación  re- 
publicana de  la  democracia  se  ha  resumido  desde  la 
Segunda  Guerra  Mundial  crecientemente  en  la  pro- 
tección y  salvaguardia  de  los  derechos  humanos 
(o  "civiles"  en  la  tradición  anglosajona),  cronológi- 
camente primero  los  de  los  ciudadanos,  hoy  los  de 
todos,  ciudadanos  o  no,  referidos  muy  especialmente 
a  quienes  integran  minorías  raciales,  religiosas,  o  po- 
líticamente heterodoxas. 

Polibio,  hijo  de  su  tiempo  al  fin,  compartía  la  tesis 
generalmente  aceptada  entre  los  griegos  de  que  en 
el  recurrente  abuso  del  poder  el  mismo  empie- 
za por  degenerar  en  un  único  hombre  (el  monarca 
que  deviene  en  tirano),  se  repite  por  el  conjunto  de 
unos  pocos  (los  aristócratas  que  se  corrompen  en 
oligarcas),  y  culmina  hasta  en  una  mayoría  de  los  ciu- 
dadanos (los  "demos"  de  la  terminología  griega),  la 
"plebs"  en  el  caso  concreto  de  Roma5.  Llegado  a  este 


4  John  Emerich  Edward  Dalkberg  Acton.  más  conocido  como 
Lord  Acton.  historiador  católico  inglés.  Profesor  Regio  de  His- 
toria Moderna  en  Cambridge,  especializado  en  la  historia  de  la 
Iglesia.  En  1887  escribió  al  obispo  Mandell  Creighton  (también 
historiador,  pero  con  énfasis  en  la  de  los  Papas)  la  epístola  que 
sirvió  de  marco  a  su  célebre  dicho: 

"No  puedo  aceptar  su  doctrina  de  que  no  debemos  |uzgar  al 
Papa  o  al  Rey  como  al  resto  de  los  hombres  con  la  presunción 
favorable  de  que  no  hicieron  ningún  mal.  Si  hay  alguna  presun- 
ción es  contra  los  ostentadores  del  poder,  incrementándose  a 
medida  que  lo  hace  el  poder.  La  responsabilidad  histórica  tiene 
que  completarse  con  la  búsqueda  de  la  responsabilidad  legal. 
Todo  poder  tiende  a  corromper  y  el  poder  absoluto 
corrompe  absolutamente.  Los  grandes  hombres  son  casi 
siempre  hombres  malos,  incluso  cuando  e|ercen  influencia  y  no 
autoridad:  más  aún  cuando  sancionas  la  tendencia  o  la  certeza 
de  la  corrupción  con  la  autoridad"  (negrillas  mías). 
("La  Aventura  de  la  Historia".  Año  6.  Número  70.  Agosto  2004. 
Pag.  lOI.Arlanza  Ediciones  S.A.) 

5  Cornelio  Tácito  fue  quizás  de  los  historiadores  romanos  quien 
con  más  deliberación  puso  distancia  entre  sí  mismo  y  las  ma- 
sas. Joaquín  Villalba  Alvarez  ("Estudio  Léxico  del  pueblo  en  Tá- 
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punto  caótico,  las  mismas  reclaman  un  salvador  (a 
caballo  o  en  tanqueta)  y  el  ciclo  se  inicia  de  nuevo 
ineluctablemente. 

De  ahí  la  originalidad  para  Polibio  de  que  los 
diferentes  centros  independientes  del  poder  se 
complementaran  y  fiscalizaran  recíprocamente  al 
mismo  tiempo,  la  clave,  para  él,  de  un  republicanis- 
mo logrado. 

Los  jueces  y  pretores,  así  como  sus  respectivos 
jurisconsultos,  no  sobresalían  en  este  horizonte  re- 
publicano con  un  adicional  poder  independiente  sim- 
plemente porque  la  misma  tradición  republicana  lo 
daba  por  supuesto. 

Todos  sabemos  que  esa  admirable  república  de 
los  romanos  empezó  a  ser  erosionada  con  la  refor- 
ma agraria  de  los  hermanos  Gracco  el  133  antes  de 
Cristo,  y  que  a  ella  siguieron  otras  más  violentas  que 
hubieron  de  dar  al  traste,  tras  un  siglo  de  guerras 
civiles,  hasta  con  la  misma  república6. 


c¡to:Vulgus,  Plebs.  Populus).  incluye  entre  sus  consideraciones 
el  |uicio  con  que  lo  calificó  Bassols:  "Tácito  odia  y  rehuye 
todo  lo  vulgar  y  plebeyo.  Ningún  escritor  ha  escrito 
con  tanta  elevación  como  Tácito.  No  desciende  nunca 
hasta  sus  lectores  y,  por  el  contrario,  exige  que  éstos 
se  eleven  a  él.  Evita  siempre  las  frases  hechas  y  trivia- 
les, las  expresiones  vulgares  y  corrientes"...  Como  un 
Ortega  y  Gasset  de  aquellos  tiempos.  Es  de  recordar,  sin  em- 
bargo, que  habia  sido  esa  "plebs"  la  que  peleó  anónimamente  las 
exitosas  guerras  de  la  República,  la  que  la  alimentó  con  el  trigo 
de  sus  desvelos  campesinos,  la  que  enfrentó  a  los  senadores  con 
su  derecho  al  "veto",  la  que  les  forzó  ulteriormente  a  compartir 
con  los  tribunos,  de  condición  exclusivamente  plebeya,  el  po- 
der mayúsculo  de  iniciar  legislación. 
6  La  llamada  "revolución  romana"  abarcó  un  siglo  de  graves  per- 
turbaciones públicas  desde  el  consulado  del  primero  de  los 
Graccos  hasta  la  derrota  definitiva  de  Marco  Antonio  por  Octa- 
vio en  la  batalla  deAccio.  en  el  año  31  antes  de  Cristo. 
Ese  periodo  letal  para  la  República  resulta  todavía  muy  aleccio- 
nador para  nosotros. 

Desde  mi  perspectiva  personal,  derivó  de  repetidos  intentos  de 
cónsules,  senadores  y  tribunos  del  pueblo,  que  con  el  apo- 
yo de  movimientos  partidistas  se  disputaban  alternativamente 
la  ampliación  de  sus  poderes  respectivos  bajo  las  etiquetas  de 
optimates  y  populares  para  supuestamente  redistribuir 
los  éxitos  ganados  bajo  el  sistema  republicano  de  la  división  de 
poderes  durante  los  siglos  III  y  IV  antes  de  Cristo.  La  política 
se  militarizó  por  ello  y,  paulatinamente,  para  todos  los  efectos 
reales.  Roma  dejó  de  ser  una  República  con  la  llegada  al  poder 
de  Julio  César  (48  A.  de  C).  Su  sobrino  Octavio  Augusto,  que 
compartió  de  facto  el  poder  por  algo  más  de  una  década  con 
un  quasi  populista  y  un  oligarca  durante  los  años  posteriores  al 
asesinato  de  César,  no  hizo  más  al  cabo  que  institucionalizar  la 


Al  final  quedaron  concentrados  en  unas  mismas 
manos  esos  poderes  independientes  antes  dispersos, 
las  de  la  persona  del  emperador  Augusto  (en  el  3  I 
antes  de  Cristo).  La  ulterior  eliminación  definitiva  del 
Senado  romano  del  proceso  de  sucesión  imperial  a  la 
muerte  de  Tiberio  (en  el  37A.D.)  selló  para  siempre 
la  decadencia  y  muerte  de  la  república. 

Cuando  poco  más  de  tres  siglos  después  fue  ase- 
sinado el  último  emperador  a  manos  de  los  bárbaros 
(A.D.  476),  parafraseando  a  Sir  John  Hicks,  "lo  que 
murió  fue  un  fantasma". 

Durante  los  mil  años  subsiguientes  a  las  invasio- 
nes de  los  bárbaros  germánicos,  de  entre  los  jirones 
de  lo  que  pudiéramos  llamar  "residuos"  medievales 
de  un  pasado  democrático  romano  (y  que  cimenta- 
ron la  Europa  que  hoy  conocemos),  sólo  podrían  ser 
rescatados  como  muy  modestamente  equiparables  la 
institución  del  jurado  en  la  impartición  de  la  justicia, 
los  respectivos  derechos  imprescriptibles  a  la  tie- 
rra de  señores  y  siervos  de  acuerdo  al  derecho  con- 
suetudinario (parte  esencial  del  "ius  commune" 
europeo),  y  el  reemplazo  de  la  "virtud"  patriótica, 
también  en  nuestra  tradición  hispánica,  por  la  defen- 
sa de  los  "fueros"  o  "libertades"  de  las  comunidades 
ante  las  autoridades  feudales  7. 

Con  el  redescubrimiento  del  derecho  positi- 
vo romano  en  Bolonia,  a  principios  del  siglo  XII,  y 
su  paulatina  recepción  por  casi  todo  el  continente 
hasta  el  XVI,  aquellos  últimos  vestigios  democráticos 
apenas  fueron  retenidos  en  ciertos  "Parlamentos" 
(Inglaterra,  Islandia,  Hungría,  Polonia...),  de  índole 
inevitablemente  más  aristocrática  que  popular. Tal  el 


concentración  de  hecho  de  todos  los  poderes  del  Estado  en  sus 
manos,  las  del  primero  de  los  sucesivos  "Imperatores". 
7  El  poderoso  no  gusta  de  competidores.  En  los  tiempos  del  ab- 
solutismo monárquico,  el  aristócrata  era  el  enemigo  a  vencer 
(la  Fronda,  bajo  Luis  XIV,  o  los  "comuneros",  bajo  Felipe  II). 
"Fuenteovejuna"  puede  todavia  servirnos  de  receta  contra  los 
impulsos  autoritarios  de  los  políticos  como  la  del  Espartaco  de 
la  era  clásica.  Hoy.  los  días  de  las  dictaduras  totalitarias  o  quasi 
totalitarias,  todo  desafio  que  pueda  venirles  de  cualquier  otra 
fuente  ajena  -la  prensa,  por  ejemplo-,  en  consecuencia  ha  de  ser 
aplastado.  De  ahí  su  habitual  antipatía  a  la  propiedad  privada  de 
los  demás,  pero  sobre  todo  hacia  los  propietarios  privados  de 
los  medios  de  producción. 
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caso  de  la  célebre  "charta  magna"  que  fue  obligado  a 
firmar  el  rey  Juan  sin  Tierra  (1215). 

La  tendencia  positivista  en  el  derecho  (inicia- 
da con  las  "glosas"  al  Código  de  Justiniano)  hubo  de 
desembocar  en  el  absolutismo  regio  que  se  en- 
señorearía de  la  Europa  continental  por  doscientos 
años.  Lo  estrenaron  Felipe  II  en  España  y  Luis  XIII 
en  Francia,  y  a  ellos  proveyó  de  sustento  filosófico 
marcadamente  Jean  Bodin  en  el  siglo  XVI8. 

El  fiel  de  la  balanza  empezó  a  inclinarse  de  nuevo 
hacia  la  versión  republicana  moderna  en  la  Inglaterra 
del  siglo  XVII  con  las  guerras  por  la  supremacía  polí- 
tica entre  el  rey  y  el  parlamento.  La  victoria  contun- 
dente de  este  último  con  la"Revolución  Gloriosa"  de 
1688  sobre  Jacobo  II,  y  su  posterior  fundamentación 
filosófica  por  John  Locke  dos  años  más  tarde,  abrió 
el  camino  hacia  la  reinstauración  contemporánea  del 
ideal  republicano  de  la  "división  de  poderes"'. 

Los  constituyentes  de  los  Estados  Unidos  reuni- 
dos en  Filadelfia  en  1787,  sobre  tales  precedentes, 
también  quisieron  establecer  ese  sistema  republica- 
no para  sí  mismo  como  eventual  freno  a  toda  opre- 
sión, incluida  esa  modalidad  de  la  misma  que  ellos 
llamaban  "mob  rule",  y  que  podríamos  traducir  como 
"gobierno  desde  las  calles"  (otra  manera,  sea  dicho 
de  paso.de  referirse  al  "populismo")  o  de  "oposición 
extraparlamentaria"  . 


De  antecedente  todavía  les  sirvió  Polibio,  ade- 
más el  parlamentarismo  inglés,  y  por  último  su  propia 
experiencia  en  América  con  el  autogobierno  de  casi 
siglo  y  medio10. 

Casi  por  esos  mismos  días,  los  girondinos  de  la 
revolución  francesa,  que  habían  albergado  aspiracio- 
nes federalistas  para  Francia  dentro  de  la  interpre- 
tación de  la  separación  de  poderes  propuesta  por 
Montesquieu,  perdían  sus  cabezas  bajo  la  guillotina  a 
manos  de  los  jacobinos  durante  el  periodo  llamado 
"del  Terror"  (1792-1794). 

Esa  tragedia  consolidó,  y  prorrogó,  las  puertas  a 
la  tendencia  centralizadora  en  la  cauda  de  un  caudillo 
carismático  para  las  masas,  que  ha  caracterizado  a 
Francia  (y  del  que  Bonaparte  supo  el  primero  hacer 
hábil  uso  y  De  Gaulle  brillante  colofón)".  Nuestra 
Iberoamérica  habría  de  ser  un  adicional  campo  de 
ensayo  para  lo  mismo  a  todo  lo  largo  del  siglo  XIX. 


10  Las  colonias  inglesas  en  el  norte  de  América  no  fueron  erigidas 
(salvo  parcialmente  la  de  Virginia)  "en  nombre  del  rey",  como 
sucedió  con  las  colonias  ibéricas  y  francesas,  sino  por  grupos 
religiosos  o  por  corporaciones  económicas  con  expresos  fines 
de  lucro.  Asi  el  monarca  no  nombraba  "motu  proprio"  sus  go- 
bernadores sino  que  se  limitaba  a  refrendar  los  seleccionados 
por  las  asambleas  populares  coloniales. Tampoco  se  decretaban 
y  recaudaban  los  impuestos  por  sus  oficiales  sino  por  los  de  las 
autoridades  coloniales  electas.  El  "espíritu  de  frontera"  reforzó 
el  sentido  de  autonomía  personal  de  los  colonos,  que  para  me- 
diados del  siglo  XVIII  gozaban  de  una  libertad  y  un  nivel  de  vida 
superiores  a  los  de  sus  conciudadanos  en  la  metrópoli.  Por  eso 
su  guerra  de  independencia  no  fue  "revolucionaria"  radical  sino 
conservadoras  diferencia  de  lo  que  hubo  de  ocurrir  en  Francia 
y  en  las  colonias  de  España  y  Portugal  donde  los  movimientos 
independentistas  sí  fueron  revolucionariamente  radicales  por- 
que aquí  entre  nosotros  (y  los  franceses)  nunca  habíamos  cono- 
cido el  autogobierno. 

El  retorno  de  Charles  De  Gaulle  al  poder  en  plena  guerra  in- 
dependentista  de  Argelia  (y  del  fiasco  francés  en  Indochina)  fue 
un  caso  más  en  ese  país  de  "bonapartismo"  (1958),  pero  con 
matices  más  contemporáneos.  La  IV  República  que  siguió  al  pa- 
réntesis autoritario  de  Vichy  en  1945  había  sido  un  completo 
caos  (como  la  Segunda  República  española  de  1 93 1  a  1 939.  y  en 
la  de  Chile  bajo  Allende  de  1970  al  73).  Ese  síndrome  del  sal- 
vador montado  a  caballo  lo  reconocemos  los  iberoamericanos 
muy  bien.  Pero  De  Gaulle  legó  a  los  franceses  contemporáneos 
un  entramado  constitucional  eficaz  (una  concreción  del  moder- 
no concepto  del  Estado  de  Derecho),  es  decir,  sin  menoscabo 
alguno  de  las  libertades  y  derechos  del  hombre  y  del  ciudadano, 
como  lo  habían  intentado  sucesivamente  sin  éxito  muchas  otras 
iniciativas  políticas.  Paradójicamente,  hubo  de  retirarse  bajo  la 
presión  "populista"  de  los  eventos  estudiantiles  de  mayo  de 
1968. 


8  "Les  six  libres  de  la  République"  ( 1 566),  fue  su  opus  magnum 
Su  aporte  más  incisivo  a  la  historia  del  pensamiento  político 
fue  el  concepto  de  "soberanía",  en  su  caso  entendida  como  la 
independencia  total  del  monarca  de  cualquiera  otra  cortapisa  a 
su  poder  (la  Iglesia,  la  costumbre  inveterada,  los  parlamentos. . .)  II 
que  no  le  viniera  Inmediatamente  de  Dios.  Un  anticipo  a  "I 
État  c'est  moi"  de  Luis  XIV...  Rousseau  hubo  de  retener  este 
peligroso  concepto  pero  desplazado  a  "le  peuple"  o  "la  nation". 

9  "Second  Treatise  on  Government".  1690.  A  la  manera  romana, 
su  separación  y  división  de  poderes  ha  de  darse  entre  el  Legis- 
lativo y  el  E|ecutivo.  No  incluye  en  ella  a  un  poder  judicial  cuya 
independencia  y  autonomía,  también  da  por  supuestas  según  el 
"common  iaw",  la  versión  británica  del  "ius  commune"  europeo. 
Habría  de  ser  el  Barón  de  Montesquieu.  por  la  circunstancia 
muy  particular  de  las  judicaturas  hereditarias  en  Francia,  quien 
habría  de  postular  expresamente  la  independencia  racional  es- 
tricta de  un  "poder  judicial"  respecto  a  los  otros  poderes  supre- 
mos del  Estado.  La  Revolución  de  I  789  intentó  hacerlo  realidad 
con  el  nuevo  (y  viejo)  concepto  de  la  positividad  exclusiva  del 
derecho,  pero  hoy  vemos  su  fracaso. 
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Aquel  modelo  republicano  original  descrito  por 
Polibio  se  frustró  entre  nosotros,  y  no  habría  de  te- 
ner un  titubeante  renacimiento  sino  hasta  la  apro- 
bación plebiscitaria  de  la  actual  Constitución  de  la 
V  República  francesa,  en  1958,  y  de  ciertos  tímidos 
ajustes  dentro  de  la  mentalidad  del  positivismo  ju- 
rídico en  nuestra  América  en  fechas  más  recientes. 

Por  "populismo",  pues,  entiendo  el  recurso 
emocional  electorero  por  un  líder  pero  cargado 
de  falacias  lógicas,  en  absoluto  no  asimilable  a  una 
democracia  republicana  efectiva  que  asegure 
el  respeto  a  los  derechos  fundamentales  de  todos, 
pues  tiende  a  la  anulación  de  esa  preciosa  división  de 
poderes  independientes  entre  sí,  como  ha  sucedido 
en  Cuba  y  se  intenta  en  Venezuela. 

Es  bien  sabido  que  el  desencadenamiento  de 
las  pasiones  por  el  demagogo  suele  tener  por  con- 
secuencias difíciles  de  evitar  el  estrechamiento  del 
horizonte  de  las  opciones  a  debatir  y  la  distracción 
hacia  temas  periféricos  y  escasamente  relevantes 
para  el  bienestar  a  largo  plazo  de  los  pueblos. 

A  su  sempiterno  impulso  tales  "populistas"  (Al- 
cibíades,  Catilina,  Robespiere,  Lenin,  Mussolini,  Hitler, 
Perón  o  Lázaro  Cárdenas,  por  mencionar  algunos...) 
han  solido  cortejar  y  conquistar  mayoritariamen- 
te  el  consenso  de  las  masas  electorales  (un  medio 
legítimo),  al  tiempo  que  recortan  los  derechos  fun- 
damentales (un  fin  ilegítimo)  de  las  minorías  que 
disientan. 

El  "populista"  quiere  un  campo  liso  y  aplana- 
do ante  sí12.  Le  estorban,  una  vez  llegado  al  poder. 


1 2  El  mejor  estudio  que  conozco  sobre  esa  propensión  monopoli- 
zadora  del  poder  lo  creó  la  obra  de  Bertrand  de  Jouvenel  "Du 
Pouvoir,  l'histoire  naturelle  de  sa  croissance",  escrita 
bajo  la  plena  ocupación  de  París  por  los  alemanes  (al  tiempo 
que  Jean  Paul  Sartre  escribía  su  "Ser  y  la  Nada"  y  Henn  de  Lubac 
"El  drama  del  humanismo  ateo").  En  particular,  tengo  por  muy 
iluminadora  su  referencia  a  "la  vocación  de  todo  aristocra- 
cia (por  tanto  no  sólo  la  de  sangre)  es  a  resistir  "  Como 
Ortega,  por  tanto,  el  cree  que  "hoi  aristoi"  {los  mejores)  son 
quienes  se  erigen  en  contestatarios  de  cualquier  abuso  del  po- 
der público,  aun  el  mayoritariamente  respaldado  por  las  masas 
seguidoras  de  un  caudillo  populista,  sean  los  contestatarios  pen- 
sadores libres,  dirigentes  sindicales,  empresarios  innovadores, 
sacerdotes  intrépidos,  héroes  elegantes  de  la  pluma,  o  simple- 


la  prensa  independiente,  la  Iglesia,  los  sindicatos  y 
las  corporaciones  poderosas  que  le  puedan  dispu- 
tar esferas  de  decisión  e  influencia,  los  individuos 
pensantes... 

En  la  "Constitución"  vigente  en  Cuba,  como  bo- 
tón de  muestra,  se  reconoce  el  derecho  a  la  libertad 
de  emisión  del  pensamiento  siempre  y  cuando  su 
ejercicio  se  haga  para  la  construcción  del  socialismo. 
Es  obvio  que  para  quien  aspire  a  otro  orden  no- 
socialista  no  existe  constitucionalmente  tal  libertad 
de  expresión.  En  este  caso,  como  lo  ¡lustró  George 
Orwell,  "aquí  todos  somos  iguales  menos  algunos 
que  somos  más  iguales  que  los  demás"... 

En  esa  dirección  se  encamina  ahora  el  sistema 
que  paso  a  paso  erige  Hugo  Chávez  en  Venezuela 
bajo  el  lema  (que  muy  poco  dice)  del  "socialismo 
del  siglo  XXI".  En  realidad,  algo  ya  de  mucho  tiempo 
atrás  repetidamente  "deja  vú".Y  a  su  ejemplo  algunos 
otros  lo  emulan. .., como  en  este  momento  lo  insinúa 
repetidos  ataques  velados  de  las  autoridades  a  voces 
disidentes  en  Guatemala13. 

El  populismo,  así  entendido,  no  es  nada  nuevo,  ni 
se  ha  ceñido  exclusivamente  a  colores  ideológicos 
determinados,  sean  de  izquierda,  centro  o  derecha. 

Es,  simplemente,  la  eterna  versión  autoritaria 

en  la  conducción  de  los  pueblos,  que  unas  veces  se 
vale  de  los  cañones  y  otras  de  los  sofismas,  siempre 
al  parecer  tan  del  gusto  de  los  condicionados  a  la 
abulia,  que  escapan  así  bajo  el  anonimato  colectivo  de 
las  masas  embrujadas  a  las  respectivas  responsabili- 
dades entrañadas  en  sus  libertades  individuales. 

Hitler,  por  ejemplo,  ganó  democráticamente 
las  elecciones  de  fines  de  1932  con  el  47%  de  los 
votos  válidos,  lo  que  le  aseguró  una  mayoría  abso- 

mente  cualquiera  que  trabaje  con  el  azadón  la  tierra  que  le  fue 
heredada. 

I  3  La  tecnología  digital,  empero,  ahora  nos  provee  de  un  recurso 
adicional  para  la  salvaguardia  de  nuestras  libertades  de  pensa- 
miento y  expresión,  como  la  tecnología  de  los  transistores  le 
permitió  a  De  Gaulle  defender  a  su  gobierno  de  los  golpistas  de 
1961  y  aYeltsin  al  suyo  mediante  el  fax  de  la  intentona  de  unos 
cuantos  mediocres  burócratas  del  partido  comunista  treinta 
años  más  tarde. 
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luta  en  el  Parlamento  (Reichtag).  Ese  mismo  órga- 
no democrático  de  poder  hubo  de  conferirle  a  su 
turno  legalmente  "plenos  poderes",  como  no  hace 
mucho  lo  hizo  el  Congreso  de  Venezuela  con  Hugo 
Cháveza  través  de  las  leyes  adjetivadas  "habilitantes". 
Con  semejantes  facultades  omnímodas  pudo  Hitler 
organizar  a  sus  anchas  sus  empresas  guerreristas  y 
posteriormente  el  genocidio  de  judíos,  gitanos  y  ho- 
mosexuales.Y  Chávez,  ¿qué  nos  tiene  en  reserva?... 

Que  el  ideal  republicano  a  los  ojos  de  muchos  en 
la  culta  Europa  no  se  hubiera  todavía  identificado  um- 
versalmente por  aquel  entonces  con  la  democracia 
constitucional  lo  prueba  el  hecho  de  que  cuatro  años 
más  tarde  (1937),  ya  aprobados  los  decretos-leyes 
raciales  de  Nuremberg  (1935),  que  despojaban  en 
nombre  de  la  mayoría  aria  a  una  minoría  significativa 
de  alemanes  "no-arios"  de  sus  derechos  constitu- 
cionales más  elementales,  Hans  Kelsen,  el  maestro 
de  la  filosofía  jurídica  positivista  que  impera  en  casi 
todas  las  facultades  de  derecho  de  nuestras  univer- 
sidades iberoamericanas,  calificaba  al  III  Reich  de  un 
"Estado  de  Derecho"  y  a  semejante  aprobación 
se  sumó  por  esas  mismas  fechas  el  gran  gurú 
del  laborismo  británico,  Harold  Laski14. 

En  nuestra  América  ha  sido  tentación  perenne 
para  los  grandes  demagogos,  es  decir,  los  grandes 
simplificadores  de  los  temas  políticos  más  complejos, 
háyanse  llamadoVelasco  Ibarra,  Salvador  Allende,  Ge- 
tulio Vargas,  Fidel  Castro  o  Daniel  Ortega.... 

Sus  secuelas  invariables  han  sido  el  estancamien- 
to, si  no  el  retroceso,  económico  de  sus  pueblos,  la 
polarización  partidista  extrema,  muertes  de  inocen- 
tes, y  la  disminución  en  los  gobernados  de  su  capaci- 
dad de  decidir  por  sí  mismos. 

Todo  esto  suele  llegar  acompañado  de  índices 
más  silenciosos  pero  igual  de  elocuentes:  el  de  todos 
aquellos  que  votan  con  sus  pies  camino  del  exilio,  o 
el  de  los  altos  presupuestos  para  seguridad  represiva 

14  Citado  por  F.A.  von  Hayek  en  su  obra  Los  Fundamentos  de 
la  Libertad  ("The  Constitution  of  Liberty"),  Chicago  Univer- 
sity  Press.  1 96 1 ,  en  una  nota  al  pie  de  página  del  capitulo  XVI  "la 
decadencia  de  la  ley". 


con  los  que  los  "caudillos"  blindan  su  poder  que  in- 
sisten en  llamar  "popular". 

Ha  sido,  pues,  el  populismo  una  experiencia  do- 
lorosa  multisecular  en  todos  los  continentes  y  bajo 
los  pretextos  más  dispares,  pero  siempre  arropado 
con  el  nombre  de  la  "democracia". 

A  la  emergencia  de  tales  corrientes  populistas 
ha  contribuido  además,  en  ciertos  casos,  la  pequeñez 
numérica  de  una  clase  media  que  se  muestre  alerta, 
próspera  y  educada,  y  la  debilidad  crónica  de  los  sis- 
temas de  justicia. 

Desde  un  punto  de  vista  ético,  el  populismo  se 
ha  mostrado  el  caldo  de  cultivo  para  los  irresponsa- 
bles, en  lo  que  fácilmente  caen  los  pueblos  cuando 
predominan  en  él  los  hombres  y  mujeres  cortopla- 
cistas  de  cualquier  estrato  social,  y  para  quienes  el 
fin  justifique  los  medios. 

Por  otra  parte,  el  antídoto  al  populismo  se  ha 
visto  en  la  concreción  de  lo  que  se  interpreta  hoy 
como  un  genuino  "Estado  de  Derecho",  o  sea,  aquel 
en  el  que  cada  ciudadano  haya  internalizado  la  con- 
vicción que  una  vez  formulara  tan  bellamente  Benito 
Juárez:"Entre  los  individuos,  como  entre  las  naciones, 
el  respeto  al  derecho  AJENO  es  la  paz". 

Pero  para  llegar  ahí,  la  formación  democrática 
debe  arrancar  desde  la  cuna,  cuando  se  inculca  en  las 
tiernas  mentes  en  formación  que  el  límite  inviolable  a 
la  libertad  de  cada  cual  es  su  respeto  a  la  libertad  de 
los  demás.  Este  es  el  sentido  último  de  la  respon- 
sabilidad, para  cuyo  ejercicio  nada  aporta  tanto 
como  la  exigencia  de  que  se  responda  estrictamente 
por  las  consecuencias  de  cada  acto  deliberado. 

Sin  ello,  todas  las  declaraciones  retóricas  de  li- 
bertad y  democracia  no  son  más,  en  el  mejor  de  los 
casos,  que  papel  mojado. 

Y  esta  es  mi  acepción  final  del  "populismo" 
con  respecto  a  una  imposible  coexistencia  con  la 
"democracia". 
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Litigios,  cátedras 

y  función  pública  ^ 

/  u  Roqelw  Zarceño  Ganan'  ^^^^^^^ 


¿Qué  lo  motivó  a  estudiar  derecho?  ¿Qué 
aplicaciones  tiene  el  estudio  del  Derecho  en 
Guatemala? 

En  las  pruebas  de  aptitudes  y  habilidades  que 
se  realizaban  en  el  Colegio  a  los  alumnos  de  último 
grado,  obtuve  una  alta  nota  en  precisión,  cálculo  y 
habilidad  numérica,  propia  de  las  carreras  científicas, 
especialmente  las  ingenierías,  en  segundo  lugar,  eco- 
nomía y  en  tercer  lugar  derecho.  Mi  deseo  en  aquel 
entonces  era  estudiar  Ingeniería  Electrónica.  Sin  em- 
bargo, empecé  a  indagar  cómo  era  la  carrera  de  de- 
recho en  Guatemala  con  algunos  amigos  de  la  familia 
que  eran  abogados,  y  un  tío,  a  quien  guardaba  mucho 
cariño  y  admiración  me  dijo  un  día  que  para  él  sería 
un  orgullo  que  me  convirtiera  en  Abogado,  por  lo 
que  decidí  inscribirme  en  la  Facultad  de  Derecho  de 
la  Universidad  de  San  Carlos  de  Guatemala. 

En  cuanto  a  las  implicaciones  del  estudio  de  De- 
recho en  Guatemala,  creo  que  su  estudio  hoy  día 
demanda  una  gran  responsabilidad  y  compromiso 
serio  frente  a  la  sociedad,  porque  los  estudiantes  de 

I  Abogado  y  notario,  egresado  de  la  Universidad  de  San  Carlos  de 
Guatemala.  Doctor  ofTheology  in  Pastoral  Mmistry.  graduado  de 
la  California  Christian  University.  Estudios  de  Contaduría  Pública  y 
Auditoria  en  la  Universidad  Rafael  Landivar.  Estudios  de  Economía 
y  Finanzas  en  la  Escuela  Superior  de  Economía  y  Administración 
de  Empresas  de  la  Universidad  Francisco  Marroquín.  Actualmente 
pensum  cerrado  en  la  Maestría  en  Derecho  Mercantil  por  la  Facul- 
tad de  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales  de  la  Universidad  de  San  Car- 
los de  Guatemala.  Catedrático  titular  de  los  cursos  de  Derecho 
Procesal  Civil  Practico  y  Teoría  General  De  Las  Obligaciones  en 
la  Universidad  Francisco  Marroquín,  desde  el  año  1989  hasta  la 
presente  fecha;  asesor  y  lector  de  fondo  de  trabajos  de  tesis  de 
pre-grado;  integrante  de  ternas  examinadoras  para  evaluar  estu- 
diantes en  el  Examen  Técnico  Profesional  en  el  área  de  derecho 
privado. 


derecho  de  hoy  serán  los  magistrados,  legisladores, 
jueces,  funcionarios  y  juristas  del  mañana,  que  ten- 
drán a  su  cargo  muchas  de  las  decisiones  más  im- 
portantes y  trascendentales  del  país.  De  ahí,  que  su 
formación  debe  ser  integral,  y  deben  cultivar  mucho 
los  principios  y  valores  éticos  y  morales  para  que  sus 
decisiones  estén  siempre  enmarcadas  y  ajustadas  al 
derecho  y  a  la  justicia  a  la  cual  deben  servir. 

Respecto  a  la  práctica  profesional  ¿Qué  lo  llevó 
a  involucrarse  en  el  ámbito  del  litigio? 

En  mi  época  de  estudiante  ingresé  a  trabajar  a  un 
bufete  de  abogados  en  donde  se  atendían  muchos  ca- 
sos judiciales,  y  yo  era  el  encargado  de  su  procuración 
y  creo  que  ello  contribuyó  mucho  a  despertar  el  inte- 
rés en  el  litigio.  Creo  que  el  contacto  con  la  realidad 
procesal  provoca  que  se  despierte  en  el  estudiante 
esa  inclinación.  El  litigio  es  algo  que  debes  disfrutar; 
el  hecho  de  plantear  o  contestar  una  demanda,  res- 
ponder una  excepción,  trazar  una  estrategia  en  un 
juicio  o  tratar  de  descifrar  lo  que  está  pensando  la 
contraparte,  es  muy  emocionante.  El  litigio  lo  tienes 
que  vivir,  porque  la  Abogacía  rige  pasiones;  no  debe 
ser  tomado  únicamente  como  un  trabajo  que  debes 
realizar  para  generar  un  ingreso,  porque  entonces  se 
puede  convertir  en  una  pesada  carga  y  puede  venir 
la  frustración.  Es  una  guerra  en  donde  cada  día  libras 
una  batalla,  que  quizá  puedes  perder,  pero  tienes  que 
levantarte  y  seguir  adelante,  recordando  que  puedes 
perder  la  batalla  pero  no  la  guerra.  En  el  proceso,  la 
atención  es  la  alerta  permanente.  Recuerdo  una  serie 
de  televisión  que  marcó  mi  carrera  como  litigante;  se 
trataba  de  un  grupo  de  jóvenes  estudiantes  de  una 
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facultad  de  leyes  de  una  reconocida  universidad,  y  en 
uno  de  sus  capítulos  un  brillante  maestro  les  da  este 
consejo:  "Los  grandes  abogados  ganan  y  pierden  con 
dignidad". 

De  acuerdo  a  su  experiencia  ¿Cómo  describiría 
el  litigio  en  Guatemala?  ¿Qué  fortalezas  y  debi- 
lidades puede  señalar? 

El  crecimiento  continuo  y  a  veces  exponencial 
de  la  "demanda"  de  justicia  en  todos  los  órdenes  ju- 
risdiccionales, es  una  consecuencia  de  la  "crisis  so- 
cial" que  continúa  extendiéndose  influenciada  por 
variables  internas  y  muchas  veces  internacionales. 
Esta  crisis  se  manifiesta  en  el  cierre  de  empresas,  en 
el  sobreendeudamiento  y  consecuentemente  en  el 
brutal  aumento  de  procesos  de  cobro  de  deudas;  es 
la  misma  crisis  social  la  que  ha  exagerado  desmesu- 
radamente el  fenómeno  de  los  cheques  sin  fondos,  e 
incluso  se  manifiesta  en  la  criminalidad  ligada  directa 
o  indirectamente  al  fenómeno  de  la  droga.  Es  indis- 
pensable resaltar  que  la  "crisis  de  la  justicia",  como  es 
evidente.es  inseparable  de  la  crisis  de  la  sociedad.de 
los  fenómenos  de  desempleo,  pobreza.  En  ese  con- 
texto el  Abogado  tiene  que  desarrollar  su  actividad 
profesional,  enfrentando  a  estos  problemas  sociales 
y  jurídicos.  La  demanda  exponencial  de  justicia  da 
paso  a  una  gran  morosidad  procesal;  los  Tribunales 
de  justicia  están  saturados  de  expedientes  de  cobro 
de  deudas  que  traen  consigo  el  atraso  inevitable  en 
los  litigios,  lo  cual  muchas  veces  no  es  entendido  por 
los  clientes,  que  demandan  resultados. 

¿Qué  lo  motivó  a  optar  por  una  magistratura 
en  la  Corte  Suprema  de  Justicia? 

La  esperanza  y  el  anhelo  de  cambio.  Los  pro- 
blemas estructurales  en  la  impartición  de  justicia  en 
Guatemala  son  grandes.  Yo  creo  que  todos  anhela- 
mos un  verdadero  estado  de  justicia,  en  el  que  se 
tienda  a  garantizar  la  justicia  por  encima  de  la  lega- 
lidad formal,  regulando  expresamente  el  derecho  de 
acceso  a  la  justicia  y  a  la  obtención  de  la  tutela  efecti- 
va de  los  derechos  e  intereses  de  las  personas,  orga- 
nizando tribunales  que  garanticen  la  justicia  gratuita, 
accesible,  imparcial,  idónea,  transparente,  autónoma, 


independiente,  responsable,  equitativa  y  expedita.  Sin 
justicia  es  imposible  alcanzar  la  tan  anhelada  paz;  la 
justicia  es  el  factor  determinante  para  la  paz  social, 
fin  inmediato  de  todo  Estado  y  de  todo  ser  huma- 
no. La  crisis  de  la  justicia  en  Guatemala,  es  un  hecho 
insoslayable.  Existe  y  resiste.  De  hecho,  es  una  crisis 
resistente  a  personas,  gobiernos  y  leyes;  es  una  cri- 
sis con  raíces  profundas  y  causas  complejas  que  no 
tiene  soluciones  fáciles,  pero  cuyo  reto  vale  la  pena 
enfrentar. 

¿Cree  Usted  que  el  sistema  de  justicia  en  Gua- 
temala, contribuye  para  atraer  inversionistas  y 
mejorar  la  economía? 

Actualmente  creo  que  no.  La  falta  de  credibili- 
dad y  confianza  en  los  órganos  encargados  de  la  im- 
partición de  justicia  lejos  de  estimular  la  inversión, 
la  desalientan.  Cualquier  inversionista  considera  y 
pondera  como  variable,  el  tiempo  de  resolución  de 
conflictos  como  parte  de  su  evaluación  cuando  desea 
invertir.  Hace  varios  años  recuerdo  que  una  empresa 
extranjera  estaba  interesada  en  la  estandarización  de 
paquetes  de  hipotecas  para  colocarlas  en  el  mercado 
internacional,  pero  al  conocer  el  tiempo  que  tomaba 
el  trámite  de  una  ejecución  en  vía  de  apremio  en 
nuestro  país  hasta  obtener  la  escrituración  al  adjudi- 
catario, terminó  por  abandonar  la  idea. 

La  ley  es  un  elemento  vital  para  una  democra- 
cia real  y  para  una  eficiente  interacción  económica 
nacional  e  internacional.  Sin  embargo,  las  mejores  le- 
yes se  vuelven  inútiles  sin  un  efectivo  sistema  judicial 
para  hacerlas  efectivas. 

En  Guatemala  tenemos  la  casación  como  últi- 
mo recurso  jurídico,  ¿Qué  opinión  le  merece  la 
utilización  que  se  ha  dado  al  mismo? 

La  casación  es  un  verdadero  y  propio  medio  de 
impugnación,  un  recurso  otorgado  a  las  partes  en  el 
proceso,  bajo  ciertas  condiciones,  para  pedir  y  obte- 
ner el  reexamen  de  las  sentencias  desde  el  punto  de 
vista  de  su  corrección  jurídica.  El  tribunal  de  casación 
controla  la  actividad  jurisdiccional  de  los  jueces,  ex- 
presada en  las  sentencias.  Los  jueces  deben  ajustar  su 
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actividad  a  las  normas  jurídicas.  Todo  juzgador  tiene 
la  potestad  para  juzgar  dentro  de  la  ley,  y  cuando  se 
desvía  de  ella,  incurre  en  un  abuso  de  poder  que  ex- 
cede los  límites  de  la  potestad  que  se  le  ha  confiado. 
En  ese  sentido,  se  ha  dicho  que  cuando  el  juez  se 
aparta  de  la  ley,  no  sólo  juzga  mal  sino  que  no  juzga. 
El  instituto  de  control  jerárquico-jurídico  para  veri- 
ficar la  observancia  en  la  aplicación  de  la  ley  es  la 
casación,  razón  por  la  cual  ésta  debe  constituirse  en 
escudo  y  defensa  constante  de  la  ley  contra  el  poder 
del  juez  y,  al  mismo  tiempo  proveer  a  la  uniformi- 
dad de  la  jurisprudencia.  La  función  primordial  de  la 
casación  es,  pues,  el  reexamen  de  la  sentencia  que 
dicta  la  Sala  jurisdiccional  y  no  de  la  controversia,  lo 
cual  usualmente  suele  confundirse  al  momento  de  su 
planteamiento. 

De  esto  hay  mucho  que  decir,  pero  quizá  pode- 
mos reservarlo  para  una  próxima  entrevista.  Pero 
volviendo  a  la  pregunta,  puedo  decir  que,  al  igual  que 
la  acción  constitucional  de  amparo,  también  a  la  ca- 
sación se  le  ha  desnaturalizado  y  se  le  ha  convertido 
en  "otro  recurso  mas"  para  alargar  la  discusión  en 
algunos  procesos,  por  un  lado;  por  otro  lado,  se  ha 
venido  perdiendo  "la  majestad"  de  la  casación,  como 
recurso  extraordinario  y  eminentemente  técnico 
que  es,  pues  bajo  argumentos  de  posibles  violacio- 
nes al  principio  del  debido  proceso  y  al  derecho  de 
defensa,  en  más  de  algún  caso  se  ha  mandado  a  la 
Corte  Suprema  de  Justicia  dar  trámite  a  memoriales 
de  interposición  que  no  cumplen  con  los  requisitos 
que  la  ley  exige  para  su  planteamiento. 

La  jurisprudencia  en  nuestro  país  aún  no  es  una 
fuente  muy  utilizada  en  la  práctica,  no  sólo  por 
las  características  de  nuestro  sistema  sino  por 
las  deficiencias  que  ha  presentado.  ¿Qué  opi- 
nión le  merece  esto?  ¿Qué  recomendaciones 
puede  dar  al  respecto? 

La  apabullante  actividad  administrativa  de  la  Cor- 
te Suprema  de  Justicia  creo  que  ha  impedido  que  los 
magistrados  puedan  dedicar  más  tiempo  a  la  labor 
jurisdiccional,  pues  el  ahogo  de  agendas  saturadas  de 
reuniones,  la  integración  de  diversas  comisiones,  el 


seguimiento  de  temas  administrativos,  entre  otros, 
reducen  significativamente  el  tiempo  del  quehacer 
como  juristas.  El  fin  político  de  la  casación  es,  pre- 
cisamente, lograr  una  uniformidad  en  la  aplicación 
de  la  ley  para  que  el  Estado  cumpla  con  garantizar 
seguridad  a  los  ciudadanos,  pues  no  puede  hablarse 
de  seguridad  en  la  administración  de  justicia  cuando 
un  tribunal  resuelve  de  una  forma  y  otro  en  forma 
diferente  una  cuestión  de  idénticas  características; 
es  más,  esta  misma  inseguridad  desalienta  y  desmo- 
tiva cualquier  clase  de  inversión.  En  nuestro  medio, 
la  jurisprudencia  es  un  complemento  de  la  ley,  como 
fuente  del  ordenamiento  jurídico,  y  ahí  radica  su  im- 
portancia. Sin  embargo,  el  ordenamiento  jurídico  se 
ha  estado  nutriendo  de  los  criterios  contenidos  en 
los  fallos  de  la  Corte  de  Constitucionalidad,  pero  es 
necesario  que  la  Corte  Suprema  de  Justicia  vuelva 
por  sus  fueros  retomando  el  papel  que  le  correspon- 
de en  materia  de  jurisprudencia  y  que  los  fallos  de 
casación  no  se  limiten  únicamente  a  sentar  doctrinas 
relacionadas  con  los  motivos  y  submotivos  invoca- 
dos en  los  recursos,  sino  que  las  doctrinas  afecten, 
complementen  y  expliquen  normas  de  fondo,  tal 
como  ocurría  en  los  fallos  de  las  Cortes  de  los  años 
cincuenta,  sesenta  y  setenta,  según  recuerdo.  Actual- 
mente, el  Centro  Nacional  de  Análisis  y  Documenta- 
ción Judicial  -CENADOJ-  realiza  un  trabajo  de  re- 
copilación de  fallos  de  casación  y  fallos  de  algunas  de 
las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones,  lo  cual  de  alguna 
manera  es  una  guía  para  conocer  los  criterios  de  las 
autoridades  judiciales,  pero  no  es  suficiente.  Asimis- 
mo, es  oportuno  agregar  que  ya  hay  un  acercamien- 
to con  un  grupo  de  destacados  juristas  que  desean 
sumarse  al  trabajo  de  recopilación  y  análisis  de  fallos 
tanto  de  casación  como  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  el  propósito  de  uniformar  criterios 
judiciales,  que  es  tan  necesario. 

¿Qué  opinión  le  merece  la  propuesta  que  se  se- 
paren los  estudios  para  obtener  los  grados  de 
Abogado  y  Notario? 

A  estas  alturas  del  partido,  en  que  hay  un  núme- 
ro aproximado  de  doce  mil  Abogados  y  Notarios  que 
gozan  del  derecho  adquirido  de  ejercer  ambas  profe- 
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siones,  lo  veo  un  tanto  difícil.  La  solución  al  problema 
podría  estar  en  fortalecer  el  pensum  de  estudios  en 
el  área  notarial,  en  la  que  definitivamente  debe  re- 
saltarse la  moral  y  ética  que  necesariamente  deben 
concurrir  en  el  ejercicio  de  la  práctica  notarial. 

¿Qué  puede  comentar  acerca  de  su  labor  en  el 
Registro  General  de  la  Propiedad? 

Fue  mi  primera  experiencia  en  todos  estos  años 
de  ejercicio  profesional  en  el  campo  de  la  administra- 
ción pública.  Es  un  trabajo  arduo  pero  una  preciosa 
experiencia  en  donde  cada  día  trae  consigo  un  nuevo 
aprendizaje.  Tuve  la  oportunidad  de  trabajar  al  lado 
de  un  selecto  grupo  de  profesionales  con  amplia  ex- 
periencia en  el  tema  de  derecho  registral  con  quienes 
integramos  un  buen  equipo;  trabajar  las  operaciones 
electrónicamente  rompe  con  el  esquema  del  siste- 
ma del  "folio  real"  que  aprendimos  en  las  aulas  de  la 
facultad  de  derecho,  pero  es  de  suyo  interesante.  El 
Registro  General  de  la  Propiedad  hoy  por  hoy  cuenta 
con  una  novedosa  tecnología  de  punta,  pero  creo  que 
su  mejor  recurso  es  su  gente,  su  personal,  del  que 
guardo  muy  gratos  recuerdos.  Tener  la  oportunidad 
de  servir  al  gremio  de  colegas  notarios  también  fue 
una  grata  experiencia;  solucionar  los  diversos  pro- 
blemas con  un  enfoque,  no  de  escritorio,  sino  desde 
la  óptica  del  profesional  que  tiene  que  recorrer  los 
pasillos  y  las  oficinas  en  busca  de  una  solución  para 
el  problema  de  su  cliente.  Durante  el  tiempo  que 
estuve  trabajando  junto  al  licenciado  Sergio  Eduar- 
do Romano,  un  amigo  muy  querido  a  quien  guardo 
mucho  aprecio,  respeto  y  admiración,  se  obtuvieron 
varios  logros  tales  como  la  creación  de  la  Dirección 


de  Seguridad  Registral  para  dar  seguimiento  a  las  de- 
nuncias presentadas  ante  el  Ministerio  Público;  apoyo 
a  migrantes  para  que  puedan  mantener  la  inspección 
permanente  de  sus  inmuebles;  apoyo  técnico  y  físico 
en  la  implementación  y  funcionamiento  del  Registro 
de  Garantías  Mobiliarias;  la  firma  de  varios  acuerdos 
interinstitucionales;  la  renovación  de  los  archivos  de 
duplicados;  la  ampliación  de  la  cobertura  de  servicios 
a  los  notarios,  etcétera. 

¿Como  catedrático,  cuál  ha  sido  la  experiencia 
más  satisfactoria  que  ha  vivido  junto  con  sus 
alumnos? 

Mi  mayor  satisfacción  como  catedrático  es  que 
el  alumno  realmente  aprenda,  por  eso  trato  de  dar 
toda  mi  experiencia  y  conocimiento  sin  ninguna  re- 
serva. Otra  de  las  satisfacciones  es  lograr  y  mantener 
una  relación  cordial  y  de  respeto  con  los  alumnos, 
me  agrada  ayudarlos  a  resolver  problemas  y  compar- 
tir con  ellos  criterios  jurídicos. 

Finalmente,  ¿qué  mensaje  les  daría  a  los  alum- 
nos que  actualmente  cursan  la  carrera  de 
derecho? 

Que  se  preparen  bien;  que  no  estudien  única- 
mente para  aprobar  un  curso  sino  para  aprender  y 
dominar  la  materia;  la  batalla  del  profesional  no  se 
libra  en  las  aulas  de  la  universidad  sino  en  la  calle. 
Aprender  no  es  memorizar  ni  repetir,  sino  absorber 
conceptos  con  provecho.  Los  conceptos  aprendidos 
de  memoria  no  duran  en  la  mente,  pero  los  concep- 
tos comprendidos  y,  especialmente,  aplicados,  esos 
nunca  se  olvidan. 
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